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SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las nueve horas del primero de abril de dos mil veintidós.
En esta sesión extraordinaria del Consejo Superior para la formulación presupuestaria del 2023 participan: magistrada Patricia Solano Castro, Presidenta a.í., máster Dinorah Alvarez Acosta, doctor Gary Amador Badilla, licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez, licenciado Gary Bonilla Garro, además los representantes de los grupos gremiales máster Adriana Orocú Chavarría y el licenciado Parris Quesada Madrigal.  Asiste también la Directora Ejecutiva, máster Ana Eugenia Romero Jenkins; la Directora de Planificación licenciada Nacira Valverde Bermúdez, la Directora de Gestión Humana licenciada Roxana Arrieta Meléndez, el máster Erick Antonio Mora Leiva, Jefe del Proceso de Planeación y Evaluación y el licenciado Minor Alvarado Chaves, Jefe del Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos, en calidad de personas asesoras. 
Manifiesta  la señora magistrada Castro Solano lo siguiente: “Debido a que yo no he participado en la discusión de estos temas y desconozco los contenidos, me voy a abstener de votar los acuerdos, no obstante, la decisión se va a someter a votación, de las cuatro personas restantes que integran el Consejo Superior.”
ARTÍCULO I 
Documento 3752-2022

La Licda. Nacira Valverde Bermudez, Directora de Planificación informa que la Dirección de Gestión Humana, mediante oficios PJ-DGH-0077-2022, PJ-DGH-CAP-049-2022 MHC y 93-DG-2022 remitió a la Dirección de Planificación la proyección presupuestaria 2023 de especialistas en contenido, mientras que mediante oficio PJ-DGH-CAP-008-2022, la estimación de permisos con goce de salario con sustitución para personal judicial becado y la proyección de becas que incluye los pagos parciales o totales de posgrados y ayudas económicas de actividades formativas. 
“En el caso del anteproyecto para especialistas en contenido, se indica que el monto total solicitado se apega al límite máximo establecido por la Dirección de Planificación y comunicado mediante oficio 2945-PLA-TR-2021; no obstante, se aclara que de forma extemporánea ingresó una solicitud de parte del Director del Organismo de Investigación Judicial, Walter Espinoza Espinoza, la que remiten de forma adicional para que sea valorada su incorporación. 

Por otra parte, en el oficio donde se remite el anteproyecto de permisos para personal judicial becado y becas, se aclara que el anteproyecto presentado fue analizado y aprobado por el Consejo de Rectoría, según minuta de reunión N°01-EJ-2022 “Reunión de Rectoría, Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación”, la cual se llevó a cabo el viernes 14 de enero de 2022, de 9:00 a.m. a 9:30 a.m.  En dicho oficio, en la parte introductoria se indica lo siguiente:

“Se remite la proyección presupuestaria de becas (pagos parciales o totales de posgrados y ayudas económicas de actividades formativas) y permisos con goce de salario con sustitución para personal judicial becado correspondientes al año 2023.

Para lo cual, se consideró:  

El procedimiento aprobado por la Dirección de Planificación en el oficio 1169-PLA-2018.

Las medidas para la contención del gasto en el Poder Judicial aprobadas por Corte Plena en sesión No. 27-2017, celebrada el 21 de agosto de 2017, artículo XVI. 

[bookmark: _Hlk63252668]Las directrices técnicas para la programación y formulación del anteproyecto de presupuesto 2023, según oficio 1299-PLA-PP-2021.

[bookmark: _Hlk63253637]El límite presupuestario por formular para el año 2023, según oficio 2945-PLA-PP-TR-2021.

Los informes de resultados obtenidos de los Diagnósticos de Necesidades de Capacitación realizados por la Escuela Judicial y las diferentes Unidades de Capacitación.

La formulación presupuestaria para las becas que se proyectaron por las diferentes Unidades de Capacitación y Escuela Judicial en atención a las necesidades detectadas. 

La estimación del tipo de cambio del dólar autorizado para el 2023, siendo este ¢653,93, brindado por la MBA. Rita Castro Abarca, Administradora Pública de la Unidad de Presupuesto.

La estimación del tipo de cambio del euro autorizado para el 2023, siendo este ¢747,57, brindado por el MBA. José Andrés Lizano Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos de Financiero Contable.

El cálculo de los salarios se fundamenta en la información proporcionada por la Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales de la Dirección de Gestión Humana”.


Como aspectos relevantes y según se extraen de ese oficio, se tienen los siguientes: 

La formulación presupuestaria de cada Programa se orientó a partir de los resultados obtenidos de los distintos diagnósticos de necesidades de capacitación. La formulación del Programa Administrativo la realiza directamente la Dirección de Gestión Humana y en el resto de los Programas seguidamente se indican las personas que remitieron las necesidades. 

Programa Jurisdiccional: Licda. Eimy Solano Castro, Coordinadora de Unidad en la Administración de la Escuela Judicial.
Organismo de Investigación Judicial: Máster Karla Alpízar Mora, Especialista en Educación de la Unidad de Capacitación.
Ministerio Público: Máster Hulda Chinchilla Rizo, Abogada de la Unidad de Capacitación y Supervisión – Reclutamiento y Selección.
Defensa Pública: Licda. Lisbeth Vargas Salazar, Encargada de la Unidad de Gestión del Conocimiento.
Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos: Licda. Yaclínn Quesada Fallas, Profesional 1 de la Oficina de Atención a la Víctima de Delitos.

Según lo establecido en el Decreto N°41779 “Reglamento de la Ley del Impuesto sobre el Valor Agregado”, específicamente en el Capítulo 4, Artículo 23, Inciso 2c, para los postgrados nacionales que se incluyan finalmente dentro del presupuesto proyectado, no se debe cancelar el Impuesto sobre el Valor Agregado (IVA), a excepción de las actividades formativas impartidas por las siguientes instituciones, ya que las mismas no se encuentran exentas de este impuesto:

El Instituto Tecnológico de Costa Rica (TEC) debido a que estas son administradas por FUNDATEC.
El Instituto Centroamericano de la Administración Pública.
La Universidad Latina de Costa Rica. 

El Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, no solicitó recursos para el 2023 en la subpartida de becas y en su lugar solicitó que el Consejo Superior le autorice trasladar los fondos que se aprobaron para el 2022 por este concepto, a la subpartida 10701 “Actividades de Capacitación”, planteando para ello los siguientes argumentos:

“Como se puede observar, el monto que se tiene para invertir en la formación de personal en la subpartida 10701 (Actividades de Capacitación) es un monto de 192,000 colones para una oficina de 168 plazas, monto que realmente es pequeño y que no permitiría la formación de una cantidad de personas aceptable. Si se consideran los precios de mercado para las actividades formativas, resalta con mucha evidencia que ese monto no es proporcional al tamaño de la oficina. Sería importante incrementar en la medida de lo posible este rubro y crear posibilidades reales de formación para la OAPVD y no sólo para un pequeño porcentaje”.

El monto presupuestario disponible en la subpartida de 6 02 01 (Becas a funcionarios), es también un rubro que fue reducido y con el cual es imposible solventar el pago de estudios superiores. Si se otorgara una beca parcial, la ejecución de los recursos dependerá de la posibilidad de que las personas funcionarias puedan asumir una parte de la beca, lo que la hace menos atractiva al menos para el personal profesional, quienes para el ingreso a este despacho debe tener el grado mínimo de licenciatura”.

En el apartado de becas, en las actividades internacionales, lo que se proyecta es una ayuda económica de €461,17 euros por persona participante para cada actividad.

Seguidamente se adjuntan los oficios remitidos por la Dirección de Gestión Humana:





                

En términos generales el panorama comparativo 2022-2023 total e individual por cada componente es el siguiente:

	COMPARACIÓN DEL PRESUPUESTO POR SUBPARTIDA 

	2022 - 2023

	Código Subpartida
	Concepto
	Año
	Año
	Variación

	
	
	
	2022
	2023
	Absoluta
	Porcentual 

	
	
	
	
	
	
	
	

	00105
	Permisos con goce de salario con sustitución
	Sustitución del personal becado 
	75 830 295,60
	75 830 295,60
	0,00
	0%
	

	
	
	Especialistas en contenido
	576 921 314,64
	576 921 314,64
	0,00
	0%
	

	60201
	Becas a funcionarios
	23 408 096,00
	21 913 459,74
	-1 494 636,26
	-6,4%
	

	Total
	 
	676 159 706,24
	674 665 069,98
	-1 494 636,26
	-0,2% 
	



A continuación, se presenta el análisis y los aspectos más relevantes de cada uno de los rubros: 

Especialistas en Contenido

Según indica la Dirección de Gestión Humana, a partir del monto máximo autorizado por la Dirección de Planificación y de la distribución establecida por Programa Presupuestario, el Subproceso Gestión de la Capacitación le solicitó mediante oficio PJ-DGH-CAP-010-2022 a la Escuela Judicial y a las diferentes Unidades de Capacitación que cuentan con recursos aprobados específicos para Especialistas en Contenido, la formulación correspondiente para el año 2023, fundamentando el cálculo de los salarios en la información proporcionada por la Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales de la Dirección de Gestión Humana. A partir de ese proceso es que se genera el anteproyecto que se solicita para el 2023 y que se detalla seguidamente.

RESUMEN GENERAL
	PARTIDA 00105 
(PERMISOS CON GOCE DE SALARIO CON SUSTITUCIÓN)

	PROG. PRESUPUESTARIO
	FORMULACIÓN ESPECIALISTAS EN CONTENIDO 2023

	926 (Dirección y Administración)
	46 138 264,60

	927 (Judicatura)
	322 329 309,83

	929 (Ministerio Público)
	129 709 072,22

	930 (Defensa Pública)
	78 744 667,99

	TOTAL 
	576 921 314,64


DETALLE POR PROGRAMA PRESUPUESTARIO
PROGRAMA PRESUPUESTARIO 926 - DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN

	PROGRAMA 926 -DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN-

	Actividad
	Ente organizador
	Cantidad de Permisos
	Cantidad de meses
	Total cantidad de meses
	Salario total mensual
	ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	Observaciones

	ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	Subproceso Gestión de la Capacitación 
	1,54
	12,00
	18,48
	2 496 659,34
	46 138 264,60
	El monto máximo por formular para el año 2023 se ajusta según oficio 2945-PLA-TR-2021. 

	MONTO TOTAL PRESUPUESTADO PARA ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	1,54
	12,00
	18,48
	 
	46 138 264,60
	 



El monto indicado continuaría siendo asumido por el proyecto “Diseño, planeamiento, ejecución y evaluación de actividades de formación del Eje Calidad de Vida y del Eje Entrenamiento o Capacitación”, código 0134-DGH-P13, cuyo objetivo es: “Fortalecer la oferta de capacitación en los ejes curriculares Calidad de Vida, Entrenamiento y Capacitación, mediante el diseño, planeación, ejecución y evaluación de distintos recursos para el aprendizaje y actividades formativas conforme los programas y subprogramas definidos por el Subproceso, con el fin de contribuir al desarrollo y fortalecimiento de las competencias del personal judicial para el desempeño de sus funciones y su bienestar integral en atención al Plan Estratégico Institucional 2019 – 2024.”

PROGRAMA PRESUPUESTARIO 927 - JUDICATURA

	PROGRAMA 927 -JURISDICCIONAL-

	Actividad
	Ente organizador
	Cantidad de Permisos
	Cantidad de meses
	Total cantidad de meses
	Salario total mensual
	ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	Observaciones

	ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	Escuela Judicial 
	7,97
	12,00
	95,64
	3 370 235,36
	322 329 309,83
	El monto máximo por formular para el año 2023 se ajusta según oficio 2945-PLA-TR-2021.

	MONTO TOTAL PRESUPUESTADO PARA ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	7,97
	12,00
	95,64
	 
	322 329 309,83
	 



Seguidamente se detallan las justificaciones remitidas por la Lcda. Eimy Solano Castro, Coordinadora de Unidad de la Administración de la Escuela Judicial: 

“La solicitud de presupuesto para la suplencia de especialistas en contenido, radica en la imperiosa necesidad de dar respaldo docente a los diferentes programas que desarrolla la Escuela Judicial, mismos que por su naturaleza exigen profesionales de judicatura con amplia experiencia y formación. Con el monto solicitado, se busca dar sostenibilidad al Programa de Formación Inicial de personas Aspirantes a la Judicatura; pues la ejecución de este programa implica la dedicación a tiempo completo de personas juzgadoras que facilitan el desarrollo de las competencias profesionales necesarias. En igual sentido, la suplencia de personas juzgadoras para que colaboren con la Escuela Judicial como personas facilitadoras, permite la atención constante de las diferentes necesidades institucionales de formar y actualizar a su personal mediante programas complejos y completos, de alta calidad y exigencia.

Las personas facilitadoras, colaboran con los diferentes Programas de Especialización y actualización de cada rama jurisdiccional, en los procesos de diagnósticos de necesidades, diseños curriculares, producción de materiales didácticos, elaboración de contenidos para aulas virtuales, docencia de las actividades, revisión evaluativa, etc.

Es debido a la exigencia de esas labores y al creciente número de compromisos y obligaciones legales e institucionales de la Escuela Judicial, que no resulta posible a las personas juzgadoras, colaborar en paralelo con sus labores jurisdiccionales en labores de docencia y de allí la necesidad de sustituirles en sus funciones.

En los últimos años, hemos presenciado un aumento de necesidades de formación, actualización y especialización de las personas juzgadoras, debido a reformas procesales y a la existencia de nuevas leyes, que incluso, en su cuerpo normativo, imponen obligaciones a la Escuela Judicial en la creación de Programas Especializados permanentes. No obstante, conocedores de las limitaciones y lineamientos presupuestarios, hemos procurado adaptar metodologías de trabajo para no solicitar incrementos en el presupuesto de sustituciones solicitado”.

PROGRAMA PRESUPUESTARIO 929 – MINISTERIO PÚBLICO
	PROGRAMA 929 -MINISTERIO PÚBLICO-

	Actividad
	Ente organizador
	Cantidad de Permisos
	Cantidad de meses
	Total cantidad de meses
	Salario total mensual
	ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	Observaciones

	ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	Unidad de Capacitación del Ministerio Público 
	2,40
	12,00
	28,80
	4 503 787,23
	129 709 072,22
	El monto máximo por formular para el año 2023 se ajusta según oficio 2945-PLA-TR-2021.

	MONTO TOTAL PRESUPUESTADO PARA ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	2,40
	12,00
	28,80
	 
	129 709 072,22
	 



Según indicó la Lcda. Hulda Chinchilla Rizo, Abogada de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, el presupuesto proyectado para el 2023, se requiere para dar continuidad a los permisos con goce de salario y sustitución del talento humano que forma parte de los siguientes proyectos estratégicos del Ministerio Público:

Programa de Formación Integral para fiscalías abordadas por el Proyecto de Descongestionamiento, el mismo forma parte del proyecto estratégico denominado Plan de Descongestionamiento y Resolución de Rezago y Archivos Fiscales en el Ministerio Público, cuyo objetivo es  pretender a partir de los diagnósticos realizados por la Unidad de Capacitación y Supervisión de Ministerio Publico y de las falencias detectadas en la gestión de los despachos, así como en el trámite y resolución de los expedientes, realizar un abordaje integral desde perspectiva jurídica y psicolaboral  a efecto de poder brindar un servicio público de calidad.  Su objetivo primordial es establecer mecanismos y buenas prácticas desde la perspectiva jurídica y psicolaboral a fin de mejorar el trámite y tiempo de resolución, así como el ambiente laboral dentro de las fiscalías para un adecuado abordaje de los casos, en aras de fortalecer la confianza en labor que realiza el Ministerio Publico.  

Sub Programa de Justicia Restaurativa y Aplicación de Otras medidas Alternas de Solución del Conflicto del Ministerio Público, cuyo objetivo general es poder desarrollar las competencias laborales requeridas de talento humano del Ministerio Público que está a cargo del abordaje de los procesos penales y que pueden ser remitidos al programa de Justicia Restaurativa, ya que el desconocimiento sobre la materia provoca errores en la remisión de casos a la sedes de Justicia Restaurativa de la localidad, así como retrasos en la tramitación de las causas penales, lo que incrementa la mora judicial y gasto de recursos públicos. Por lo tanto, es necesario que tanto las fiscalas y los fiscales como las personas técnicas judiciales, conozcan las particularidades del abordaje de los casos en Justicia Restaurativa y aplicación de otras medidas alternas del proceso penal, su cosmovisión, su estructura social y su funcionamiento de la mano con los intereses de las comunidades.

PROGRAMA PRESUPUESTARIO 930 – DEFENSA PÚBLICA

	PROGRAMA 930 -DEFENSA PÚBLICA-

	Actividad
	Ente organizador
	Cantidad de Permisos
	Cantidad de meses
	Total cantidad de meses
	Salario total mensual
	ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	Observaciones

	ESPECIALISTAS EN CONTENIDO 
	Unidad de Gestión del Conocimiento de la Defensa Pública
	6,57
	4,00
	26,28
	2 996 372,45
	78 744 667,99
	El monto máximo por formular para el año 2023 se ajusta según oficio 2945-PLA-TR-2021.

	MONTO TOTAL PRESUPUESTADO PARA ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	6,57
	4,00
	26,28
	 
	78 744 667,99
	 



Seguidamente se detalla la propuesta de ejecución de los recursos, brindada por la Lcda. Lisbeth Vargas Salazar, Encargada a.i. del Proceso Gestión del Conocimiento de la Defensa Pública.

	Nombre del proyecto
	Recursos requeridos
	Plazo de desarrollo

	Rediseño del Programa de Formación Inicial para Defensoras y Defensores Públicos y ampliación a todas las materias
	1 persona defensora pública especialista en contenido en materia disciplinaria. Para desarrollar el diseño curricular y estructurarlo en Moodle para ampliar programa de Formación Inicial.
	2 meses *

	
	1 persona defensora pública especialista en contenido en materia contencioso. Para desarrollar el diseño curricular y estructurarlo en Moodle para ampliar programa de Formación Inicial.
	2 meses

	
	1 persona defensora pública especialista en contenido en materia Agraria.
	4 meses*

	
	1 persona defensora pública especialista en contenido en materia laboral.
	4 meses

	
	1 persona administradora especialista en contenido para desarrollar el diseño curricular y estructurar en Moodle el módulo de la Función administrativa de la persona defensora.
	2 meses

	
	1 persona defensora pública especialista en contenido en materia de impugnaciones para desarrollar el diseño curricular y el curso en Moodle de medios de impugnación.
	2 meses

	
	1 persona gestora de capacitación 2 (Profesional en métodos de enseñanza)
	8 meses*



*Este plazo debe ser cumplido por las tres personas, quienes laboraran en el proyecto de manera conjunta. 

Requerimientos para Permisos con Goce de Salario para Sustitución del Personal Judicial Becado.

Para el 2022 se aprobaron un total de ¢75.830.296, todos ellos para el Programa 927 Servicio Jurisdiccional. Para el 2023 se está solicitando exactamente el mismo monto, en el mismo Programa, lo que representa una variación del 0% respecto al aprobado para el 2022.

Seguidamente se presenta el detalle de lo solicitado para el Programa Jurisdiccional. Como puede observarse se trata de 7 Permisos, para un total de 22,5 meses.
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Becas para Personas Funcionarias Judiciales

Para el 2022 se aprobaron un total de ¢23.408.096 distribuidos entre los seis Programas Presupuestarios. Para el 2023 se están solicitando ¢21.913.460, lo que representa una disminución de ¢1.494.636, equivalente al 6,4%.

Seguidamente se presenta un resumen de la situación en cada Programa Presupuestario. 
[image: ]
En resumen, sobre las estimaciones de estos montos por Programa, la Dirección de Gestión Humana explica lo siguiente:

Programa 926 (Dirección y Administración): los recursos asignados se formulan de acuerdo con los resultados obtenidos del Estudio de necesidades de formación profesional del personal del Sector Administrativo, realizado por el Subproceso Gestión de la Capacitación en el año 2019. 

Programa 927 (Judicatura): los recursos asignados se formulan para tres actividades nacionales (dos becas completas y una beca parcial) y ocho internacionales (ayudas económicas); además, se considera la actualización del tipo de cambio del euro. 

Programa 928 (Organismo de Investigación Judicial): los recursos asignados se formulan para una actividad nacional, considerando el pago de una beca parcial, ya que el monto no es suficiente para cubrir el costo total de la maestría. 

Programa 929 (Ministerio Público): los recursos asignados se formulan para una actividad nacional, considerando la continuación del pago de dos becas completas.

Programa 930 (Defensa Pública): los recursos asignados se formulan para dos posgrados nacionales, considerando la continuación del pago de una beca completa. 

Programa 950 (Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito): la OAPVD solicita gestionar una modificación en la formulación para el año 2023, y proceder con un incremento en la subpartida 10701 (Actividades de capacitación).

Seguidamente se presenta el detalle de lo presupuestado en cada Programa:
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EJECUCIÓN DE LA SUBPARTIDA 60201 “BECAS A FUNCIONARIOS”

En este apartado se presenta un resumen de la ejecución de la subpartida de Becas, total y por Programa Presupuestario para el período 2021.

	Programa
	Presupuesto Inicial
	Presupuesto Actual
	 Monto Ejecutado
	 Pendiente de Ejecutar
	 % de Ejecución 2021
	% Pendiente de Ejecutar 2021 

	926 Administrativo
	0
	3 990 000
	2 567 680
	1 422 320
	64,4%
	35,6%

	927 Jurisdiccional
	5 636 560
	4 886 560
	1 060 620
	3 825 940
	21,7%
	78,3%

	928 O.I.J.
	1 563 200
	977 000
	977 000
	0
	100,0%
	0,0%

	929 Ministerio Público
	5 915 192
	5 915 192
	0
	5 915 192
	0,0%
	100,0%

	930 Defensa Pública
	7 945 620
	7 945 620
	7 637 656
	307 964
	96,1%
	3,9%

	950 Atenc. y Protecc. VÍct. y Testig.
	1 640 400
	1 640 400
	410 100
	1 230 300
	25,0%
	75,0%

	Total general
	22 700 972
	25 354 772
	12 653 056
	12 701 716
	49,9%
	50,1%



Como puede observarse en la tabla anterior, al presupuesto inicialmente aprobado se le agregaron vía modificación presupuestaria un total de ¢2.653.800 y del total disponible para ejecutar, finalmente solo se ejecutó el 49,9% de los recursos, quedando disponibles ¢12.701.716 (50,1%). De los seis Programas Presupuestarios, sólo en el caso del OIJ y de la Defensa Pública se registran buenas ejecuciones, que superan el mínimo del 90% establecido por la Contraloría General de la República.

Respecto de este tema, en sesión de Consejo Superior N°071-2021, celebrada el 19 de agosto del 2021, artículo XL, se conoció el informe N° PJ-DGH-CAP-419-2021, suscrito por la Master Roxana Arrieta Meléndez y la Licda. Waiman Hin Herrera, en su orden Directora y Subdirectora de la Dirección de Gestión Humana, donde se informa del seguimiento realizado al proceso de ejecución de los recursos aprobados para el 2021 y se detalla las razones justificadas de la ejecución de la totalidad de los recursos del Programa 926; además, se incluye la información remitida tanto por la Escuela Judicial (Programa 927) como también por parte de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público y la Oficina de Atención de Víctimas del Delito. En todos los casos se expone por parte de las personas encargadas, las razones de la no ejecución de la totalidad de los recursos y se define el monto de recursos por ceder, que en conjunto suma ¢11.721.432,34 según el siguiente detalle:

	CUADRO RESUMEN

	PROGRAMA PRESUPUESTARIO
	APROBADO
	EJECUTADO 
	EN TRÁMITE DE APROBACIÓN PARA EJECUTAR
	MONTO POR CEDER
	DETALLE DEL MONTO COMPROMETIDO

	927 (Judicatura)
	5 636 560,00
	1 060 620,00
	0,00
	4 575 940,00
	Según oficio EJ-DIR-102-2021 se estima que lo más oportuno es ceder los recursos disponibles en las partidas citadas

	929 (Ministerio Público)
	5 915 192,34
	0,00
	0,00
	5 915 192,34
	En correo de la Dra. Mayra Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta de la Unidad de Capacitación del Ministerio Público, se indicó que se pueden ceder los recursos disponibles de la subpartida 60201 (Becas a funcionarios).

	950 (OAPVD) 
	1 640 400,00
	410 100,00
	0,00
	1 230 300,00
	En correo de la Lcda. Sara Arce Moya, Jefa de la OAPVD, se indicó que se pueden ceder los recursos disponibles de la subpartida 60201 (Becas a funcionarios).

	 
	22 700 972,34
	13 324 040,00
	1 645 500,00
	11 721 432,34
	 



Al respecto el Consejo Superior acordó lo siguiente:

Se acordó: 1.) Tener por conocido el informe N° PJ-DGH-CAP-419-2021 del 5 agosto de 2021, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y la licenciada Waiman Hin Herrera, Subdirectora de Desarrollo Humano, relacionado con el presupuesto de becas de la subpartida 60201 (Becas a funcionarios). 2.) Autorizar al Subproceso Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana para que colabore con la gestión de la beca propuesta por la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, y la utilización de los recursos económicos indicados. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Escuela Judicial, así como de las Unidades de Capacitación de Poder Judicial.

Según se logra observar en la liquidación presupuestaria mostrada al principio de este apartado, a pesar de que se contaba con el acuerdo del Consejo Superior, los recursos finalmente no fueron cedidos por las oficinas encargadas, a pesar de que según consulta realizada al Departamento Financiero Contable, por la fecha en la que se conoció el tema, aún había tiempo para incluir los movimientos en la sexta modificación presupuestaria o incluso en el segundo presupuesto extraordinario que se tramitó en el mes de setiembre. De haberse cedido finalmente los recursos, la ejecución total de la subpartida hubiese sido del 93%.

Se adjunta el artículo del Acta donde se conoció el tema por parte del Consejo Superior.



REQUERIMIENTOS ADICIONALES

Como se indicó al inicio del informe, en el caso del anteproyecto de permisos con goce de salario para especialistas en contenido, se presentó una solicitud extemporánea por parte de la Dirección del OIJ, la que se resume de seguido. 

	PROGRAMA 928 -ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL-

	Actividad
	Ente organizador
	Cantidad de Permisos
	Cantidad de meses
	Total cantidad de meses
	Salario total mensual
	ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	Observaciones

	ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	OIJ 
	3,77
	12,00
	45,24
	2 618 090,63
	118 442 420,10
	Para 2022 este Programa no solicitó recursos para especialistas en contenido

	MONTO TOTAL PRESUPUESTADO PARA ESPECIALISTAS EN CONTENIDO
	3,77
	12,00
	45,24
	 
	118 442 420,10
	 



Al respecto de esta solicitud, del oficio remitido por don Walter Espinoza a la Dirección de Gestión Humana, se extrae lo siguiente:

“… esta dependencia no tenía conocimiento de los alcances en cuanto a solicitar presupuesto para atender la necesidad presupuestaria en el tema de las capacitaciones; por tal motivo al darme por enterado de las gestiones que realiza su despacho todos los inicios de años, solicitando a ciertas áreas de capacitación cálculos presupuestarios para la sustitución de los Especialistas en Contenido que coadyuvarán en las ejecuciones de los planes de capacitación, al observar que la Unidad de Capacitación del OIJ no realizó petición de recursos para la sustitución de plazas expertas en contenido, es importante hacer de conocimiento que, para las ejecuciones de capacitaciones la institución siempre realiza un gran esfuerzo con aportar todos los expertos en contenido para realizar todas las capacitaciones que imparte la Unidad de Capacitación y nunca se había utilizado este mecanismo por falta de conocimiento; sin embargo, ante la gran cantidad de requerimientos y compromisos que viene atendiendo esta institución en estos dos últimos años, con el apoyo de más de 100 expertos en contenido para ejecutar los planes de capacitación de manera exitosa.

Ante la gran necesidad que tiene el Organismo de Investigación Judicial para atender las labores misionales, aunado al incremento de la Criminalidad y su transformación de modalidades con altos niveles de complejidad de los casos y el abordaje de las investigaciones, se nos está imposibilitando brindar a los expertos en contenido para que realicen diferentes tareas como: diseño, rediseño, impartir lecciones, dándole soporte técnico en el área informática con la creación de las plataformas de los cursos virtuales, coordinaciones de logística-operativa a lo interno de OIJ con la adquisición de recurso material, confección de planes de trabajo, selección y reclutamiento de expertos, aplicación de diagnósticos de necesidades de capacitaciones a nivel nacional de todas las áreas policiales, etc.

Actualmente, el Organismo de Investigación Judicial viene apoyando las capacitaciones que imparte la Unidad de Capacitación, con expertos en contenido, facilitadores e instructores, de todas las materias que conforman la estructura académica de la Unidad, para ejecutar los diferentes cursos, donde con gran esfuerzo, organización y sacrificio, esta dirección general ha avalado esta práctica; sin embargo, el año pasado y este año, se ha contabilizado la necesidad de recurso humano para realizar esas tareas, siendo un aproximado de más de 100 facilitadores e instructores en diferentes áreas especializadas de la institución, teniendo como consecuencia una afectación directa en las labores misionales del personal experto, que muy anuentemente están dispuestos a colaborar, pero como jerarca de la institución tengo la obligación de velar por mantener un buen servicio de calidad para los usuarios internos y externos, en respeto a las políticas institucionales.

Con justas razones, me veo obligado a solicitar el recurso económico necesario, para la sustitución de los expertos en contenido, para hacer frente a esta gran necesidad que afecta directamente el servicio de todas las áreas que apoyan en la ejecución de las capacitaciones.

Si bien, venimos trabajando junto con la Unidad de Capacitación de una manera muy coordinada desde el año pasado, es de resaltar que nuestras labores se enmarcan en la parte de coordinación operativa para la ejecución de los diferentes programas y derivación de cursos, siendo total respetuosos al ámbito que nos compete, tomando en consideración que la parte administrativa y funcional de la Unidad de Capacitación es independiente a nuestra gerencia; por consiguiente, como se indicó anteriormente al identificar un aumento de necesidades de formación, actualización y especialización del personal de OIJ, quienes son los pilares para ejecutar los cursos como especialistas en contenido, facilitadores e instructores, vemos oportuno solicitar el recurso económico con el cual no se cuenta en estos momentos para sustituir al personal profesional.

Como se puede concluir valorando los datos expuestos anteriormente, esta dirección es mesurada con los cálculos económicos, solamente se están considerando puestos muy esenciales para continuar coadyuvando con las capacitaciones que se deban impartir según los planes de capacitaciones venideros”.

PETITORIA

Coordinar lo que consideren pertinente para que la presente solicitud sea sujeta a estudio y se determine e identifique las necesidades con que contamos en estos momentos como institución.
Se incremente el presupuesto del programa 928 y no se afecte el presupuesto original.
Se realice una redistribución de recursos económicos, acorde al presupuesto ya contemplado en la subpartida 105 de sustitución de expertos en contenido.

Al respecto, según consulta realizada a la Máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana, indicó que considera viable la incorporación de estos recursos para lo cual está analizando las diferentes subpartidas de salarios del Programa 928 OIJ, con el fin de establecer la posibilidad de  hacer una redistribución de los recursos. 

De aprobarse el requerimiento adicional solicitado por el Organismo de Investigación Judicial, el presupuesto para especialistas en contenido tendría un incremento del 20,5% con relación al aprobado para el 2022, mientras que el crecimiento global de los tres elementos (permisos para becas, especialistas en contenido y becas) sería del 17,3%. 

	COMPARACIÓN DEL PRESUPUESTO POR SUBPARTIDA 

	2022 - 2023

	Código Subpartida
	Concepto
	Año
	Año
	 
	 
	Variación

	
	
	
	2022
	2023
	Absoluta
	Porcentual 

	
	
	
	
	Ppto. Ordinario
	Requerimiento Adicional
	TOTAL
	
	

	00105
	Permisos con goce de salario con sustitución
	Becas
	75 830 295,60
	75 830 295,60
	0,00
	75 830 295,60
	0,00
	0,0%

	
	
	Especialistas en contenido
	576 921 314,64
	576 921 314,64
	118 442 420,10
	695 363 734,74
	118 442 420,10
	20,5%

	60201
	Becas a funcionarios
	23 408 096,00
	21 913 459,74
	0,00
	21 913 459,74
	-1 494 636,26
	-6,4%

	Total
	 
	676 159 706,24
	674 665 069,98
	118 442 420,10
	793 107 490,08
	116 947 783,84
	17,3%



Finalmente, dentro de las conclusiones y recomendaciones planteadas por la Dirección de Gestión Humana en el oficio PJ-DGH-CAP-008-2022, sobresalen las siguientes:   

“(…)

En relación con lo estipulado en la directriz N°84, punto “e” que señala que: “Las Unidades de Capacitación de cada programa presupuestario, deben velar por la ejecución de los recursos presupuestarios aprobados por concepto de becas y deberán justificar tanto la ejecución como la no ejecución”, se indica que el Subproceso Gestión de la Capacitación solicitará a las diferentes Unidades de Capacitación y la Escuela Judicial que elaboren un cronograma de trabajo para el año 2023, que incluya los detalles relevantes de cada actividad para su gestión, además de informes trimestrales de la ejecución del presupuesto que se apruebe para la subpartida 60201 (Becas a funcionarios). Se requiere que el Consejo Superior realice un recordatorio de la obligatoriedad de responder a estos seguimientos.

En cuanto a lo indicado en la misma directriz N°84, punto “g” respecto a que “Las Unidades de Capacitación de cada programa presupuestario deben emitir un informe semestral de este seguimiento al Subproceso Gestión de la Capacitación de la Dirección de Gestión Humana o cuando esta oficina lo solicite”, se aclara que este punto hace referencia al seguimiento de los contratos de adiestramiento por concepto de beca, el cual, según acuerdo del Consejo Superior en sesión No. 30-19, celebrada el 02 de abril de 2019, Artículo LXXIV, es deber de las diferentes Unidades de Capacitación y Escuela Judicial llevar el control y seguimiento a los compromisos establecidos en los contratos por el personal al que dan cobertura. De igual forma, se requiere que el Consejo Superior realice un recordatorio de la obligatoriedad de responder a estos seguimientos.

Se informa que se mantiene la distribución presupuestaria entre los diferentes programas presupuestarios según lo aprobado por el Consejo Superior en sesión No. 35-2021 celebrada el 30 de abril de 2021, artículo VIII, debido a que esta radica de una distribución más equitativa de los recursos para mayor equidad entre programas presupuestarios. Sin embargo, se recomienda que el Consejo Superior valore la posibilidad de otorgar más presupuesto a los programas 928 (OIJ) y 950 (OAPVD), debido a que estos cuentan con un monto total menor en relación con los demás programas presupuestarios y esta limitación no permite brindar igualdad de beneficios y oportunidades a sus respectivas poblaciones; esto conforme a las posibilidades presupuestarias del Poder Judicial. 

0       -   

Con respecto a este tema, en reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, la Licda. Waiman Hin Herrera, señaló que se elaboró una nueva propuesta en Becas, reforzando los requerimientos para el Ministerio Público.




Expone sobre los requerimientos adicionales que pide el OIJ por ¢118 millones para especialistas en contenido.

Don Fernando Cruz plantea la posibilidad de reforzar con recursos para una beca internacional. Propone también que la Escuela Judicial pueda identificar debilidades y a partir de ahí establecer las soluciones más afines a las verdaderas necesidades institucionales, pone como ejemplo las deficiencias que conoce en materias Penal y Constitucional. Pone como ejemplo también el caso de personal especializado en Delincuencia Organizada, que requiere formación específica. 

Doña Sandra Pizarro consulta por el porcentaje de ejecución presupuestaria en materia de Becas. También señala que en función de la ejecución se pueda lograr la mejor asignación presupuestaria para no perder los recursos. 

Doña Nacira aclara que la ejecución ha sido del 50% aproximadamente en Becas. También comenta que no se debe incrementar el presupuesto para incluir los requerimientos de ¢118 millones que solicita el OIJ. También tiene duda sobre por qué se recurre a instituciones distintas al momento de contratar las becas para Maestría en Administración de Proyectos. Sugiere incluir en el acuerdo que la Escuela Judicial incorpore temáticas específicas de interés institucional, como parte de los programas de formación de la Escuela Judicial. También hace una reflexión sobre la democratización de los recursos, situación que ha sido recurrente en los últimos años, como alternativa por la que optó el Poder Judicial, lo cual pareciera no haber dado resultado dada la situación económica actual de las familias, lo que puede incidir que no haya demandantes de las becas institucionales. Comenta sobre su preocupación en cuanto al encargado del Programa 927 Servicio Jurisdiccional, falta un gerente de estos recursos para el Programa, lo que podría ayudar a una mejor ejecución.

Don Parris Quesada plantea su preocupación por la baja ejecución presupuestaria de la subpartida de Becas y que se debe visualizar la mejor asignación en función de las necesidades institucionales. Sugiere también que se debe hacer una revisión del comportamiento histórico de las becas.

Don Gary Bonilla propone como acuerdo, solicitar a los centros gestores un informe con la explicación relacionada con la ejecución de los recursos asignados. 

Doña Ana Romero señala que el año anterior se dio seguimiento e insistencia a los gestores de los recursos, pero aun así no hubo respuesta oportuna de parte de los gestores, para poder aprovechar los recursos en otras necesidades de la institución. 

Doña Dinorah Alvarez señala compartir el tema del sistema o mecanismo de gestión como el principal problema, propone que debe realizarse un plan, una estrategia institucional que propicie una mejor ejecución y que se ejecute en las necesidades prioritarias en materia de capacitación, responsabilidad de los gestores de capacitación. 

Finalmente, doña Waiman señala considerar que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial debe revisar integralmente las necesidades institucionales en materia de capacitación.  Sobre el tema de proyectos, para la determinación de la beca y el lugar, indicó que se hace de forma individual por cada Unidad de Capacitación, se toman en cuenta perfiles y condicionantes particulares, por lo que finalmente se contratan a diferentes oferentes.   Indica que en el Programa 927 se incluyen las becas que por obligación debe atender la institución y señala el detalle. Considera que se debe invertir el proceso para mejorar, es decir, formular los recursos de las becas ya asignadas, ya que actualmente se formula sobre la base de una proyección; aspecto que se puede considerar para la formulación del 2024. 

Al respecto, doña Nacira y doña Adriana advierten el cuidado que se debe tener de invertir el proceso, ya que no se tendría certeza de contar con los recursos presupuestarios. 

Doña Ana Romero propone que la Escuela Judicial debe asumir un rol proactivo en materia de Becas para mejorar la gestión.  Para efectos del control, señala que hay una serie de recomendaciones en el informe de DGH. 

Doña Nacira propone que DGH presente al Consejo Superior un nuevo escenario, en el que la ayuda económica para Becas sea mayor por funcionario, de manera tal que se propicie una mayor participación del personal judicial para optar por becas. Dado que en las condiciones actuales, los montos no son atractivos para la población judicial. 

Finalmente, don David Madrigal explica que los ¢118 millones adicionales solicitados por el OIJ, se distribuyeron en salario base y los componentes salariales correspondientes, por lo que su inclusión no afectará el otorgamiento de los restantes permisos con goce de salario que requiere el OIJ en el transcurso del año.

- 0 -    

Con respecto a este tema, este primero de abril la licenciada Nacira Valverde Bermúdez indicó: “En el artículo número I de la agenda, lo que se está presentando, son los permisos con goce de salario y sustitución para el personal becado; así como la proyección del gasto de cada uno de esos recursos.  La semana anterior se le solicitó a doña Waiman revisar algunos aspectos que propuso el Consejo Superior en relación a las becas y que se trajera aquí alguna propuesta a partir de las observaciones que le fueron realizadas.
Al respecto expresa la licenciada Hin Herrera, que mediante oficio PJ-DGH-CAP-163-2022, se presenta el resultado del análisis solicitado por el Consejo Superior en la reunión de trabajo del pasado 18 de marzo. 



“Muy buenos días, muchas gracias doña Patricia, yo le acabo de trasladar el archivo con el nuevo informe que trae el escenario informativo. 
Bueno, como ustedes pueden observar lo que el Consejo Superior en la sesión anterior nos solicitó, concretamente fue presentarles para hoy fue un escenario alternativo en el que se valoraran las ayudas económicas para las becas, aumentando el monto por persona funcionaria y que propiciara una mayor participación, esto sin aumentar el presupuesto global.
Revisado el presupuesto que se estaba formulando, identificamos la posibilidad de presentar únicamente un escenario alternativo en el programa 927, que es donde habían más recursos, puesto que en los demás programas, todo el presupuesto que se estaba formulando, además de que es muy poco en la mayoría de los casos está ya comprometido con una beca que ya fue asignada a alguna persona servidora judicial; entonces en ese escenario, en el cuadro, básicamente lo que estamos haciendo, manteniendo en todos los casos el presupuesto y específicamente en el programa 927 aplicando los ajustes que se presentan ahí remarcados en amarillo, se revisaron todas las opciones de becas y recordarles, como se los comentamos la sesión anterior, que para todos estos posgrados hay un convenio judicial firmado.  Entonces no es posible para el Poder Judicial, retirarse sin haber ejecutado, la rescisión del convenio o haberle anunciado a la otra parte interesada del convenio, dejar de ofertar las becas; entonces en el caso del programa 927 en donde dice propuestas escenario alternativo ustedes pueden ir valorando ahí la observación y el cambio que le estamos aplicando. 
En el caso de la Maestría Profesional de Estudios de la Violencia desde la Perspectiva de Género Interseccionalidad, lo que estamos proponiendo es que se mantenga las dos becas completas durante el año 2023 y más bien ajustamos, en ese caso, el costo disminuye un poquitito más manteniendo las dos becas.  
En el caso de la Maestría de las Ciencias Penales de la Universidad de Costa Rica, no se modifica, ya que esta actividad ya fue divulgada y el beneficio ya está concedido para el 2022 e incluso comprometería algunos recursos 2023.
En el caso del Magister de Derecho Público, lo que estamos dejando es una ayuda económica de ¢1.045,000.00; en ese caso se disminuye ajustándolo al valor del crédito que está definido.  Ésta es una de las becas en las que se le reduce la ayuda económica y el monto es lo que permite distribuirlo para otras, para aumentar otras ayudas económicas.
En el caso del máster de Argumentación Jurídica, lo que estamos recomendando es que en este caso se limite el beneficio únicamente a la concesión de un permiso con goce de salario que ya está formulado y que se elimine la ayuda económica; en éste caso ésta es una de las maestrías  que tiene muy poca atracción, son verdaderamente muy poquitas personas quiénes optan por esto, puesto que la ayuda, económica no es tampoco muy beneficiosa, entonces en éste caso se mantiene el permiso y se limita la ayuda económica.
En este caso de los Cursos de Especialización en Derecho que si tienen una mayor atracción, lo que estamos haciendo es aumentando, en éste caso, de uno a dos becas y se aumenta, la propuesta inicial era concederle 461 euros, ahorita estaríamos aumentándolo a 650 euros por persona y aumentaríamos una beca más.
En el caso de los Cursos de Posgrado de la Universidad de Castilla de la Mancha también tienen una importante demanda, estaríamos aumentando a dos becas en ese caso y nuevamente llevando la ayuda a 600 euros por persona.
En el siguiente caso que es el Posgrado Iberoamericano en Gobernabilidad Derechos Humanos y Cultura de Paz de la Universidad de Castilla de la Mancha, igual estaríamos aumentando a dos becas y en este caso con una ayuda igual de 600 euros.
En el caso del máster en Protección Internacional en Derechos Humanos de la Universidad de Alcalá de España, en este caso, igual recomendamos eliminar la ayuda económica que era pues bastante reducida, esto es lo que permite hacer la redistribución de recursos y en este caso únicamente facilitar el permiso con goce de salario. También lo estamos recomendando para la maestría Universitaria en Derecho Violencia de Género de la Universidad de Valencia, estas maestrías son las que yo les comento que están por convenio y que regularmente, en el año no hay buena participación por parte de la población judicial, entonces estas son las ayudas, que por ejemplo, se anuncian, no se pueden ejecutar porque no hay personas becadas y es lo que genera la subejecución del presupuesto que conversábamos en la sesión pasada.
En el caso del título de Especialista en Justicia Constitucional de la Universidad Castilla de la Mancha, que este también lo buscan bastante, la idea es aumentar en este caso a dos becas, aumentando o llevando la ayuda a 500 euros y en el caso del Curso de Alta Formación en Justicia Constitucional y Tutela Jurisdiccional de los Derechos de la Universidad de Piza, pues también es aumentar a dos becas, en éste caso distribuyendo a una ayuda económica de 300 euros;  aquí se disminuye la ayuda.
Éste es el escenario alternativo que nos fue posible presentarles, más adelante pues en el informe están como el resumen, en el caso de las sustituciones, no hay variación, verdad, se está prácticamente manteniendo la misma cantidad de recursos, lo que se hace es que en el caso del doctorado en Derecho que está en ese cuadro, es una beca que está formulada pero que no está publicada porque no se ha definido dónde y con qué universidad se va a dar esta posible beca de Doctorado en Derecho que es la que don Luis Fernando menciona que se le llama Paulino Mora Mora, esta beca se le estaban formulando la totalidad del año en meses para poder cubrir, entonces la propuesta de aumentar en algunos permisos y poder dar el permiso con goce de salario, se está disminuyendo de 12 meses a 8.5, considerando, que nos ha pasado en los últimos años que esta beca al no haber una definición política de donde se va a dar, y a quién y con qué universidad, se ha estado formulando y ésta formulación no se ejecuta. Esto, estamos hablando a nivel de permisos con goce de salario para la sustitución.”
Añade la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “Disculpe, pero ¿Cómo se va a ofertar una beca, un doctorado si no va por el plazo completo?, salvo que digan que viendo el estudio de las universidades, el comportamiento es que la clase presencial es en tal plazo y que les dan la posibilidad de hacer la tesis en tal tiempo y que podían estar en Costa Rica, es un tema distinto, porque sino en esas formas se vuelve inviable, mejor pensar que uno la elimina completamente porque no tiene razón de ser, no va a ofertar algo que no pueden las personas, y es que los doctorados generalmente eran por dos años, en éste momento no sé si hay alguna reducción en alguna de las universidades europeas, en España o en Italia o en Francia o en Alemania por menor tiempo, que la hagan viable, porque, ¿qué persona va a optar por una beca en éstas condiciones?, no cumple el plazo, con independencia de la ayuda económica porque muchas personas tienen el orden de tener la reserva económica para poder sufragar la diferencia que se tiene y eso simplemente es una ayuda económica.  Pero me preocupa el plazo en los términos de poderla presentar o se da completa para que sea viable o creo que se elimina, me parece que, si no es inviable, es ofertar algo que no es real.”
Agrega la licenciada Waiman Hin Herrera: “Si, eso implicaría, doña Patricia que cuando se oferte la beca, haya que hacerla, no que inicie desde enero, verdad, si no que inicie conforme a la disponibilidad de meses de permisos que se han aprobado.  Nuestra propuesta para redistribuir es que, igual estos permisos, lamentablemente, no se han venido concediendo porque hay decisiones, a nivel político, que hay que tomar con respecto a donde se va a orientar esta beca y demás, entonces éste ha sido, lamentablemente, una propuesta que se ha mantenido acá porque hay un acuerdo de Corte Plena, pero no ha habido una definición, entonces tiene usted razón, si hubiese ya una beca definida, pues por supuesto que habría que hacerla por el plazo completo.  En este momento al no haber una definición, es el margen que encontramos, entre lo limitado que tenemos de las condiciones para poder ajustar y poder aumentar un poquito el beneficio en otras becas como nos lo solicitaron, sin embargo, si ustedes consideraran que esta no es la forma, significaría entonces, valorar si se mantiene el escenario inicial, que fue el que presentamos antes de que nos pidieran este ajuste.” 
Aclara la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “Si, en esto hago la observación porque también al Consejo Superior vienen solicitudes, en éste momento que hay tantas posibilidades online de poder tener capacitaciones en maestrías y doctorados por medios electrónicos, los servidores vienen pidiendo los permisos desde el Consejo Superior, por lo menos cuando yo he precedido, siempre he dicho que eso tiene que pasar por el Consejo de Personal, porque muchas veces nos piden en el tiempo laboral y con horarios diferentes y eso genera, no hay contenido presupuestario, se supone que tiene que estar regulado, por eso por la persona como lo hace, a través del Consejo de Personal, pero si es un tema que de alguna manera, muchas veces, éste dinero se podría dar ayudas a algunos en tiempo de trabajo para poderlo darlo, porque esto se vuelve inviable; o no tiene posibilidades de poder acceder a la beca y en todos los países el plazo es cercano a dos años, en tales condiciones, entonces el dar ésta ayuda sólo de permiso en tiempo, ¿quién va a optar por la beca si no le están dando el permiso?, todavía el dinero podría ser que las personas digan, bueno me acomodo, pero en el tiempo de los permisos con goce de salario .”
Interviene la licenciada Orocú Chavarría: “Gracias doña Patricia, la semana antepasada, cuando estuvimos hablando de éste tema, bueno primero hay una cosa importante que es que nadie, realmente, le da seguimiento al tema de las becas, de colocarlas, de hacer un mercadeo eficiente de las becas, aquí en el Poder Judicial y una de las cosas que se dijo aquí, era por la mínima ayuda económica que podía tener en algunas y que las hace poco atractivas, por eso fue que se surgió el tema del segundo escenario, cuando estábamos hablando aquí, la única, lucecita al final del túnel que se ve, respecto a lo que había antes, que sabemos que han cambiado las condiciones, respecto a una capacitación en doctorado es ésta, pero que tampoco ha habido la voluntad dentro del Poder Judicial para realmente materializar la posibilidad de esa beca y si ahora, digamos se cumpliera éste segundo escenario, es simplemente quitarla y retroceder otra vez a que no haya posibilidad de una beca de doctorado que antes habían muchas, sabemos que se usaron mucho y que hubo mucha gente aquí y que fue, pero ahora es una beca que también resulta un tema simbólico, la beca Luis Paulino Mora Mora, para capacitación, yo me acuerdo, don Luis Paulino intentaba que realmente se capacitara la gente dentro del Poder Judicial, y realmente sigue existiendo la necesidad y sigue existiendo la posibilidad, pero si aquí quitan esa posibilidad, ya es un arrumbamiento diferente de lo que políticamente persigue al Poder Judicial en capacitación, o sea, el asunto, más bien, no es que la quiten porque no alcanza es que más bien que la fortalezcan de alguna otra forma, den estos espacios den lo que se llama salario emocional al menos de éstas partes a los funcionarios judiciales para que tengan motivación dentro del Poder Judicial para acceder a éste tipo de capacitaciones y más bien, yo en lo personal le agradezco a doña Waiman, porque yo sé que Gestión Humana hizo el gran esfuerzo para hacer ésta revisión con respecto a lo que se indicó la semana pasada, pero lejos de incentivar, se desmejoran en cuanto a la capacitación más bien buscar una forma y esto se dio, es un riesgo que está a punto de materializarse si ustedes aprueban esto; de que se quiten las posibilidades de capacitación a altos niveles, no es lo mismo una beca online y todos los que somos docentes aquí sabemos que capacitación online es absolutamente diferente al tema presencial y a todo lo que conlleva estar en las aulas universitarias, entonces no es lo mismo; no desmejoremos éstas pocas posibilidades que puedan existir, ojalá se haga un llamado para que realmente, haya alguien responsable de eficientizar todo éste tipo de becas (aquí mismo se hizo la semana antepasada) porque no lo hay, es que nadie le da un seguimiento real para verificar cuáles son las causas efectivas del porqué no se oferta tanto en unas y porqué es que esta partida se subejecuta, esto es una cuestión institucional que si ustedes la aprueban aquí desde el Consejo Superior ya una línea política institucional de más bien disminución y retroceso en capacitación.”
Señala la Integrante Pizarro Gutiérrez: “Doña Waiman, usted tiene por ahí el comportamiento o los antecedentes de esta beca, ¿cuándo se ha aprobado? o si se ha dejado sin aprovechamiento y el tema que hemos visto o que hemos discutido es que precisamente ha quedado en las subpartidas de becas o en los programas, queda dinero subejecutado, entonces del análisis que se hizo y que se está haciendo es precisamente ese aprovechamiento, porque en la situación actual que todos conocemos de la institución a nivel presupuestario y que quede un dinero sin aprovechar, eso es lo que el Consejo Superior pues está tratando de todas formas de evitar, si quizás para un refrescamiento que nos diga doña Waiman, si ha existido interés o si lo hemos aprobado o si no lo hemos aprobado, ésta beca que es la del tema de discusión en éste momento, si ha habido interés o no, porque también guardamos un monto económico y no se aprovecha y se pasa el tiempo de hacer esa ejecución de pasar la otra subpartida, entonces es un dinero que queda subejecutado y eso es lo que queremos evitar.”
Adiciona la licenciada Hin Herrera: “Sí, con mucho gusto doña Sandra; talvez comentarles que en el acuerdo que ustedes toman en el que nos solicitan este escenario, ahí ya se hacen los requerimientos a la escuela y unidades de capacitación para enfatizar en la necesidad del seguimiento y la mejora en la ejecución, específicamente, ésta beca corresponde a una formulación de un acuerdo de Corte en donde se decide crear ésta beca, lo que no ha habido es una decisión de hacia donde dirigir esa beca, un doctorado en qué materia, en qué universidad, en qué condiciones, en qué país, verdad, lamentablemente, cuando se toma éste acuerdo, inmediatamente entra el tema de la pandemia y ya ahí al haberse vetado la opción de viajar al exterior y demás, pues es un tema que se ha venido postergando.  Este año, con la posibilidad de que ésta beca se mantenga y que haya que programarla, se le solicitó a la rectoría de la Escuela Judicial, y las unidades de capacitación, que definiera en conjunto con la Presidencia de la Corte qué se va a hacer con esta beca; entonces en realidad es una beca que está formulada pero que nunca se ha ofertado porque no ha habido esa definición de cómo y en qué condiciones es que se va a brindar la beca.  Tal vez, para poder retomar y darles una propuesta sobre lo que ustedes han comentado, valoramos nosotros que una alternativa sería mantener los doce meses en la beca y no aumentar por ejemplo, otras becas con los permisos porque es donde se hace el desbalance, esa sería nuestro posibilidad de ajuste, jugando con el presupuesto que está asignado a becas, sería mantener los doce meses y disminuir los permisos que estábamos aumentando en éste nuevo escenario y únicamente dejar la redistribución para aumentar las ayudas económicas conforme se lo propusimos, ese es un escenario y creo que doña Nacira iba a proponerles otra alternativa que acabamos de conversar.”
Expresa la licenciada Nacira Valverde Bermúdez: “Muchas gracias doña Patricia, bueno, tal vez el panorama completo de las becas institucionalmente en la ejecución, ha sido de subejecución, verdad, no se ha ejecutado y efectivamente todos los años se ha tenido que tratar de maximizar los recursos, buscándolo y redireccionándolo para otras actividades.  También se visualizó en la sesión pasada lo que ya aquí se dijo, de que se debían de mejorar lo que era la anunciación o la divulgación o el trámite de estas becas, porque efectivamente se veía un debilidad; a partir de ese acuerdo del Consejo Superior se le está incentivando y motivando a la Escuela Judicial, como líder el área jurisdiccional, que retome ese liderazgo en la parte de capacitación del ámbito jurisdiccional y partiendo de eso pues de ese acuerdo también, pues no tendría sentido limitar el recurso si se le está pidiendo a la Escuela Judicial, que venga, lidere y retome el proceso, porque entonces ahora si tendríamos un liderazgo y un proceso, pero no tendríamos el recurso económico para cubrirlo.  A partir de eso, se podría valorar entonces, que como lo que se está planteando aquí es que no se aumenten el contenido propio de la subpartida de la beca, sino que se deje consolidado el monto de los doce meses de la sustitución, se podría tomar dentro del contenido global de la partida de sustituciones que no afecta la partida de beca sino de la sustitución; la diferencia para cubrir los tres meses es de más o menos doce y resto millones de colones, entonces podría plantearse acá que el recurso se tome de la globalidad de la sustitución sin aumentar el contenido propio de la subpartida de la beca, o sino el segundo escenario que está planteando doña Waiman, es dejar los permisos tal cual estaban en la distribución y solamente modificar la ayuda económica en el aumento que se le planteó, pero podrían valorar ustedes ese escenario de aumentar solamente la sustitución por ese período y que creo que se podría tomar del global de la partida de sustituciones.”
Manifiesta la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “Si, en esto creo que hay suficiente tiempo si se está planteando presupuesto 2023, yo la parte que no entiendo es como no se promociona la posibilidad de la beca, creo que hay muchas personas que estarían interesadas en poder hacerlo y en realidad el costo de las universidades no es tan caro, pero la manutención, mal que bien con el salario con eso es de lo que se paga aquí se paga allá en muchas ocasiones, pero no deja de tener un costo adicional, pero si hay muchas personas que estarían anuentes, creo que parte es la promoción de la beca.”
Dice el licenciado Quesada Madrigal: “Buenos días, doña Patricia y compañeros; en la sesión anterior, nosotros propusimos que es necesario hacer un histórico, un análisis histórico de las becas en el tema de la promoción que está pasando, porque realmente las promociones se están dando, efectivamente, es decir, el contenido se está quedando ahí y no se está haciendo realmente todo el proceso correspondiente, entonces una sugerencia que se hizo, una recomendación es exactamente eso, cómo poder hacer un histórico de todas las becas, qué ha pasado y cómo podemos proyectar para próximos períodos esto, porque en realidad hay cosas que no se están haciendo.  En un momento hablamos que la pandemia había afectado, pero se dijo también al final que no necesariamente, en algún grado sí, pero no tanto, entonces que fue lo que ha pasado históricamente y eso es lo que también doña Sandra comentó, el histórico de éstas becas es importante analizarlo, a ver que ha sucedido para poder proyectarlo lo mejor posible y no estar en esto, porque yo lo que estoy viendo es que hay como una mezcla de dos presupuestos tanto del tema de becas como el tema de lo que son permisos, la propuesta de Waiman está de que se disminuya a 8.5 meses, pero bueno, entonces cuál es la propuesta final, eso es lo que hay que definir, yo creo que es importante hacer un análisis totalmente de las becas, eso hay que decírselo a las fuentes correspondientes y poder definir, cómo proyectar, es más, la manera de mercadear esto, eso es importantísimo, como lo mercadeamos dentro de todos los empleados judiciales para poder tener una visión más certera del presupuesto y no estar en éste estira y encoge, que a veces parece como que esas becas podrían decidir ustedes quitarla en un momento dado, porque no se va a dar, la señora Presidenta indica que esa beca entonces para que darla, si realmente no se va a promocionar, nadie la va a tomar; yo creo que es importante, hacer a las fuentes, asesores operativos, que hagan ese estudio muy concienzudamente y poder evitar ese tipo de cosas y ver que becas son factibles históricamente y cuáles no, muchas gracias.”
Prosigue la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “Bueno, continuemos. Esperemos mejores pronósticos para el próximo año.”
Señala le Integrante Álvarez Acosta: “Yo considero que el espíritu en nuestra intervención la vez pasada es que las becas no se quiten, más bien fortalecerlas, porque son necesarias, sobre todo una beca como esta en doctorado, pero también no tiene sentido que estemos dando becas para que ahí quede el dinero, no se vayan a usar, soy del criterio que si le bajamos los meses, esto es inviable porque un doctorado, efectivamente va a durar aproximadamente dos años y vamos a ocupar los doce meses del año que estamos presupuestando; yo creo que aquí lo que tenemos que hacer, tomar la recomendación de doña Nacira de mantener el permiso con goce de salario por los doce meses, verdad que es lo que podemos presupuestar para el 2023, pero si indicando a la Escuela Judicial que tiene que hacer un esfuerzo porque no es para que quede ahí, para que ésas becas se puedan usar, para que se puedan ser gestionada y que nos entregue informes, al Consejo Superior de monitoreos, del avance de las medidas que se están tomando para que estos recursos puedan ser ejecutados.”
Refiere la máster Romero Jenkins: “Quería hacer la observación que también, puede existir la alternativa en función de cómo se redistribuyan los recursos de que ésta beca no comience iniciando el año, yo creo que es un poco lo que nos ha planteado doña Waiman, se hace la valoración previa que requiere la beca con estas condiciones y entonces se defina que la beca comience en el segundo semestre del año, ahí si nos alcanzaría los recursos, esa es otra opción para que lo valoren;  si no la otra opción es lo que plantea doña Nacira, en el sentido de que toda la promoción y la definición se haga éste año y se hagan ajustes presupuestarios para que comience en el primero de enero del próximo año; sin embargo, ésta siempre ha sido como la excepción, verdad porque como hay una incerteza en cuanto a la disponibilidad del presupuesto, generalmente el mecanismo ha sido que se ha visto como con algún temor eso de adelantarnos, nada más para que lo valoren.”
Adiciona la licenciada Hin Herrera: “Tal vez informarles para tranquilidad de ustedes que ya la presidencia, me acaban de copiar ya la gestión que está haciendo la presidencia de la Escuela Judicial, para que defina la forma en la que se tiene que ejecutar esta beca de doctorado, entones bueno, ya eso va en trámite.”
Prosigue la licenciada Nacira Valverde Bermúdez: “Entonces la decisión debería plantearse en el sentido de que, si se mantiene la nueva propuesta de la Dirección de Gestión Humana, incorporando los recursos de sustituciones de los doce meses o se aprueba el planteamiento de Gestión Humano con los 8 meses en el entendido también de la propuesta de doña Ana, que podría empezar a partir de “x” mes que no necesariamente sea enero del siguiente año.  Sería esa decisión la que ustedes tendrían que tomar para que nosotros consignemos el contenido presupuestario.”
Agrega la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “A mí lo que me parece es que esto depende más de las universidades que de la persona, porque uno no dice, comience en el segundo semestre, cuándo requiere.  En algunos casos son 10 meses, en España los tiempos de que ellos abren y cierran, dependiendo de las universidades, pero a mi me parece que la solución que usted da, que en caso aprobarlo o le sugeriría en los términos que lo presenta la Dirección de Gestión Humana y que en caso de ser necesario completar a más meses, podría ser que sean 11, no necesariamente 12, que se haga con el 927 del presupuesto ordinario como usted lo sugiere, que ya eso no requeriría, mayor modificación de lo que ya se tiene planteado y simplemente, pero si se queda en el entendido de que el Consejo Superior así lo haría en caso de que se haga necesario y así se pueda dar la beca en el entendido de que va a cubrir los tiempos que son necesarios; porque es más sencillo, creo, de la sugerencia que hace doña Nacira, pues la modificación presupuestaria, pues como se estila.”
Aclara la licenciada Orocú Chavarría: “Perdón, pero entonces, si quedaría expresamente en la sugerencia de acuerdo.”
Añade la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “Si, en caso de que sea necesario prorrogar hasta 12 meses, se tomaría de la partida ordinaria del 927.  Si en el programa es más sencillo.”
Prosigue la Integrante Álvarez Acosta: “Tal vez que quede, que atención de los programas en el otro país, porque nos tenemos que someter a eso.”
Manifiesta la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “Depende si se hace necesario ajustarlo, es que es eso, no necesariamente puede ser que sean 11 meses, puede ser que sean 10 meses, incluso por los tiempos de que se termina, también a veces porque el ciclo lectivo termina en tal fecha, pero la tramitación exige que la persona se quede más tiempo para poder hacerlo por los tiempos que ellos cierran, que esos son necesariamente las personas tienen que cumplir los trámites administrativos porque los pagos para poder dejarle aun notario para que haga los trámites son muy muy caros, entonces creo que eso, pero es más sencillo en el entendido que eso es hasta 12 meses, pero esa diferencia podría, claro se ajustaría como propone doña Nacira que me parece muy sencillo.”
Dice la Integrante Álvarez Acosta: “Entonces talvez si le damos lectura al acuerdo, porque hay que adicionar ésta propuesta del día de hoy, el oficio presentado por doña Waiman que es el DGH-CAP-163-2022, y sobre lo que se está acordando por éste Consejo, es que a éste oficio se le adicionaría el contenido presupuestario por los doce meses en la subpartida de sustituciones o en la cantidad de meses que se requiera, puede ser menor, también.”
Aclara la licenciada Nacira Valverde Bermúdez: “Entonces la propuesta de acuerdo, ya podría ser de forma genérica y solamente doña Patricia el punto número 6, ya no aplicaría, porque ya es el punto que se tuvo de conocimiento aquí en esta sesión, se adelantó.”
Interviene la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “Si, es aprobarlo.”
Adiciona la licenciada Nacira Valverde Bermúdez: “Entonces, para borrar el punto 6.  Si seria aprobar.”
[bookmark: _Hlk100059733]Finaliza la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “Sería como punto 6 que con relación a la beca de doctorado que está estimada en 8,5 meses, en caso de ser necesario que se prorrogue el presupuesto adicional sería tomado de la partida ordinaria de sustituciones hasta 12 meses, en caso de ser necesario.”
-0-
Se acuerda: 1) Tomar nota de la presentación realizada por la Master Waiman Hin Herrera, Subdirectora de Gestión Humana, sobre la proyección presupuestaria 2023 de especialistas en contenido, la estimación de permisos con goce de salario con sustitución para personal judicial becado y la proyección de becas que incluye los pagos parciales o totales de posgrados y ayudas económicas de actividades formativas; sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para presentar una propuesta integral que considere todas las necesidades institucionales. 2)  En cuanto a los requerimientos adicionales solicitados por el OIJ por un total de ¢118 millones, se aprueba su inclusión, en el entendido, según confirmó la Dirección de Gestión Humana, se hizo una redistribución del monto para no aumentar el presupuesto y además, que esta inclusión no afectará el otorgamiento de los restantes permisos con goce de salario que requiere el Organismo de Investigación Judicial en el transcurso del año. 3) Se aprueba la propuesta de ajuste en los requerimientos para becas del Ministerio Público, de manera tal que el monto inicial de ¢3.421.754 para el 2023 se aumenta a ¢4.384.432, lo anterior por cuanto según explicó doña Waiman Hin el Subproceso de Gestión de la Capacitación realizó una corrección en la proyección presupuestaria según el calendario de pagos del ICAP, que implica la utilización de más recursos económicos en comparación con la proyección inicial para poder cubrir la totalidad del compromiso asumido por el Ministerio Público. 4) Solicitar a las Unidades de Capacitación la presentación al Consejo Superior de un informe al término del primer semestre de cada año, relacionado con el estado actual de la ejecución de los recursos asignados para becas, de manera tal que, como norma de ejecución presupuestaria institucional, se tendrá que todos aquellos recursos que carezcan de un proceso de contratación administrativa sin iniciar a esa fecha, deberán cederse obligatoriamente para la atención de otras necesidades institucionales. La Escuela Judicial será la responsable de informar respecto a la ejecución del programa 927. 5) Solicitar a la Escuela Judicial, como ente rector de la Capacitación para el Programa 927 a nivel institucional, elaborar y presentar al Consejo Superior un diagnóstico de las principales necesidades de capacitación acorde con temáticas específicas de interés institucional. 6) Aprobar el escenario alternativo presentado por la Dirección de Gestión Humana, relacionado con la ayuda económica para Becas conforme el contenido del informe PJ-DGH-CAP-163-2022; en cuanto a la beca de doctorado que está estimada en 8,5 meses, en caso de ser necesario que se prorrogue hasta 12 meses, el presupuesto adicional requerido sería tomado de la partida ordinaria de sustituciones, en caso de ser necesario.
La magistrada Solano Castro, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
Se retira de la sesión la máster Waiman Hin Herrera, Subdirectora de Gestión Humana y la servidora que le acompaña.
ARTÍCULO II
Documento 3754-2022

La Licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, presenta la estimación de recursos del Aporte Patronal a la Asociación Solidarista del Poder Judicial y Coopejudicial R.L. para el ejercicio económico 2023, Subpartida 00505 "Contribución Patronal a Fondos Administrados por Entidades Privadas".
“Al igual que para la formulación presupuestaria 2022, conforme el voto 1529-2018 de la Sala Constitucional que da la posibilidad a las personas trabajadoras, de que además de las asociaciones solidaristas, sean las organizaciones cooperativas quienes puedan administrar el aporte patronal de su cesantía, para el 2023 se incluye las proyecciones del aporte patronal que correspondería a la Coopejudicial R.L. 

La proyección fue realizada con base en la información suministrada vía correo electrónico por Coopejudicial R.L. el 11 de marzo 2022, además de datos aportados por la Asociación Solidarista de Empleados Judiciales el 03 de marzo 2022 y finalmente, el Macroproceso Financiero Contable el 10 de marzo 2022. 

[bookmark: _Hlk98224679]Conforme lo indicado por la Dirección de Gestión Humana, no se contemplan ajustes por aumento por costo de vida, ya que los mismos están congelados por el Ministerio de Hacienda para los años 2022 y 2023, según Decreto Ejecutivo.

Para la ASOSEJUD se tomaron las siguientes consideraciones en el cálculo: 

Se utilizó el monto cancelado por Programa a la ASOSEJUD, considerando la planilla de enero y febrero 2022, por concepto de porcentaje del Aporte Patronal a la Asociación Solidarista (2,33%), aplicado a la planilla ordinaria y el salario escolar de las personas afiliadas, dato proporcionado por el Departamento Financiero Contable. 
[bookmark: _Hlk97898297]
Para efecto de proyectar la incorporación de los 413 aprobados en la Moción 36-2021 por la Asamblea Legislativa para la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, se utilizó el siguiente cálculo: 

Total de plazas aprobadas dividido entre el total de afiliaciones (8.258/13134) de donde se obtiene el factor (62%). El resultado obtenido se multiplica por el total de plazas de Delincuencia Organizada, donde se obtiene el total de posibles plazas que se asociarán a la Asosejud (260), en el año 2023.  

Es importante indicar que se le solicitó criterio de experto a la licenciada Marianela Fallas Sánchez, Directora General de Operaciones de Asosejud, sobre posible cantidad personas a asociarse de las 413 plazas aprobadas para delincuencia organizada y manifestó que el rango de posibles incorporaciones oscila entre un 70 y 75% como máximo, porcentaje que se acerca al factor utilizado para el cálculo realizado. 

Se incluye un decrecimiento de un 0.06% como promedio de crecimiento de la planilla de asociados, considerando el comportamiento presentado en esta variable durante el período de febrero de 2021 a febrero de 2022.  Este promedio creció en un 0.05% en comparación con el promedio utilizado para la estimación del monto formulado para el 2021 (0.11%); lo anterior en virtud que para el 2021 y 2022, se ha presentado una disminución de asociados (840 afiliaciones vrs 1165 desafiliaciones), además no se contabilizó ningún rubro generado en el 2021 que se hayan cancelado con recursos del 2022.  

A partir de lo anterior se estima un monto a presupuestar para el 2023 para la ASOSEJUD de ¢3.766.637.574, distribuido entre los distintos programas presupuestarios, como se aprecia a continuación:

[image: ]

Para la COOPEJUDICIAL   se tuvieron los siguientes aspectos en consideración para el cálculo del aporte de la Institución a esta entidad financiera por concepto de cesantía: 

Se utilizó el monto cancelado por Programa a Coopejudicial R.L. considerando la planilla de enero y febrero 2022, por concepto de porcentaje del Aporte Patronal a Coopejudicial (2,33%), aplicado a la planilla ordinaria y el salario escolar de las personas afiliadas, proporcionado por el Departamento de Financiero Contable.

Para efecto de proyectar la incorporación de los 413 aprobados en la Moción 36-2021 por la Asamblea Legislativa para la Ley de Creación de la Jurisdicción Especializada de Delincuencia Organizada, se utilizó el siguiente cálculo:

Total de plazas aprobadas dividido entre el total de afiliaciones (1.374/13134) de donde se obtiene el factor (0,10%). El resultado obtenido se multiplica por el total de plaza de Delincuencia Organizada, donde se obtiene el total de posibles plazas que se asociarán a la Asosejud (43), en el año 2022.

Se incluye un 0,70% como promedio mensual de crecimiento de la planilla de asociados, considerando el comportamiento presentado en esta variable durante el período de febrero 2021 a febrero 2022.  Este promedio decreció en 0.12% en comparación con el promedio utilizado para la estimación del monto formulado para el 2022 (0.82%); en virtud de que para el 2021 y 2022, las afiliaciones crecieron en relación con las desafiliaciones (239 Afiliación vrs 84 desafiliaciones del 2021-2022).

El Departamento Financiero Contable suministró las planillas mensuales a cancelar por programa presupuestario, correspondiente a la planilla judicial afiliada a la Coopejudicial R.L, así como la planilla correspondiente al pago del Salario Escolar. 

[bookmark: _Hlk98246724]A partir de lo anterior se estima un monto a presupuestar para el 2023 para la Coopejudicial R.L. de ¢789.147.191, distribuido entre los distintos programas presupuestarios, como se aprecia a continuación:

[image: ]

Monto total  Proyectado a Presupuestar para el 2023 

Finalmente, el monto total proyectado para el presupuesto 2023 que conforma la Subpartida 00505 "Contribución Patronal a Fondos Administrados por Entidades Privadas" es de ¢4.556.461.172, distribuidos por programa presupuestario de la siguiente manera:

[image: ]

En el cuadro anterior se observa que, el monto a formular asciende a ¢4.556.461.172  de los cuales ¢195.074.618 corresponde a las 413 plazas de Crimen Organizado.

Ejecución de Recursos 


En el siguiente detalle se muestra los recursos formulados y ejecutados en el período del 2020 al 2023.

	Comportamiento de la Ejecución del 2020-2023

	Año
	Formulado
	Actual
	Ejecutado
	Diferencia 

	2020
	       5.015.375.000 
	       4.431.375.000 
	       4.420.418.282 
	       (594.956.718)

	2021
	       4.642.130.640 
	       4.442.130.640 
	       4.443.852.814 
	       (198.277.826)

	2022
	       4.642.130.640 
	 
	 
	 



Es importante indicar que tal como se observa en el detalle anterior para el 2020 y 2021, ha permanecido un sobrante de ¢594.956.718 y ¢198.277.826, respectivamente, considerando lo formulado, pero también se observa como estos recursos sobrantes se han reducido a la mitad, lo cual demuestra que se acerca lo ejecutado a lo formulado, aspecto positivo si se considera que estas proyecciones están sujetas a variables que las pueden afectar, especialmente las relativas a la disposición de las personas a afiliarse o desafiliarse a las organizaciones que administran la cesantía. 

Finalmente, se observa para el 2023 una disminución en la proyección de la apropiación en relación con el 2022, pero esta es congruente con el balance de la cantidad de afiliaciones y desafiliaciones, que muestra un comportamiento negativo, así como al retiro de personal del Poder Judicial por pensión o renuncia y al ingreso de personal nuevo con salarios menores.

Escenario Plena Afiliación 

[bookmark: _Hlk98254034]Este escenario contempla para el 2023 la totalidad de la planilla como si 100% del personal estuviese afiliado, el monto del aporte patronal requerido sería de ¢6.059.311.448, es decir, habría un faltante de ¢1.489.658.842, dado que se proyecta un requerimiento para el 2023 de ¢4.569.652.606 conforme la metodología implementada en los puntos 1 y 2 anteriores. 

No obstante, se reitera que este escenario sería bajo el supuesto de que toda la población judicial solicitaría la administración de la cesantía, aspecto que no se considera factible de suceder en este momento.

[image: ]

Como requerimiento final es necesario que se autorice a la Dirección de Planificación a actualizar el monto aprobado en caso de que se realice algún ajuste  en la subpartida de salarios aprobado previamente por el Consejo Superior.

Consideraciones finales:

6.1 Conforme lo indicado por la Dirección de Gestión Humana, no se contemplan   ajustes por aumento por costo de vida, ya que los mismos están congelados por el Ministerio de Hacienda para los años 2022 y 2023, según Decreto Ejecutivo.

6.2 Mediante Ley N° 9544 del 24 de abril de 2018 se reforma el Título IX Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, y específicamente, en lo que resulta de interés, en el artículo 239 se establece la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.

6.3 Del criterio C-021-2021 emitido por la Procuraduría General de la República, el 29 de enero de 2021, se desprende que la Junta es “[…] un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo.”, lo que, sin embargo, “[…] no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial.”, por lo que aunque “[…] cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus funciones.”, “[…]el personal destinado a la Junta se considera efectivamente cubierto por el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial [...]” 

6.4 A partir del año 2022 y de acuerdo a las potestades legales que dispone,  la JUNAFO financió con recursos propios el aporte patronal de la totalidad de la estructura del recurso humano, conforme se informó en oficio 0437-2021 suscrito por el Lic. Arnoldo Hernández Solano en calidad de Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones  del Poder Judicial por un monto de ¢24.229.867 ,. Es así como el financiamiento de estas, para la formulación del año 2023 se mantendrá contemplado de la misma forma, salvo disposición en contrario.

6.5 En cuanto al financiamiento de las plazas para la Jurisdicción contra la Delincuencia Organizada, aprobadas de manera parcial para el 2022, existe la incertidumbre de si por motivos de restricción presupuestaria se otorguen los recursos para su continuidad en el 2023.

En relación con este aspecto,  la Presidencia de la Corte coordinó una reunión con el Señor Ministro de Hacienda Elian Villegas Valverde, sobre el tema de presupuesto 2023 y mediante oficio 025-P-2022, le remite el compromiso que se estableció en cuanto a la dotación de recursos para dar continuidad en el 2023 al Proyecto de Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada.

Se adjunta oficio.




A pesar de que el señor Ministro de Hacienda, manifestó anuencia para otorgar un límite presupuestario que permita al Poder Judicial incorporar en el 2023 los recursos para la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, lo cierto es que a la fecha no hay una comunicación oficial de  tal hecho.”
-0-
Se acuerda: 1.) Se aprueba el anteproyecto de presupuesto para el ejercicio económico 2023 correspondiente al Aporte Patronal del Poder Judicial (Subpartida 00505 "Contribución Patronal a Fondos Administrados por Entidades Privadas") por la suma de ¢4.556.461.172, considerando que de ¢195.074.618 corresponde a las 413 plazas de Crimen Organizado:

2.) Los recursos correspondientes al aporte patronal a la Asociación Solidarista del Poder Judicial y Coopejudicial R.L. correspondiente a las 38 plazas que laboran para el Programa 951, al igual que para el año 2022, serán financiadas con los recursos propios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) La Dirección de Gestión Humana en el proceso de reclutamiento y selección de las plazas para la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada aprobadas en el 2022, debe hacer la aclaración en los concursos de que las mismas estarán sujetas en su continuidad en el 2023 al financiamiento total por parte del Ministerio de Hacienda. La magistrada Solano Castro, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO III 
Documento 3757-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora  de  Planificación  presenta  la estimación  del Salario Escolar 2023, proyectado según información remitida por  la Dirección de Gestión Humana, la cual fue conciliada con el Departamento Financiero Contable. La información fue remitida por la Dirección de Gestión Humana, mediante correo electrónico del día 14 de marzo del 2022. 
[bookmark: _Hlk98223079]I Escenario: Pleno Empleo

Para el cálculo de Escenario Pleno Empleo el licenciado David Madrigal Robles, Coordinador de Unidad 4 a.i. de la Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales indicó que, para realizar el cálculo del Salario Escolar 2023, se tomaron en cuenta las siguientes consideraciones:  
Se estima con ocupación total de las 13134 plazas (ordinarias y extraordinarias), por todo el año, lo que se entiende por “Pleno Empleo”.

Dentro de este escenario se consideran las 413 plazas de la Jurisdicción de Delincuencia Organizada, mismas que se desglosan en : A) 402 ordinarias y 11 extraordinarias. B) 15 plazas por 12 meses, 4 plazas por 5 meses y 394 plazas por 2 meses.

La estimación incluye las 18 plazas del Programa 951 que ya eran parte de la Planilla del Poder Judicial y que se trasladan a partir del criterio de la Procuraduría General de la República bajo la administración de la Junta Administradora del Fondo, estás forman parte del presupuesto ordinario del Poder Judicial. 

	
	
	

	Programa
	Presupuesto Salarios 2022
	Observaciones

	926
	3,433,538,367.73
	 

	927
	8,331,597,532.98
	 

	928
	4,463,367,818.45
	 

	929
	2,763,552,302.23
	 

	930
	2,152,295,036.98
	 

	950
	448,390,296.19
	 

	951
	35,535,444.01
	Plazas trasladadas del PJ

	Total
	21,628,276,798.59
	




II Escenario: Incluye las 38 plazas de la JUNAFO. 

En este segundo escenario, se agrega lo correspondiente a la estimación del Salario Escolar de las 20 plazas que se financian con recursos propios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	
	
	

	Programa
	Presupuesto Salarios 2022
	Observaciones

	926
	3,433,538,367.73
	 

	927
	8,331,597,532.98
	 

	928
	4,463,367,818.45
	 

	929
	2,763,552,302.23
	 

	930
	2,152,295,036.98
	 

	950
	448,390,296.19
	 

	951
	35,535,444.01
	Plazas trasladadas del PJ

	951
	30.663.267.65
	Plazas nuevas JUNAFO

	Total
	21,658,940,066.24
	



Fuente: Información suministrada por DGH.

III Escenario: Empleo Pleno, más otras necesidades.

Este escenario considera pleno empleo 2022 más las proyecciones estimadas para atender sentencias judiciales, horas extras y liquidaciones de fin de relación laboral. 



	Fuente: Información suministrada por DGH.

Adicionalmente señaló: 

“Es importante indicar, de manera adicional, que para poder cancelar todo lo correspondiente a este rubro, en ejecuciones anteriores, se ha tenido que recurrir a realizar modificaciones externas, siendo que para la ejecución de este 2022, se requirió reforzar el programa 928 con 45 millones; esto conlleva a concluir que la ejecución para algunos programas podría sobrepasarse, fenómeno que se ve afectado por la dinámica interna de la Institución. 

De la misma forma que se ha externado en ocasiones anteriores, esta partida no puede quedar sin recursos para el resto del año, ya que, las personas que finalizan su relación laboral con el Poder Judicial, sea por jubilación, fallecimiento, renuncia, despido o jubilación para mejor servicio, solicitan la cancelación inmediata de todos sus extremos laborales, en cuenta también aguinaldo y salario escolar, no suelen esperarse hasta que el pago les sea realizado con el pago de general para toda la población (sea diciembre y enero, respectivamente); adicionalmente el volumen de sentencias (sea por salarios caídos, reinstalación de servidores, componentes dejados de percibir, horas extra, entre otros), que cada año esta Dirección debe cancelar, en una gran mayoría implica el pago de este rubro.”


Finalmente se presenta detalle con las proyecciones de las necesidades adicionales, más las 38 plazas del Programa 951 separadas (18 trasladadas y las 20 nuevas) más la separación de los recursos correspondientes a las plazas de la Ley de Delincuencia Organizada.  



[bookmark: _Hlk98233276]Fuente: Información suministrada por DGH.


Es importante indicar que para el cálculo del Salario Escolar 2023, no se contemplan ajustes por aumento por costo de vida, ya que los mismos están congelados por el Ministerio de Hacienda para los años 2021,2022 y 2023, según Decreto Ejecutivo.  Además, según lo indicado, se consideró el faltante de ¢45.000.000, que se presentó en enero del 2022, el cual se subsanó mediante la modificación externa 02-2022. 

Por otra parte, en cumplimiento a lo dispuesto por la Corte Plena en sesión 41-15 artículo XIX, el cálculo del Salario Escolar se realiza sobre la base del 8.33% de lo correspondiente a Remuneraciones. 

De acuerdo con la información suministrada por la Dirección de Gestión Humana, el pasado 10 de marzo, el monto por presupuestar para el Salario Escolar 2023, sería de ¢21.738.940.066 según el siguiente detalle remitido:

Fuente: Información suministrada por DGH.

Detalle del Salario Escolar pagado en  los años 2021 y 2022, aprobado 2022 y proyectado 2023.

Fuente: Elaboración propia.

En el cuadro anterior se observa que entre el monto aprobado para el 2022 y el solicitado para el 2023 existe un crecimiento de ¢302.769.642, derivado del cálculo de las plazas del Programa 951, las 413 plazas de Delincuencia Organizada y otras necesidades solicitadas por la Dirección de Gestión Humana. 

[bookmark: _Hlk35448752]Como requerimiento final, es necesario que se autorice a la Dirección de Planificación a actualizar el monto aprobado en caso de que se realice algún ajuste que afecte directamente esta Subpartida.  

- 0 -

Se acordó:1) Aprobar el escenario N° 3 Pleno Empleo más otras necesidades presentado por la Dirección de Gestión Humana, como anteproyecto de presupuesto para salario escolar por la suma de ¢21.738.940.066.  Lo anterior, en el entendido que ¢30.663.267,65 corresponde al salario escolar de las 20 plazas del Programa 951 que se financian con recursos propios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2) Autorizar a la Dirección de Planificación a actualizar el monto aprobado en caso de que se realice algún ajuste que afecte directamente esta Subpartida y que haya sido previamente aprobada por el Consejo Superior. 
La Vicepresidenta Magistrada Solano Castro, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IV 
Documento 3773-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartidas 10101 Alquiler de edificios, locales y terrenos; 10801 Mantenimiento de edificios y locales; 50201 Edificios 
“Subpartida 1.01.01 Alquiler de edificios, locales y terrenos

Comportamiento Histórico de la Subpartida

Los recursos formulados en la subpartida 10101 Alquiler de Edificios Locales y Terrenos, responden a las necesidades institucionales para abarcar en la medida de lo posible todo el territorio nacional. Además, producto del crecimiento de los servicios que brinda la institución, con el pasar de los años el hacinamiento del personal se ha vuelto una problemática, que se ha tenido que solventar con el alquiler de nueva infraestructura.

Tabla 1. Detalle del Comportamiento Histórico de la Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos.
Periodos 2019-2023

	 
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto Formulado
	12,775,531,151
	12,006,678,198
	12,132,013,508
	12,471,543,001
	16,006,811,332

	Variación
	 
	-6.02%
	1.04%
	2.80%
	28.35%


Fuente: Sistema SIGA-PJ 21-02-22
En la tabla anterior se muestran los montos formulados en la subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos para los últimos 5 años, presentando un comportamiento hacia el alza. Siendo el 2023 el que presenta el mayor crecimiento del periodo, con un porcentaje de variación de 28.35% en comparación con el 2022. 

Adicionalmente, se debe indicar que en el 2023 en la subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos se incluyen por primera vez ¢124.736.349 para el programa 951 Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones, los cuales no se considerarán para efectos del análisis.

Por otra parte, se muestra una gráfica que detalla el comportamiento del periodo 2019 al 2021, donde lo formulado ha sido superior a lo ejecutado. Además, se visualizan los montos formulados para los periodos 2022 y 2023, siendo este último año el que presenta la mayor cantidad de recursos formulados durante los periodos analizados: 

Figura N°1. Formulación y Ejecución 
Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos
Periodos 2019 - 2023 


                           Fuente: SIGA-PJ 

Fideicomiso DE

El incremento que se observa para el periodo 2023 corresponde principalmente al artículo 25781 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos (Fideicomiso) que del monto total formulado por programa presupuestario del 2023 lo referente a este artículo son ¢4,861,213,607 que representa 30.13% según se detalla en el siguiente cuadro:

Cuadro N°1.  Detalle del artículo 25781 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos (Fideicomiso)

	Programa
	Centro de Responsabilidad
	Monto
	Porcentaje

	926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo
	Administración Regional de Puntarenas – Fideicomiso
	 2,477,287,138 
	15.36%

	
	Oficina de Trabajo Social y Psicología Puntarenas – Fideicomiso
	      73,005,301 
	0.45%

	927 Servicio Jurisdiccional
	Administración Regional de Puntarenas Supernumerarios – Fideicomiso
	 1,092,143,654 
	6.77%

	928 Organismo de Investigación Judicial
	Delegación Regional de Puntarenas – Fideicomiso
	    528,260,882 
	3.27%

	929 Ministerio Público
	Fiscalía Adjunta Puntarenas – Fideicomiso
	    411,021,805 
	2.55%

	930 Defensa Pública 
	Defensa Pública Puntarenas - Fideicomiso
	    176,739,376 
	1.10%

	950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	Oficina de Atención a la Víctima del Delito – Fideicomiso
	    102,755,451 
	0.64%

	 
	Total
	 4,861,213,607 
	30.13%


Fuente: SIGA-PJ 21-02-22.
Adicionalmente, se compararon los periodos 2022 y 2023 restando lo incluido para el Fideicomiso en la subpartida 10101 dando como resultado un decrecimiento de ¢-598.990.951 equivalente a un -5.10%, según se muestra en el siguiente cuadro:

	
	2022
	2023
	Diferencia        2022-2023
	Variación 2022-2023

	Formulado sin Fideicomiso
	   11,744,588,676 
	  11,145,597,725 
	-   598,990,951 
	-5.10%



Análisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida 10101

Tabla 2. Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos

	            Periodo
	Formulado
	Ejecutado
	Diferencia Absoluta
	% Ejecución

	2019
	12,775,531,151
	     9,517,780,292 
	   3,257,750,859 
	74.50%

	2020
	12,006,678,198
	   11,185,660,112 
	      821,018,086 
	93.16%

	2021
	12,132,013,508
	   12,084,694,073 
	        47,319,435 
	99.61%

	Total
	36,914,222,857
	32,788,134,477
	4,126,088,380
	88.82%


      Fuente: Sistema SIGA-PJ.

En términos generales para el trienio analizado la ejecución presupuestaria fue muy buena, ya que para el periodo 2020 – 2021 el porcentaje de ejecución es superior al 93%. Con la excepción del año 2019 en que el porcentaje de ejecución de 74.50%. Es importante indicar que el comportamiento de los últimos años en la ejecución ha sido el resultado de la introducción de mejoras en los procesos de tramitación de los contratos. 

Es importante indicar que, el Poder Judicial tiene una cobertura de atención a nivel nacional, con presencia en todas las cabeceras de provincia y en casi todos los cantones del país, constituido por alrededor de 870 oficinas. A pesar del esfuerzo institucional en la materia de construcciones, muchos de estos despachos judiciales, especialmente en zonas de mayor concentración demográfica deben operar por medio de la modalidad de arrendamientos.     

 En consulta realizada a FICO: Se indica el dato del Impuesto al Valor Agregado (IVA) cancelado en la subpartida 10101 “Alquiler de edificios, locales y terrenos”, es del caso indicar que el impuesto se empezó a cancelar en enero 2020:



Variación por Programa Presupuestario

En términos generales para el año 2023 en la Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos se está formulando ¢3,535,268,331 más en comparación con lo aprobado para el 2022, lo que representa una variación de 28.35%.  
[bookmark: _Hlk35518545]
Tabla 3. Formulación Presupuestaria por Programa 2022–2023
Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos


Al realizar el análisis comparativo por programa presupuestario de esta subpartida, se determina que el programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo con 248.96% es el que presenta el mayor crecimiento.  No obstante, es el Programa 927 Servicio Jurisdiccional es el que presenta la mayor cantidad de recursos formulados para el 2023 en la Subpartida 10101, ello por la razón sustantiva de la prestación del servicio, al brindar cercanía de la justicia a todo el país, según se muestra en la siguiente figura:

Figura N°2 Distribución se la Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos por Programa Presupuestario

              Fuente: Sistema SIGA-PJ. 21-02-22

El Programa 927 Servicio Jurisdiccional formula un total de ¢ 7.104.861.564 que representa un 44.39%, seguido por el programa 926 Dirección y Administración con ¢2.983.306.100 equivalente a 18.64% y Organismo de Investigación Judicial con un total de ¢2.829.123.482 y un porcentaje de 17.67%. Con un menor porcentaje se encuentran los programas 929 Ministerio Público con ¢1.697.615.609 lo que representa un 10.61%, 930 Defensa Pública con ¢972.807.246, con un 6.08% y, por último, el programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos con ¢419.097.331 y un 2.62%. El incremento que presentan todos los Programas se debe principalmente a la inclusión de recursos para el Fideicomiso en el Circuito Judicial de Puntarenas. 

En el siguiente cuadro se visualiza lo formulado en alquileres durante el periodo 2020 – 2023, donde se observa que para los años 2022 y 2023 no se formularon recursos:

	Despacho Judicial
	2020
	2021
	2022
	2023

	Juzgado Primero Especializado de Cobro I Circuito Judicial de San José (1044)
	₡0
	₡107,319,115
	₡0
	₡0

	Juzgado Segundo Especializado de Cobro I Circuito Judicial de San José (1170)
	₡0
	₡107,319,115
	₡0
	₡0

	Juzgado Tercero Especializado de Cobro I Circuito Judicial de San José (1338)
	₡0
	₡107,351,313
	₡0
	₡0

	Sección Especializada de Asistencia Social (1384)
	₡0
	₡107,351,313
	
	

	Juzgado de Seguridad Social (1102)
	₡73,287,017
	₡46,107,770
	₡0
	₡0

	Juzgado de Trabajo Primer Circuito Judicial de San José (1178)
	₡280,982,931
	₡178,565,653
	₡0
	₡0

	Tribunal de Apelación de Trabajo I Circuito Judicial San José (1527)
	₡102,666,840
	₡65,245,042
	₡0
	₡0

	TOTAL
	₡456,936,788
	₡719,259,321
	₡0
	₡0




Originalmente para el 2022 y como parte del presupuesto solicitado al Ministerio de Hacienda para la atención de la Ley 9841 Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, en la subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos, se incluyeron un total de ¢1.283.351.293, estos recursos finalmente no fue posible incorporarlos en la Ley de Presupuesto. Por otra parte, para el 2023 en principio se estarían solicitando alquileres solamente para el OIJ por un monto de ¢877.546.558, por lo que existiría un ahorro de ¢405.804.735 anuales.

Distribución por Centro de Responsabilidad

En la siguiente tabla se muestran los centros de responsabilidad con más recursos formulados para el 2023 en la subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos. 

Tabla N° 4. Distribución por Centro de Responsabilidad de la 
Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos 
                        
	Centro de Responsabilidad
	 Formulado 2023 
	Porcentaje 

	Circuito Judicial Puntarenas (Fideicomiso del Poder Judicial)
	    3,836,475,305 
	23.97%

	Organismo de Investigación Judicial
	    2,829,123,482 
	17.67%

	Ministerio Público
	    1,697,615,609 
	10.61%

	Tercer Circuito Judicial San José
	    1,176,701,437 
	7.35%

	Defensa Pública 
	       972,807,246 
	6.08%

	Salas
	       782,134,978 
	4.89%

	Primer Circuito Judicial San José
	       693,180,322 
	4.33%

	Circuito Judicial Heredia
	       492,253,961 
	3.08%

	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	       419,097,331 
	2.62%

	Circuito Judicial Cartago
	       402,761,780 
	2.52%

	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	       395,573,916 
	2.47%

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	       355,138,592 
	2.22%

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	       317,813,139 
	1.99%

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	       299,102,275 
	1.87%

	Primer Circuito Judicial Alajuela
	       244,828,800 
	1.53%

	Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica
	       200,266,452 
	1.25%

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	       190,606,406 
	1.19%

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur
	       148,933,470 
	0.93%

	Administración de Quepos
	       143,130,627 
	0.89%

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	         85,330,139 
	0.53%

	Administración de Sarapiquí
	         68,199,128 
	0.43%

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	         61,330,732 
	0.38%

	Administración de Turrialba
	         35,564,889 
	0.22%

	Dirección Ejecutiva
	         34,649,352 
	0.22%

	Administración de Quepos
	         33,357,188 
	0.21%

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	         26,060,608 
	0.16%

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	         21,986,187 
	0.14%

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	         18,526,364 
	0.12%

	Administración de Golfito
	         14,365,011 
	0.09%

	Administración de Grecia
	           9,896,606 
	0.06%

	Total
	  16,006,811,332 
	100.00%


      Fuente: Sistema SIGA-PJ.

Según se muestra en la tabla anterior, los centros de responsabilidad con más recursos formulados en esta subpartida para el periodo 2023 son: el Circuito Judicial de Puntarenas con ¢3.836.475.305, el Organismo de Investigación Judicial con ¢2.829.123.482, el Ministerio Público con ¢1.697.615.609 y el Tercer Circuito Judicial de San José con ¢1.176.701.437.

Otros Requerimientos Operativos. 

Mediante correo electrónico la Dirección Ejecutiva remitió el resultado del análisis de los requerimientos adicionales solicitados por las oficinas de los distintos centros de responsabilidad en la Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos y se propone la inclusión de ¢460.576.762, según se muestra en el siguiente cuadro: 

Tabla N° 5. Distribución de Requerimientos Operativos para aprobación por el Consejo Superior para la Subpartida 10101 Alquiler de Edificios, Locales y Terrenos



Estos montos corresponden a traslados a unos nuevos locales, adendum a contratos, ampliaciones y para atender el proyecto promovido por la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Dirección Ejecutiva; aumentando para el 2023 el total de la subpartida a ¢16.467.388.094, equivalente el incremento a un 32% con respecto al 2022.

En relación con estos requerimientos el Consejo Superior dispuso en reunión de trabajo del 4 de marzo de 2022, que   la Dirección Ejecutiva debe revisar en coordinación con los Centros de Responsabilidad los requerimientos adicionales solicitados e indicar al Consejo Superior de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, es decir, cuáles necesidades van a sacrificar de sus presupuestos ordinarios para poder incluir estos requerimientos.

Subpartida 1.08.01: Mantenimiento de edificios y locales

Comportamiento histórico de la Subpartida

Para el 2023 está subpartida presenta un crecimiento del 25% en comparación con los recursos formulados en el 2022, según se puede apreciar en la tabla 6. Este aumento se da por la inclusión de líneas con montos elevados en los siguientes despachos y oficinas:

Primer Circuito Judicial de San José ¢625.160.506 para impermeabilización de la azotea del Edificio de Tribunales del Primer Circuito Judicial de San José.
 Primer Circuito Judicial Zona Atlántica: ¢191.931.820 debido a varios mantenimientos y Pintura general en los Edificios de Tribunales de Justicia (Torre 1, 2 y 3 cambio de bajantes pluviales, limpieza de cajas de registro, Impermeabilización de canoas, entre otras). incluido en el área de construcciones.

Tabla 6. Comportamiento histórico del presupuesto formulado para la subpartida período 2019 – 2023.
	 
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto
	2,611,573,587
	2,243,152,565
	1,916,561,925
	2,332,067,333
	2,914,375,610

	Variación
	 
	-14%
	-15%
	22%
	25%


Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 22-2-2022.

Para el caso de los años 2020 y 2021 se presentó una disminución en los montos formulados de 14% y 15% respectivamente. Según se observa en la Figura 3, en los años 2020 y 2021 los montos ejecutados en esta subpartida fueron menores a los formulados, sólo para el 2019 se presenta una mayor ejecución.

Figura 3.
Comportamiento histórico de la subpartida 
1.08.01 Mantenimiento de edificios y locales




Análisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida 10801

En línea con lo señalado anteriormente se tiene que el porcentaje de ejecución para el año 2019 ha sido 106.29%, lo que indica que se han realizado modificaciones presupuestarias para la inyección de recursos en esta subpartida. Caso contrario sucede para el periodo 2020 y 2021, donde se presenta un porcentaje menor a 100% debido a que el monto formulado es inferior al ejecutado (92.82 y 83.16% respectivamente).

Tabla 7. Ejecución presupuestaria de la subpartida 10801 períodos 2019-2021.
	Periodo
	Formulado 
	Ejecutado
	% Ejecución

	2019
	2,611,573,587
	2,775,848,462
	106.29%

	2020
	2,243,152,565
	2,082,111,290
	92.82%

	2021
	1,916,561,925
	1,593,757,680
	83.16%

	Total
	6,771,288,077
	6,451,717,432
	95.28%


 Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 22-02-22.

Es dable indicar que, lo aprobado por Corte Plena en la Subpartida 10801 para el 2021 fue de ¢2.132.672.669, posteriormente a solicitud del Ministerio de Hacienda se aplicó un rebajo de ¢99.110.744 y finalmente vía moción en la Asamblea Legislativa se rebajaron ¢117.000.000, para un saldo final de ¢1.916.561.925. Por otra parte, en cuanto al porcentaje de ejecución (83.16%) para este mismo periodo (2021), es importante mencionar que mediante modificación presupuestaria 02-2021 se trasladaron ¢319.542.877 para atender los compromisos no devengados del año 2020. : Este monto se rebajó del presupuesto inicial y el monto que quedó en el presupuesto actual fue de ¢1.597.019.048, por lo tanto, considerando esos montos el porcentaje de ejecución sería de 99.80%.

 Variación por Programa Presupuestario

En lo que corresponde a la distribución de los recursos por programa, la mayor concentración de estos se encuentra en el 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo, esto debido a que este tipo de servicios es formulado por las administraciones regionales, pertenecientes a este programa. Asimismo, este programa y el 929 Ministerio Público presentan un incremento en comparación con los recursos formulados en el 2022, con una variación de 40.92% y 8.02% respectivamente. 

Tabla 8. Variación por programa presupuestario 2022 – 2023.



En términos generales al comparar el total de los programas de los periodos 2022 y 2023 se da un incremento del 24.97%. 

 Distribución por Centro de Responsabilidad

En cuanto a la distribución por Centro de Responsabilidad, en la Tabla 9 se muestran los centros con la mayor cantidad de recursos, donde se puede apreciar que los montos mayores corresponden a al Primer Circuito Judicial de San José, la Dirección Ejecutiva, Primer Circuito Judicial Zona Atlántica, Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y Tercer Circuito Judicial de Alajuela. 

Tabla 9. Distribución de los recursos de la subpartida por Centros de Responsabilidad para el 2023         
	Centro de Responsabilidad
	 Formulado 2023 
	 Porcentaje 

	Primer Circuito Judicial San José
	   861,472,790 
	29.56%

	Dirección Ejecutiva
	   573,262,824 
	19.67%

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	   212,614,852 
	7.30%

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	   161,388,443 
	5.54%

	Defensa Pública 
	   135,317,480 
	4.64%

	Organismo de Investigación Judicial
	   108,479,811 
	3.72%

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	   108,878,353 
	3.74%

	Circuito Judicial Heredia
	     97,783,948 
	3.36%

	Administración de Santa Cruz
	     91,918,830 
	3.15%

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	     88,800,283 
	3.05%

	Segundo Circuito Judicial San José
	     84,293,080 
	2.89%

	Primer Circuito Judicial Alajuela
	     72,448,731 
	2.49%

	Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica
	     60,373,000 
	2.07%

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	     39,033,475 
	1.34%

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	     35,545,104 
	1.22%

	Escuela Judicial
	     34,983,605 
	1.20%

	Ministerio Público
	     33,767,284 
	1.16%

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	     31,527,862 
	1.08%

	Circuito Judicial Cartago
	     21,454,235 
	0.74%

	Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones
	     15,000,000 
	0.51%

	Administración de Grecia
	       8,500,000 
	0.29%

	Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones 
	       8,450,000 
	0.29%

	Administración de Sarapiquí
	       8,000,000 
	0.27%

	Administración de Osa
	       6,700,000 
	0.23%

	Administración de Turrialba
	       6,200,000 
	0.21%

	Administración de Golfito
	       2,835,301 
	0.10%

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur
	       2,069,249 
	0.07%

	Inspección Judicial
	       1,000,000 
	0.03%

	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	       1,000,000 
	0.03%

	Salas
	       1,000,000 
	0.03%

	Circuito Judicial Puntarenas
	          277,070 
	0.01%


             Fuente: SIGA-PJ reporte generado el 22-02-22     

El centro de responsabilidad de Puntarenas incluye para el 2023 la suma ¢277.070 en la subpartida 10801 Mantenimiento de Edificios y Locales en la oficina 458 Administración Regional de Puntarenas para dar el mantenimiento preventivo y habitual durante el primer trimestre del 2023, por ejemplo, la de los ascensores. Lo anterior según consulta realizada a la Licenciada Carmen Molina.

El detalle de lo solicitado por los Centros de Responsabilidad con los mayores montos solicitados en la subpartida 10801 se muestra a continuación:

Primer Circuito Judicial de San José: 

	06885 IMPERMEABILIZACION DE TECHO: ¢625.160.506

	Impermeabilización de la azotea del edificio de Tribunales de San José.  Diagnóstico realizado por la Administración y Servicios Generales. 

	07140 PINTURA DE EDIFICIOS Y LOCALES: ¢61.016.991

	Pintura interna de áreas comunes y pasillos del edificio de Tribunales de San José.

	19545 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES: ¢99.495.182

	Cambio de cielo raso en los balcones y pasillo principal en el tercer piso del edificio de Tribunales. 

	Cambio de cielo raso en los espacios de las puertas centrales que dan hacia los balcones en el primer piso de Tribunales de San José.

	Identificación de tuberías en el sótano del edificio de Tribunales de San José.  Diagnóstico realizado por la Administración y Servicios Generales.

	Pintar las paredes de ladrillos de los juzgados de familia que dan al pasillo principal en el primer piso del edificio de Tribunales de San José.

	Proyecto de la rampa de acceso del edificio de Tribunales de San José.

	Remodelación de baterías de baños para hombres y mujeres en el sector este del tercer piso del edificio de Tribunales de San José. 

	Restauración y pulido de pisos en pasillos y áreas comunes del mezanine.

	Restauración y pulido de pisos en pasillos y áreas comunes del primer piso de Tribunales de San José.

	Restauración y pulido de pisos en pasillos y áreas comunes en el tercer piso del edificio de Tribunales de San José. 



Es importante indicar, que la razón del crecimiento por la cual la Dirección Ejecutiva presenta una de las mayores cantidades de recursos en esta subpartida, se debe a que es por medio del Departamento de Servicios Generales que incluyen los recursos de mantenimiento, formulados por medio del Área de Construcciones. La Dirección Ejecutiva para el 2023 en la subpartida 10801 incluye recursos de los diferentes departamentos y secciones que conforman esta Dirección se contemplan los requerimientos de servicio de mano de obra por mantenimiento de edificio y locales, así como el mantenimiento correctivo básico de edificios (reparación de techos, reparaciones eléctricas, instalación de vidrios, reparación aleros y canoas, reparaciones de fontanería, entre otros), dentro de los requerimientos más representativos se tienen:

Dirección Ejecutiva:

	10801 Mantenimiento de edificios y locales: ¢573.262.824

	18776 REMODELACION: ¢66.181.304

	Cambio de cerchas y cubiertas del Edificio Anexo a del Primer Circuito Judicial de San José 

	19545 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES: ¢289.912.962

	Limpieza, resane de repello, pintura e impermeabilización de los muros perimetrales revestidos de mármol del edifico de la Corte Suprema de Justicia. Se requiere darle limpieza, aplicación de pintura e impermeabilización al muro cortina de la Corte Suprema de Justicia, ya que este recibe todas las inclemencias del tiempo y al ser la parte exterior del inmueble da mal aspecto en la fachada del edificio, el mismo presenta deterioro por lo que se le debe de dar mantenimiento al muro cortina.

	El Departamento de Servicios Generales incluyen los siguientes recursos para atender las diferentes necesidades de los Departamentos, Direcciones y despachos que atienden: 

	18712 SERVICIO MANT CORREC PREV DE ASCENSORES: ¢111.217.665

	21765 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES (REPUESTOS CONTRATO):  ¢60.000.000

	18845 LIMPIEZA DE TANQUE DE AGUA: ¢9.664.646

	18696 REPARACION DE FONTANERIA: ¢7.000.000

	24280 SERVICIO MANTENIMIENTO DE PUERTAS AUTOMATICAS: ¢5.115.100

	24276 SERVICIO MANTENIMIENTO DE CORTINAS METALICAS: ¢4.597.136

	6944 SERVICIO MANTENIMIENTO DE PORTONES ELECTRICOS: ¢3.981.467

	24012 MANT. DE EDIFICIOS Y LOCALES (MANT. CORRECTIVO): ¢3.690.980

	22144 SERVICIO DE IMPERMEABILIZACION EN EDIFICIOS: ¢3.605.000

	23822 MANTENIMIENTO DE INHIBIDORES DE RAYOS Y PARARAYOS: ¢2.519.584

	7149 INSTALACION DE VIDRIO: ¢1.000.000

	18697 REPARACION PORTON ELECTRICO: ¢376.980


 En consulta realizada a la Licda. Maribel López Bermúdez indica que la nueva torre para el año 2023 está fuera de garantía de cualquier tipo.
Primer Circuito Judicial Zona Atlántica: 

	10801 Mantenimiento de edificios y locales
	  212,614,852 

	19545 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES
	  191,931,820 

	Cambio de los bajantes pluviales y mantenimiento (limpieza) cajas de registro existentes de los Tribunales de Justicia de Limón Tercera Torre. En total se requieren sustituir 8 bajantes.
	      6,587,900 

	 Impermeabilización canoas del edificio de los Tribunales de Justicia de Limón (Torres 1-2-3).  Además, este artículo fue eliminado en el anteproyecto del presupuesto del 2022 y la Dirección Ejecutiva indicó que se podía incluir en el presupuesto del 2023.
	    28,800,000 

	Mantenimiento y pintura de las losas de las torres 1-2-3 del edificio de los Tribunales de Justicia de Limón.
	    26,000,000 

	Mantenimiento y reparación de estructura y cambio de cubierta de domo (tragaluz) de los Tribunales de Justicia de Limón (Torre 1). Se requiere dar mantenimiento y reparación a la estructura metálica del domo tipo tragaluz de los Tribunales de Limón.
	      9,582,400 

	Pintura general (externa) de la Tercera Torre de los Tribunales de Justicia de Limón. 
	    37,500,000 

	Reparación y mantenimiento de las verjas perimetrales del edificio de los Tribunales de Bribrí. 
	    10,061,520 

	Se requiere realizar la pintura general (externa) del edificio de los Tribunales de Justicia de Limón (Torres 1-2). 
	    73,400,000 

	Y adicionalmente se incluyen los siguientes recursos para atender las diferentes necesidades del circuito:

	06944 SERVICIO MANTENIMIENTO DE PORTONES ELECTRICOS: En los Tribunales de Justicia de Limón.
	      1,457,248 

	18712 SERVICIO MANT CORREC PREV DE ASCENSORES: En los Tribunales de Justicia de Limón.
	    13,200,000 

	19545 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES: En los Tribunales de Justicia de Limón.
	      1,000,000 

	21765 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES (REPUESTOS CONTRATO): En los Tribunales de Justicia de Limón.
	      2,256,184 

	23497 LAVADO DE TANQUES DE AGUA: En los Tribunales de Justicia de Limón.
	      2,169,600 

	24226 SERVICIO DE LIMPIEZA DE TANQUE SEPTICO: En los Tribunales de Justicia de Limón.
	         600,000 



Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	10801 Mantenimiento de edificios y locales
	 161,388,443 

	19545 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES
	  150,462,443 

	Primera etapa, Cambio de cubierta del Techo de las Bodegas Ciudad Judicial.
	    90,462,443 

	Mantenimiento general de los Edificios de la Ciudad Judicial.
	    60,000,000 

	Y adicionalmente se incluyen los siguientes recursos para atender las diferentes necesidades de las oficinas que conforman la Ciudad Judicial:

	07149 INSTALACION DE VIDRIO
	          300,000 

	07241 MANTENIMIENTO Y REPARACION DE SISTEMA DE ALARMA
	      3,500,000 

	18712 SERVICIO MANT CORREC PREV DE ASCENSORES
	      4,326,000 

	21765 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES (REPUESTOS CONTRATO)
	          800,000 

	23033 MANTENIMIENTO DEL SISTEMA DE PARARRAYOS
	      2,000,000 

	10801 Mantenimiento de edificios y locales
	 135,317,480 

	07140 PINTURA DE EDIFICIOS Y LOCALES
	    35,000,000 

	MANTENIMIENTO A LAS PAREDES INTERNAS DEL EDIFICIO DE LA Defensa PUBLICA DE SAN JOSE, la cuales tienen varios años de que no se ha pintado. 
	    35,000,000 

	19545 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES
	    82,500,000 

	Remodelación del piso 7 del Edificio de la Defensa Pública de San José.  Actualmente hay cubículos y se requiere la confección de oficinas para personas Defensoras Públicas, ya que el edificio tiene un serio problema de HACINAMIENTO, y se requiere contar con más espacios para mejorar las condiciones físicas para la atención de las personas usuarias. 
	    15,000,000 

	Remodelar y redistribuir espacio en la Defensa Publica de San Carlos ubicada en el 2do piso del Edificio de Tribunales, donde se ubican las oficinas de la materia penal y agrario.
	    25,000,000 

	Mantenimiento requerido en las oficinas de la Defensa Pública del Segundo Circuito de San José, Primer Circuito de Alajuela, Guatuso y los Chiles. 
	    42,500,000 

	18712 SERVICIO MANT CORREC PREV DE ASCENSORES, en el Edificio de la Defensa Pública del Primer Circuito Judicial de San José.
	    10,617,480 

	21765 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES (REPUESTOS CONTRATO) en el Edificio de la Defensa Pública del Primer Circuito Judicial de San José.
	      3,000,000 

	REMODELACION, DEFENSA PUBLICA TURNO EXTRAORDINARIO SAN JOSE, SEDE I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE. 
	      2,000,000 

	INSTALACION DE VIDRIO, DEFENSA PUBLICA I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	      1,200,000 

	SERVICIO MANTENIMIENTO DE CORTINAS METALICAS, Edificio de la Defensa Pública del Primer Circuito Judicial de San José.
	      1,000,000 



En relación con lo solicitado por la Defensa Pública, es del caso indicar que actualmente se encuentra en conocimiento del Consejo Superior el informe 66-PLA-MI-2022 de la Dirección de Planificación que de aprobarse algún escenario se podría cerrar la Defensa de Turno Extraordinario, por lo que esos recursos deberían eliminarse o redireccionarse a otras necesidades de la Defensa Pública.
	Tercer Circuito Judicial de Alajuela10801 Mantenimiento de edificios y locales
	  108,878,353 

	19545 MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS Y LOCALES
	   108,878,353 

	Mantenimiento requerido para el buen funcionamiento del edificio y sustitución de toda la cubierta, canoas y bajantes de los Tribunales de Justicia de San Ramón. 

	Organismo de Investigación Judicial10801 Mantenimiento de edificios y locales
	 108,479,811 

	El Organismo de Investigación Judicial, solicitó por medio del Departamento de Servicios Generales, el mantenimiento de portones eléctricos en las Secciones de Cárceles del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José, Pintura de Edificios y Locales en la Unidad de Transportes Forenses. Reparaciones Eléctricas en el portón de la Sección de Cárceles de San José, entre otras.

	 Requerimientos AdicionalesPara el periodo 2023 no se solicitaron por parte de los Centros de Responsabilidad requerimientos adicionales.Subpartida 5.02.01: EdificiosComportamiento histórico de la subpartidaTal como se observa en la tabla 10, el comportamiento de la subpartida de Edificios de los periodos 2019 al 2021 es hacia la baja, en el año 2022 se incrementa en 54.82% con respecto a lo formulado en el 2021 y para el periodo 2023 vuelve a disminuir en -16.52%.Tabla 10. Comportamiento histórico de la subpartida período 2018 – 2022. 
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto
	8,715,981,578
	7,669,497,490
	5,433,742,069
	8,412,264,618
	   7,022,220,499 

	Variación
	 
	-12%
	-29%
	54.82%
	-16.52%


Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 23-2-2022.

Al analizar el comportamiento de esta subpartida durante el quinquenio se muestra un decrecimiento en la mayoría de los periodos, exceptuando el periodo entre el 2021 y 2022 que muestra un crecimiento significativo, esto se debe a que para el 2021 como parte de las restricciones presupuestarias impuestas por el Ministerio de Hacienda, el monto formulado fue rebajado significativamente. El monto aprobado por Corte Plena en esta subpartida para el 2021 fue de ¢7.081.692.861, en el Ministerio de Hacienda se aplicaron recortes por ¢1.539.058.096 y en la Asamblea Legislativa ¢110.892.695 quedando finalmente el monto de ¢5.433.742.069. Si se compara el monto del 2022 con lo formulado en los periodos 2018, 2019 y 2020, se evidencia que dicho monto es menor a todos los formulados en dichos periodos. Además, se muestra una gráfica que detalla el comportamiento de lo formulado con lo ejecutado durante el periodo 2019 al 2023, donde los periodos 2020 y 2021 muestra que lo formulado ha sido superior a lo ejecutado.  Figura N°4. Formulación y Ejecución Subpartida 50201 EdificiosAnálisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida 5.02.01n cuanto a los porcentajes de ejecución para los periodos del 2019 al 2021 se muestra un comportamiento variable, según se muestra a continuación:

Tabla 11. Ejecución presupuestaria de la subpartida 50201 
Períodos 2019, 2020 y 2021

	Periodo
	Formulado
	Ejecutado
	Diferencia Absoluta
	% Ejecución

	2019
	   8,715,981,578 
	   9,951,636,958 
	-  1,235,655,380 
	114.18%

	2020
	   7,669,497,490 
	   6,393,518,671 
	   1,275,978,819 
	83.36%

	2021
	   5,433,742,069 
	   5,332,667,937 
	      101,074,132 
	98.14%

	Total
	21,819,221,137
	21,677,823,566
	141,397,571
	99.35%


Para el año 2019 el porcentaje de ejecución superó el 100% con respecto a lo formulado con 114.18%, caso contrario para los años 2020 y 2021 donde lo ejecutado fue inferior a lo formulado con 83.36% y 98.14% respectivamente. Variación por Programa PresupuestarioEn lo que corresponde a la distribución de los recursos por Programa, para el  2023 la concentración se encuentra únicamente en el Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo. De seguido se muestra una tabla con el detalle de lo aprobado en el 2022 y formulado en el 2023:

	Tabla 12. Variación por programa presupuestario 2022 – 2023.Código de Programa
	Ejecutado 2021
	Aprobado 2022
	Formulado 2023
	Diferencia 2022-2023
	% Variación 2022-2023

	926 Direc, Adm y Otros Órganos 
	 2,918,666,273 
	 5,523,577,148 
	7,022,220,499 
	  1,498,643,351 
	27.13%

	927 Servicio Jurisdiccional
	                      -   
	    453,575,764 
	
	-    453,575,764 
	-100.00%

	928 Organismo de Investigación Judicial
	 2,414,001,664 
	 2,150,111,706 
	
	- 2,150,111,706 
	-100%

	929 Ministerio Público
	                      -   
	    285,000,000 
	
	-    285,000,000 
	100.00%

	Total
	 5,332,667,937 
	 8,412,264,618 
	7,022,220,499 
	- 1,390,044,119 
	-16.52%


     Fuente: SIGA-PJ reporte 23-02-22

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	 2,011,101,437 

	Construcción de la torre anexa del Edificio de Tribunales de San Ramon. Este proyecto se justifica en la necesidad urgente de trasladar todos los despachos para unificar el servicio a la justicia y mejorar las condiciones a los usuarios, se cuenta con espacio para poder ampliar el edificio y dejar de alquilar todos los edificios arrendados a hoy, así mismo se prevé dejar un piso completo como crecimiento. Corregir problemas de aguas negras. Reacondicionamiento eléctrico.  Reacondicionamiento eléctrico del edificio existente de los Tribunales de San Ramon.

	Organismo de Investigación Judicial
	   1,927,911,299 

	Construcción de bodega nueva.  El Departamento de Ciencias Forenses no posee áreas externas apropiadas para el almacenamiento de productos químicos, almacenamiento temporal de desechos peligrosos, desechos contaminados con biopeligrosos y otros, lo cual incrementa los riesgos de accidentes para el personal del edificio con las consecuencias fatídicas que esto traería. 
	650,000,000

	Por ser la Sección de Cárceles del II Circuito Judicial una de las más grandes a nivel nacional y la problemática de los hacinamientos en los Centros Penales del país, ha generado un grave problema en la distribución de las personas privadas de libertad en sus 9 celdas (Hombres, mujeres, personas menores de edad, personas adultas mayores, personas con diversidad sexual, etc.). Ante esta situación es de suma importancia contar con al menos 3 celdas adicionales (una grande y dos pequeñas) para buscar una solución ante esta situación.  
	89,500,000

	Readecuación eléctrica del laboratorio de determinación de ADN de flora y fauna de la Sección de Biología Forense. El monto estipulado comprende la readecuación de los dispositivos eléctricos dentro del área y la canalización de una acometida desde el tablero de circuitos más próximo. El acondicionamiento eléctrico de esta área es fundamental para lograr la integridad de los equipos dentro de sistemas de UPS y generador eléctrico de los cambios que implementó el proyecto de Cargas Térmicas. 
	8,500,000

	Se requiere cambiar el cielorraso y luminarias del segundo y tercer nivel del edificio de ciencias Forenses y Medicina Legal, el cual incluye área de informática
	270,000,000

	Se requiere realizar adiciones y mejoras al edificio que Alberga actualmente a la Delegación Regional OIJ Corredores para la ampliación del área de recepción y las celdas es de suma importancia por el serio grado de hacinamiento que sufre el personal de la delegación y los detenidos que deben permanecer en celdas. 
	100,000,000

	Se requiere sustituir el sistema de detección y supresión de incendios del edificio de ciencias forenses pues el actual se encuentra obsoleto 
	626,168,882

	Separación de las Secciones de Robos y Hurtos, ya se cuenta con el criterio de servicios generales y el aval de la Dirección Ejecutiva   Mediante acuerdo del Consejo Superior en sesión 73-2020 del 21 de julio del 2020 en artículo XXXII se aprobó el informe 759-PLA-MI-2020 de la Dirección de Planificación relacionado con la estructura organizacional del OIJ, específicamente la Sección de Robos y Hurtos en el cual se recomendó: 
Separación de las áreas de trabajo (personal de investigación)
Una oficina para el Jefe de Investigación 3 
Espacio para el puesto de la persona Secretaria
Mobiliario 
	183,742,417

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	      694,794,893 

	Cambio de cubierta y ampliación del techo del edificio Tribunales de Justicia Guatuso
	        13,454,893 

	Inspección del reacondicionamiento del sistema eléctrico edificio Tribunales de Justicia de San Carlos.
	        29,340,000 

	Reacondicionamiento eléctrico edificio Tribunales de Justicia de San Carlos. 
	      652,000,000 

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	      563,426,715 

	Inspección del Sistema de Detección de Incendio en Bodegas en San Joaquín de Flores, Heredia.
	        11,544,221 

	Sistema de control de incendios para el edificio de patología forense.
	      250,000,000 

	Sistema de Detección Incendio en Bodegas en San Joaquín de Flores, Heredia. Este proyecto se justifica en la necesidad urgente de disminuir el riesgo y resguardar lo que se mantiene físicamente en las bodegas, a ser Archivo Judicial, Departamento de Artes Gráficas, Proveeduría Judicial, Objetos Decomisados. 
	      301,882,494 

	Administración de Turrialba
	      535,050,633 

	Construcción del III Nivel Tribunales de Justicia de Turrialba, con el fin de dejar de alquilar el edificio arrendado con la Reforma Civil – Laboral.



Distribución por Centro de Responsabilidad. De seguido se muestra una tabla con el detalle del porcentaje que le corresponde según lo formulado para el 2023: 

Tabla 13. Distribución de los recursos de la subpartida por Centros de Responsabilidad para el 2023

	Centro de Responsabilidad
	Formulado 2023
	Porcentaje

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	      2,011,101,437 
	28.64%

	Organismo de Investigación Judicial
	      1,927,911,299 
	27.45%

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	         694,794,893 
	9.89%

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	         563,426,715 
	8.02%

	Administración de Turrialba
	         535,050,633 
	7.62%

	Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones
	         260,000,000 
	3.70%

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	         192,766,348 
	2.75%

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	         192,620,607 
	2.74%

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur
	         143,110,265 
	2.04%

	Segundo Circuito Judicial San José
	         124,824,649 
	1.78%

	Primer Circuito Judicial San José
	           78,143,910 
	1.11%

	Defensa Pública 
	           65,512,694 
	0.93%

	Administración de Golfito
	           60,369,119 
	0.86%

	Administración de Santa Cruz
	           60,000,000 
	0.85%

	Dirección Ejecutiva
	           45,000,000 
	0.64%

	Circuito Judicial Cartago
	           40,149,450 
	0.57%

	Administración de Osa
	           12,578,152 
	0.18%

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	             7,200,000 
	0.10%

	Unidad de Adiestramiento
	             4,660,328 
	0.07%

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	             3,000,000 
	0.04%

	Total
	   7,022,220,499 
	100.00%


                       Fuente: Reporte SIGA-PJ 23-02-22.
En cuanto a la distribución por Centro de Responsabilidad en la Tabla 13 se muestran los centros con la mayor cantidad de recursos, donde se puede apreciar que los montos mayores corresponden al Tercer Circuito Judicial de Alajuela con un 28.64%, le sigue el Organismo de Investigación Judicial con 27.45% y el Segundo Circuito Judicial de Alajuela con 9.89%. De seguido se muestra un cuadro con el detalle de los proyectos relacionados con la subpartida 50201 y la alineación con los plurianuales:

	Detalle de proyectos formulados por los Centros de Responsabilidad con la mayor concentración de recursos para el 2023.

	Centro de Responsabilidad
	Nombre del Proyecto
	No. Proyecto
	Monto total
	Descripción

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	Sistema de Detección y Supresión Incendio en Bodegas
	0117-DE-P11
	₡11,544,221
	Inspección del Sistema de Detección de Incendio en Bodegas en San Joaquín de Flores, Heredia.

	
	
	
	₡301,882,494
	Este proyecto se justifica en la necesidad urgente de disminuir el riesgo y resguardar lo que se mantiene físicamente en las bodegas, Archivo Judicial, Departamento de Artes Gráficas, Proveeduría Judicial, Objetos Decomisados.

	Administración de Turrialba
	Ampliación Edificio Tribunales de Justicia de Turrialba
	0117-DE-P09
	₡535,050,633
	Construcción del III Nivel Tribunales de Justicia de Turrialba.  Se están tramitando los permisos de construcción en el CFIA y a la espera de los recursos económicos 2022 en la aprobación del presupuesto por parte de la Asamblea Legislativa. Únicamente cuenta con el aval, con el fin de dejar de alquilar el edificio arrendado con la Reforma Civil / Laboral dejando el edificio con crecimiento a futuro aprovechando la configuración que en su diseño inicial había dejado como prevista un tercer nivel con lo estructural, mecánico y eléctrico colocando al edificio en una condición de uso y que no se pierda este esfuerzo ante posibles cambios en el código estructural vigente a la fecha.

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	Reacondicionamiento Eléctrico Edificio II Circuito Judicial Alajuela
	0117-DE-P12
	₡29,340,000
	Inspección del reacondicionamiento del sistema eléctrico edificio Tribunales de Justicia de San Carlos. La inspección es la actividad efectuada por parte del diseñador en el momento que inicia el reacondicionamiento eléctrico del edificio Tribunales de San Carlos, por lo tanto, se requiere la supervisión de lo que fue planeado ejecutar para este periodo.

	
	
	
	

₡652,000,000
	Reacondicionamiento eléctrico edificio Tribunales de Justicia de San Carlos. Información suministrada mediante correo electrónico de fecha viernes 01 de octubre de 2021 del Departamento de Servicios Generales.

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	Torre Anexa y Reacondicionamiento Eléctrico Edificio III Circuito Judicial Alajuela
	0117-DE-P07
	₡1,292,586,882
	Construcción de nueva Torre Anexa de los Tribunales de Justicia de San Ramón. El objetivo es brindar un mejor servicio a los usuarios y servidores y busca eliminar los alquileres que se tienen en el Circuito.



Por otra parte, tanto para el 2022 como el 2023 se estará haciendo el ejercicio para vincular la partida de inversión a diferentes proyectos institucionales, con el fin de dar cumplimiento a las normas de ejecución aprobadas por la Asamblea Legislativa y en alineamiento con la metodología de administración de proyectos de la institución.

-0 -

En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, doña Ana Romero explicó que en relación con los otros requerimientos operativos avalados por la Dirección Ejecutiva, por un total de ¢460.576.762, para nuevos contratos de alquiler de edificios, la Dirección Ejecutiva se encuentra revisando en coordinación con los Centros de Responsabilidad los requerimientos adicionales solicitados para indicar al Consejo Superior de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, es decir, cuáles necesidades van a sacrificar de sus presupuestos ordinarios para poder incluir estos requerimientos. Lo anterior en concordancia con lo dispuesto por el Consejo Superior en el artículo X de la sesión 22-2022 de presupuesto 2023 del pasado 11 de marzo que indica:”3) No autorizar el traslado a los despachos u oficinas que operan en un inmueble propiedad de la institución.  Para los despachos que operan en inmuebles arrendados, se autoriza su traslado en el entendido de que, por este motivo, el programa al que pertenece no experimentará incrementos en el presupuesto destinado al pago del alquiler, sino no que los financiará mediante ajustes dentro de la misma subpartida”.
-0 -

Al respecto, mediante oficio 1101-DE-2022 la Dirección Ejecutiva presentó los resultados del análisis efectuado, señalando que en atención a lo solicitado, esta Dirección Ejecutiva consultó a los diferentes centros de responsabilidad sobre la posibilidad de recortar recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto para al año 2023 a efecto de dar contenido a estos gastos operativos adicionales.  Asimismo, señala que estos gastos corresponden a acuerdos del Consejo Superior en los cuales se aprobaron informes de la Dirección de Planificación o bien a estudios de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad, así como órdenes sanitarias emanadas del Ministerio de Salud.



En este oficio se propone lo siguiente:

“(…)

Revisión de los requerimientos adicionales para el año 2023: 

Alquileres (Artículo 19606)

Luego de la revisión realizada por los diferentes centros de responsabilidad, esta Dirección Ejecutiva valoró diferentes alternativas, según exponen en cada caso: 

 Escenario N°1: 

Se mantiene los requerimientos de los locales para reubicar al Juzgado Contravencional de Naranjo sobre el cual pesa una orden sanitaria, así mismo, los recursos para el Juzgado Contravencional de Quepos, debido a que en época de lluvias se inunda.

Para la Defensa Pública se mantienen los requerimientos adicionales y se incluye la Defensa Pública de Hatillo, así como los recursos para Desamparados y Puriscal.  Lo anterior se sustenta en propuesta de recortes en el presupuesto del año 2023 elaborada por el Administrador de este programa, que se inserta a continuación, la cual comprende la justificación para cada rubro: 




En el caso del Organismo de Investigación Judicial se mantiene el arriendo de la Oficina Regional de La Fortuna, que se financiaría por medio de recortes en la subpartida de viáticos para el año 2023. 

En lo que respecta a los arrendamientos del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se mantienen los montos adicionales para la ampliación de local que alberga al Juzgado Penal de Batán para habilitar una sala de audiencias, así mismo se mantiene la necesidad para reubicar al Juzgado Contravencional de Matina, para lo cual se sacrifican recursos para la compra de trajes y desinfectante para financiar una parte de este requerimiento. 



  

Respecto a la situación de la localidad de Cañas que es conocida por el Consejo Superior como una necesidad apremiante, se mantiene el requerimiento para el arrendamiento de 9 meses para el año 2023, debido a la tramitología del procedimiento de contratación y a la eventual adaptación o construcción del local que se adjudique, bajo el escenario de trasladar a la totalidad de despachos: Juzgado Penal de Cañas, Tribunal del I Circuito Judicial de Cañas (sede Cañas), Juzgado de Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Protección Cautelar Cañas y Juzgado Contravencional de Cañas.

Se mantienen los recursos para la búsqueda de un nuevo local para albergar al Centro Infantil del Poder Judicial, debido a las condiciones de riesgo del actual local, ante la negativa del propietario de realizar mejoras, específicamente en lo relativo a la instalación eléctrica.

En cuanto a los recursos adicionales para los locales del Tercer Circuito Judicial de San José en este escenario se incluye el monto para el arrendamiento de 12 meses para el año 2023.  Se incluye lo requerido para separar las secciones del Tribunal Penal de Pavas, para lo cual se tendría que arrendar un nuevo local en Hatillo, que además albergaría al Juzgado Penal de Hatillo y a la Fiscalía, por lo que, al disminuir el requerimiento de espacio del Tribunal de Pavas, arrendaría un nuevo local, de menor tamaño, pero solo para este despacho, o sea, no se estaría reuniendo en un mismo local el Juzgado, la Fiscalía y el Tribunal de la sede de Pavas.  Así mismo, se mantiene el requerimiento de arrendamiento del Juzgado de Pensiones Alimentarias del III Circuito Judicial de San José, sobre el cual pesa una orden sanitaria.  A continuación se inserta un archivo con el detalle y se presenta un cuadro resumen:




	Centro de Responsabilidad
	Código de Oficina
	Nombre de Oficina
	Formulado 2023
	Nuevo requerimiento adicional 2023
	Total 
	Criterio de la Dirección Ejecutiva 17 de marzo 2022

	Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)
	310
	Juzgado Contravencional de Naranjo
	 ₡    25 810 104,00 
	 ₡     15 648 000,00 
	 ₡      41 458 104,00 
	Se mantiene debido a la Orden Sanitaria que pesa sobre este local, además existe procedimiento de contratación para reubicar el local.

	Administración de Quepos
	443
	Juzgado Contravencional de Quepos
	 ₡    21 834 538,00 
	 ₡     27 741 087,00 
	 ₡      49 575 625,00 
	Se mantiene debido a las condiciones por inundaciones durante la época lluviosa en la localidad. 

	Defensa Pública
	
	
	
	
	
	El monto se logra por medio de una propuesta de rebajos, pero aumento el monto respecto al original por el ajuste del precio por los estudios de mercado realizados por la Administración de la Defensa Pública. 

	
	259
	Defensa Pública de Desamparados
	 ₡                          -   
	 ₡     83 319 930,00 
	 ₡      83 319 930,00 
	

	
	
	
	
	
	
	

	
	260
	Defensa Pública de Hatillo
	 
	 ₡     24 272 159,00 
	 ₡      24 272 159,00 
	

	
	261
	Defensa Pública de Puriscal
	 ₡      9 294 649,00 
	 ₡      9 000 000,00 
	 ₡      18 294 649,00 
	

	Organismo de Investigación Judicial
	799
	Oficina Regional de la Fortuna
	 ₡    40 945 932,00 
	 ₡     14 722 347,36 
	 ₡      55 668 279,36 
	Se mantiene, la propuesta de la Administración del OIJ es rebajar la subpartida de viáticos para el año 2023.

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	1523
	Juzgado Penal de Batán
	 ₡    16 636 326,00 
	 ₡       6 704 995,00 
	 ₡      23 341 321,00 
	Se mantiene para la ampliación del contrato del Juzgado Penal necesaria para la habilitación de una sala de audiencias.  

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	479
	Juzgado Contravencional de Matina
	 ₡      9 424 282,00 
	 ₡     12 891 476,52 
	 ₡      22 315 758,52 
	Se mantiene el monto para 6 meses del año 2023, considerar recortar recursos de trajes y desinfectante. 

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	402
	Juzgado Contravencional de Cañas 
	 ₡    11 084 114,00 
	 ₡      8 037 601,00 
	 ₡      19 121 715,00 
	Se mantiene por ser una necesidad imperiosa para mejorar la condición del local. Se incluyen recursos para 9 meses.

	
	576
	Tribunal I Circuito Judicial Guanacaste, Sede Cañas 
	 ₡    13 170 605,00 
	 ₡     13 579 453,75 
	 ₡      26 750 058,75 
	Se mantiene por ser una necesidad imperiosa para mejorar la condición del local. Se incluyen recursos para 9 meses.

	
	580
	Juzgado Penal de Cañas 
	 ₡    13 170 605,00 
	 ₡    3 713 462,50 
	 ₡      16 884 067,50 
	Se mantiene por ser una necesidad imperiosa para mejorar la condición del local. Se incluyen recursos para 9 meses.

	
	928
	Juzgado de Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Protección Cautelar Cañas 
	 ₡    10 392 486,00 
	 ₡     8 627 517,75 
	 ₡      19 020 003,75 
	Se mantiene por ser una necesidad imperiosa para mejorar la condición del local. Se incluyen recursos para 9 meses.

	Dirección Ejecutiva
	 
	Centro Infantil del Poder Judicial
	 ₡    28 042 768,00 
	 ₡     26 989 068,00 
	 ₡      55 031 836,00 
	Se mantiene para el traslado a un nuevo local para mejorar las condiciones de seguridad.  

	Primer Circuito Judicial San José
	527
	Juzgado Penal de Pavas
	 ₡    44 336 454,00 
	 ₡                           -   
	 
	No autorizar

	 
	 
	Tribunal Penal de Pavas 
	 
	 ₡   164 255 075,14 
	 ₡    164 255 075,14 
	Se incorpora para contratar un local de menor dimensión una vez sean separadas las secciones del actual Tribunal Penal para conformar el de Hatillo. 

	Tercer Circuito Judicial San José
	256
	Juzgado Pensiones Alimentarias III Circuito Judicial San José
	 ₡    73 682 187,00 
	 ₡      3 000 000,00 
	 ₡      76 682 187,00 
	Se mantiene debido a que sobre el local pesa una orden sanitaria. 

	
	525
	Juzgado Penal de Hatillo
	 ₡    51 588 013,00 
	 ₡     50 982 039,00 
	 ₡    102 570 052,00 
	Se mantiene para atender el requerimiento de arrendamiento para todo el año 2023 (12 meses). 

	
	523
	Tribunal Penal de Hatillo.
	 ₡                          -   
	 ₡   125 796 108,12 
	 ₡    125 796 108,12 
	Se mantiene para atender el requerimiento de arrendamiento para todo el año 2023 (12 meses).

	Ministerio Público 
	277
	Fiscalía de Hatillo
	 ₡    33 439 429,00 
	 ₡     68 880 000,00 
	 ₡    102 319 429,00 
	Se mantiene para atender el requerimiento de arrendamiento para todo el año 2023 (12 meses). arrendamiento para el 2023. 

	
	283
	Fiscalía de Pavas 
	 ₡    10 992 831,00 
	 ₡                           -   
	 
	No autorizar

	 
	 
	 
	 ₡ 437 999 606,00 
	 ₡   668 160 320,14 
	 ₡1 026 676 358,14 
	



Según se observa del cuadro anterior, para el año 2023 se formularon para estos arrendamientos la suma de ₡ 437.999.606,00, la suma para los nuevos requerimientos en la subpartida de arriendos es de ₡ 668.160.320,14, lo que implica un total de recursos para arrendamientos para el 2023 de ₡1 026 676 358,14 ya que en algunos casos, lejos de disminuir los montos, los Administradores advirtieron la necesidad de incrementarlos, no obstante, dentro de la revisión de los centros de responsabilidad, se propuso la disminución de recursos para el año 2023, por lo que el total de recortes asciende a ₡132.668.176,36.  Así las cosas, el monto adicional para cubrir los nuevos requerimientos operativos sería de ₡ 535 492 143,78.

	Monto luego de la revisión
	 ₡ 668 160 320,14 

	Financiados con ajustes en el presupuesto 2023:
	 

	Defensa Pública
	 ₡ 116 592 089,00 

	OIJ
	 ₡14 722 347,36 

	AR Limón
	 ₡1 353 740,00 

	Total sacrificado 
	 ₡132 668 176,36 

	 
	 

	Monto sin financiar
	 ₡ 535 492 143,78 



Escenario N°2: 

En este escenario, se mantendrían los requerimientos del escenario N° 1, excepto los recursos formulados para la totalidad de despachos de Cañas, dado que según prelación de necesidades realizada por el Departamento de Servicios Generales, se le estaría dando prioridad al Juzgado Penal de Cañas y al Tribunal del I Circuito Judicial de Guanacaste (sede Cañas) para reubicarlos en un nuevo local en el año 2023 (prioridades 1 y 2), mientras que los despachos el  Juzgado de Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Protección Cautelar Cañas y el Juzgado Contravencional de Cañas se formularían para el año 2024 (prioridades 3 y 4).

  

Por su parte, para el Tercer Circuito Judicial de San José, se estarían rebajando los recursos para el arrendamiento de 6 meses para reubicar al Tribunal Penal de Pavas a un local más pequeño, así mismo, la formulación de 6 meses para el local que unificaría al Juzgado Penal, Tribunal Penal y Fiscalía de Hatillo. A continuación, el detalle:



	Centro de Responsabilidad
	Código de Oficina
	Nombre de Oficina
	Formulado 2023
	Nuevo requerimiento adicional 2023
	Total 
	Criterio de la Dirección Ejecutiva 17 de marzo 2022

	Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)
	310
	Juzgado Contravencional de Naranjo
	 ₡ 25 810 104,00 
	 ₡   15 648 000,00 
	 ₡        41 458 104,00 
	Se mantiene debido a la Orden Sanitaria que pesa sobre este local, además existe procedimiento de contratación para reubicar el local.

	Administración de Quepos
	443
	Juzgado Contravencional de Quepos
	 ₡   21 834 538,00 
	 ₡   27 741 087,00 
	 ₡        49 575 625,00 
	Se mantiene debido a las condiciones por inundaciones durante la época lluviosa en la localidad. 

	Defensa Pública
	
	
	
	
	
	El monto se logra por medio de una propuesta de rebajos, pero aumento el monto respecto al original por el ajuste del precio por los estudios de mercado realizados por la Administración de la Defensa Pública. 

	
	259
	Defensa Pública de Desamparados
	 ₡                 -   
	 ₡   83 319 930,00 
	 ₡        83 319 930,00 
	

	
	
	
	
	
	
	

	
	260
	Defensa Pública de Hatillo
	 
	 ₡   24 272 159,00 
	 ₡        24 272 159,00 
	

	
	261
	Defensa Pública de Puriscal
	 ₡ 9 294 649,00 
	 ₡     9 000 000,00 
	 ₡        18 294 649,00 
	

	Organismo de Investigación Judicial
	799
	Oficina Regional de la Fortuna
	 ₡ 40 945 932,00 
	 ₡   14 722 347,36 
	 ₡        55 668 279,36 
	Se mantiene, la propuesta de la Administración del OIJ es rebajar la subpartida de viáticos para el año 2023.

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	1523
	Juzgado Penal de Batán
	 ₡ 16 636 326,00 
	 ₡     6 704 995,00 
	 ₡        23 341 321,00 
	Se mantiene para la ampliación del contrato del Juzgado Penal necesaria para la habilitación de una sala de audiencias.  

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	479
	Juzgado Contravencional de Matina
	₡  9 424 282,00 
	 ₡   12 891 476,52 
	 ₡        22 315 758,52 
	Se mantiene el monto para 6 meses del año 2023, considerar recursos de trajes y desinfectante. 

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	402
	Juzgado Contravencional de Cañas (Prioridad 4)
	₡   11 084 114,00 
	 ₡                        -   
	 ₡                             -   
	Trasladar la contratación de este local para el año 2024. 

	
	576
	Tribunal I Circuito Judicial Guanacaste, Sede Cañas (Prioridad 2)
	 ₡   13 170 605,00 
	 ₡   13 579 453,75 
	 ₡        26 750 058,75 
	Se mantiene dado que por criterio técnico del Departamento de Servicios Generales es prioritaria la búsqueda de un nuevo local.  Se incluyen recursos para 9 meses.

	
	580
	Juzgado Penal de Cañas (Prioridad 1)
	₡   3 170 605,00 
	 ₡     3 713 462,50 
	 ₡        16 884 067,50 
	Se mantiene dado que por criterio técnico del Departamento de Servicios Generales es prioritaria la búsqueda de un nuevo local.  Se incluyen recursos para 9 meses.

	
	928
	Juzgado de Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Protección Cautelar Cañas (Prioridad 3)
	₡ 10 392 486,00 
	 ₡                        -   
	 ₡                             -   
	Trasladar la contratación de este local para el año 2024. 

	Dirección Ejecutiva
	 
	Centro Infantil del Poder Judicial
	 ₡   28 042 768,00 
	₡   26 989 068,00 
	 ₡        55 031 836,00 
	Se mantiene para el traslado a un nuevo local para mejorar las condiciones de seguridad.  

	Primer Circuito Judicial San José
	527
	Juzgado Penal de Pavas
	 ₡   44 336 454,00 
	₡                        -   
	 
	No autorizar

	 
	 
	Tribunal Pena de Pavas 
	 
	₡   82 127 537,57 
	 ₡        82 127 537,57 
	Se incorpora para contratar un local de menor dimensión una vez sean separadas las secciones del actual Tribunal Penal para conformar el de Hatillo. 

	Tercer Circuito Judicial San José
	256
	Juzgado Pensiones Alimentarias III Circuito Judicial San José
	₡  73 682 187,00 
	₡     3 000 000,00 
	 ₡        76 682 187,00 
	Se mantiene debido a que sobre el local pesa una orden sanitaria. 

	
	525
	Juzgado Penal de Hatillo
	 ₡   51 588 013,00 
	₡   25 491 019,50 
	 ₡        77 079 032,50 
	Se mantiene con un ajuste en el presupuesto para mantener recursos formulados para 6 meses de arrendamiento para el 2023. 

	
	523
	Tribunal Penal de Hatillo.
	 ₡             -   
	 ₡   62 898 054,06 
	 ₡        62 898 054,06 
	Se mantiene con un ajuste en el presupuesto para mantener recursos formulados para 6 meses de arrendamiento para el 2023.  Se trata de la contratación de un nuevo local. 

	Ministerio Público 
	277
	Fiscalía de Hatillo
	₡   33 439 429,00 
	₡   34 440 000,00 
	 ₡        67 879 429,00 
	Se mantiene con un ajuste en el presupuesto para mantener recursos formulados para 6 meses de arrendamiento para el 2023. 

	
	283
	Fiscalía de Pavas 
	 ₡ 10 992 831,00 
	 ₡                        -   
	 
	No autorizar

	 
	 
	 
	 ₡ 437 999 606,00 
	 ₡446 538 590,26 
	 ₡    783 578 028,26 
	



Según este segundo escenario, para el año 2023 se mantendría el monto formulado para estos arrendamientos en la suma de ₡ 437.999.606,00, la suma para los nuevos requerimientos en la subpartida de arriendos es de ₡446.538.590,26, lo que implica un total de recursos para arrendamientos para el 2023 de ₡783 578 028,26, monto al que se le debe rebajar la propuesta de recorte planteada para el año 2023, por el monto de ₡132.668.176,36, por lo que el monto adicional para cubrir los nuevos requerimientos operativos sería de ₡313.870.413,90.


	Monto luego de la revisión
	 ₡446 538 590,26 

	Financiados con ajustes en el presupuesto 2023:
	 

	Defensa Pública
	 ₡ 116 592 089,00 

	OIJ
	 ₡   14 722 347,36 

	AR Limón
	 ₡     1 353 740,00 

	 
	 ₡132 668 176,36 

	 
	 

	Monto sin financiar
	 ₡313 870 413,90 



Respecto al oficio N° CJP046-2022 del 17 de marzo del año en curso, de la Comisión de la Jurisdicción Penal, suscrito por la Magistrada Patricia Solano Castro, en su carácter de presidenta de esa comisión, en el cual solicita la incorporación de recursos para la búsqueda de nuevos locales para el Tribunal de Pavas, la Fiscalía, el Juzgado Penal de Hatillo y Tribunal Penal de Desamparados, cabe destacar que tanto en el escenario N° 1 como en el N°2, se están incluyendo recursos para la contratación de un local que permita albergar al Tribunal Penal, Juzgado Penal y Fiscalía de Hatillo, diferenciándose un escenario de otro en cuanto a que el N°1 propone la incorporación de recursos para 12 meses, mientras que la N° 2, para 6 meses, considerando eventuales retrasos en la tramitación de contratación, así como en la adaptación o construcción del local, por lo que correspondería al Consejo Superior decantarse por alguno de estos escenarios, dado que efectivamente es necesario mejorar la condiciones de estas oficinas. 

En cuanto al Tribunal de Pavas, se está proponiendo (en ambos escenarios), la inclusión de recursos para la contratación de un local de menor dimensión que el actual, debido al traslado de parte del Tribunal a la conformación del Tribunal Penal de Hatillo, pero no reunirlo en un único inmueble con la Fiscalía y el Juzgado Penal, ya que se encuentran en locales con condiciones adecuadas.

Por su parte, el local que alberga al Tribunal Penal de Desamparados debe tener presente el Consejo Superior las múltiples gestiones presentadas en oposición de lo acordado en la sesión N° 100-2019 celebrada el 14 de noviembre de 2019, artículo XLV, en el cual se indicó respecto a este tema: 

“Se acordó: Tener por recibido el informe del licenciado Esteban Solano Alvarado, Administrador Regional del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José, relativo al Recurso de Apelación presentado por el señor Jorge F. Baldioceda Baltodano, en su condición de Apoderado General de la Sociedad Rolando Cordero Cr, Investments Ltda., al acuerdo tomado por el Consejo de Administración del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José comunicado mediante oficio 120-CADM-19 y por tratarse de un asunto de interés institucional y por contar con el respaldo técnico del Departamento de Servicios Generales; 1) Acoger el Recurso de Apelación presentada por el señor Jorge F. Baldioceda Baltodano, en su condición de Apoderado General de la Sociedad Rolando Cordero Cr, Investments Ltda. 2) Deberá la Administración Regional del Primer y Tercer Circuito Judicial de San José, mantener el contrato actual y continuar con el trámite para implementar los requerimientos técnicos y mejoras indicadas en el estudio de referencia, el cual tomó en cuenta la viabilidad, conveniencia y oportunidad del proyecto, aunado a que fue solicitado y avalado por los departamentos técnicos del Poder Judicial, al ser acorde con los exigencias institucionales y la normativa aplicable. ” (Lo subrayado no corresponde al original).

Según se observa, en su momento se dispuso acoger el recurso de apelación interpuesto por el propietario de local y continuar con la remodelación del inmueble.  Además, en la sesión N° 11-2022 celebrada el 8 de febrero de 2022, artículo XVIII, se conoció el informe de la gestoría penal respecto a las solicitudes presentadas por el Juzgado Penal y Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Desamparados con motivo de las obras de remodelación que debe realizar el propietario, acordándose lo siguiente: 				
“(…) se acordó: Acoger las siguientes propuestas: 1.) Otorgar licencias VIP o VDI a las personas juzgadoras del Juzgado Penal para que se realice un rol de teletrabajo, en el cual dos personas juzgadoras estarán de forma presencial en el despacho atendiendo audiencias preliminares y audiencias de medidas cautelares, y las otras dos resuelven solicitudes escritas de sobreseimientos y desestimaciones. Para realizar las labores de teletrabajo procederán a escanear los expedientes físicos para poder trabajar en las solicitudes de la fiscalía. Con las licencias y el equipo institucional también lograran incorporar dichas resoluciones al sistema, las cuales procederán a imprimir y firmar cada dos días cuando les corresponda trabajar de forma presencial. 2.) Conceder permiso para que el personal técnico del Juzgado Penal la posibilidad de laborar en horario diferido de 6 am a 12 medio día y de 12 medio día a 6pm. Como medida adicional para apalear la exposición y posibles afectaciones a la salud de las personas técnicas judiciales, como probables efectos de las labores de construcción. Manteniéndose la atención al público con el despacho abierto de forma normal de 7:30 a 16:30. En el entendido la Jueza Coordinadora dará las metas de cuotas de trabajo y establecería una metodología de supervisión para que cumplan con el horario y las metas establecidas. 3.) En cuanto al Tribunal de Desamparado se dispone: a.) Autorizar el teletrabajo en forma “residual” a las personas juzgadoras del Tribunal de Desamparados, en el sentido de que se les permita realizar bajo esta modalidad labores como redacción de sentencias, informes o resoluciones interlocutorias, siempre y cuando no tengan que atender juicios o audiencias orales que requieran necesariamente su presencia en el despacho. En caso de otorgarse, deberán rendir un informe de labores semanal al Juez Coordinador a fin de que el mismo mantenga un control de las labores realizadas. b.) Mantener el horario diferido para el personal técnico judicial, como se ha dado durante la pandemia al no contar con el espacio necesario para cumplir el distanciamiento social requerido por la emergencia sanitaria, siempre bajo la dirección y supervisión del personal juzgador. c.) Si bien de acuerdo al diseño de ejecución de la remodelación el Tribunal completo puede continuar laborando normalmente en su propia sede, esta situación podría provocar una mayor exposición a la contaminación que se produce en los trabajos de construcción y remodelación. d.) Valorar la posibilidad de que diariamente una sección colegiada y una unipersonal del Tribunal, con su respectivo técnico (a) de juicio, se traslade a San José a celebrar el debate. Esta medida traerá como consecuencia que las personas usuarias, así como funcionarias judiciales puedan trabajar en un ambiente menos contaminado por la construcción que se estará realizando en Desamparados, evitando mayores exposiciones al ruido y al polvo, entre otros. Mientras estas dos secciones realicen debates en San José, se les debe asegurar las salas de juicio, así como un espacio necesario y seguro para que el tribunal y su técnico (a) puedan deliberar, así como también tener sus objetos personales, el expediente, las evidencias, y otras acciones normales al día a día en el desarrollo de un juicio que ameritan privacidad. e.) La administración colaborará con la logística de traslado de los expedientes y evidencia necesarios para poder atender y desarrollar los juicios en San José. 4.) La Dirección de Planificación, la Dirección Ejecutiva, y la Dirección de Gestión Humana sobre aspectos de Salud Ocupacional, respectivamente, brindarán el debido seguimiento en cuanto al rendimiento de los Despachos, en el sentido de que se asegure la adecuada y oportuna prestación del servicio público, así como que se vele por la salud de los funcionarios y de las y los usuarios, en especial considerando que en los procesos penales con frecuencia participan personas en condiciones de vulnerabilidad (menores de edad, personas de la tercera edad, entre otros). De todo lo cual deberá rendirse informe al Consejo Superior cada seis meses, para su valoración. Se declara acuerdo firme.”

Con lo cual se confirma que la remodelación se mantiene y no es viable ni necesaria la incorporación de nuevos recursos para el año 2023 para la búsqueda de un nuevo local. 

(…)”

0    -

Resumen de requerimientos: 

Considerando el escenario N°1 el total de requerimientos operativos adicionales para el año 2023 para alquiler de edificios sería: 

	Otros Requerimientos Operativos 2023

	Descripción
	Monto

	Subpartida 10101 Alquiler de Edificios
	 ₡ 535 492 143,78 




Considerando el escenario N°2 de arrendamientos, priorizando los locales de la localidad de Cañas y ajustando a 6 meses los arriendos para el Tribunal Penal de Pavas, así como el Juzgado Penal, Tribunal Penal y Fiscalía de Hatillo, sería de: 

	Otros Requerimientos Operativos 2023

	Descripción
	Monto

	Subpartida 10101 Alquiler de Edificios
	 ₡ 313 870 413,90 



-0-

[bookmark: _Hlk100031758]Indica la licenciada Nacira Valverde Bermúdez: “Aquí tuvimos en la sesión pasada, en la reunión, en donde se explico que esta subpartida de alquileres, teníamos recursos adicionales, solicitados por diferentes entidades y por diferentes ámbitos, en esa sesión lo que se indicó es que se le solicitaba a la Dirección Ejecutiva que realizara una revisión de esas solicitudes adicionales que nos había llegado, a partir de esa revisión que realizó la Dirección Ejecutiva, nos remitieron el oficio N° 101-DE-2022, en este oficio la Directora ejecutiva remite el resultado de los análisis y también nos remite dos escenarios en relación a la 
Expresa la máster Romero Jenkins: “Nosotros hicimos el análisis que se nos encomendó con la participación de las Administraciones de los diferentes programas, en esto tengo que reconocer la labor que hizo la Administración de la Defensa Pública, que si bien era uno de los programas que tenía mayor incremento, igual hizo una propuesta de sacrificar una serie de líneas para poder financiar el crecimiento, tanto en arriendos como es seguridad y en servicios de limpieza, porque además se les presentó una situación, que fue que lejos de disminuir las necesidades aumentaron porque en la Defensa Pública de Hatillo, están construyendo un bar en la  planta superior y entonces eso va a ser prácticamente imposible que ahí pueda dar el servicio una oficina judicial, entonces así las cosas se tuvo que incorporar esa nueva necesidad dentro del cuadro y ahí vienen las diferentes propuestas con sus ajustes, específicamente sé que viene más adelante pero lo voy a tocar, es la gestión que hace la Comisión  Penal para darle una prioridad a las necesidades que surgen en Pavas, Hatillo y en Desamparados. 
En ese sentido hacemos dos propuestas ambas parten de que le vamos a dar una prioridad a Hatillo para lograr la separación del Tribunal de Pavas y en Hatillo estaríamos dando los recursos para unificar en un único local el Juzgado Penal, el Tribunal Penal y la Fiscalía de Hatillo y eso sí, en Pavas los dejaríamos como están, salvo que el local donde está el Tribunal si sería sustituido por un nuevo local pero con menor dimensiones, porque ya va a quedar menos gente, lo que ahí no estamos planteando es unificar en un local la Fiscalía y el Juzgado Penal porque ya se nos incrementaría muchísimo el costo y si hicimos el análisis que en el Juzgado Penal se hizo la readecuación para incrementar el área, se hizo una sala de juicios para poder cumplir con una serie de requerimientos, igualmente la Fiscalía está en condiciones aceptables, entonces hicimos esa propuesta para poder salir dentro de las posibilidades que tiene la institución y en Desamparados si estamos indicando que en lo que compete al Juzgado y al Tribunal, no estaríamos incorporando recursos para un nuevo local porque recordemos que estamos en el gran esfuerzo de la intervención del local que está en marcha y tenemos un contrato vigente que ya estaría adecuado a las necesidades institucionales. En ese sentido lo que habría que decidir, que es donde nosotros planteamos las dos alternativas, es que si en el caso del local de Hatillo, se toma la determinación de incluirlo en los recursos para todo el año o si le dejamos únicamente 6 meses y en ese sentido nosotros nos decantamos por los 6 meses, porque ese local definitivamente va a tener que ser una solución a la medida porque lleva la construcción de celdas, para mantener a las  personas privadas de libertad, entonces mientras nosotros hacemos, arrancaríamos este año ya con el proceso de contratación, mientras que la empresa o persona que resulte adjudicataria hace la construcción o la adecuación de un inmueble a esas necesidades, estimamos que nos llevaríamos los 6 meses del otro año, entonces iniciando ya bajo esa perspectiva estaríamos justos con los recursos que incluiríamos para financiar el segundo semestre, de ahí que entonces, esa propuesta respecto a esos dos escenarios, nos llevaría a un financiamiento de requerimientos adicionales por el orden de 425 millones de colones, considerando también lo relativo a limpieza y vigilancia, o sea, inicialmente eran cerca de 1.200 millones de colones, habíamos bajado a 700 y con esta nueva alternativa estaríamos ajustándolo a 425 millones considerando lo relativo también al ajuste en la subpartida 10406 en los rubros de limpieza y de vigilancia.” 
Manifiesta la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “Doña Ana Eugenia y usted no cree que sea posible por lo menos en el tema de Hatillo, yo esperaría de que próximamente por ahí de junio se pudiera aprobar lo del tema de Hatillo- Pavas, que ya estén los estudios, sobre todo que el lunes pasado Corte Plena ya aprobó una propuesta que hizo la Comisión de la Jurisdicción Penal, que la Dirección Jurídica priorizara en la valoración que tiene que hacer de los contratos de las personas juzgadoras que tendrían que hacer variación, creo que son las indexaciones, porque algunas de las plazas en lo que estamos pensando de turno, sobre todo turno San José, pero que esos acuerdos si ya están en junio y que la propuesta que se ha venido pensando es hacer la división que pudiera pensarse que permanezcan en la misma planta física hasta que estén, pero que quizás el próximo año, no pensar que fuera hasta junio del año que viene y por la adecuación presupuestaria que pudiera gastar, sobre todo si se trata de locales que están desocupados que los pudieran readecuar, por la experiencia la contratación se lleva como 6 meses  por lo menos.”    
Dice la máster Romero Jenkins: “Nosotros precisamente a solicitud de la Dirección de Planificación, valoramos la alternativa de ubicarlos aquí en San José, igualmente en el local que se tiene alquilado de San Sebastián para la Jurisdicción Civil, el gran problema son las celdas en Hatillo y aquí en San José que ya incluso ya adjudicamos la intervención de las salas de juicio, ya vamos para la adjudicación de la remodelación del tercer y cuarto piso para la jurisdicción especializada, entonces en realidad era como tenerlos aquí unos cuantos días y no valía la pena el esfuerzo, en realidad no hemos encontrado otra opción, más que comenzar ya, porque si esto se aprueba tendríamos al menos la seguridad de que de parte de la institución se estarían incluyendo los recursos para iniciar ya con el estudio o con la estructura definida en el estudio, pensando en que así se apruebe porque este es tiempo que ganamos, porque si esperamos a todo lo que tiene que darse, es tiempo que el proceso de contratación va a perder y que entonces se va ir trasladando la fecha en el tiempo.
En ese sentido esas son las dos alternativas, pero en realidad a hoy, por lo menos la posición de la Dirección Ejecutiva, es que el escenario viable y que también trae un mejor uso de los recursos institucionales sería el dos, si están de acuerdo y si logramos un reajuste muy importante.”        
Refiere la Vicepresidenta Magistrada Solano Castro: “Yo lo que siempre he pensado que lo mejor para Pavas era tener al Tribunal y al Juzgado por la dinámica de las audiencias, sobre todo por la forma como se hace en cuanto a medidas alternas y la intervención de Juzgado y Tribunal, por todas las recomendaciones que hay de las valoraciones técnicas que ha hecho la misma Dirección de Planificación, con relación a la dinámica, sobre todo en eso, que no tanto es la Fiscalía y el Tribunal, sino Juzgado y Tribunal, incluso por las salas de juicio que utilizan los dos, que esa es la gran debilidad que tiene Pavas, entonces más que pensar en Fiscalía y Tribunal es Juzgado yTribunal, pese a las mejoras que se le han hecho a la plata física del Juzgado siempre es deficitaria.”   
Añade la licenciada Nacira Valverde Bermúdez: “En cuanto al espacio físico como lo dice doña Ana, hemos estado valorando internamente con ellos esas otras posibilidades y si, el tema de las celdas siempre es complicado, pero nosotros también coincidimos con la magistrada Solano en que si se pudiera buscar la solución entre Tribunal y Juzgado juntos habría una mayor interacción entre ellos, lo que sucede también es que a nivel de espacio físico hemos visto con la Dirección Ejecutiva que ha sido complicado, por eso es que nos han ido presentando estas opciones alternativas, pero lo ideal y también aquí hay que decirlo, estas alternativas no son las ideales, las ideales es que la institución en esas zonas tan complejas, como lo son Hatillo, Pavas, Alajuelita, Desamparados, en donde sabemos que hay mucho delito y hay mucho caso que se deba de atender, se debería de tener de verdad las instalaciones penales sumamente fortalecidas porque hay una debilidad bastante importante en esos espacios físicos. Por tal razón si quisiera plasmarlo de esa forma porque así se ha planteado desde los estudios originales en donde lo que se debía de visibilizar a nivel institucional es tener unas instalaciones que alberguen toda la estructura penal, Fiscalía, Defensa Pública, Juzgado, Tribunal, Organismo de Investigación Judicial, tal cual hay en otras zonas, porque creemos que las zonas ameritan que sea de esa naturaleza y que estas opciones que se han venido planteando es definitivamente a partir del contenido por la posibilidades que hay; sin embargo, no es el escenario ideal que estamos proponiendo y en cuanto a los recursos, nosotros aquí el planteamiento, como lo dice doña Ana el escenario N° 2 es el que coincidimos, es el que ahorita tenemos contenido presupuestario; sin embargo, lo dejaríamos también dispuesto como en otras propuestas de acuerdo a ver el total de contenido ya global cuando se nos vaya a dar, porque igual, siempre sigue siendo aumento del límite presupuestario y el monto específico para esta subpartida, porque aquí separamos alquileres de lo que es limpieza y vigilancia que está en otra propuesta de acuerdo, entonces para lo de alquileres específicamente en esta serían 313.870,413 colones.” 
- 0 -
Se acuerda: 1) Se dan por conocidos los recursos formulados en la subpartida 10101 Alquiler de edificios, 10801 Mantenimiento de edificios y locales y 50201 Edificios, sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales 2) En relación con otros requerimientos operativos presentados por la Dirección Ejecutiva, en el oficio N° 101-DE-2022, se aprobaría el escenario N° 2, por un total de 313.870.413,90, sin embargo se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral, que consolide todas las necesidades institucionales. La magistrada Solano Castro, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO V 
Documento 3761-2022

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartidas 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo y 50105 Equipo de Cómputo 
[bookmark: _MON_1675230523][bookmark: _1707305287]
“Subpartidas Relacionadas con Equipo de Cómputo

Con respecto a las subpartidas presupuestarias relacionadas con equipo de cómputo, si se comparan los montos formulados en el 2023 con los aprobados en el 2022, se presenta un crecimiento de un 30,06% en la 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo y un 10,70% en la 50105 Equipo de Cómputo.

Cuadro N°1
Subpartidas de Equipo Informático
Comparativo del Presupuesto 2022-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En términos absolutos la subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo tuvo un crecimiento de ¢522.348.595 y la subpartida 50105 Equipo de Cómputo creció ¢319.568.874, un total de ¢841.917.469. 

Es importante indicar que, en la subpartida 50105 Equipo de Cómputo, por primera vez en el presupuesto del 2022 se incluyeron recursos para el programa presupuestario 951 Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones, ¢20.882.400 para la compra de computadoras y en la formulación del 2023 se están formulando ¢6.364.328 para la compra de computadoras portátiles y monitores; sin embargo, estos rubros no se consideraron para el análisis de las subpartidas, ya que el Fondo de Jubilaciones presenta su solicitud cargada a recursos independientes.

Del monto total formulado para el 2023 en ambas subpartidas, un 61% corresponde a la compra de equipo de cómputo y un 39% al alquiler de equipo de cómputo.

Gráfico N°1
Subpartidas 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo y 
50105 Equipo de Cómputo 2023


	Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

A continuación, se analiza el comportamiento individual de cada una de estas subpartidas presupuestarias.

Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo

Los recursos formulados en la subpartida 10103 “Alquiler de Equipo de Cómputo” se utilizan para el pago de los contratos relacionados con el alquiler o arrendamiento de computadoras, actualmente se cuenta únicamente con el contrato N°054118 “Arrendamiento de Microcomputadoras” con 6.040 computadoras, el cual tiene fecha de vencimiento al 18 de octubre del 2022. A pesar de que para el 2023 este contrato no estará vigente, para el proceso presupuestario se generaron los recursos de manera automática para todo año y en las mismas oficinas del contrato actual, por un total de ¢1.720.983.495. Los recursos formulados se encuentran distribuidos en oficinas de todos los programas presupuestarios. 

Considerando que el contrato actual vence en el 2022, la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones como administrador de los contratos de alquiler de equipo de cómputo, realiza las estimaciones del costo de un nuevo contrato. Entonces considerando los recursos que fueron generados de manera automática en las oficinas, se estima que el faltante para el 2023 de ¢539.342.133, el cual se formula en el Área de Informática. 

En cuanto a la diferencia del costo del contrato actual y el nuevo contrato, el Lic. Jonathan Montiel Álvarez, jefe del Subproceso Gestión del Servicio, señala los siguientes aspectos:
Se presenta un incremento debido a un precio más alto en el nuevo equipo contratado, ya que, según el estudio de mercado realizado, el equipo portátil pasó de $46,61 a $58 y el equipo de escritorio pasó de $26,46 a $36. La estimación del costo de este nuevo contrato se realiza con la misma cantidad de equipos del contrato actual, es decir, 6.040 computadoras con la misma distribución de 1.703 portátiles y 4.337 escritorio. 
Otro factor que afecta  es el tipo de cambio del dólar, ya que para las estimaciones del 2023 se está utilizando el establecido a nivel institucional para la formulación 2023 de ¢653,93, mientras que para presupuesto aprobado del 2022 es menor, ya que se utiliza el tipo de cambio establecido por el Ministerio de Hacienda de ¢633,51.
La fecha de vencimiento del contrato actual N°054118 es el 18 de octubre del 2022, entonces en el presupuesto aprobado para el 2022 la estimación del faltante para el nuevo contrato, abarca dos meses y unos días de octubre, es decir, dos meses y medio, mientras que en el 2023 la estimación del faltante para el nuevo contrato abarca todo el año, es decir 12 meses.

En el documento de Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, específicamente la directriz presupuestaria N°30, se establece lo indicado anteriormente. 

“En cuanto a la Subpartida 10103 Alquiler de equipo de cómputo, los recursos del contrato N°054118 “Arrendamiento de Microcomputadoras”, se generarán automáticamente en las oficinas hasta el 31/12/2023. La Dirección de Tecnología de la Información como administrador del contrato, incluirá en el presupuesto 2023 la estimación del faltante para el nuevo contrato. Las oficinas no pueden incluir líneas adicionales a las generadas automáticamente (tiene contrato), debido a que el artículo se inactivará.”

Según acuerdo del Consejo Superior extraordinaria N°35-2021 del 30 de abril, artículo XXIII.

La Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones en el 2021 realizó el informe N°339-DTI-2021, referente a la “Actualización del Análisis del Leasing como Modalidad de Inversión en Equipo de Cómputo para el Poder Judicial”. Posteriormente, la licenciada Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y Comunicaciones, en el oficio N°697-DTI-2021 del 23 de abril, remite detalle de los escenarios para el alquiler y el Consejo Superior acuerda en la sesión extraordinaria N°35-2021 del 30 de abril, artículo XXIII, aprobar el escenario 1 considerando que un 71% de los equipos serán de escritorio y un 29% portátiles. Esto se mantiene en las estimaciones realizadas para el nuevo contrato y los recursos solicitados para el 2023.

Comportamiento Histórico de la Subpartida

Cuadro N°2
Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo
[bookmark: _Hlk96785445]Detalle del Comportamiento Histórico 2019-2023



Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Según se muestra en el cuadro anterior, la formulación presupuestaria de la subpartida 10103 “Alquiler de Equipo de Cómputo” del 2019 al 2021 disminuyó, en este sentido es importante señalar que en el 2019 el Consejo Superior en la sesión extraordinaria N°23-19 del 14 de marzo, conoció el oficio N°719-DTI-2019 de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, con un informe que determinaba como alternativa más conveniente la compra de equipo de cómputo en lugar del arrendamiento, aprobando fortalecer la adquisición de computadoras y su consecuente disminución en cuanto al alquiler. Esto generó que no se realizaran nuevas contrataciones manteniéndose solamente el contrato N°054118. 

En el 2022 y 2023 se presenta un incremento de la subpartida porque se incluyen recursos adicionales como parte de la estimación del faltante para un nuevo contrato. Como se indicó anteriormente la fecha de vencimiento del contrato actual N°054118 es del 18 de octubre, entonces en el 2022 la estimación del faltante abarca los restantes días de octubre y los meses de noviembre y diciembre, mientras que en el 2023 la estimación del faltante es mayor porque abarca todo el año, es decir 12 meses. Es un contrato nuevo con la misma cantidad de equipo, esto se indicó anteriormente: “La estimación del costo de este nuevo contrato se realiza con la misma cantidad de equipo del contrato actual, es decir, 6.040 computadoras con la misma distribución de 1.703 portátiles y 4.337 escritorio.” 

En el siguiente gráfico se muestran los montos formulados y ejecutados en la subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo, para el período comprendido del 2019 al 2023.

Gráfico N°2
Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo
Formulación y Ejecución 2019-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Se observa que durante el 2019 la ejecución fue menor a la formulación presupuestaria, en el 2020 la ejecución fue mayor al monto formulado y tuvo que ser reforzada con ¢232.701.890, este comportamiento se explica más adelante. En el 2021 el monto ejecutado es levemente mayor  al formulado.

Análisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida

El siguiente cuadro resumen muestra el comportamiento de la ejecución presupuestaria respecto a lo formulado, período del 2019 al 2021.

Cuadro N°3
Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo
Ejecución Presupuestaria 2019-2021


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Durante el 2019 se presenta una ejecución presupuestaria menor a los recursos formulados (82,32%), la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones indica que debido a que el contrato nuevo inició hasta en mayo del 2019, se afectó la ejecución ya que no se canceló el monto total proyectado para todo el año. Para el 2020 la ejecución ya considera todo el año y más bien muestra que es mayor a lo formulado (112,92%), teniendo que ser reforzada la subpartida con ¢232.701.890 y para el 2021 es prácticamente igual lo formulado y ejecutado, mostrando un 1,25% por encima de lo presupuestado. Se debe considerar que estas ejecuciones por encima de los recursos formulados, pueden ser consecuencia del incremento en el tipo de cambio del dólar. 

Variación por Programa Presupuestario 2022-2023

[bookmark: _Hlk34749231]Con respecto a la distribución de los recursos por programa presupuestario, en el siguiente cuadro se muestra la información de la ejecución 2021, presupuesto aprobado para el 2022 y los recursos formulados para el 2023, con el respectivo porcentaje de variación 2022-2023.

Cuadro N°4
Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo
Porcentaje de Variación por Programa Presupuestario 2022-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

A nivel general se muestra que todos los programas están creciendo aproximadamente un 30%, esto por lo señalado anteriormente de que la generación automática de recursos para el alquiler de computadoras incluyó en las oficinas el costo de 12 meses, mientras que en el 2022 solamente se consideraron unos días de octubre y los meses de noviembre y diciembre. También como ya se indicó, los recursos de la estimación del faltante para el nuevo contrato se están incluyendo en el Área de Informática, específicamente en la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones, lo que explica que el programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos tenga la mayor cantidad de recursos. 

En el siguiente cuadro se muestra cada uno de los programas presupuestarios y la distribución porcentual de los recursos formulados en el 2023 en la subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo.

Cuadro N°5
Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo
Distribución por Programa Presupuestario 2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

El programa 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos” tiene la mayor cantidad de recursos con un 34,38%, luego el 927 “Servicio Jurisdiccional” con un 30,46%, 929 “Ministerio Público” un 13,27%, el 928 “Organismo de Investigación Judicial” con un 12,95%, el 930 “Defensa Pública” con un 7,08% y por último, el 950 “Servicio de Atención y Protección a Víctimas y Testigos” con un 1,86%.

Gráfico N°3
 Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo
Distribución Porcentual por Programa Presupuestario 2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Distribución por Centro de Responsabilidad

[bookmark: _Hlk96685521]En cuanto a los recursos formulados en el 2023 en la subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo, en el siguiente cuadro se muestra la distribución por centro de responsabilidad, haciendo una comparación con los aprobados en el 2022 y presentando la variación porcentual.
[bookmark: _Hlk34801773]
Cuadro N°6
Subpartida 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo
Distribución por Centro de Responsabilidad 2022-2023

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Como se indicó anteriormente, en el presupuesto del 2022 y en el anteproyecto de presupuesto del 2023 se presenta la particularidad de que se formulan recursos adicionales para el nuevo contrato, estos recursos se encuentran en la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, de ahí que se encuentra como el centro de responsabilidad con más recursos asignados. Los siguientes centros de responsabilidad con mayor representatividad corresponden al Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Segundo Circuito Judicial de San José y la Defensa Pública. 

Con respecto al porcentaje de variación 2022-2023, de manera general se muestra un incremento en todos los centros de responsabilidad con respecto al presupuesto aprobado 2022, esto como se explicó anteriormente, debido a que los recursos que se generaron de manera automática en las oficinas para el 2023 cubren los 12 meses, mientras que en el 2022 solamente cubrían 2,5 meses. 

Subpartida 50105 Equipo de Cómputo

En la subpartida 50105 “Equipo de Cómputo” se formulan los recursos para la adquisición de equipo de cómputo, dentro de los cuales se encuentran: computadoras, escáneres, monitores, banco de baterías, servidores para red, impresoras, equipos multifuncionales, entre otros. Todas las oficinas que requieran equipos de tipo tecnológico deben solicitar a través del Área de Informática dichas necesidades, rubro que es administrado y ejecutado por la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones. Posteriormente, cuando el anteproyecto de presupuesto del Área de Informática es aprobado por el Consejo Superior, los recursos se distribuyen entre las diferentes oficinas que los solicitaron.

En el documento de Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, específicamente la directriz presupuestaria N°109, establece que la DTI debe aprobar las solicitudes de carácter tecnológico y que la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Planificación eliminan todas aquellas que no son canalizadas a través de DTI.

“La Dirección de Tecnología de Información debe aprobar las solicitudes de los artículos clasificados en el Catálogo de Bienes y Servicios del Sistema SIGA-PJ como Recurso Tecnológico (Estratégico y Menor). La Dirección de Planificación y la Dirección Ejecutiva, eliminarán de oficio los artículos de estas categorías que sean incluidos directamente en el Sistema de Formulación SIGA-PJ. En el caso de las Administraciones Regionales se recomienda analizar las necesidades con la asesoría del personal de tecnología de la zona.”

Comportamiento Histórico de la Subpartida

Cuadro N°7
Subpartida 50105 Equipo de Cómputo 
Detalle del Comportamiento Histórico 2019-2023

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Se observa que en el 2019 y 2020 se presentan los montos más altos en cuanto a la formulación de recursos en esta subpartida, esto sobre todo en el 2020 debido a inversión que se realizó en la compra de equipo de cómputo que como ya se indicó en el análisis de la subpartida 10103 “Alquiler de Equipo de Cómputo”, se debe a que el Consejo Superior en la sesión extraordinaria N°23-19 del 14 de marzo, conoció el oficio N°719-DTI-2019 con un informe que determinaba como alternativa más conveniente la compra en lugar del alquiler. Para el 2021 se presenta una disminución del 34,01% pero se debe a la asignación especial de recursos en el 2020 para la compra de equipo de cómputo. En el 2022 se incrementa en un 4,76% y para el 2023 un 10,70%, esto es aproximadamente 319 millones de colones. En este último año este el incremento representa ¢305.050.802 más con respecto a lo formulado en el 2022. 

Al respecto en el oficio N°2465-DTI-2021 del 02 de diciembre del 2021 en donde se presenta a la Comisión Gerencial de Tecnología la “Propuesta de presupuesto en materia tecnológica 2023”, se indica que: “…es relevante aclarar que lo que se mantiene como aprobado es lo estrictamente necesario tomando como referencia el factor obsolescencia, considerando que muchos equipos para el 2023 van a superar los 6 y 8 años de adquiridos.”, este aspecto incide directamente en los recursos que se están solicitando para el 2023 en la subpartida 50105 “Equipo de Cómputo”.

Específicamente para los programas 926 “Dirección y Administración”, 929 “Ministerio Público”, 930 “Defensa Pública” y 950 “Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos”, señalan que el incremento corresponde a equipo de cómputo que al año 2023 se encontraría obsoleto por lo cual se debe realizar la sustitución para no afectar la operación de las oficinas. En este sentido de manera general señalan que “…es relevante aclarar que lo que se mantiene como aprobado es lo estrictamente necesario tomando como referencia el factor obsolescencia, considerando que muchos equipos para el 2023 van a superar los 6 y 8 años de adquiridos.”.

Para el Organismo de Investigación Judicial detallan que se incluyen ¢120.000.000 en equipos de cómputo que corresponden al desarrollo de la primera fase del proyecto SUPERCOP el cual integra los sistemas principales del OIJ (ECU, Sistemas de Ciudad Judicial y SIGEC, entre otros), por lo cual, se requiere la adquisición de 5 servidores nuevos.  Asimismo, es necesario brindar continuidad a la solución de respaldos institucional que custodia este tipo de contingencia de la mayoría de los sistemas del Organismo de Investigación Judicial, para lo cual se requiere brindar la custodia según los parámetros establecidos de la información electrónica.

Señala la MBA. Kattia Morales Navarro en su oficio N°2465-DTI-2021, que: “El reto que se tiene actualmente producto de la pandemia es que todo lo relacionado con tecnología está subiendo su costo y esto aunado al incremento en el tipo de cambio del dólar, así como diversos factores externos, conlleva a que se deba mantener el presupuesto a pesar de que todos los equipos aumentan.”.

Por otra parte, en el oficio N°76-DTI-2022 del 12 de enero del 2022, por medio del cual remiten los anteproyectos de presupuesto 2023 del Área de Informática y de la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, justifican el incremento en gasto de capital principalmente por temas de obsolescencia y necesidad de cambio de equipo de cómputo.

Gráfico N°4 
Subpartida 50105 Equipo de Cómputo
Formulación y Ejecución 2019-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En el gráfico anterior se muestra una ejecución presupuestaria alta en la subpartida 50105 Equipo de Cómputo, prácticamente los recursos formulados en los años 2019, 2020 y 2021 son ejecutados en su totalidad.
 
Análisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida

Cuadro N°8
Subpartida 50105 Equipo de Cómputo
Ejecución Presupuestaria 2019-2021


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Del cuadro anterior se puede indicar que la ejecución presupuestaria muestra niveles óptimos de ejecución presupuestaria. 

Variación por Programa Presupuestario 2022-2023

Con respecto a la distribución de los recursos por programa presupuestario, en el siguiente cuadro se muestra la información de la ejecución 2021, presupuesto aprobado para el 2022 y los recursos formulados para el 2023, con el respectivo porcentaje de variación 2022-2023.

Cuadro N°9
Subpartida 50105 Equipo de Cómputo
Porcentaje de Variación por Programa Presupuestario 2022-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.


En el anteproyecto de presupuesto del 2023 en esta subpartida, el programa presupuestario 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo” tiene un crecimiento de ¢523.740.022, es el monto más importante en cuanto al crecimiento. En este sentido es importante indicar que este programa formula las necesidades institucionales de equipo para sustitución, de ahí que es el que concentra la mayor cantidad de recursos. Por su parte, el programa 929 “Ministerio Público” también presenta crecimiento con una diferencia de ¢98.880.387 con respecto a lo formulado en el 2022. El resto de los programas presupuestarios muestran decrecimientos, lo anterior producto de que en años anteriores se destinó una gran cantidad de recursos para la compra de equipo como parte de la estrategia de sustituir el alquiler. En este caso equipos solicitados como Dispositivos para almacenamiento de información en red ¢823.770.000, Distribuidor (switch) para red de almacenamiento ¢352.359.990, Servidor para red de cómputo ¢230.214.056, Distribuidor switch ¢192.100.000, Computadoras portátil (laptop) ¢120.307.264, Distribuidor (switch) ¢81.360.000, Servidor para red de cómputo ¢74.481.018, Enrutador de tráfico bajo ¢67.800.000, Punto de acceso para redes inalámbricas ¢52.941.638, Impresoras láser de alta capacidad ¢51.271.475, UPS para servidores ¢50.850.000 y Escáneres de uso industrial ¢44.993.203. Estos equipos suman un total de ¢2.142.448.644.

En el siguiente gráfico se muestra la distribución de la subpartida por programa presupuestario para el 2023.

Gráfico N°5
Subpartida 50105 Equipo de Cómputo
Distribución Porcentual por Programa Presupuestario 2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

El programa presupuestario 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo” es el principal solicitante de recursos con el 78,99% de los recursos formulados, seguido por el Organismo de Investigación Judicial con un 8,15%. Lo anterior responde a que en estos programas se encuentran oficinas especializadas en el área tecnológica, tales como la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones, Unidad Tecnológica de Informática y la Plataforma de Información Policial, respectivamente.

Distribución por Centro de Responsabilidad

En cuanto a los recursos formulados en el 2023 en la subpartida 50105 “Equipo de Cómputo”, en el siguiente cuadro se muestra la distribución por centro de responsabilidad, haciendo una comparación con los aprobados en el 2022 y presentando la variación porcentual.

Cuadro N°10
Subpartida 50105 Equipo de Cómputo
Distribución por Centro de Responsabilidad 2022-2023

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En el siguiente gráfico se muestran para el 2023 los centros de responsabilidad con mayor representatividad, subpartida 50105 “Equipo de Cómputo”. Estos centros de responsabilidad tienen el 93,13% de los recursos que se están formulando en el 2023 en esta subpartida.

Gráfico N°6
Subpartida 50105 Equipo de Cómputo
Distribución Porcentual por Centro de Responsabilidad 2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones con un 55,82% formula necesidades a nivel institucional.
Dirección Ejecutiva con un 14,99% y que según lo acordado con DTI formula equipos para atender las urgencias que periódicamente se presentan en las Administraciones Regionales y despachos judiciales.
Organismo de Investigación Judicial con un 8,15% para atender las necesidades de todas las oficinas del programa.
Ministerio Público con un 6,24% para atender las necesidades de todas las oficinas del programa.
Primer Circuito Judicial de Alajuela con un 2,73%. En este centro de responsabilidad están solicitando recursos para la adquisición de UPS para el edificio ¢66.925.783, Banco de baterías para UPS ¢9.000.000 y Tabletas para notificaciones ¢5.827.300. 
Defensa Pública con un 2,38% para atender las necesidades de todas las oficinas del programa.
Administración Regional de Sarapiquí con un 1,57%. En este centro de responsabilidad están solicitando recursos para la adquisición de UPS para sala de servidores ¢50.850.000.
Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos con un 1,26% para atender las necesidades de todas las oficinas del programa.

Distribución por Equipos Más Representativos

En el siguiente cuadro se muestra el detalle la distribución de los recursos formulados por equipos más representativos en el anteproyecto de presupuesto 2023, realizando una comparación con lo aprobado en el 2022 y la variación porcentual.

Cuadro N°11
Subpartida 50105 Equipo de Cómputo
Distribución por Equipos Más Representativos 2023

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En cuanto al principal rubro formulado en el artículo “Dispositivo para almacenamiento de información en red”, en el presupuesto aprobado para el 2022 se formularon ¢732.240.000 y en el 2023 se están formulando ¢945.810.000, es decir se está incrementando en ¢213.570.000. La Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones justifica de manera general que se debe aumentar la capacidad de almacenamiento y también atender nuevos requerimientos. El detalle se desglosa de la siguiente manera: 
¢244.000.000 para almacenamiento para centro de datos principal en San José.
¢91.530.000 para la ampliación del equipo de retención en tiempo.
¢274.590.000 para respaldos para San José por obsolescencia.
¢152.550.000 para remplazo por obsolescencia en Regionales.
¢61.020.000 para 200tb para el Sistema PRIMZDOC el cual es una herramienta que permite brindar a los usuarios una visualización de archivos de manera conjunta, en forma de libro electrónico, en formato PDF. A nivel institucional, esta herramienta es utilizada para que los usuarios puedan visualizar en un único libro electrónico los archivos de los expedientes que se gestionan mediante los siguientes sistemas del ámbito jurisdiccional: Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Sistema Escritorio Virtual, Sistema de Apoyo a la Gestión de los Sistemas Jurisdiccionales y próximamente será habilitado en el Sistema de Gestión en Línea. Esto permite a los usuarios visualizar la información en un único libro electrónico, de manera conjunta, en el cual pueden subrayar e insertar comentarios y guardar los mismos y no tener que buscar los archivos del expediente uno a uno.

El Organismo de Investigación judicial por su parte justifica la necesidad en nuevos desarrollos que requieren infraestructura tecnológica, se considera la adquisición de capacidad de almacenamiento para el proyecto que llevan a cabo tanto la Unidad Tecnológica Informática como la Plataforma de Información Policial, llamado SUPERCOP, donde se pretenden integrar todos los sistemas principales del Organismo de Investigación Judicial en uno solo. La estimación se calculó con el promedio del aumento mensual que se ha venido dando en los últimos meses, lo que muestra un aumento en las bases de datos, se midieron los últimos 3 meses del 2020 y se realizaron aproximaciones de lo que se podría consumir tanto en 2021 y 2022, para estimar lo requerido en el 2023. Señalan que también se incluyó un 20% de crecimiento ya que actualmente se restringen archivos menores a 5MB y todo tipo de archivos multimedia.

En orden de los equipos solicitados para el 2023 en esta subpartida con mayor representatividad, le siguen los siguientes:
Computadoras portátiles (laptop) con un incremento del 75,88%, lo que significa ¢169.206.241 más que el 2022. 
Distribuidor (switch) para red de almacenamiento con un incremento de 440%, lo que significa ¢287.108.140 más que el 2022.
Servidores para red de cómputo con un incremento del 163,16%, lo que significa ¢209.901.051 más que el 2022.
Distribuidor (switch) con un incremento del 42,35%, lo que significa ¢81.360.000 más que el 2022.
Ups para edificio con ¢133.851.655 para el 2023.


Estos equipos al ser del tipo tecnológico se encuentran incluidos como parte del anteproyecto de presupuesto del Área de Informática, el cual fue conocido por el Consejo Superior en reunión de presupuesto del pasado viernes 04 de marzo y que presenta un incremento del 2,52% con respecto al aprobado para 2022, por lo que  a nivel general está por encima en ¢238.202.190, con respecto al límite comunicado mediante el oficio de la Dirección de Planificación N°2896-PLA-PP-TR-2021, que atiendo el porcentaje de crecimiento del 0% aprobado por Corte Plena en la sesión Nº54-2021 celebrada el 13 de diciembre, artículo XXVIII.

Al respecto, el Consejo Superior dispuso solicitar la colaboración de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, para realizar un levantamiento de prioridades, utilizando la categorización A, B y C, según corresponda. Lo anterior, con el fin de que permita al Consejo Superior valorar un posible ajuste al presupuesto del Área Informática ajustándolo al límite establecido.

0     -

En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, doña Ana Romero señala el préstamo de equipo de cómputo por parte del BCR.  Se discute sobre la posibilidad de consultar a DTI si este préstamo de equipo tiene algún impacto en el requerimiento presupuestario y si esto puedo reducir el presupuesto solicitado para 2023.  Don Parris Quesada consulta la forma en la que se estiman las necesidades de alquilar equipo de cómputo o comprarlo. Al respecto, doña Ana Romero comenta sobre el modelo institucional para determinar la conveniencia de alquilar el equipo o comprarlo y a partir de ahí se hace la formulación.

En relación con el préstamo (donación) del equipo de cómputo por parte del BCR se consultó a la Dirección de Tecnología, la cual, mediante correo electrónico don Jonathan Montiel Álvarez, Jefe del Subproceso de Servicio del pasado 29 de marzo, señaló lo siguiente:

“(…)
Antes de aceptar la donación de los equipos portátiles se contaban con 149 equipos BCR del convenio inicial, de los cuales 92 se encuentran asignados en los Juzgados Civiles y de Cobros del Primer Circuito Judicial de San José, además de 57 equipos en despachos de la periferia del III Circuito Judicial de San José. Es decir, los 176 (325-149=176) equipos de cómputo de más que se iban a aceptar en el nuevo convenio, se ubicaron en oficinas que tenía equipos obsoletos o bien se podrían redistribuir los equipos sustituidos, éstos fueron identificados en la preformulacion 2022.
Tal como se menciona en el punto anterior, estos 176 equipos que se identifican de más se ubican en las oficinas según necesidad de obsolescencia, cabe mencionar que los equipos de cómputo retirados de las oficinas, algunos ya cumplieron su vida útil o bien están pronto a cumplir, por lo cual se hace el análisis a cada equipo a devolver según criterio técnico.
En la preformulación 2023 se agregaron necesidades puntuales que se abarcan en su mayoría equipo portátil, por lo cual, los equipos que se están retirados del convenio BCR de las oficinas corresponden a equipos de escritorio y no disminuirían lo agregar en el anteproyecto.

En resumen, está donación no genera ninguna afectación al anteproyecto de formulación para el 2023, ya que las necesidades de los equipos se identifican del recorte que se realizan el año anterior.”
- 0 -

Se acuerda: 1) Se dan por conocidos los recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto 2023 para las subpartidas presupuestarias 10103 Alquiler de Equipo de Cómputo y 50105 Equipo de Cómputo, sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales. 2) Tomar nota de lo indicado por la Dirección de Tecnología de la Información en relación con el préstamo (donación) de equipo de cómputo del BCR y que este no impacta en la disminución de recursos tecnológicos para el 2023.
La magistrada Solano Castro, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VI
Documento N° 3762-2022

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartidas Servicios Públicos 10201 Servicios de Agua y Alcantarillado; 10202 Servicio de Energía Eléctrica y 10204 Telecomunicaciones. 
Los datos de análisis para los Servicios Públicos fueron suministrados por la Dirección Ejecutiva mediante el oficio N°286-DE-2021 del 24 de setiembre del 2021. En este se detallan los montos correspondientes para 2021 (acueducto y alcantarillado, electricidad y telecomunicaciones). Así mismo se indica:

 “…considerando que este escenario no representa un incremento en la formulación presupuestaria y toma como previsión un eventual retorno a la normalidad en el gasto de servicios públicos, ante la posibilidad de superar la particularidad coyuntura ocasionada por la pandemia; lo cual podría redundar en un consumo normalizado de estos servicios al compararlos con periodos anteriores.
Por su lado, la distribución del monto adicional para alcanzar el monto meta para la formulación en servicios públicos para el año 2023, debe ser lo más objetiva posible, de modo tal que se consideren las recomendaciones realizadas por el Ministerio de Hacienda, para que los recursos asignados a un programa sean para cubrir sus servicios y se acerque lo más posible a la realidad del gasto.”.

Subpartidas relacionadas con servicios públicos

En lo que corresponde al comportamiento de las subpartidas relacionadas con servicios públicos, según se puede apreciar en la tabla 1, se tiene un incremento global del 1.69% para el 2023 en comparación con el presupuesto aprobado en el 2022. 

Tabla 1. Comparativo del presupuesto de las subpartidas de servicios públicos período 2022-2023

                   Fuente: SIGA PJ
El análisis de las subpartidas relacionadas con servicios públicos, presentan un crecimiento para el periodo 2023, esto realizando una comparación con el periodo 2022. En el caso del servicio de telecomunicaciones es el que generó el mayor crecimiento con un 3.29%.
Con el fin de conocer las proyecciones para el 2023 se solicitó al Departamento de Financiero Contable los resultados para las subpartidas que se analizan en este informe, de seguido se muestran dos cuadros que presentan dos escenarios:

Escenario N°1

Escenario N°2


La ejecución es superior a la formulación debido a que durante la ejecución presupuestaria de cada período las Subpartidas tuvieron que ser reforzados por cuanto lo formulado resultó insuficiente para cubrir la totalidad de las obligaciones para cada servicio. El servicio de agua en los 3 años que ilustran: 2019, 2020 y 2021 tuvo que ser reforzado mediante modificaciones externas. El servicio de energía eléctrica se reforzó en los períodos 2019 y 2020. Además, para el 2020 el incremento reflejado obedece a que no se había contemplado dentro de la formulación el Impuesto al Valor Agregado, que según estimó el Departamento de Financiero Contable fue de ¢64,118,963.84. Y el servicio de telecomunicaciones tuvo que se reforzado en el período 2021. 
 En informe N°626-DE-2021 de la Dirección Ejecutiva relacionado con el comportamiento del gasto institucional de los rubros de servicios públicos producto de la pandemia, se indica lo siguiente:

“Es importante señalar el efecto del Impuesto al Valor Agregado (IVA) sobre los montos erogados para el pago de los servicios públicos durante el año 2020, ya que, al considerar este factor en la comparación con los montos pagados en años anteriores, se determina que hay un incremento. No obstante, si dicho componente se deja por fuera del análisis, se observa que habría un ahorro en el pago de los servicios de electricidad. Por otro lado, en cuanto al pago de los servicios de agua y telecomunicaciones, se determina que hay un incremento en comparación con los años anteriores (ya sea incluyendo o excluyendo el IVA). No obstante, en el caso del agua, al analizar el comportamiento mensual de los montos erogados, se determina una tendencia a la baja.

En el monto erogado asociado al pago del servicio eléctrico entre los años 2018, 2019 y 2020. Entre el año 2019 y el año 2020 se observa un aumento en el monto pagado de ₡116 811 305.96 (ciento dieciséis millones ochocientos once mil trescientos cinco colones aproximadamente). Por el contrario, al eliminar el incremento debido al impuesto del valor agregado, se habría obtenido una reducción de ₡223 974 501.85 (doscientos treinta y tres millones novecientos setenta y cuatro mil quinientos uno colones aproximadamente).

En el caso del servicio público del agua, se nota una tendencia progresiva hacia el alza entre los años 2018 y 2020. Cuando se considera el IVA, el incremento entre el año 2019 y el año 2020 es de aproximadamente ₡141 954 222.13 (ciento cuarenta y un millones novecientos cincuenta y cuatro mil doscientos veintidós colones aproximadamente). Al remover el incremento asociado al IVA, igualmente se mantiene la tendencia hacia el alza en lo pagado por el servicio de agua: el aumento sería de ₡30 147 029.64 (treinta millones ciento cuarenta y siete mil veintinueve colones aproximadamente). 

 En el caso del servicio de telecomunicaciones, la tendencia observada entre los años 2018-2020 es ligeramente hacia el alza. El aumento en el monto erogado por el pago de este servicio es de un monto de aproximadamente ₡487 822 490.35 (cuatrocientos ochenta y siete millones ochocientos veintidós mil cuatrocientos noventa colones aproximadamente) con el IVA incluido, mientras que sin considerar el IVA sería de aproximadamente ₡94 153 743.45 (noventa y cuatro millones ciento cincuenta y tres mil setecientos cuarenta y tres colones aproximadamente).” 

Así mismo, revisadas las propuestas de formulación suministradas por el Subproceso de Egresos para los períodos en mención, así como el monto formulado, se confirma que el monto formulado fue inferior al propuesto por el Subproceso de Egresos en los 3 períodos para las 3 Subpartidas, según resumen que se ilustra a continuación:

A continuación, se analiza el comportamiento individual de cada una de las subpartidas mostradas anteriormente:

1. Subpartida 1.02.01 Servicio de agua y alcantarillado

Lo estimado dentro de esta subpartida es para responder al pago para aquellas instituciones públicas o empresas que prestan servicio al Poder Judicial en materia de servicios públicos de agua y alcantarillado. Información que suministra el Departamento de Financiero Contable conforme a las proyecciones realizadas y avaladas por la Dirección Ejecutiva.

1.1 Comportamiento histórico de la subpartida

Seguidamente se muestra una tabla con el detalle de los montos formulados para los servicios de acueductos y alcantarillados durante el quinquenio 2019 – 2023, donde se presenta un comportamiento hacia el alza y se puede visualizar en el gráfico de la Figura 1.

Tabla 2. Detalle del comportamiento histórico de lo formulado en la subpartida
10201 Servicio de agua y alcantarillado, periodos 2019 – 2023.
	 
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto formulado
	605,664,679
	671,965,866
	863,189,794
	878,449,010
	885,969,208

	Variación
	 
	10.95%
	28.46%
	1.77%
	0.86%


        Fuente: SIGA PJ

De lo anterior, se logra observar que entre el periodo 2020 y 2021 se da el mayor aumento, con un crecimiento del 28.46% y del 2022 al 2023 se presenta el menor crecimiento con apenas un 0.86%. 

Para la subpartida 10201 correspondiente al servicio de agua y alcantarillado al comparar lo pagado en el año 2019 (¢718.101.104) y 2020 (¢868.961.063) el aumento obedece a la entrada en vigencia de la normativa referente al IVA, así como a inclusiones.  Con respecto a lo pagado en el 2020 (¢868.961.063) y 2021 (¢825.161.337) el monto disminuye para el 2021 por una disminución en el consumo producto de la pandemia y la implementación del teletrabajo.

Figura N° 1. Formulación y Ejecución Periodos 2019 – 2023

Fuente: SIGA PJ

En la figura anterior, se puede observar el comportamiento de la subpartida de servicios de agua y alcantarillado, tanto en la formulación, así como en la ejecución. Es importante indicar, que a nivel institucional se ha tenido que tomar medidas para hacer frente a los incrementos presentados durante los periodos 2019, 2020 y 2021 porque la ejecución estuvo por encima de la formulación presupuestaria.

1.2 Análisis de la ejecución presupuestaria de la subpartida

De seguido se muestra una tabla con el detalle de los montos formulados y ejecutados durante el trienio 2019 – 2021:

Tabla 3. Ejecución presupuestaria periodos 2019 – 2021

Fuente: SIGA PJ

Durante el periodo analizado del 2019 al 2021 la ejecución presupuestaria presenta un comportamiento creciente. Los porcentajes de ejecución son superiores al 100% con porcentajes de 128,72%, 140,59% y 110.44% respectivamente. Cabe indicar que el incremento en los periodos 2019 al 2020 obedece al comportamiento normal de consumo, teniendo en cuenta que la formulación se hace con una proyección. Además, para el 2020 el incremento reflejado obedece a que no se había contemplado dentro de la formulación el Impuesto al Valor Agregado, que según indica la Dirección Ejecutiva en el oficio N°626-DE-2022 fue de ¢30.147.029. 

1.3 Variación por programa 2022-2023

Al realizar el análisis comparativo por programa presupuestario, se determina que el Programa 927 Servicio Jurisdiccional, es el que presenta el mayor incremento en la formulación de Servicio de Agua y Alcantarillado, teniendo una variación del 1.66%, seguido del Programa 930 Defensa Pública con una variación del 1.21%. En el siguiente cuadro se muestra el detalle de la variación para cada uno de los programas presupuestarios:

Tabla 4. Porcentaje de variación por programa periodos 2022 – 2023
Fuente: SIGA PJ

En lo que concierne a los programas 926 “Dirección, Administración y otros” y 928 “Organismo de Investigación Judicial”, la variación en el servicio de agua y alcantarillado fue de 0.54% y 0.19% respectivamente. En cuanto al programa 929 “Ministerio Público” es el único que presentó una disminución de -0.08% y el programa 950 “Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos” no mostró variación en relación con lo formulado entre el 2022 y 2023. 

Figura N° 2. Distribución de recursos por programa, para la subpartida 10201 Servicio de Agua y Alcantarillado.



Según se muestra en la figura N° 2, el programa 927 “Servicio Jurisdiccional”, es el que formula la mayor cantidad de recursos para el periodo 2023, con un total de ¢345.051.134, lo que representa un 38.95% del total de los recursos de la subpartida. Por otra parte, los Programas 928 “Organismo de Investigación Judicial”, 926 “Dirección, Administración y Otros” y 929 “Ministerio Público” representan un 20.38%, 19.34 y 13.09% respectivamente. En un menor porcentaje los programas 930 y 950 representan la menor cantidad de los recursos con un 6.72% y 1.52% del total de recursos formulados.

1.4 Distribución por Centro de Responsabilidad

En la siguiente tabla se muestran los centros de responsabilidad con los montos más representativos dentro de la subpartida:

Tabla 5. Distribución de la subpartida por Centro de Responsabilidad durante el 2023

	Centro de Responsabilidad
	Formulado
	Representación

	Organismo de Investigación Judicial
	180,580,571
	20.38%

	Primer Circuito Judicial San José
	153,998,736
	17.38%

	Ministerio Público
	115,941,116
	13.09%

	Dirección Ejecutiva
	80,130,730
	9.04%

	Defensa Pública
	59,569,063
	6.72%

	Segundo Circuito Judicial San José
	37,153,699
	4.19%

	Tercer Circuito Judicial San José
	25,170,685
	2.84%

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	20,220,854
	2.28%

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	18,674,408
	2.11%

	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	16,761,704
	1.89%

	Circuito Judicial Heredia
	13,736,679
	1.55%

	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	13,493,424
	1.52%

	Circuito Judicial Puntarenas
	12,216,669
	1.38%

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	11,556,772
	1.30%

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	10,433,249
	1.18%

	Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica
	9,800,469
	1.11%

	Salas
	9,782,201
	1.10%

	Circuito Judicial Cartago
	8,458,756
	0.95%

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur
	8,221,768
	0.93%

	Administración de Santa Cruz
	7,784,419
	0.88%

	Primer Circuito Judicial Alajuela
	7,157,764
	0.81%

	Dirección de Gestión Humana
	6,988,660
	0.79%

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	6,676,844
	0.75%

	Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones
	5,918,716
	0.67%

	Dirección de Planificación
	4,130,277
	0.47%

	Administración de Quepos
	3,807,038
	0.43%

	Contraloría de Servicios
	3,703,924
	0.42%

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	3,649,940
	0.41%

	Administración de Grecia
	3,196,312
	0.36%

	Administración de Sarapiquí
	2,992,729
	0.34%

	Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC)
	2,658,167
	0.30%

	Presidencia de la Corte
	2,647,277
	0.30%

	Administración de Osa
	1,920,746
	0.22%

	Centro de Conciliación del Poder Judicial
	1,902,632
	0.21%

	Escuela Judicial
	1,780,569
	0.20%

	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	1,762,125
	0.20%

	Secretaría de la Corte
	1,529,519
	0.17%

	Auditoría
	1,505,586
	0.17%

	Administración de Golfito
	1,321,969
	0.15%

	Dirección Jurídica
	1,232,352
	0.14%

	Despacho de la Presidencia
	1,047,294
	0.12%

	Inspección Judicial
	729,531
	0.08%

	Centro Electrónico de Información Jurisprudencial
	721,005
	0.08%

	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento Función Jurisd
	678,330
	0.08%

	Consejo Superior
	454,986
	0.05%

	Administración de Turrialba
	420,000
	0.05%

	Centro de Gestión de la Calidad
	406,391
	0.05%

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	264,965
	0.03%

	Oficina de Control Interno
	240,080
	0.03%

	Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia
	240,080
	0.03%

	Oficina de Cumplimiento
	202,173
	0.02%

	Comisión Nacional Mejoramiento Administración de Justicia
	197,099
	0.02%

	Secretaría Técnica de Ética y Valores
	114,195
	0.01%

	Unidad de Adiestramiento
	83,961
	0.01%

	Total General
	 885,969,208 
	100.00%


Fuente: SIGA-PJ reporte 25-2-22.
Según se muestra en el cuadro anterior, la principal concentración de recursos para el periodo 2023 por Centro de Responsabilidad, recae sobre el Organismo de Investigación Judicial (se consideran todas las delegaciones a nivel nacional) con 20.38%, Primer Circuito Judicial San José con 17.38%, Ministerio Público con 13.09%, Dirección Ejecutiva con 9.04% y Defensa Pública con 6.72%. El resto de los centros de responsabilidad representan un porcentaje inferior que va desde el 4.19% para el Segundo Circuito Judicial de San José y hasta 0.01% en la Unidad de Adiestramiento.

2. Subpartida 1.02.02 Servicio de energía eléctrica

En cuanto a la subpartida 1.02.02 para los últimos cinco años, se contemplan los gastos de electricidad, por servicios que prestan empresas como: Empresa de Servicios Públicos de Heredia, Coopeguanacaste, Coopesantos S.A, Coopelesca S.A, Jasec, Coopealfaro Ruiz, Compañía Nacional de Fuerza y Luz, Instituto Costarricense de Electricidad a los diferentes programas que conforman el Poder Judicial.

2.1 Comportamiento histórico de la subpartida

En la siguiente tabla, se puede observar que la conducta de la subpartida de energía eléctrica no es constante a través de los años, para los periodos 2020 y 2021 la subpartida se incrementó en 12.73%. Para los años 2022 y 2023 presenta una mínima disminución de -0.10%. 

Tabla 6. Detalle del comportamiento histórico de la subpartida 10202
Servicio de energía eléctrica, durante el periodo 2019-2023.
	 
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto formulado
	2,532,789,863
	2,560,918,327
	2,886,981,790
	2,921,685,447
	2,918,692,838

	Variación
	 
	1.11%
	12.73%
	1.20%
	-0.10%


Fuente: SIGA PJ
En la siguiente figura, se puede observar el comportamiento de la subpartida de servicio de energía eléctrica, tanto en la formulación como en la ejecución: 

Figura N° 3. Formulación y Ejecución Periodos 2019 – 2023

                      Fuente: SIGA PJ

El comportamiento en los periodos 2019 y 2020, el monto formulado fue inferior al monto ejecutado. A partir del periodo 2021 se presenta un incremento, considerando los montos establecidos por concepto del impuesto al valor agregado. Mediante oficio N° 3286-DE-21 relacionado con la Formulación Presupuestaria de Servicios Públicos 2023, la Dirección Ejecutiva indicó:

“…considerando que este escenario no representa un incremento en la formulación presupuestaria y toma como previsión un eventual retorno a la normalidad en el gasto de servicios públicos, ante la posibilidad de superar la particularidad coyuntura ocasionada por la pandemia; lo cual podría redundar en un consumo normalizado de estos servicios al compararlos con periodos anteriores.

Por su lado, la distribución del monto adicional para alcanzar el monto meta para la formulación en servicios públicos para el año 2023, debe ser lo más objetiva posible, de modo tal que se consideren las recomendaciones realizadas por el Ministerio de Hacienda, para que los recursos asignados a un programa sean para cubrir sus servicios y se acerque lo más posible a la realidad del gasto.”

En la subpartida 10202 correspondiente al servicio de Electricidad al comparar lo pagado en el año 2019 (2.507.044.526) y 2020 (2.619.647.918) el aumento obedece a la entrada en vigencia de la normativa referente al IVA, así como a inclusiones.  En relación con lo pagado en el 2020 (2.619.647.918) y 2021 (2.047.327.044) el monto pagado en el 2021 también disminuye por una disminución en el consumo producto de la pandemia y del teletrabajo. 

2.2 Análisis de la ejecución presupuestaria de la subpartida

En relación con la ejecución presupuestaria durante los periodos 2019 y 2020, el porcentaje de ejecución presentó una ejecución superior al 100% con 100.42% y 105.79% respectivamente; no obstante, para el periodo 2021 estuvo por debajo del 100%, siendo este de un 90.12% según se muestra a continuación: 

Tabla 7. Ejecución presupuestaria periodos 2019 -2023

            Fuente: SIGA PJ
Cabe indicar que en cuanto a la ejecución el incremento en el año 2020 obedece a que no se había contemplado dentro de la formulación el Impuesto al valor agregado, q y para el periodo 2021, se presenta una disminución en la ejecución asociada al impacto de la pandemia.

2.3 Variación por programa 2022-2023

En la siguiente tabla se muestra el detalle de la variación para cada uno de los programas presupuestarios:

Tabla 8. Porcentaje de variación por programa periodos 2022-202
Fuente: SIGA PJ

Con el análisis comparativo por programa presupuestario, se determina que el Programa 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo” para el periodo 2023 es el único que presenta un leve crecimiento en comparación con el 2022 de apenas 0.07%. Para los programas 929 “Ministerio Público” y 927 “Servicio Jurisdiccional” se da una disminución de -0.65% y -0.16% respectivamente. En el caso de los programas 928 “Organismo de Investigación Judicial”, 930 “Defensa Pública” y el 950 “Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos” no presentan diferencia entre los años 2022 y 2023.   

Figura N° 4. Distribución de recursos por programa para la subpartida 10202 Servicio de Energía Eléctrica.


Tal como se muestra en la figura N° 4, el programa 927 “Servicio Jurisdiccional”, es el que formula la mayor cantidad de recursos para el periodo 2023, con un total de ¢1.136.713.998, lo que representa un 38.95% del total de los recursos de la subpartida, seguido del Programa 926 “Dirección, Administración y Otros” y 928 “Organismo de Investigación Judicial” que representan un 25.54% y 22.03% de los recursos formulados en esta subpartida. Los programas 929, 930 y 950 representan un 8.60%, 3.70% y 1.19% respectivamente.

2.4 Distribución por Centro de Responsabilidad

De seguido se muestra una tabla que detalla la distribución por Centro de Responsabilidad según lo formulado para el periodo 2023:

Tabla 9. Distribución de la subpartida por Centro de 
Responsabilidad durante el 2023.

	Centro de Responsabilidad
	 Formulado 
	Representación

	Organismo de Investigación Judicial
	   642,864,319 
	22.03%

	Dirección Ejecutiva
	         320,281,622 
	10.97%

	Ministerio Público
	         251,000,216 
	8.60%

	Primer Circuito Judicial San José
	         179,396,369 
	6.15%

	Segundo Circuito Judicial San José
	         123,919,859 
	4.25%

	Defensa Pública
	         107,997,477 
	3.70%

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	           88,254,798 
	3.02%

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	           84,712,026 
	2.90%

	Circuito Judicial Puntarenas
	           73,716,205 
	2.53%

	Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica
	           72,723,705 
	2.49%

	Circuito Judicial Cartago
	           72,376,312 
	2.48%

	Primer Circuito Judicial Alajuela
	           63,967,932 
	2.19%

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	           58,681,551 
	2.01%

	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	           52,774,532 
	1.81%

	Circuito Judicial Heredia
	           51,896,509 
	1.78%

	Salas
	           48,172,328 
	1.65%

	Dirección de Gestión Humana
	           46,901,222 
	1.61%

	Administración de Golfito
	           43,004,551 
	1.47%

	Tercer Circuito Judicial San José
	           41,727,540 
	1.43%

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	           40,517,092 
	1.39%

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur
	           38,245,754 
	1.31%

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	           37,340,894 
	1.28%

	Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones
	           36,530,799 
	1.25%

	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	           34,593,174 
	1.19%

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	           31,232,694 
	1.07%

	Administración de Grecia
	           27,163,496 
	0.93%

	Escuela Judicial
	           25,590,926 
	0.88%

	Administración de Quepos
	           25,212,945 
	0.86%

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	           20,425,694 
	0.70%

	Administración de Santa Cruz
	           19,137,590 
	0.66%

	Administración de Turrialba
	           19,117,682 
	0.66%

	Contraloría de Servicios
	           16,465,387 
	0.56%

	Administración de Osa
	           13,630,944 
	0.47%

	Administración de Sarapiquí
	           12,918,237 
	0.44%

	Auditoría
	           12,309,711 
	0.42%

	Presidencia de la Corte
	           11,875,409 
	0.41%

	Secretaría de la Corte
	           10,577,193 
	0.36%

	Centro de Conciliación del Poder Judicial
	           10,164,659 
	0.35%

	Dirección de Planificación
	             9,802,029 
	0.34%

	Inspección Judicial
	             6,200,430 
	0.21%

	Despacho de la Presidencia
	             5,033,290 
	0.17%

	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	             4,538,261 
	0.16%

	Centro Electrónico de Información Jurisprudencial
	             4,049,889 
	0.14%

	Unidad de Adiestramiento
	             3,615,005 
	0.12%

	Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC)
	             3,281,003 
	0.11%

	Dirección Jurídica
	             3,210,609 
	0.11%

	Consejo Superior
	             3,089,322 
	0.11%

	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento Función Jurisd
	             2,603,988 
	0.09%

	Oficina de Control Interno
	             1,591,749 
	0.05%

	Comisión Nacional Mejoramiento de Justicia
	             1,292,235 
	0.04%

	Centro de Gestión de la Calidad
	             1,078,314 
	0.04%

	Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia
	                900,912 
	0.03%

	Oficina de Cumplimiento
	                578,738 
	0.02%

	Secretaría Técnica de Ética y Valores
	                407,711 
	0.01%

	Total General
	    2,918,692,838 
	100.00%


Fuente: SIGA PJ reporte 25-02-22

Según se muestra en el cuadro anterior, sobre la subpartida de Servicios Eléctricos la concentración de recursos para el periodo 2023 por Centro de Responsabilidad, recae en el Organismo de Investigación Judicial con un 22.03% (se consideran todas las delegaciones a nivel nacional), le sigue la Dirección Ejecutiva con 10.97%, el Ministerio Público con 8.60%, el Primer y Segundo Circuito Judicial de San José con 6.15% y 4.25%. El resto de los centros de responsabilidad representan un porcentaje inferior a 3.70% (Defensa Pública) y hasta 0.01% (Secretaría Técnica de Ética y Valores). 

3. Subpartida 1.02.04 Servicios de Telecomunicaciones

3.1 Comportamiento histórico de la subpartida

En la siguiente tabla se muestra un histórico de los montos formulados durante el quinquenio 2019-2023:

Tabla 10. Detalle del comportamiento histórico de la subpartida 10204 Servicio de Telecomunicaciones. Periodo 2019 – 2023.

	 
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto formulado
	4,428,670,494
	3,716,322,703
	3,562,666,932
	3,747,787,474
	3,871,190,405

	Variación
	 
	-16.08%
	-4.13%
	5.20%
	3.29%


Fuente: SIGA PJ

De la tabla anterior, se puede observar que la formulación en los periodos del 2019 al 2020 presentan la mayor disminución del quinquenio analizado con -16.08%. Del 2020 al 2021 la disminución fue de -4.13%. En el caso del periodo 2021 al 2022 se presenta el mayor incremento del periodo con 5.20%. 

En la siguiente figura, se puede observar el comportamiento de la subpartida de servicio de telecomunicaciones, tanto en la formulación como en la ejecución. 

Figura N° 5. Formulación y Ejecución Periodos 2019 - 2023

            Fuente: SIGA PJ

Se puede observar que para los periodos 2019 y 2020 la formulación es mayor que la ejecución y caso contrario se muestra en el periodo 2021 donde lo ejecutado es mayor al monto formulado. Para los periodos 2022 y 2023 las estimaciones se fundamentan en las proyecciones del Departamento de Financiero Contable. 

El incremento en la subpartida se debe a los requerimientos para darle continuidad al servicio de Internet requerido por el Servicio de Nexus para publicar jurisprudencia en audio y video según se visualiza en acta de Consejo Superior Nº 039 - 2021, artículo XII Se acordó, en donde se acordó 1.) Tomar nota del oficio N° 1417-DE-2021 del 3 de mayo de 2021, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 2.) Aprobar la propuesta de reducción, de la Dirección de Tecnología de la Información respecto al monto a aprobar en la subpartida 1.02.04 (Telecomunicaciones) para el presupuesto del año 2022, con una disminución total de ₡112 600 000,00, adicional a lo formulado en la proyección realizada por el Departamento Financiero Contable. Las Direcciones Ejecutiva, de Tecnología de la Información, de Planificación y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. 

Además, se encuentra en el Proyecto Estratégico 0122-DTI-P02 Incorporación de la jurisprudencia oral en el Nexus-PJ El proyecto para implementar la consulta de la jurisprudencia en audio y video está en un 70% por lo que se tiene como meta cumplir con lo solicitado y en el año 2022 tener la nueva versión que incluya esta funcionalidad. La puesta en producción de esta depende de tener el enlace de Internet exclusivo para el servicio por la capacidad estimada, por lo que se sugiere mantener si es interés institucional ofrecer dicho servicio. Dicho proyecto contempla 2 aspectos:

Incorporar en Nexus.PJ la jurisprudencia oral, pues actualmente sólo se registra la jurisprudencia escrita. Para esto, la Dirección de Tecnología se encuentra desarrollando el estudio de factibilidad, el cual permitirá hacer un estudio de la situación actual y determinar que existe factibilidad técnica, legal, operativa y económica para publicar la jurisprudencia que emana de juicios orales y cuyo respaldo se encuentra en audio o video.

Desarrollar una herramienta que facilite el acceso a las resoluciones judiciales históricas, esta sería una herramienta de búsqueda interna que permitirá la consulta de las resoluciones históricas de los despachos, las cuales se incluyeron al Sistema de Gestión de Despachos Judiciales a partir del año 2000 y que hoy no están disponibles para consulta centralizada en ningún sistema.

Además, para la migración de al menos 30 enlaces de comunicación de oficinas judiciales a servicios punto a punto del local a un edificio judicial, requerido por el aumento en la demanda de comunicación dado el alto consumo de servicios electrónicos. Esto implica la reducción en la facturación del ICE en servicios públicos y pasa a contratos según el servicio migrado y contenido para el aumento de capacidad de servicios de Internet dado el incremento en la demanda de este servicio. 

El Consejo Superior en sesión extraordinaria N° 30-2021 celebrada el 16 de abril del año en curso, artículo IX, acordó entre otros:
“(…) 3.) Solicitar a la Dirección Ejecutiva que, en coordinación con la Dirección de Tecnología de la Información, efectúen una revisión de la subpartida 10204 Servicio de Telecomunicaciones, con el propósito de establecer la posibilidad de mantener para el 2022 el mismo monto aprobado para el 2021.”

En virtud de lo anterior, la Máster Ana Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio 1417-DE-2021 informa que, como resultado del análisis efectuado, se tiene una propuesta de rebajo de ¢112.600.000 en la subpartida 10204 Servicio de Telecomunicaciones, concretamente en los siguientes proyectos:

Proyecto del Nexus P J para la implementación de la consulta y acceso a la jurisprudencia en audio y video por la oralidad.”
 
3.2 Análisis de la ejecución presupuestaria de la subpartida

De seguido se muestra una tabla con el detalle de los montos formulados en el ejecutados durante el trienio 2019 – 2021:

Tabla 11. Ejecución presupuestaria periodos 2019 -2021

          Fuente: SIGA PJ

Durante los periodos 2019 – 2020 el porcentaje de ejecución estuvo por debajo del 100%, siendo el 2021 el único que superó este porcentaje con 105.23%. No obstante, entre los tres periodos la ejecución fue del 87.36%. Es importante señalar que la ejecución más baja en estos periodos se presentó en el año 2019, con un 68.11%. 

3.3 Variación por programa 2022-2023 

En el siguiente cuadro se muestra el detalle de la variación para cada uno de los programas presupuestarios:

Tabla 12. Porcentaje de variación por programa periodos 2022 – 2023


Al realizar el análisis comparativo por programa presupuestario, se determina que el Programa 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo”, es el que presenta el mayor incremento en la formulación del Servicio de Telecomunicaciones con relación al periodo anterior, con una diferencia de ¢ 87.377.791 y una variación del 7.55%, seguido del Programa 928 “Organismo de Investigación Judicial” con un incremento de ¢40.219.448 y una variación del 4.64%.

El Departamento Financiero Contable al estimar los recursos de los servicios públicos para el 2022, partió de la base del 2019, aduciendo que el 2020 era un año atípico por la pandemia y que probablemente el gasto tendería a normalizarse en el 2022, lo que no les hace posible ajustar las estimaciones presupuestarias.  Es importante observar que entre el 2019 y el 2020 lo formulado en esta subpartida presenta una diferencia de ¢712.347.791, de tener una formulación similar a la del 2020 y 2021 el porcentaje de ejecución podría ser superior al 80%.  Por otra parte, en Informe de Ejecución Presupuestaria 2019 Of. 23-P-2020 se indica lo siguiente: 

“En el caso de Recurso Tecnológico Estratégico muestra una ejecución del 81,06% y Recurso Tecnológico Menor un 80,15%, debido a que en los primeros meses de cada año se inician los procesos de contratación, que por el tipo de equipo en su mayoría son complejos y corresponden a procesos de licitación. No obstante, se realizaron grandes esfuerzos en el transcurso del año con la finalidad de que al IV trimestre 2019 se lograra una ejecución óptima en dichos rubros. 

En cuanto al rubro de servicios públicos con un 83,34% de porcentaje de ejecución, se tiene la particularidad de que la facturación de los mismos se presenta de forma tardía por parte de algunas instituciones como el ICE, CNFL y AyA, que en algunos casos puede ser de hasta mes y medio posterior al mes de la prestación del servicio, por lo que algunos pagos no se ejecutan en el período del presente informe.”

Figura N° 6. Distribución de recursos por programa para la subpartida 
10204 Servicio de Telecomunicaciones.



Tal como se muestra en la figura N° 6, el programa 927 “Servicio Jurisdiccional”, es el que formula la mayor cantidad de recursos para el periodo 2023, con un total de ¢1.332.577.938, lo que representa un 34.42% del total de los recursos de la subpartida, seguido del programa 926 con un 32.16% y el programa 928 OIJ con un 23.45%. En un menor porcentaje, los programas 929 “Ministerio Público”, 930 “Defensa Pública” y 950 “Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos”, representan 5.86%, 3.15% y 0.96 respectivamente. 

3.4 Distribución por Centro de Responsabilidad

Según se muestra en la siguiente tabla, la mayor concentración de recursos para el periodo 2023 por Centro de Responsabilidad, recae sobre en el Organismo de Investigación Judicial con 23.45%, le sigue la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones con 16.90% debido a que en este centro se concentra lo solicitado por el Área de Informática, posteriormente está el Primer Circuito Judicial de San José con 15.43% y la Dirección Ejecutiva con 8.61%.

Tabla 13. Distribución de la subpartida por Centro de Responsabilidad durante el 2023
	Centro
	Formulado 
	 Representación 

	Organismo de Investigación Judicial
	907,833,177
	23.45%

	Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones
	   654,162,010 
	16.90%

	Primer Circuito Judicial San José
	   597,255,418 
	15.43%

	Dirección Ejecutiva
	   333,133,613 
	8.61%

	Ministerio Público
	226,700,601
	5.86%

	Defensa Pública
	122,017,558
	3.15%

	Segundo Circuito Judicial San José
	    90,189,544 
	2.33%

	Circuito Judicial Puntarenas
	    71,624,896 
	1.85%

	Primer Circuito Judicial Alajuela
	    70,932,673 
	1.83%

	Tercer Circuito Judicial San José
	    65,710,178 
	1.70%

	Circuito Judicial Heredia
	    65,700,458 
	1.70%

	Primer Circuito Judicial Zona Atlántica
	    50,121,489 
	1.29%

	Primer Circuito Judicial Zona Sur
	    43,874,680 
	1.13%

	Dirección de Gestión Humana
	    40,791,227 
	1.05%

	Segundo Circuito Judicial Alajuela
	    38,617,904 
	1.00%

	Circuito Judicial Cartago
	    37,253,463 
	0.96%

	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	37,053,585
	0.96%

	Administración de Santa Cruz
	    33,750,408 
	0.87%

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	    32,513,347 
	0.84%

	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	    32,233,599 
	0.83%

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur
	    28,554,732 
	0.74%

	Contraloría de Servicios
	    25,758,562 
	0.67%

	Salas
	    24,440,028 
	0.63%

	Administración de Sarapiquí
	    24,138,191 
	0.62%

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	    24,026,846 
	0.62%

	Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica
	    22,166,003 
	0.57%

	Tercer Circuito Judicial Alajuela
	    21,016,038 
	0.54%

	Administración de Golfito
	    16,786,350 
	0.43%

	Administración de Grecia
	    14,468,059 
	0.37%

	Administración de Turrialba
	    13,460,486 
	0.35%

	Administración de Quepos
	    12,566,398 
	0.32%

	Centro de Conciliación del Poder Judicial
	    11,011,376 
	0.28%

	Dirección de Planificación
	    10,925,242 
	0.28%

	Despacho de la Presidencia
	    10,048,794 
	0.26%

	Auditoría
	      8,884,861 
	0.23%

	Administración de Osa
	      6,931,008 
	0.18%

	Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC)
	      5,923,185 
	0.15%

	Escuela Judicial
	      5,069,101 
	0.13%

	Administración Ciudad Judicial San Joaquín de Flores
	      4,639,461 
	0.12%

	Presidencia de la Corte
	      4,171,279 
	0.11%

	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento Función Jurisd
	      4,109,370 
	0.11%

	Oficina de Control Interno
	      2,560,870 
	0.07%

	Inspección Judicial
	      2,329,830 
	0.06%

	Secretaría de la Corte
	      2,239,074 
	0.06%

	Consejo Superior
	      1,865,283 
	0.05%

	Centro Electrónico de Información Jurisprudencial
	      1,816,914 
	0.05%

	Comisión Nacional Mejoramiento de Justicia
	      1,716,603 
	0.04%

	Dirección Jurídica
	      1,511,825 
	0.04%

	Centro de Gestión de la Calidad
	      1,450,065 
	0.04%

	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	      1,442,348 
	0.04%

	Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia
	      1,442,348 
	0.04%

	Unidad de Adiestramiento
	      1,442,348 
	0.04%

	Secretaría Técnica de Ética y Valores
	         807,699 
	0.02%

	Total General
	3,871,190,405
	100.00%


Fuente: SIGA-PJ reporte 25-02-22
-0-
En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, se consulta por el impacto y necesidad del NEXUS oral. Doña Nacira comenta que se consultará al Comité Gerencial de Tecnología para tener una mayor claridad y traerlo al Consejo Superior.
Al respecto, la Licda. Patricia Bonilla Rodríguez, Jefa del Centro de Información Jurisprudencial mediante correo electrónico de este 28 de marzo, señaló que dicha herramienta (NEXUS) se incorporó como parte de las actividades del  proyecto de  “Fortalecimiento del acceso a la información judicial” (se adjunta el Plan de Gestión del Proyecto y el acuerdo de Corte Plena donde el proyecto de fortalecimiento fue aprobado). 



[bookmark: _MON_1710055582]   
Se adjunta el Acta de Constitución del Proyecto, tomada del Portafolio de Proyectos Institucional.


Adicionalmente, la Licda. Indira Melissa Calvo Gould, Coordinadora de Unidad de Servicios al Ciudadano de la Dirección de Tecnología de la Información, señaló que el proyecto actualmente está en proceso para ser remitido al Comité Gerencial de Tecnología y mediante correo electrónico de este 29 de marzo indicó lo siguiente: 

“(…)
A continuación, se resumen las principales necesidades que deben ser atendidas durante el desarrollo del presente proyecto.

	N°
	Problema / Necesidad

	1
	Proporcionar una herramienta que permita recopilar, sistematizar y publicar las resoluciones que se generan en juicios orales y que se registran en audio o video 


	2
	Proporcionar una herramienta de consulta que brinde acceso a las resoluciones dictadas oralmente y que se registran en audio o video


	3
	Contar con una aplicación que permita consultar resoluciones en audio o video a través de dispositivos móviles


	4
	Integrar los sistemas SIGAO, Gestión, SAS y Nexus.PJ para permitir la recopilación, sistematización y publicación de resoluciones que se encuentren en audio o video

	5
	Permitir la localización de resoluciones en audio o video, según su contenido


	6
	Proporcionar una herramienta que facilite la recopilación y resguardo de la clasificación de las resoluciones que se generan en juicios orales y de la que sólo se mantiene registro en audio o video, así como la consulta pública 



[bookmark: _Toc64528653]Beneficios esperados

Los siguientes son los principales beneficios que se esperan obtener con el desarrollo del presente proyecto:
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Se obtiene una solución tecnológica que permitirá cumplir con la obligación que tiene el Poder Judicial de mantener disponibles las resoluciones, tanto para los funcionarios judiciales, como para los diversos sectores de la sociedad, poniendo a disposición adicionalmente las resoluciones que se generan en juicios orales
Se mejora la imagen del Poder Judicial, al brindar un mejor servicio de consulta de las resoluciones a la persona usuaria
Se reducen los tiempos para la atención de consultas de jurisprudencia que se genera en juicios orales, mejorando así la atención a la persona usuaria y reduciendo la carga de trabajo de los centros de información
Se mejora la toma de decisiones, al contar con una aplicación de consulta que permita tener acceso a las sentencias que se dictan en juicios orales
Se pone a disposición de jueces, abogados y estudiantes de derecho las sentencias que se dictan en juicios orales
Se asegura el resguardo de la jurisprudencia que emana de juicios orales

[bookmark: _Toc64528634]A continuación se describe en detalle la estimación realizada de los volúmenes de información, los cuales justifican la necesidad del aumento del ancho de banda solicitado: 

Estimación de volúmenes de información 

Según estudio realizado por la sección de Arquitectura de Sistemas la cual solicitó a las Unidades de Gestión del Servicio y de Base Tecnológica, la información referente al almacenamiento de archivos de texto y en formatos multimedia, generados por el Sistema de Gestión de Despachos en el 2019, por despachos regionales y de San José del Poder Judicial, se muestran los siguientes resultados:

	Provincia
	Archivos DCOM
	Peso DCOM
	Archivos FTPs
	Peso FTPs

	San José
	74,756,808
	13,984.98
	166,815
	26,789.30

	Alajuela
	17,094,579
	2,977.50
	158,266
	14,386.00

	Cartago
	14,563,558
	2,508.00
	62,532
	6,270.00

	Heredia
	16,509,655
	4,383.00
	73,925
	12,873.66

	Guanacaste
	13,164,846
	2,806.13
	5,348
	497.37

	Puntarenas
	2,587,101
	553.00
	1,937
	184.00

	Limón
	11,337,201
	1,680.00
	85,050
	12,535.30

	Total
	150,013,748
	28,892.61
	553,873
	73,535.63


Fig. 3 Volúmenes de archivos generados por Gestión
Según lo anterior, el sistema de Gestión de Despachos almacenó en el año 2019 un total de 150 013 748 millones de archivos de texto en los repositorios DCOM, y 553 873 mil archivos multimedia en los repositorios de FTP. En cuanto al peso, almacena un total de 28.8 Terabytes de información y un total de 73.5 Terabytes en Multimedia.

Como se muestra en la Fig. 4, porcentualmente el 50% de los archivos de texto generados por el sistema Gestión de Despachos, corresponden a los circuitos de San José. En segundo lugar, se encuentran Alajuela y Heredia con un 11% cada uno y un 10% a Cartago siendo estos los circuitos que más generan archivos y requieren de más almacenamiento para archivos de texto.


Fig. 4 Porcentajes - Archivos de texto generados por Gestión de Despachos en el 2019

Con respecto a los archivos multimedia, en la Fig. 5 que se muestra a continuación, se detalla que el 30% de la cantidad de archivos multimedia se concentra en San José, el 29% en Alajuela y un 16 % en Limón, siendo estos los circuitos que almacenan más archivos en audio y video.


Fig. 5 Porcentajes - Archivos multimedia generados por Gestión de Despachos en el 2019


[bookmark: _Toc64528635]Datos del Tribunal de Apelación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda

Según el registro correspondiente a los meses de enero y febrero del 2020 que lleva el Centro de Información Jurisprudencial (CIJ), para el Tribunal de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, despacho que se tomará como piloto para la implementación del presente proyecto, se tienen los siguientes datos:

	Mes
	Cantidad sentencias enviadas al CIJ
	Cantidad sentencias orales
	Tamaño promedio videos
	Duración promedio videos

	Enero
	123
	56
	158MB
	20min

	Febrero
	211
	46
	
	

	Promedio
	167
	51
	
	



Según lo anterior, se esperaría que durante el piloto se generen un promedio de 51 resoluciones orales en audio o video y posteriormente, si todos los despachos tuviesen un comportamiento similar, tendríamos que 58 despachos generando un promedio de 51 sentencias mensuales, estarían enviando un promedio de 2958 sentencias mensuales, para su análisis y revisión de datos, para poder determinar, cuántas de estas sentencias pueden ser publicadas.

De las sentencias que recibieron en enero, al menos 23 venían en video y su duración se encuentra entre los 5 minutos y 1 hora, teniendo un promedio de 20 minutos de duración. Con respecto al tamaño, están entre los 41.8MB y 719MB, en este caso el promedio es de 158MB.

[bookmark: _Toc64528636]Consultas realizadas a través de Nexus.PJ

Con respecto a las consultas realizadas a través de Nexus. PJ se tienen los siguientes datos, de las consultas realizadas a través del sitio externo, de enero a mayo del 2020:


	Mes
	Cantidad de consultas
	Cantidad promedio de consultas diarias

	Enero
	124 333
	4010.74

	Febrero
	174 805
	6027.75

	Marzo
	205 276
	6621.80

	Abril
	221 190
	7373

	Mayo
	202 142
	6520.70

	
	Promedio diario
	6110.79



Según lo anterior, el promedio diario de consultas realizadas a través del sitio externo de Nexus.PJ es de 6110.79 consultas.

[bookmark: _Toc64528637]Estimación de tráfico de streaming para Internet

Según los cálculos realizados para el proyecto del SIAGPJ, por cada video haciendo streaming se calculó un tráfico de 3Mbps. 
Por otra parte, se estima que 274 usuarios podrían estar conectados simultáneamente al sitio externo de Nexus. PJ, entonces tendríamos:
 274 usuarios X 3 MBps = 822 Mbps = 0.802 Gbps de tráfico para usuarios que ingresan al sitio externo de Nexus. PJ

Según lo anterior, se estima que se podría requerir un enlace de 1.5 Gbps considerando un crecimiento a mediano plazo. El costo de un enlace de 1.5 Gbps es de $31699 por mes.

Adicionalmente, se debe indicar que el Centro de Información Jurisprudencial incorporó la iniciativa de Nexus Oralidad como parte de las actividades del proyecto de “Fortalecimiento del acceso a la información judicial”, según se indicó en el correo anterior”.

-0-

[bookmark: _Hlk100041905]La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone: “A partir del análisis realizado en la sesión anterior, en la reunión se discutió sobre el impacto que tenía o que tendría el proyecto que se presentaba del Nexus oral, entonces se nos pidió que consultáramos al comité o a la Dirección de Tecnología de la Información para tener mayor claridad de este proyecto de Nexus oral.  Bueno, en este caso particular, le hicimos la consulta a doña Patricia Bonilla que ella es la jefa del Centro de Información Jurisprudencial y nos indicó que esta herramienta se está incorporando como parte de las actividades del proyecto que se llama “Fortalecimiento del Acceso a la Información”; ahí nosotros les adjuntamos a ustedes en la propuesta de acuerdo, el acta de constitución y los documentos que ellos han venido formalizando de este proyecto.  También le consultamos a doña Indira Calvo, Coordinadora de la Unidad de Servicios al Ciudadano en la Dirección de Tecnología de la Información y nos señaló que este proyecto actualmente está en proceso para ser remitido al comité gerencial de tecnología, esto nos lo indicó el 29 de marzo; quiere decir que todavía no está aprobado por el comité y no se tiene claramente definido todo el impacto económico que se tendrá en el Nexus oral.
Esa es la información que nosotros logramos recabar en cuanto a las propuestas de ellos, pues ahí les anexamos a ustedes lo que impactaría, el tema de poder proporcionar una herramienta de consulta que brinde acceso a las resoluciones dictadas oralmente, que se registran en audio y video; contar con una aplicación que permita consultar resoluciones en audio y video; integrar a los sistemas de CEGAO, Gestión, SAS y Nexus, para permitir recopilar, sistematizar y publicar resoluciones, estos entre otros; y ésta fue la información adicional que nos pidieron y nosotros pues, acá se las traemos a ustedes que fueron los que nos pidieron que la trajéramos.
Interviene la integrante Pizarro Gutiérrez: En ese mismo sentido le consulté a doña Patricia, en síntesis, de que se trataba y es precisamente sobre las sentencias que se dictan oralmente, entonces en eso tiene que ver el Nexus oral.  Doña Nacira, no tenemos como el monto, verdad, aún determinado.
Interviene la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación indicando: Si, talvez en este caso, comentarles que estuvimos en el anterior comité gerencial de tecnología y ellos están también con el proyecto de lo que tiene que ver con la despersonalización automática, de todas las sentencias; eso es un proyecto que también se está trabajando allí y se les indicó que debían de terminar también el contenido presupuestario para poder indicarle a la institución, pues cuánto costaba; en este caso particular de éste Nexus oral, no tenemos el costo y que creemos necesario que si se deba de tener para orientarlos a ustedes en la decisión, sobre todo que cuando también uno escucha el proyecto de despersonalización, bueno se va a contratar un robot para poder hacer esas labores más especializadas y no hacerle cargo a las personas en cuánto al hacerlo manual, pues se tendrá que pensar también entonces, qué se hace con el Nexus oral, verdad, porque si lo tenemos en el escrito, probablemente también lo vayamos a tener en el oral.  Entonces creo que esto es importante que se valore y que ustedes también tengan en conocimiento que todavía no hay una estimación ni un proyecto aprobado y que sería importante, pues que se pueda tener claridad total de ese costo asociado para que ustedes puedan tomar la decisión. 
Responde la integrante Pizarro: “En cuanto al presupuesto para el robot, para la despersonalización, esto es porque recordemos que el Poder Judicial se le dio un plazo, que ya se venció, para despersonalizar todas las sentencias de 10 años hacia atrás, entonces estamos con esa tarea que no se ha cumplido y con una o dos servidores judiciales despersonalizando, se ha, más o menos, calculado que tardarían más de 30 años; entonces por eso es la necesidad del robot, si se ha ido ya hablando con doña Kattia, los presupuestos, inclusive se cotizó en España, en Chile, en otros lugares y tenemos como un monto, como el más viable, doña Kattia inclusive nos ha dicho de que si que tecnología, eventualmente le puede hacer frente en esos está, pero es por eso verdad, no es por el deseo de tener el robot y despersonalizar, sino es para cumplir lo que ya se le había ordenado a la institución, de despersonalizar esas sentencias que son  quinientos mil  y que se debe realizar  en cumplimiento de la Ley 8968.

Interviene el integrante Bonilla Garro: “Una consulta doña Nacira, y hay alguna estimación de tiempo, será para tenerlo en este ejercicio o no, es que yo le preguntaba aquel día el tema de las sentencias orales, ya por si se registran y se guardan, no sé al final de cuentas; yo por lo menos había entendido como que iba a ser una estimación muy alta, pero no se tiene muy claro, cuál va a ser la expectativa frente a eso.”
Responde la Directora de Planificación, licenciada Valverde Bermúdez: Nosotros en el presupuesto, lo que trajimos fue lo que ellos nos indicaron y por eso aumentaron la subpartida con una estimación que ellos hacen porque proyecto aprobado no lo tenemos, y con lo que indicaba doña Sandra Pizarro  si, nosotros consultamos con la Dirección de Tecnología y lo que tienen contenido es en el primer año y cuando les dijimos la sostenibilidad en los siguientes años, ahí es donde nos dijeron que eso no lo tenían;  y precisamente ahí, es donde están haciendo el planteamiento, porque una recomendación también de Auditoría Judicial indicó, y por eso ahora todavía con más detalle tienen que plantearse que los proyectos que se vayan a formular institucionalmente deben mantener la sostenibilidad en el tiempo y en el proyecto debe quedar documentado de cómo se va a dar esa sostenibilidad, porque si no lo que seguimos haciendo es generando la obligación y luego la presión a que hay que buscar el contenido, sin tenerlo, por eso es importante para los compañeros están desarrollando este proyecto.
Fue a partir de la observación que nosotros hicimos las consultas, bajo la línea que está prevista, también, con esto de las sentencias que decía doña Sandra, en el comité también se planteó el tema, porque la institución tiene que tomar una decisión, si hay una necesidad de despersonalizar las sentencias que están ahí por más de 10 años, pero también la institución puede tomar una decisión de bajar esas sentencias públicas y determinar ciertos años para que sean públicas verdad, entonces hay otras decisiones que la institución también puede tomar de forma alternativa, quiere decir que el proyecto también está encaminándose y puede ser que generen otras posibilidades también, de ir caminando; pero en realidad el proyecto como tal está encaminándose, se está fortaleciendo, los compañeros de tecnología hicieron un muy buen trabajo desde el diseño de las necesidades que se requieren, pero cuando ustedes no consultan si lo tenemos global y de forma clara el contenido total, pues todavía no tenemos ese impacto.”
Agrega la Directora de Planificación, licenciada Valverde Bermúdez: Si, aquí solamente, la observación, nosotros en la propuesta de acuerdo, pusimos tomar nota, sin embargo, aquí hay una decisión de ustedes verdad, en el sentido de si se mantienen los recursos para Nexus oral a la espera del proyecto o no los mantienen, o solicitan una aclaración adicional, esto por lo que ustedes mismos nos preguntaron.”
“Continúa la integrante Dinorah: “Yo considero que el proyecto es necesario, pero como lo hemos dicho tiene que poderse garantizar en el tiempo su finiquito.  Tal vez que doña Kattia nos aclare, ya ella se le había pedido un cronograma, plurianual para determinar en que plazo se podría terminar el proyecto (años) y que nos aclare en caso de que en los años subsiguientes 2024; 2025 no se puedan conseguir los recursos, y si lo realizado en 2023 (en el caso que lo aprobemos), sería de utilidad verdad, no que hagamos algo ahí a medidas y que después no pueda ser de utilidad, entonces me parece que esto como lo habíamos planteado en un momento de pedirle a ella este cronograma plurianual, deberíamos de pedir esta aclaración a mi criterio.”
Continúa la magistrada Solano Castro: Quedaría en esos términos entonces el acuerdo, que la partida no queda reservada sino hasta tanto se tenga claro cuál es el proyecto y la sostenibilidad del mismo.  En esos términos queda consignado el acuerdo.”
-0-
[bookmark: _Hlk100048213]Se acuerda: 1.) Se dan por conocidos los recursos formulados en las Subpartidas Servicios Públicos 10201 Servicios de Agua y Alcantarillado; 10202 Servicio de Energía Eléctrica y 10204 Telecomunicaciones, sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales. 2.) Previamente a resolver sobre el aumento del consumo en la subpartida 10204, producto de la implementación del proyecto Nexus Oral, solicita a la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, una ampliación de la información específicamente, que presente un cronograma plurianual del proyecto, y una explicación acerca de su sostenibilidad en caso de que a futuro no se disponga de los recursos presupuestarios correspondientes. 3.) Tomar nota de la información suministrada por la Licda. Patricia Bonilla Rodríguez, Jefa del Centro de Información Jurisprudencial y por la Licda. Indira Melissa Calvo Gould, Coordinadora de Unidad de Servicios al Ciudadano de la Dirección de Tecnología de la Información, en relación con el proyecto de Fortalecimiento del acceso a la información judicial y la implementación de la herramienta NEXUS. La magistrada Solano Castro, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VII 
Documento N° 3763-2022

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartidas 10301 Información y 10302 Publicidad y Propaganda, que dice:
“Subpartida 1.03.01 Información

Comportamiento Histórico de la Subpartida

Los recursos formulados en la subpartida 10301 Información, se requieren para cubrir los gastos por servicios de publicación y divulgación de información a través de medios de comunicación masiva (escritos, radiales, audiovisuales, entre otros), con el fin de informar a la ciudadanía sobre las medidas/políticas/decisiones institucionales en pro de la Justicia/mejor administración.

Las Directrices Técnicas para la Programación Anual y Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, en la directriz N° 45 establece para esta subpartida lo siguiente:

“Según acuerdo de Consejo Superior en sesión Nº12-13, artículo VII y Corte Plena en sesión Nº13-13, artículo XLIV, las publicaciones en medios nacionales proceden únicamente cuando sean estrictamente necesarias. En la medida que sea posible, la información se divulgará a través del sitio web del Poder Judicial y redes sociales. El monto formulado en la subpartida 10301 Información debe ser igual o menor al aprobado para el 2022”

Tabla 1. Detalle del Comportamiento Histórico de la Subpartida 10301 
Información, Periodos 2019-2023



En la tabla anterior se muestran los montos formulados en la subpartida 10301 Información para los últimos 5 años, donde se observa la tendencia a disminuir en los diferentes periodos a analizar. 

Para el 2023 disminuye en un 5.60% en relación con lo aprobado para el 2023, lo cual significa que se formularon ¢8.358.702 menos que el año anterior.  

Es importante indicar que, dentro de esta subpartida se incluyen para el 2022 y 2023, la suma de ¢13.426.188 y ¢12.726.188, respectivamente, montos que corresponden a recursos solicitados por el Programa 951 “Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones” y que, para efecto de este análisis, no se consideran como parte de los totales indicados en la tabla 1.  

En el gráfico siguiente se representa la formulación para el periodo del 2019 al 2023 y la ejecución presupuestaria para el período del 2019 al 2021.

Figura N°1. Formulación y Ejecución Subpartida 10301
Periodos 2019 – 2023 



 Fuente: Sistema SIGA-PJ.
 
El crecimiento que se observa en la ejecución 2020 y 2021, obedece a la necesidad de reforzar la subpartidas por medio de Modificaciones Externas, para atender las publicaciones y parte de la deuda adquirida con la Imprenta Nacional y la aprobación por parte del Consejo Superior en sesión N° 02-2021 celebrada el 7 de enero de 2021, artículo XXIII, donde se aprobó el Estudio de Prefactibilidad presentado por la Dirección Ejecutiva  para que el Poder Judicial a través del Departamento de Artes Gráficas asuma el proceso de publicación electrónico del Boletín Judicial. 

[bookmark: _Hlk96669194]Es importante indicar que, con la creación de este Boletín Judicial el Poder Judicial realizará todas aquellas publicaciones que actualmente la Imprenta Nacional publica en el Boletín, tales como, comunicados, circulares, edictos de tránsito, entre otros, excepto aquellas publicaciones que por su carácter oficial deben publicarse en el Diario Oficial “La Gaceta”, tales como, los procedimientos de contracciones administrativas.  

Análisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida

Tabla 2. Ejecución Presupuestaria Periodos 2019-2021


	Periodo
	Formulado
	Ejecutado
	% Ejecución 

	2019
	         167.473.478 
	         191.009.028 
	114.05%

	2020
	         166.028.354 
	         163.704.486
	98.60%

	2020
	0
	      706.175.726[footnoteRef:2] [2:  Pagos realizados a la Imprenta Nacional para amortizar deudas por publicaciones realizadas. ] 

	100%

	2021
	         154.424.593 
	         143.964.053 
	         93.22%

	2021
	0
	       584.270.520[footnoteRef:3] [3: ] 

	          100%

	TOTAL
	               487.931.300
	          1.790.548.476 
	            366.97%



Fuente: Sistema SIGA-PJ.

Como se observa en la tabla anterior la ejecución de los recursos formulados para atender las necesidades del Poder Judicial en el 2020 al 2021, han tenido una ejecución por encima del 90%. 

Los recursos incluidos en líneas separadas para el 2020 (¢706.175.726) y 2021 (¢584.270.520), corresponden a recursos incorporados a la Subpartida por medio de Modificaciones Externas para atender las deudas contraídas con la imprenta Nacional por publicaciones realizadas.  A raíz de este incremento en los costos de las publicaciones, el Poder Judicial optó por la creación de un “Boletín Judicial Electrónico” que funge como órgano de comunicación oficial, donde se realizan todas aquellas publicaciones que anteriormente realizaba la Imprenta nacional, tales como, comunicados, circulares, entre otros, generando día con día un ahorro, brindando un mejor servicio al usuario y realizando  un mejor uso de los recursos asignados al Poder Judicial.  

Por lo anterior, los recursos que se formulan actualmente en esta subpartida corresponden a publicaciones que por su carácter oficial deben publicarse en el Diario Oficial “La Gaceta”, tales como, los procedimientos de contrataciones Administrativas. 

Variación por Programa 2022-2023

Al realizar el análisis comparativo 2022 y 2023 de los recursos formulados en esta subpartida por programa presupuestario, se observa una disminución en el programa 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo” del 2.52% y en el programa 927 “Servicio Jurisdiccional” del 12.25%, mientras que en el programa 928 “Organismo de Investigación Judicial” se mantuvo conforme lo formulado para el 2022.

Tabla 3. Porcentaje de Variación por Programa 2022–2023



Fuente: Sistema SIGA-PJ.


Figura N°2. Distribución de la Subpartida por Programa Presupuestario 2023

En el gráfico siguiente se observa que el programa presupuestario con más recursos formulados para el 2023 en la subpartida 10301 “Información”, es el Programa 926 “Dirección y Administración” con ¢97.432.062 que representa un 69.18%, seguido por el Programa 927 “Servicio Jurisdiccional” con ¢41.831 000, con el 29.70% y el Programa 928 “Organismo de Investigación Judicial” con ¢1.568.000, para un 1.11%.  Además, de que los Programas Ministerio Público, Defensa Pública y Servicio de Atención y Proyección de Víctimas y Testigos, no formulan recursos en esta subpartida. 


 
             Fuente: Sistema SIGA-PJ.

Distribución por Centro de Responsabilidad

En la siguiente tabla se muestran la distribución por centro de responsabilidad de los recursos formulados para el 2023 en la subpartida 10301 Información. 

Tabla 4. Distribución de la Subpartida por Centro de Responsabilidad
Periodo 2023



          Fuente: Sistema SIGA-PJ.

En la tabla anterior se observa que la mayor parte de los recursos solicitados en esta subpartida se concentran en el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional para atender divulgaciones diversas y en el Primer Circuito Judicial, específicamente en el Juzgado de Tránsito, para atender las publicaciones de los edictos de Tránsito. Estos 2 centros de responsabilidad asumen el 74.62% de los recursos solicitados para el 2023. 

En el caso de la Dirección Ejecutiva solicita ¢9.120.000, para atender principalmente las publicaciones de las contrataciones administrativas. 

La Secretaría de la Corte solicita ¢7.837.574, para cubrir las publicaciones en prensa de los cierres por vacaciones, esquelas y otros imprevistos con base en acuerdos tomados por la Corte Plena y el Consejo Superior.   

La Sala Primera solicita ¢931.000, para atender la publicación de reseñas en las acciones de inconstitucionalidad ordenadas por la Sala Constitucional.

Por su parte la Comisión de Género solicita ¢5.711.169, para atender las divulgaciones en los medios de comunicación sobre los productos con información del Poder Judicial en temas de género que la población y personas usuarias necesitan conocer. 

Requerimientos Adicionales: 

La Sala Constitucional solicita incluir como “Requerimientos Adicionales” la suma de ¢569.000, para reforzar el presupuesto en el artículo 03517 “Publicación en Periódicos”, a través del cual se cancela el pago de las publicaciones de las reseñas de las acciones de inconstitucionalidad ordenadas por el Tribunal Constitucional, las cuales han incrementado considerablemente, e incluso durante el año 2021 fue necesario realizar una modificación presupuestaria para hacer frente al gasto

En caso de aprobarse estos recursos para el 2023 el total de esta subpartida sería de ¢141.400.062, con una variación porcentual del -5.22%. 

 Es importante indicar que estos recursos no se incluyen dentro de la formulación presupuestaria, debido a que están regulados por medio de las Directrices Técnicas de Formulación Presupuestaria 2023 en el Ítem 45 donde se indica que, el monto formulado en esta subpartida debe ser igual o menor al monto aprobado para el 2022. 

Finalmente, hay que indicar que esta Subpartida cumple con las Directrices Técnicas para la Programación Anual y Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, en la directriz N° 45 donde se establece que “el monto formulado en la subpartida 10301 Información debe ser igual o menor al aprobado para el 2022”.

Subpartida 1.03.02 Publicidad y Propaganda

Comportamiento Histórico de la Subpartida
Los recursos formulados en la subpartida 10302 Publicidad y Propaganda son requeridos para servicios de publicidad para la producción y publicación de anuncios, cuñas, avisos, producciones audiovisuales, entre otros. Se incluyen recursos para la divulgación de los servicios del Observatorio de Violencia de Género Contra las Mujeres y Acceso a la Justicia, para el Centro de Gestión de la Calidad y para el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional por servicios de publicación e información a través de medios de comunicación masiva, escritos, radiales, audiovisuales, entre otros, que tienen el fin de informar a la ciudadanía en general, sobre los servicios y otras acciones que implementa el Poder Judicial.

Es importante recalcar que, aunque esta subpartida se denomina dentro de la nomenclatura del Catalogo del Ministerio de Hacienda como “Publicidad y Propaganda”, los recursos que el Poder Judicial solicita mediante esta Subpartida, son estrictamente para atender publicaciones de carácter oficial y que tienen como fin informar a la ciudadanía en general, sobre los servicios y otras acciones que implementa la Institución.

En las Directrices Técnicas para la Programación Anual y Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, no se incluyen restricciones para la formulación de recursos en esta subpartida. 


Tabla 5. Detalle del Comportamiento Histórico de la Subpartida 10302 
Publicidad y Propaganda, Periodos 2019-2023



Fuente: Sistema SIGA-PJ.

En la tabla anterior se muestran los montos formulados en la subpartida 10302 Publicidad y Propaganda para los últimos 5 años, la cual se observa que viene en descenso a partir del 2019.

Es importante indicar que, dentro de esta subpartida se incluyen recursos para el año 2022 y 2023, por la suma de ¢15.000.000, formulados por el Programa 951 “Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones” y que, para efecto de este análisis, no se consideran como parte de los totales indicados en la tabla 5.  



Figura N°3. Formulación y Ejecución Subpartida 10302
Periodos 2019 - 2023 


    Fuente: Sistema SIGA-PJ.
 

En el gráfico anterior se representa la formulación y ejecución presupuestaria de la subpartida 10302 Publicidad y Propaganda para el periodo del 2019 al 2023. Se observa que los recursos formulados están acorde a los recursos ejecutados a pesar de que la formulación disminuye año tras año.  

Análisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida

Tabla 6. Ejecución Presupuestaria Periodos 2019-2021







Fuente: Sistema SIGA-PJ.

Durante el 2019 y 2020 se muestran una ejecución presupuestaria por encima del 90%; sin embargo, para el 2021, se ejecutó únicamente el 76.53% de los recursos aprobados, quedando un remanente de ¢3.368.943 (23.47%), de los cuales ¢2.779.500, corresponden a el Departamento de Prensa y Comunicación.

En consulta realizada al licenciado Hugo Vega Castro, Jefe del Departamento de Prensa y Comunicación manifestó que, estos recursos se utilizan para producciones de materiales audiovisuales.  Se realizó una Contratación Directa 2021CD-000212-PROVCD, pedido Nº 2021-014718, en octubre del 2021 y se coordinó con la empresa para tratar de acelerar el plazo de entrega.  La empresa hizo el aporte para tratar de que estuviera todo listo, incluso antes de los plazos estipulados en el cartel; sin embargo, no se logró la facturación debido a los múltiples detalles a realizar. Manifiesta que por el poco tiempo que quedaba para finalizar el periodo no fue posible direccionar los recursos o contratar más spot. 

Se recomienda al Departamento de Prensa y Comunicación iniciar con la tramitología del proceso de contratación en octubre de año anterior, previendo los contratiempos que se pueden presentar durante el proceso, a fin de evitar la subejecución de los recursos y promover una buena divulgación de los servicios a las personas usuarias.  

Variación por Programa 2022-2023

Los recursos formulados en la subpartida 10302 Publicidad y Propaganda solamente se formulan para el programa 926 Dirección y Administración.  

Tabla 7. Porcentaje de Variación por Programa 2020–2021





Fuente: Sistema SIGA-PJ.

Distribución por Centro de Responsabilidad

En la siguiente tabla se muestran la distribución por centro de responsabilidad de los recursos formulados para el 2021 en la subpartida 10302 Publicidad y Propaganda. 

Tabla 8. Distribución de la Subpartida por Centro de Responsabilidad
Periodo 2023


	Centro de Responsabilidad
	Formulario 2023
	Variación % 

	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	                8.994.890 
	72,71%

	Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia
	                3.376.443 
	27,29%

	Total:
	              12.371.333 
	100%


Fuente: Sistema SIGA-PJ.

Según se muestra en la tabla anterior, el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional solicita ¢8.994.890, absorbiendo el 72.71% de los recursos solicitados en esta subpartida. 

Figura 5.  Distribución de la Subpartida por Centro de Responsabilidad 
Periodo 2023


        Fuente: Sistema SIGA-PJ.


Según se muestra en el gráfico anterior el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional con ¢8.994.890 es el centro de responsabilidad que más solicita recursos en esta subpartida, luego la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia con ¢3.376.443

Es importante indicar que, si bien en esta subpartida no hay ninguna restricción específica que regule la formulación de recursos para el 2023, se verificó que cumpla con lo establecido por Corte Plena en la sesión Nº 54-2021 celebrada el 13 de diciembre, artículo XXVIII, donde se acordó que el límite presupuestario para el 2023 debe ser igual o menor al aprobado para el presupuesto del 2022.”

- 0 -

Se acuerda: 1) Se dan por conocidos los recursos formulados en las subpartidas 10301 “Información” y 10302 “Publicidad y Propaganda,” sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales. Tomar nota de que la subpartida según la clasificación presupuestaria se llama publicidad y propaganda, sin embargo, el Poder Judicial los únicos recursos que invierte es en la información a la persona ciudadana de los servicios que brinda el Poder Judicial. 2) Aprobar los requerimientos adicionales en la Subpartida 10301 “Información” solicitados por la Sala Constitucional, por la suma de ¢569.000, para reforzar el presupuesto en el artículo 03517 “Publicación en Periódicos” en la subpartida 10301 “Información”, para atender el pago de las publicaciones de las reseñas de las acciones de inconstitucionalidad ordenadas por el Tribunal Constitucional.  Aún aprobados la variación de la subpartida es negativa. 3) Tomar nota de la erogación por la suma de ¢1.290.446.246, que tuvo que pagar le Poder Judicial a la Imprenta Nacional, así como la creación del Boletín Judicial del Poder Judicial el cual funge como un órgano oficial para realizar todas aquellas publicaciones que anteriormente realizaba la Imprenta Nacional, tales como, comunicados, circulares, edictos de tránsito, entre otros. Hoy día el Poder Judicial solo publica mediante la Imprenta Nacional aquellas publicaciones que por su carácter oficial deben publicarse en el Diario Oficial “La Gaceta”, tales como, los procedimientos de contracciones Administrativas, maximizando con este emprendimiento los recursos Institucionales. 
La magistrada Solano Castro, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Hlk102980430]ARTICULO VIII
Documento N° 3766-22
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartidas 10401 Servicios en Ciencias de la Salud. Periodo 2019 -2023.
Comportamiento histórico de la subpartida

[bookmark: _Hlk102744943]Tabla 1. Detalle del comportamiento histórico de la subpartida 10401 Servicios en Ciencias de la Salud. Periodo 2019 – 2023.



De la tabla anterior, se observar que durante el último quinquenio la subpartida 10401 Servicios en Ciencias de la Salud, muestra un comportamiento crecimiento para el 2019 y 2020 al pasar del 5% al 12% de un año a otro, cayendo su tendencia para el 2019 en un -33.%, presentando variaciones del 31% para el 2022 y un -1% para el año 2023. 
Figura No 1. Formulación Periodos 2019 – 2023

El comportamiento de la subpartida 10401 “Servicios en Ciencias de la Salud” se explica de la siguiente forma:

La Corte Plena en sesión 063-2020 del 23 de octubre 2020 artículo único, aprobó no prorrogar los contratos para contratación de servicios médicos, con motivo de los recortes de gastos solicitados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto 2021 y en atención a la situación fiscal que atraviesa el país, de ahí el comportamiento decreciente para este período.

 Posteriormente, la Corte Plena en sesión 5-2021 del 1 de febrero del 2021, según artículo XIII, acordó restituir recursos económicos para el periodo 2022, para atender los servicios médicos, bajo dos modalidades; por hora profesional y por consulta individual.  Para este período los recursos se asignaron a la Dirección Ejecutiva para reiniciar la contratación paulatina de los servicios en los diferentes circuitos judiciales.  Lo anterior, debido a la necesidad de fortalecer los servicios y el resguardo en la salud de las personas servidoras judiciales. 

Para el periodo 2023, los contratos de servicio médico se generaron automáticamente con cargo a cada Administración Regional como se observa en forma detallada en la tabla número 4 de este informe.

[bookmark: _Hlk35503105]Figura N° 2. Formulación y Ejecución Periodos 2019 – 2023


                Fuente: SIGA PJ



En la figura anterior, se puede observar el comportamiento de la subpartida de Servicios en Ciencias de la Salud, tanto en la formulación, como en la ejecución. Para el 2021 se muestra el punto más bajo en la formulación por lo ya expuesto líneas atrás, seguidamente en el 2022 y 2023 reinicia la trayectoria normal debido a que nuevamente se le reestablecieron los recursos.

Análisis de la ejecución presupuestaria de la subpartida

            Tabla 2. Ejecución presupuestaria periodos 2019 - 2020

                             Fuente: SIGA PJ

Durante los periodos 2019 y 2021 el porcentaje de ejecución estuvo por debajo del 90%, y para el 2020 se obtuvo el menor porcentaje de ejecución del trienio con un total del 79,01%. En promedio durante los tres períodos esta subpartida obtuvo una ejecución del 80.69%. 
	
Variación por programa 2022-2023

Al realizar el análisis comparativo por programa presupuestario, se establece que el Programa 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo”, es el que presenta la mayor formulación de recursos en la subpartida “Servicios en Ciencias de la Salud”, con una variación del 1.4% en relación con el periodo 2022, seguido del Programa 928 Organismo de Investigación Judicial con una disminución en su variación del 3%.

En la siguiente tabla se muestra el detalle de la variación para cada uno de los programas presupuestarios:

Tabla 3. Porcentaje de variación por programa periodo 2022 – 2023

Fuente: SIGA PJ

El decrecimiento en la subpartida se debe principalmente a que, para el 2023 el Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial disminuye su requerimiento en el artículo 21860 “Consultoría en Servicios Médicos y de Laboratorio” al solicitar ¢2.500.000 menos que para el 2022. 

Figura N° 3. Distribución de recursos por programa, para la subpartida 10401 “Servicios en Ciencias de la Salud”.


Según se muestra en la figura N° 3, el programa 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo”, es el que agrupa la mayor cantidad de recursos formulados para el periodo 2023, con un total de ¢225.913.574, lo que representa un 54.8% del total de los recursos de la subpartida, lo anterior ya que este Programa concentra los gastos comunes para toda la institución principalmente las necesidades del ámbito Jurisdiccional; seguido del Programa 928 “Organismo de Investigación Judicial” con un total de ¢184.206.955 para un 44.6% de los recursos.

Distribución por Centro de Responsabilidad
Tabla 4.  Distribución de la subpartida por Centro de Responsabilidad Periodo 2022 – 2023

[bookmark: _Hlk34804980]Fuente: SIGA PJ

[bookmark: _Hlk34805870]Según se muestra en el cuadro anterior, para el período 2023 los recursos se distribuyen entre los diferentes Centros de Responsabilidad, acorde los dispuesto por la Corte Plena en sesión 5-2021 del 1 de febrero del 2021, donde dispuso restituir los recursos para cubrir la necesidad del Servicio Médico para Empleados. 
El Organismo de Investigación Judicial al igual que para el 2022, para este periodo reúne la mayor cantidad de recursos al formular ¢184.206.955, seguido por el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur con ¢34.750.888, la Administración de la Ciudad Judicial de San Joaquín de Flores con ¢32.589.820 y la Administración del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur con ¢31.312.768; agrupando estos Centros de Responsabilidad un 57% de la totalidad de recursos de la subpartida, el resto de los 14 Centros de Responsabilidad  representan  el 43 %  de las solicitudes de esta subpartida.
Es importante indicar que dentro de esta subpartida el Programa 928 Organismo de Investigación Judicial fórmula diferentes artículos para el funcionamiento normal de las oficina durante el año dentro de las que se pueden citar; Servicios Médicos para Medicina Legal (¢136.120.000), Servicios Médicos y de Laboratorio (¢8.000.000),  Prueba de Proeficiencia (¢12.561.073), consultoría en Servicios Médicos y de Laboratorio (¢5.000.000), Servicios Médicos y de Laboratorio (¢8.000.000) y Otras Pruebas Interlaboratoriales (¢13.288.909).
Distribución por artículo formulado 2023





En el caso del artículo “Ayuda Económica para Víctima o Testigo”, la mayoría de estos recursos se solicitan en el Programa 950 para la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, a fin de cubrir los gastos por servicios médicos urgentes de las víctimas que en su condición de escasos recursos no pueden cubrir por sus propios medios.
Finalmente, es importante mencionar que en cuanto a los artículos “Pruebas Interlaboratoriales” de distintos tipos, se está verificando la clasificación presupuestaria para ratificar su nomenclatura en los sistemas. 

   0       -
En reunión de trabajo del 18 de marzo, doña Nacira Valverde indicó que se están realizando las consultas correspondientes para determinar si los artículos relativos a pruebas interlaboratoriales se deben formular por la subpartida de servicios en ciencias de la salud.”

-0-

Indica la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación: “Les comento que en reunión anterior estábamos haciendo la consulta para conocer la clasificación presupuestaria de las pruebas de laboratorio, estamos con esas coordinaciones con la el Departamento Financiero Contable y el Ministerio de Hacienda, en nuestro caso la propuesta de acuerdo se mantiene.” 
-0-
Se acordó: 1) Se da por conocido el análisis de la subpartida 10401 Servicios en Ciencias de la Salud; sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para presentar una propuesta integral que considere todas las necesidades institucionales. 2) La Dirección de Planificación, coordinará con el Departamento Financiero Contable para efectuar una revisión de la clasificación en la subpartida 10401 de los artículos relacionados con Pruebas Interlaboratoriales con la finalidad de ratificar su correcta clasificación presupuestaria. La magistrada Solano se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTICULO IX 
Documento N° 3775-22
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartida 10406 Servicios Generales
Como se puede observar en la tabla 1, el comportamiento global de esta subpartida presenta un incremento para el 2023 de tan sólo 1%, lo que equivale a un monto adicional de ¢87.926.803. 

Tabla 1. Comparativo 2019-2023 de la Subpartida
	 
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto Formulado
	6.315.405.778
	6.838.886.602
	7.575.781.719
	8.414.991.020
	8.502.917.823

	Variación
	-
	8,3%
	10,8%
	11,1%
	1,0%


   Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 22-2-2022.

Nota: Es importante resaltar que, en el 2023 en esta subpartida, en el Programa 951 Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se incluyen un total de ¢13.788.929, correspondientes a la proporción de los contratos de vigilancia y de limpieza del Edificio Impala, rubros que debe asumir ese Programa al ser ubicada la oficina dentro de ese inmueble. Este monto fue rebajado del total institucional de la subpartida que se muestra en la tabla anterior y para efectos comparativos, igualmente se rebajó al total del 2022, dado que este Programa se analiza totalmente por separado al ser financiado con recursos propios.
 
Comportamiento Histórico de la Subpartida  
Durante el período 2019 – 2023 el comportamiento global de lo formulado en la subpartida ha presentado un crecimiento constante y no es sino hasta el 2023 que a pesar de que igualmente incrementa, el aumento es mucho menor al registrado en los años anteriores; sin embargo, en lo que concierne a los montos ejecutados, estos han estado por debajo de lo formulado, situación que se replicó en los años 2019, 2020 y 2021, según se puede apreciar en la Figura 1; siendo de ellos tres, el 2020 el año que porcentualmente se registró una mayor ejecución con un 95;5%.



Figura 1. Comportamiento Histórico de la Subpartida



En el caso del período 2020 y según información proporcionada por el Departamento Financiero Contable, del monto total ejecutado, ¢685.031.722 corresponden al pago del impuesto al valor agregado (IVA) por los servicios contratados de vigilancia y limpieza, mientras que para el 2021 ese monto fue de ¢704.051.265. En ambos períodos el IVA corresponde al 10% del rubro total ejecutado en la subpartida.  

Ejecución Presupuestaria
Como se mencionó anteriormente, específicamente la ejecución de la subpartida en los últimos tres años ha sido de 92,76% en el 2019, 95,47% para el 2020 y 91,99% para el 2021. El detalle se puede observar a continuación:  
Tabla 2. Ejecución Presupuestaria de la Subpartida 1.04.06
[bookmark: _Hlk35334981] Servicios Generales, Período 2019- 2021

                             Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 22-2-2022

Vía modificaciones externas durante el 2021 se rebajaron al presupuesto un total de ¢487.735.954, desglosados de la siguiente forma:
Modificación 04-2021 se cedieron un total de ¢124.050.141 y los principales movimientos se dieron en el rubro de contratos, donde se rebajaron ¢85.000.000 según sobrante reflejado en la proyección de seguimiento al rubro. Adicionalmente, el Departamento de Servicios Generales rebajó ¢24.068.733 con la justificación de que en revisión de saldos se determinó que se tenían cubiertas las necesidades y contratos del Departamento. 

Modificación 05-2021 se cedieron ¢238.096.679, siendo los principales rebajos los aplicados al rubro de contratos por ¢52.000.000 dado el sobrante reflejado en las proyecciones de seguimiento, luego está el caso de la Administración del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, donde se rebajaron ¢24.452.246 de los servicios de limpieza y vigilancia del Edificio de Reforma Laboral y Civil dado que a esa fecha no se había dado la recepción del edificio y finalmente el caso de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, donde se rebajaron ¢18.183.318, disminución aplicada en servicios de vigilancia y limpieza para atender faltantes reflejados en escenarios de proyección de contratos y servicios públicos. 

Modificación 06-2021 se cedieron ¢125.589.134, siendo el principal rebajo el registrado en el rubro de contratos donde se rebajaron ¢72.859.475 según sobrante reflejado en la proyección del seguimiento al rubro.     
Artículos Más Representativos de la Subpartida
Para el análisis de esta subpartida es importante considerar los artículos que concentran la mayor cantidad de recursos, como se puede visualizar en la Tabla 2 corresponden a los Servicios de Vigilancia con un 54% del total de la subpartida (¢4.572.237.476) y los Servicios de Limpieza con un monto formulado para el 2023 de ¢3.569.770.610, lo cual equivale a un 42%. 
Tabla 3. Artículos con la Mayor Concentración de Recursos dentro de la Subpartida 1.04.06 Servicios Generales

	Artículo
	Monto formulado 2023
	Peso porcentual en la subpartida

	Servicios de vigilancia
	4.572.237.476 
	54%

	Servicio limpieza
	3.569.770.610 
	42%

	Otros Servicios
	374.698.666 
	4%


             Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 22-2-2022

En la Figura 2 se puede observar gráficamente el peso que tienen estos dos artículos dentro del monto total de esta subpartida, por lo anterior, el análisis se concentrará en analizar el comportamiento de los citados artículos, servicios de vigilancia y servicios de limpieza, respectivamente.

En ambos casos se trata de servicios esenciales y sensibles a nivel institucional, los cuales son básicos para garantizar el buen funcionamiento de los distintos despachos y oficinas judiciales a nivel nacional.

Figura 2. Distribución por Artículos - Subpartida 10406 Servicios Generales

Análisis de la Formulación del Artículo “Servicios de Vigilancia”

Comportamiento Histórico 

Durante el lapso de los últimos cinco períodos, fue en el 2021 cuando se presentó el mayor incremento (18,7%) debido a la aplicación del IVA y la contratación de una nueva empresa con un costo mayor, dado que la anterior no renovó el contrato a finales del 2019. A partir de ese momento se volvió a estabilizar la tendencia, llegando el punto que para el 2023 más bien se presenta una disminución del 2% respecto del total formulado en 2022, porcentaje que asciende a una rebaja de ¢93.906.059 en este servicio. Esa disminución se debe a que para el 2022 se agregó una línea adicional por ¢207.816.349 como previsión por incremento en el costo total del contrato, la cual no se solicitó para el 2023. 

Tabla 4
Servicios de Vigilancia
Detalle del Comportamiento Histórico Periodo 2019 – 2023

	
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto
	3.564.421.735
	3.682.947.446
	4.372.450.351
	4.666.143.535
	4.572.237.476

	Variación
	-
	3,3%
	18,7%
	6,7%
	-2,0%


Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 22-2-2022

Análisis por Programa Presupuestario

En lo que concierne a la variación por programa presupuestario, el principal incremento porcentual se da en el 930 Defensa Pública con un 5%, seguido de los Programas Jurisdiccional y Organismo de Investigación Judicial con un 3% en ambos casos. Por su parte la disminución más significativa se presenta en el Programa Administrativo con un 5% equivalente a ¢146.324.339 y es esta la razón del decrecimiento total a nivel nacional. 


Tabla 5. Variación por Programa Presupuestario 2022 – 2023


En la misma línea, según se puede apreciar en el gráfico de la Figura 3, el Programa con la mayor concentración de recursos de vigilancia es el 926 Dirección y Administración con un 57%, seguido del Servicio Jurisdiccional con un 17%.

Figura 3. Distribución del Servicio de Vigilancia por Programa Presupuestario


Distribución por Centro de Responsabilidad

En cuanto a la distribución del Servicio de Vigilancia para el 2023 por Centro de Responsabilidad, en la Tabla 6 se muestran los centros ordenados por monto absoluto de mayor a menor, donde se puede apreciar que los montos mayores corresponden al Organismo de Investigación Judicial y al Segundo Circuito Judicial de San José con un 13,8% y un 8,6% respectivamente. En el caso de la Dirección Ejecutiva, el monto es formulado por el Departamento de Seguridad, responsable del tema de vigilancia. 
En el caso del Organismo de Investigación Judicial, que es el Centro de Responsabilidad que absorbe la mayor cantidad de recursos para el 2023, con un 13,8% del total, se debe a la formulación total de ¢630.217.376, de los cuales ¢328.569.989 se cargan a la Administración y corresponden a los servicios de vigilancia del Edificio Torre Z, Anexo “C”, Administración y de los parqueos Santa Rita y el que se ubica frente al Juzgado de Tránsito; los restantes ¢301.647.387 se distribuyen entre doce oficinas a nivel nacional, de las cuales nueve alquilan local o edificio, servicio indispensable para el buen funcionamiento de todas ellas.

Por su parte, en el Departamento de Trabajo Social y Psicología, del monto indicado, ¢27.820.914 corresponden a los contratos cargados de forma automática tanto a la Sede Central para PISAV Pavas, como también a las oficinas de Pérez Zeledón, San Ramón, Nicoya y Upala, de igual forma se cargan rubros en Cartago, Heredia y Pococí para las PISAV de La Unión, San Joaquín y Siquirres respectivamente; además, en el caso de Liberia se incluyen los ¢19.000.000 que ya para el 2022 fueron autorizados por la Dirección Ejecutiva y aprobados por el Consejo Superior.

Tabla 6. Distribución del Servicio de Vigilancia 2023 por Centro de Responsabilidad





	


Análisis de la Formulación del Artículo “Servicios de Limpieza”

Como se indicó anteriormente, el artículo denominado “Servicios de Limpieza” representa un 42% de los recursos formulados en la subpartida 1.04.06 para el 2023, por tal motivo, a continuación, se analiza el comportamiento histórico en la formulación de este servicio.
Comportamiento Histórico
Al igual que el servicio de vigilancia, los recursos formulados para el pago de los servicios de limpieza han venido creciendo paulatinamente en los últimos 5 años, este incremento del 2019 al 2023 es de un 46%, esto se debe a que desde hace varios años la institución optó por la modalidad de contratación de servicios, como una alternativa ante la limitante en la creación de plazas y además, porque ha aumentado la cantidad de oficinas a nivel nacional que se han ubicado en locales alquilados, debido a las limitaciones de espacio en los edificios propios. En la tabla 7 se puede visualizar el detalle anual de los recursos formulados para este servicio. 

Tabla 7. Detalle del Comportamiento Histórico Periodo 2019 – 2023
	
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto
	2.442.740.134
	2.843.155.576
	2.849.713.286
	3.422.697.928
	3.569.770.610

	Variación
	
	16,4%
	0,2%
	20,1%
	4,3%


     Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 22-2-2022

Respecto al incremento registrado para el 2023 en comparación con el 2022, se debe a la previsión realizada por el Departamento de Servicios Generales para un eventual aumento del nuevo contrato, dado que el actual vence en setiembre del 2022. Según indicó el Master José Luis Soto Richmond, Jefe de ese Departamento, la estimación de la previsión se realiza aplicando al monto total formulado para el 2022, un incremento del 3,5%, que es la inflación estimada por el Banco Central para el 2022, y luego a ese monto se le resta el rubro cargado automáticamente para el 2023 y el resultado es esa línea adicional de previsión, que en este caso asciende a ¢316.947.582. Seguidamente se presenta una tabla con el ejercicio realizado.


Análisis por Programa Presupuestario
Según se muestra en la tabla 8 de los seis Programas Presupuestarios, cuatro presentan un decrecimiento respecto al 2022, mientras que solamente se presentan aumentos en el Programa Administrativo (7,9%) y la Defensa Pública (0,3%). El aumento en el Programa 926 es por las razones explicadas anteriormente, respecto de la previsión realizada en 2023 para el nuevo contrato. 
Tabla 8. Variación por Programa Presupuestario 2022 – 2023


Al igual que el servicio de vigilancia, el Programa que concentra la mayor cantidad de recursos en servicios de limpieza es el 926, esto debido a que las administraciones regionales son las que asumen en su mayoría la formulación de estos recursos y el incremento registrado se debe a la línea adicional formulada por el Departamento de Servicios Generales para el nuevo contrato. 

Figura 4. Distribución del Servicio de Limpieza por Programa Presupuestario



Distribución por Centro de Responsabilidad
En cuanto a la distribución del Servicio de Limpieza para el 2023 por Centro de Responsabilidad, en la Tabla 9 se muestran los centros ordenados por monto absoluto de mayor a menor, donde se puede apreciar que la Dirección Ejecutiva es la que ocupa el primer lugar con un 11% del total del presupuesto y en este caso en específico se trata del Departamento de Servicios Generales, seguido de este se ubican la Administración de San Joaquín de Flores y el Segundo Circuito Judicial de San José con un 10,6% y 10,2% respectivamente. 

Tabla 9. Distribución del Servicio de Limpieza 2023 por Centro de Responsabilidad

[bookmark: _Hlk96611425]Otros Requerimientos Operativos 

Finalmente, se debe señalar que de forma complementaria y según se estableció en las Directrices de Formulación Presupuestaria, los Centros de Responsabilidad debían remitir a la Dirección de Planificación aquellas necesidades nuevas o adicionales que tuvieran, en este caso, en servicios de vigilancia y limpieza, las que fueron conjuntadas y remitidas a la Dirección Ejecutiva. 

Una vez analizadas todas las solicitudes por parte de esa Dirección, se tiene que en total dieron el visto bueno a la incorporación al presupuesto 2023 de ¢254.488.098, de los cuales ¢185.153.838 son para vigilancia y los restantes ¢69.334.260 para limpieza. 

 En relación con otros requerimientos operativos avalados por la Dirección Ejecutiva, por un total de ¢254.488.098, para nuevos contratos deberá la Dirección Ejecutiva revisar en coordinación con los Centros de Responsabilidad los requerimientos adicionales solicitados e indicar al Consejo Superior de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, es decir, cuáles necesidades van a sacrificar de sus presupuestos ordinarios para poder incluir estos requerimientos. Lo anterior en concordancia con lo dispuesto por el Consejo Superior en el artículo X de la sesión 22-2022 de presupuesto 2023 del pasado 11 de marzo que indica:”3) No autorizar el traslado a los despachos u oficinas que operan en un inmueble propiedad de la institución.  Para los despachos que operan en inmuebles arrendados, se autoriza su traslado en el entendido de que, por este motivo, el programa al que pertenece no experimentará incrementos en el presupuesto destinado al pago del alquiler, sino no que los financiará mediante ajustes dentro de la misma subpartida”.

Además en el punto 4 se indica: “Aprobar los ajustes propuestos por la Dirección Ejecutiva a las directrices de formulación presupuestaria números 27 y 28 relacionadas con contratos de alquiler de edificios, contratos de servicios de limpieza y contratos de servicios de vigilancia vigentes para el año 2023 y siguientes”. 
 
Para el caso específico de la norma 28:
“Debido a restricciones presupuestarias a raíz de la situación fiscal del país y comprometidos con las medidas de contención del gasto, no es permitido incluir nuevas contrataciones o ampliaciones de contratos de limpieza, jardinería o vigilancia, por lo que los artículos correspondientes se inactivarán en el Catálogo de Bienes y Servicios del Sistema SIGAPJ y las necesidades de nuevos contratos o adendum a los ya existentes, deberán ser enviadas a la Dirección de Planificación indicando de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, para ser analizadas en conjunto con la Dirección Ejecutiva.
Requerimientos Adicionales

Como requerimientos adicionales se solicitan ¢210.000 por parte de la Dirección de Gestión Humana, seguidamente el detalle de la solicitud.

Tabla 10. Detalle Requerimientos Adicionales Solicitados para 2023

De ser aprobados tanto los requerimientos operativos como los adicionales por parte del Consejo Superior, el presupuesto total de la subpartida 10406 Servicios Generales para el 2023 ascendería a ¢8.757.615.921, para un crecimiento porcentual del 4,1%.
-0-
En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, doña Ana Romero explicó que en relación con los otros requerimientos operativos avalados por la Dirección Ejecutiva, por un total de ¢254.488.098 (¢185.153.838 son para vigilancia y los restantes ¢69.334.260 para limpieza)  la Dirección Ejecutiva se encuentra revisando en coordinación con los Centros de Responsabilidad los requerimientos adicionales solicitados para indicar al Consejo Superior de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, es decir, cuáles necesidades van a sacrificar de sus presupuestos ordinarios para poder incluir estos requerimientos. Lo anterior en concordancia con lo dispuesto por el Consejo Superior en el artículo X de la sesión 22-2022 de presupuesto 2023 del pasado 11 de marzo que indica:”3) No autorizar el traslado a los despachos u oficinas que operan en un inmueble propiedad de la institución.  Para los despachos que operan en inmuebles arrendados, se autoriza su traslado en el entendido de que, por este motivo, el programa al que pertenece no experimentará incrementos en el presupuesto destinado al pago del alquiler, sino no que los financiará mediante ajustes dentro de la misma subpartida”.   Así como lo dispuesto en el punto 4, a saber: “Aprobar los ajustes propuestos por la Dirección Ejecutiva a las directrices de formulación presupuestaria números 27 y 28 relacionadas con contratos de alquiler de edificios, contratos de servicios de limpieza y contratos de servicios de vigilancia vigentes para el año 2023 y siguientes”. 

-0-
Al respecto, mediante oficio 1101-DE-2022 la Dirección Ejecutiva presentó los resultados del análisis efectuado, señalando que en atención a lo solicitado, esta Dirección Ejecutiva consultó a los diferentes centros de responsabilidad sobre la posibilidad de recortar recursos formulados en el anteproyecto de presupuesto para al año 2023 a efecto de dar contenido a estos gastos operativos adicionales.  Asimismo, señala que estos gastos corresponden a acuerdos del Consejo Superior en los cuales se aprobaron informes de la Dirección de Planificación o bien a estudios de Salud Ocupacional, del Departamento de Seguridad, así como órdenes sanitarias emanadas del Ministerio de Salud.


En este oficio se propone lo siguiente:
“(…)

Limpieza (Artículo 05262)

Revisados los requerimientos con los diferentes centros de responsabilidad, se mantienen los siguientes requerimientos adicionales para la formulación del presupuesto para el año 2023:
Para el caso de la Administración Regional de Sarapiquí, se mantiene el monto formulado dado que será financiado por medio de un recorte en la subpartida 1.08.01.


Para el caso del los Tribunales de Justicia de Osa, los puestos actuales no permiten atender los requerimientos de limpieza, por lo que se mantiene el requerimiento de 1.5 puestos para el año 2023. 

En lo que respecta al puesto de limpieza para la Subdelegación del OIJ de Tres Ríos, será financiado con recortes en la subpartida de viáticos. 


El requerimiento para el II Circuito Judicial de Guanacaste (Nicoya), se mantiene, dado que serán necesarios para prestar el servicio de limpieza en el nuevo local que será arrendado para el Juzgado Penal Juvenil y el edificio de Tribunales, para los cuales se está formulando 4.5 horas de limpieza. 


Los requerimientos adicionales de la Administración del I Circuito Judicial de San José se mantienen, dado que se trata de requerimientos para reforzar el servicio de limpieza de la Torre Judicial.



Por su parte, el monto adicional formulado para el Juzgado de Tránsito del III Circuito Judicial de San José, será asumido por medio del recorte de recursos en la subpartida de publicaciones, 1.03.01.  A continuación el resumen



	Centro de Responsabilidad
	Código de Oficina
	Nombre de Oficina
	Formulado 2023
	Nuevo requerimiento adicional 2023
	Total 
	Criterio de la Dirección Ejecutiva 17 de marzo 2022

	Administración de Sarapiquí
	1817
	Administración Regional de Sarapiquí
	₡ 4 707 076,00 
	₡7 402 761,00 
	₡12 109 837,00 
	Se mantiene dado que se está recortando el presupuesto del 2023. 

	Administración de Osa
	1047
	Administración de Osa
	₡ 26 008 384,00 
	₡8 503 638,29
	₡34 512 022,29 
	Se mantiene según necesidades para aumentar el servicio de limpieza del edificio de Tribunales de Osa. 

	Organismo de Investigación Judicial
	71
	Subdelegación Regional de Tres Ríos 
	₡                     -   
	₡ 4 310 082,00 
	₡4 310 082,00 
	Se mantiene dado que se está recortando el presupuesto del 2023. 

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	871
	Juzgado Penal Juvenil II Circuito Judicial Guanacaste
	 ₡                   -   
	₡ 2 220 829,00 
	₡ 2 220 829,00 
	Se mantiene el monto formulado adicional para el nuevo local 

	
	906
	Administración Regional II Circuito Judicial Guanacaste (Supernumerarios)
	₡                    -   
	₡ 2 220 829,00 
	₡ 2 220 829,00 
	Se mantiene el monto formulado. 

	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	718
	Oficina de Atención y Protección de la Víctima del Delito
	₡                    -   
	₡ 1 072 573,50 
	₡ 1 072 573,50 
	Se mantiene la mitad del monto dado que estará recortando el presupuesto. 

	Primer Judicial Circuito San José
	520
	Administración I Circuito Judicial San José
	 ₡147 420 265,00 
	₡ 8 500 000,00 
	₡155 920 265,00 
	Se mantiene el monto por servicios requeridos en la Torre Judicial. 

	
	520
	Administración I Circuito Judicial San José
	₡                  -   
	₡ 8 000 000,00 
	₡ 8 000 000,00 
	Se mantiene el monto por servicios requeridos en la Torre Judicial. 

	 
	491
	Juzgado Tránsito III Circuito Judicial de San José (Desamparados)
	 ₡             -   
	₡ 4 256 307,00 
	₡4 256 307,00 
	Se mantiene dado que la Administración de Tránsito recortará el presupuesto en la 1.03.01.

	 
	 
	 
	₡ 178 135 725,00 
	₡ 46 487 019,79 
	 ₡224 622 744,79 
	 



En resumen, para el año 2023 se cuenta con recursos formulados por la suma de ₡178.135.725,00, para los nuevos requerimientos en la subpartida de limpieza es necesario formular un monto adicional de ₡46.487.019,79, lo que implica un total de recursos para el 2023 de ₡224.622.744,79, monto al que se le debe rebajar la propuesta de recorte planteada para el año 2023, por el monto de ₡17.041.723,50, por lo que el monto adicional para cubrir los nuevos requerimientos operativos sería de ₡29.445.296,29.

	Monto luego de la revisión
	 ₡       46 487 019,79 

	Financiados con recortes en el presupuesto 2023:
	 

	Sarapiquí
	 ₡       7 402 761,00 

	OIJ Tres Ríos
	 ₡       4 310 082,00 

	Tránsito
	₡    4 256 307,00 

	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	 ₡     1 072 573,50 

	Total recortes 
	 ₡       17 041 723,50 

	Monto sin financiar
	 ₡       29 445 296,29 



2- Seguridad (Artículo 04265)

Para el caso de los requerimientos operativos adicionales para el año 2023 en materia de seguridad, una vez analizados los requerimientos, esta sería la valoración de esta Dirección Ejecutiva: 

El puesto de seguridad solicitado para el Juzgado Contravencional de Parrita cuenta con criterio técnico del Departamento de Seguridad, dado que se trata de un despacho al cual asisten muchas personas usuarias y se encuentra retirado del centro de población.


Se mantiene el puesto se seguridad para las Salas de Juicio de los Tribunales de Golfito, dado que es un requerimiento que cuenta con criterio técnico del Departamento de Seguridad. 


Se mantiene el puesto para el Juzgado Contravencional de Esparza por contar con criterio técnico del Departamento de Seguridad.


La Defensa Pública propone un recorte de recursos del presupuesto del año 2023 para mantener los puestos de seguridad de la Defensa Pública de Siquirres y de Liberia, se adjunta criterio técnico del Departamento de Seguridad.



Con respecto al puesto del Juzgado Penal Juvenil del II Circuito Judicial de Guanacaste (Nicoya) se mantiene es puesto, dado que se complementa con la aprobación de trasladar a este Juzgado a un local fuera del edificio, por lo que es necesario el recurso por la materia que atiende. 




Respecto a los puestos solicitados para las oficinas de Cañas estos requerimientos corresponden a la valoración realizada por parte del Departamento de Seguridad, por lo que considera esta Dirección Ejecutiva que se deben mantener. A continuación la información:






	Centro de Responsabilidad
	Código de Oficina
	Nombre de Oficina
	Formulado 2023
	Nuevo requerimiento adicional 2023
	Total 
	Criterio de la Dirección Ejecutiva 17 de marzo 2022

	Administración de Quepos
	1045
	Juzgado Contravencional de Parrita
	 ₡                    -   
	 ₡      9 821 648,00 
	 ₡        9 821 648,00 
	Se mantiene por un tema de seguridad del despacho de Parrita, el Juzgado no cuenta con este servicio y se encuentra expuesto.

	Administración de Golfito
	652
	Administración Regional Golfito
	 ₡                    -   
	 ₡   12 000 000,00 
	 ₡      12 000 000,00 
	Se mantiene en atención al estudio técnico del Departamento de Seguridad.

	Circuito Judicial Puntarenas
	437
	Juzgado Contravencional de Esparza
	 ₡                    -   
	 ₡   12 363 402,00 
	 ₡      12 363 402,00 
	Se mantiene en atención al estudio técnico del Departamento de Seguridad.

	Defensa Pública
	482
	Defensa Pública de Siquirres
	 ₡ 1 278 376,00 
	 ₡   13 210 654,00 
	 ₡      14 489 030,00 
	Se mantiene el requerimiento dado que se llevó a cabo una propuesta de recorte del presupuesto 2023 en otras líneas. 

	 
	407
	Defensa Pública de Liberia
	 ₡                    -   
	 ₡   13 210 654,00 
	 ₡      13 210 654,00 
	

	Segundo Circuito Judicial Guanacaste
	871
	Juzgado Penal Juvenil II Circuito Judicial Guanacaste
	 ₡                    -   
	 ₡      8 482 918,00 
	 ₡        8 482 918,00 
	Se mantiene el monto adicional para dar servicio de seguridad al local del Juzgado Penal Juvenil.

	Primer Circuito Judicial Guanacaste
	402
	Juzgado Contravencional de Cañas
	 ₡                    -   
	 ₡      9 816 000,00 
	 ₡        9 816 000,00 
	Se mantiene en atención al estudio técnico del Departamento de Seguridad.

	
	580
	Juzgado Penal de Cañas
	 ₡                    -   
	 ₡      9 816 000,00 
	 ₡        9 816 000,00 
	Se mantiene en atención al estudio técnico del Departamento de Seguridad.

	
	927
	Juzgado Civil y Trabajo de Cañas 
	 ₡                    -   
	 ₡      9 816 000,00 
	 ₡        9 816 000,00 
	Se mantiene en atención al estudio técnico del Departamento de Seguridad.

	
	928
	Juzgado de Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Protección Cautelar de Cañas
	 ₡                    -   
	 ₡      9 816 000,00 
	 ₡        9 816 000,00 
	Se mantiene en atención al estudio técnico del Departamento de Seguridad.

	 
	 
	 
	 ₡ 1 278 376,00 
	 ₡ 108 353 276,00 
	 ₡    109 631 652,00 
	 



Para el año 2023 se están incluyendo puestos de seguridad nuevos, en atención a valoraciones del Departamento de Seguridad.  Solamente se cuenta con una parte de los recursos formulados para el caso de la Defensa Pública Siquirres, por la suma de ₡1.278.376,00.  Para los nuevos requerimientos en la subpartida de seguridad  es necesario formular un monto adicional de ₡108.353.276,00, lo que implica un total de recursos para el 2023 de ₡109.631.652,00, monto al que se le debe rebajar la propuesta de recorte planteada por parte de la Defensa Pública para el año 2023, por el monto de ₡26.421.308,00, por lo que el monto adicional para cubrir los nuevos requerimientos operativos en materia de seguridad sería de ₡81.931.968,00.

	Monto luego de la revisión
	 ₡ 108 353 276,00 

	Financiados con ajustes en el presupuesto 2023:
	 

	Defensa Pública
	 ₡   26 421 308,00 

	Total recorte 
	 ₡   26 421 308,00 

	 
	 

	Monto sin financiar
	 ₡   81 931 968,00 



(…)”
-0-

Resumen de requerimientos: 

Considerando lo anterior, el total de requerimientos operativos adicionales para el año 2023 para limpieza y vigilancia sería: 

	Otros Requerimientos Operativos 2023

	Descripción
	Monto

	Subpartida 10406 Servicio de Limpieza
	 ₡   29 445 296,29 

	Subpartida 10406 Servicio de Vigilancia
	 ₡   81 931 968,00 




-0-
Señala la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación: “Aquí también como la Directora Ejecutiva explicó, ellos hicieron el estudio tanto de los alquileres como la subpartida de limpieza y vigilancia como se aprobó el escenario #2, inicialmente entiendo que también se aprobaría el escenario #2 en este tema de limpieza y vigilancia, sería entonces agregar eso en el punto dos que es el escenario #2. Si no hay observaciones así quedaría.”
-0-
[bookmark: _Hlk100031818]Se acuerda: 1) Se dan por conocidos los recursos formulados en la subpartida 10406 “Servicios Generales”, sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales. Debe considerarse que durante el 2021 el pago por concepto del IVA, según información remitida por el Departamento Financiero Contable, ascendió a ¢704.051.265 por lo que se impacta el crecimiento de la subpartida para dar contenido al pago del impuesto señalado, siendo este un rebajo indirecto a la subpartida de servicios generales.  2) En relación con otros requerimientos operativos presentados por la Dirección Ejecutiva, en el oficio N° 101-DE-2022, se aprobaría el escenario N° 2. con un total de ₡ 29.445.296,29 en la Subpartida 10406 Servicio de Limpieza y de ₡ 81.931.968,00 en la Subpartida 10406 Servicio de Vigilancia, sin embargo, de igual manera se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023 para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales. 3) En relación con los requerimientos adicionales solicitados por la Dirección de Gestión Humana por ₡ 210.000 para recargar cilindros de gases, se aprueban, dentro del mismo contenido presupuestario de su presupuesto ordinario, para lo cual, deberá priorizar sus necesidades internas e indicar cuáles rubros sacrificará para incluir esta necesidad. La magistrada Solano se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTICULO X
Documento N° 3764-22
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo.
Comportamiento histórico de la subpartida

Previo a analizar el comportamiento histórico de la subpartida, es pertinente manifestar que los recursos que incluidos en esta subpartida corresponden a gastos de servicios profesionales, técnicos y misceláneos por conceptos de consultorías y honorarios que comprenden la contratación transitoria para la prestación de servicios técnicos, profesionales y otros.  Además, incluyen todas aquellas otras contrataciones con características similares aun cuando no sean de carácter ocasional, pero que tienen en común la inexistencia de relación laboral, como es, por ejemplo, la contratación de servicios con sociedades anónimas laborales y aquellas que brindan servicios generales. 

Por otra parte, la directriz N° 49 de las Directrices Técnicas para la Programación Anual y Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, establece para esta subpartida lo siguiente:
Los requerimientos correspondientes a Peritajes y Traducciones deben ser formulados por los Tribunales y Juzgados que lo requieran, conforme los gastos reales de consumo, utilizando registros históricos. “

Tabla 1. Detalle del comportamiento histórico de la subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo. Periodo 2019 – 2023.
	 
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto Presupuestado
	       809.331.213 
	       833.379.048 
	       889.263.485 
	         609.232.478 
	        737.057.114 

	Variación 
	 
	2,97%
	6,71%
	-31,49%
	21%


Fuente: SIGA PJ
Nota: Corresponde solamente a los recursos ordinarios del Poder Judicial.
Como se observa en la tabla anterior, en los años 2019, 2020 y 2021 el presupuesto ha venido en ascenso año tras año; sin embargo, para el año 2022, presentó un decrecimiento de ¢280.031.007 (31.49%) en relación con los recursos formulados para el 2021, mientras que para el 2023 presenta un crecimiento del 21%, y en términos absolutos de ¢127.824.636, en relación con los recursos formulados para el 2022.
  

Figura N° 1. Comportamiento de la Subpartida 10499 en los periodos 2019 – 2023. 
El crecimiento que presenta esta subpartida obedece principalmente al acatamiento por parte de los Centros de Responsabilidad de la Circular 138-2021 emitida por la Dirección Ejecutiva denominada “ Recursos para el pago de peritajes” donde se indica: 

Dado los inconvenientes que se han presentado a nivel institucional con el pago de peritajes, principalmente en el programa 927 “Servicio Jurisdiccional”, debido a que los recursos formulados en la subpartida no fueron suficientes para cubrir la gran demanda… se les solicita formular para el 2023 los recursos que estiman requerir, bajo el histórico de gasto de cada oficina en el programa correspondiente.

Lo anterior, responde a una medida preventiva por parte de la Dirección Ejecutiva para subsanar los inconvenientes que se presentaron en el 2021 a nivel institucional, debido a que los recursos formulados para atender el pago de peritajes no fueron suficiente para cubrir la gran demanda, obligando a la institución a reforzar la Subpartida por medio de Modificación Externa 04-2021 por ¢14.626.893 y la 05-2021 por ¢6.348.400, para un total de ¢ 20.975.293.

Es importante aclarar que esta Circular es contraria a lo acordado por Corte Plena en sesión en la sesión Nº 54-2021 celebrada el 13 de diciembre, artículo XXVIII, donde se acordó que el límite presupuestario para el 2023 debe ser igual o menor al aprobado para el presupuesto del 2022, respetando el equilibrio de los montos asignados de gasto corriente (partidas 0, 1, 2, 6 y 9) y gasto de capital (partidas 5 y 7). 
Entre los rubros más significativos que contiene esta subpartida, se destacan los artículos 05284 “Peritajes” por ¢259.991.938, 05325 “Traducciones” ¢ 157.437.310 “Servicios de Gestión y Apoyo” por ¢141.857.261, 05233 “Servicio de Fumigación” por ¢51.329.314 y 23469 “Servicio de Monitoreo de GPS” por ¢53.595.478 (Contrato). 



Figura N° 2. Formulación y Ejecución Periodos 2019 – 2023

En el siguiente gráfico se puede observar el comportamiento de la subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo, tanto en la formulación, como en la ejecución, donde se observa que en el 2023 es el año donde más recursos se han formulado. 


Fuente: SIGA PJ

Análisis de la ejecución presupuestaria de la subpartida 

Tabla 2. Ejecución presupuestaria Otros Servicios de Gestión y Apoyo- Periodo 2019 – 2021


  Fuente: SIGA PJ 
    
Como se observa, en la tabla anterior en los dos últimos años, la ejecución ha venido en retroceso alejándose del porcentaje considerado como aceptable por el Ministerio de Hacienda (90%), por lo que se podría deducir que, conforme a lo ejecutado en años anteriores, los recursos formulados para el 2023 (¢737,057.114), se acerca más a las necesidades reales.   
Es consulta realizada a Don Wilberth Kidd Alvarado, Subdirector de la Dirección Ejecutiva sobre el porqué la baja ejecución en esta subpartida manifestó que es difícil prever recursos en esta subpartida sobre todo en el tema de peritajes y traducciones debido a que las necesidades son impredecibles, pero él no contar con recursos para atender estas necesidades obliga a la Dirección Ejecutiva a sacrificar otras necesidades para atender este tema, sobre todo, porque es un tema de Acceso a la Justicia. 
Por otra parte, continúa manifestando que, la baja ejecución para el 2021 obedece principalmente a: 
A finales de año se recibieron ¢30.000.000 del Departamento de trabajo Social, sin embargo, no fue posible su ejecución debido a que se recibieron a destiempo.
Se realizaron varios movimientos a lo interno para darle contenido a la Subpartida.
 Hay peritajes donde se recibe la pericia meses después e incluso se han presentado casos que el visto bueno para el pago lo realizan hasta que el caso se resuelva, por lo que se presentan a cobro meses después.  
Los costos en peritajes y traducciones varían según la necesidad.
Para el 2021 se registra como comprometido la suma de ¢66.453.984
Se debe considerar que el no contar con estos recursos podría traer como consecuencia un recurso de amparo, que trae consigo muchas implicaciones a lo interno de la institución. 
En relación a los recursos no ejecutados por el Departamento e Trabajo Social, se debe solicitar informe a las Jefatura respectiva, ya que por más de dos años se han incluido recursos para atender diferentes formas de trabajo que impacten la minimización de tiempos de respuesta en los diferentes procesos legales, sin embargo, esto no ha sido concretizado.. 

Variación por programa 2022-2023

Al realizar el análisis comparativo, se observa que el Programa 927 “Servicio Jurisdiccional”, es el programa presupuestario que presenta la mayor formulación de recursos en la subpartida con ¢293.567.893 ,mientras que para el 2022 se aprobaron ¢179.833.029, mostrando un crecimiento en términos absolutos de ¢113.734.864 (63.24%). En el mismo sentido, los Programas 928, 930 y 950, “Organismo de Investigación Judicial”, “Defensa Pública” y “Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos”  muestran un crecimiento del 59%, 96.54% y 50.77%, en relación con los recursos aprobados para el 2022.

En la siguiente tabla se muestra el detalle de la variación para cada uno de los programas presupuestarios:

Tabla 3. Porcentaje de variación por programa periodos 2022 – 2023


Fuente: SIGA PJ  


En la tabla anterior se muestra que, a excepción del Programa 929 “Ministerio Público” y el Programa 926  “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo” los restantes programas muestran un crecimiento en los recursos formulados para el 2023, en relación con el monto aprobado para el 2022, siendo el programa 927 “Servicio Jurisdiccional” el que muestra el mayor crecimiento en relación con los recursos solicitados para el 2022.

El crecimiento que se observa en la formulación 2023, obedece principalmente al cumplimiento de la Circular 138-2021, donde la Dirección Ejecutiva solicita a los Centros de Responsabilidad formular para el 2023 los recursos que estiman necesario y evitar así el inconveniente presentado en el 2021, principalmente para el programa 927, donde no se contó con los recursos suficientes para honrar el pago de peritajes. 

 A continuación se presenta una tabla donde se muestra el comportamiento de la Subpartida en relación con los artículos de peritajes y traducciones para los años 2021-2022-2023. 






En la tabla anterior se observa que para el 2023 se están solicitando ¢117.901.374 de más en comparación con lo aprobado para el 2022 en el Programa 927, de los cuales ¢103.520.088 corresponden a Peritajes y ¢14.381.286 a Traducciones. 




Es importante indicar que la Circular 138-2021 fue elaborada y publicada por la Dirección Ejecutiva en octubre del 2021, fecha en ya se había formulado y aprobado por Corte Plena el Anteproyecto de Presupuesto del año 2022; por lo que es de esperar que para el 2022, no se hayan formulado los recursos suficientes para atender esta necesidad. 
En la Modificación Externa 03-2022 se observa que esta subpartida se está reforzando por la suma de ¢23.322.681, de los cuales ¢19.342.681, corresponden al Programa 927 y ¢3.980.000, al Programa 930, además de varios movimientos mediante Modificaciones Internas. 


Figura N° 3. Distribución de recursos por Programa, para la subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo





Según se muestra en la figura N° 3, el programa 927 “Servicio Jurisdiccional”, es el que formula la mayor cantidad de recursos para el periodo 2023, con un total de ¢293.567.893, lo que representa un 39.83% del total de los recursos de la subpartida; seguido del Programa 926 “Dirección Administración y Otros Órganos de Apoyo” con ¢205.016.911 para un total del 27.82% y el Programa 929 Ministerio Público con ¢121.896.999 y un porcentaje del 16.54%. 

En un menor porcentaje los programas 928 OIJ, 930 Defensa Pública y 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, los cuales representan un 19.84% del total de recursos formulados.



Distribución por Centro de Responsabilidad

Centros de responsabilidad con los montos más representativos dentro de la subpartida.
Tabla 4.  Distribución de la subpartida por Centro de Responsabilidad Periodo 2023.

Dentro de “Otros Centros de Responsabilidad” lo conforman Todos aquellos cuyo porcentaje de representación es menor al 2% del total formulado para el 2023. Se adjunta Archivo.   



 	Según se muestra en el cuadro anterior, la concentración de recursos para el periodo 2023 por Centro de Responsabilidad, recae sobre el Ministerio Público con ¢121.896.999, de los cuales ¢58.128.708 corresponden a Peritajes y ¢59.598.024 a Traducciones,  Organismo de Investigación Judicial ¢92.263.826, la Dirección Ejecutiva con ¢63.115.993,Primer Circuito Judicial de San José ¢62.872.135 y Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional por ¢42.203.736, representando dichos centros de responsabilidad, un 52% de la totalidad de recursos solicitados en la subpartida. 
 
A continuación, se presenta un detalle por programa de los servicios que se formulan en esta subpartida para el 2023.



A continuación, se presenta el detalle de los ¢141.857.261, requerimientos o servicios que pretenden adquirir los Centros de Responsabilidad que formulan 
	
Programa 
	Centro de Responsabilidad 
	Monto
	Justificación 

	

	Programa 926
	Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	         33 659 736 
	Se requieren para atender el Contrato 32119, que brinda el servicio de difusión, monitoreo y análisis de las interacciones en redes sociales sobre temas del Poder Judicial.

	
	
	
	
	

	
	Comisión Nacional de Mejoramiento de la Justicia
	          25 235 000 
	Para atender dentro del marco de la Política de Justicia Abierta y la Política de Participación Ciudadana las consultorías tendientes a la especialización en estos temas para fortalecer todos esfuerzos que el Poder Judicial está realizando para posicionarse como líder internacional en Justicia Abierta.
	

	
	Adm. I Circuito Judicial de la Zona Sur 
	            1 500 000 
	 Se requieren para atender el traslado e instalación de cámara de vigilancia en el edificio de Tribunales de Pérez Zeledón, específicamente en el área de recepción y de caja chica, esto debido a que en el lugar transitan personas externas y por recomendación del Departamento de Servicios Generales se recomendó reubicarla, para un mejor uso del recurso disponible. 



En consulta realizada a Wilberth Kidd de la Dirección Ejecutiva manifestó que en ningún momento se ha girado o pensado girar una directriz donde se piense colocar una cámara de seguridad en cada una de las cajas chicas a nivel institucional.  



	

	
	Escuela Judicial
	             6 370 000 
	Los recursos son necesarios para contratar un equipo o persona experta psicóloga, socióloga entre otras características que le permitan realizar la evaluación de competencias ajustándose a las necesidades institucionales, para apoyo a los Programas de Formación Inicial de Aspirantes a la Judicatura (FIAJ), y de especialización y actualización para juezas y jueces 1. 
En consulta realizada a Eimy Solano, Administradora de la Escuela Judicial indica que se contratan debido a que el Poder Judicial no cuenta con personal para atender temas tan específicos ya que las pruebas psicométricas para ingresar al Programa FIAJ, responde a un conjunto de capacidades y criterios, que unidos al resultado obtenido en la prueba de conocimientos, permitirá el ingreso a un programa de formación por competencias, que permita  en las personas participantes el desarrollo de conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes indispensables para su futuro desempeño jurisdiccional, a través de espacios de enseñanza-aprendizaje que favorezcan una formación integral, participativa y aplicada, para su óptimo ejercicio profesional en consonancia con los postulados del sistema democrático de derecho, así como su sensibilización hacia la población usuaria y los diversos contextos socioculturales y económicos en los cuales cumplirá su actuación.
	En síntesis, se emplean pruebas psicométricas en ambas tareas, pero su finalidad, criterios y parámetros son diferentes, ya que sus resultados responden a poblaciones diferentes.
Las contrataciones se realizan según la necesidad que se presenta en cada caso. 
El área de Psicología y de Trabajo Social, la unidad interdisciplinaria,  evalúa a aquellas personas que tengan posibilidad de quedar elegible como persona juzgadora,  para establecer la capacidad e idoneidad para el puesto, según el perfil ocupacional preestablecido y cuyos resultados serán parte integral del proceso de selección. Esta área interdisciplinaria, elabora el informe de idoneidad, el cual es cualitativo e integral y es un insumo utilizado únicamente por los órganos decisorios.
Se 
	

	
	Sección Gestión de la Capacitación 
	10 000 000
	Estos recursos se requieren para contratar servicios profesionales de diseño y producción multimedia, en vista de que el Subproceso Gestión de la Capacitación se ha visto en la obligación de enfocar sus esfuerzos en el desarrollo de capacitaciones virtuales por las restricciones sanitarias generadas por la pandemia que impiden la presencialidad. 

En consulta realizada a Cheryl Bolaños me indica que en el subproceso se cuenta con una única persona profesional en diseño y producción multimedia, no está siendo suficiente el trabajo de esta persona para todas las necesidades institucionales que han aumentado considerablemente por las restricciones a la presencialidad.  

	

	
	Presidencia de la Corte
	                592 800
	Para la contratación de servicios de curaduría de obras de arte para su adquisición o diagnóstico de estado de preservación
	

	
	Departamento de Servicios Generales 
	             1 100 000 
	Para atender improvistos en contrataciones de servicios especializados como técnicos de equipos en seguridad y otros. 
	

	
	Sección de Cooperación y Relaciones Internacionales 
	               386 400
	Para tramitar traducciones de convenios, reglamentos y demás documentos que deben enviarse al exterior.
En consulta realizada a David Campos Barquero, de la Presidencia de la Corte indica que, se contratan debido que las traducciones oficiales generalmente son trámites o convenios muy delicados en su traducción, por lo que un requisito oficial es realizarlas por medio de la lista de peritos traductores autorizados por la cancillería.  

	

	
	Comisión de Salud Ocupacional 
	             1 750 294 
	En consulta realizada a Danny Rodriguez Villegas Encargado de la formulación de la Comisión de Salud Ocupacional  indica que los recursos son para la confección de afiches, comunicados, volantes, despegables, entre otros, para promover el Modelo y  Programa de Salud Ocupacional a nivel institucional. .Estos recursos se solicitan para realizar un estudio de prevalencia de las secuelas producto del COVID en los servidores judicialesSi ya se aprobó. 
	

	Programa 927
	Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas 
	             1 800 000 
	Para atender gastos propios del despacho en diligencias consulares en embajadas. 
	

	
	Administración Regional I Circuito Judicial Zona Sur (Supernumerarios)
	            1 000 000 
	Los recursos formulados en esa subpartida se requieren para atender el traslado e instalación de cámaras de Vigilancia en el edificio de Tribunales de Buenos Aires, esto debido a que en dicho lugar no se CCTV y no cuenta con vigilancia las 24 del día, por lo que se requiere la instalación de cámaras de Seguridad. 

	

	Programa 928
	Organismo de Investigación Judicial 
	              58 463 031
	Estos recursos son requeridos para el pago de auditorías y evaluaciones por parte del ente acreditador (ANAB), para efectos de contar con certificación de calidad en el Laboratorio Forense. Para uso en acreditación norma ISO en Medicina Legal. Para contrato EBI en la Oficina de Depósito de Objetos, para el contrato para la destrucción de evidencias que por orden del juez quedan eliminadas del proceso y para atender imprevistos. En consulta realizada a Carolina Castillo Obando del OIJ, indica que el incinerador en San Joaquín tiene una función específica que es desechar droga, mientras que los objetos de destrucción de evidencias pueden ser muy variables. (Televisores, Cuchillos, Armas punzocortantes…entre otras)
	

	Total:
	        141.857.261 
	 
	




Es importante indicar que, si bien en esta subpartida no hay ninguna restricción específica que regule la formulación de recursos para el 2023, se verificó el cumplimiento de las directrices generales como la no creación de nuevos contratos para publicaciones y GPS. 

1.2 Requerimientos Adicionales
1. La Contraloría de Servicios solicita la suma de ¢6.000.000, para atender el artículo 14 inciso 13 de la Ley de Contraloría de Servicios, donde se establece que se deben aplicar instrumentos que permitan medir la percepción de las personas usuarias sobre la calidad en la prestación de servicios, el grado de satisfacción. De acuerdo con lo anterior, se desea contratar los servicios externos para actualizar la encuesta de percepción y satisfacción de los servicios del Poder Judicial 2021, con el fin de contar con mediciones nuevas y vigentes que permitan generar información sobre el estado de los servicios, la cual es un insumo que se facilita a los jerarcas para la toma de decisión. 
En consulta realizada a la licenciada Ericka Chavarría Astorga  Subcontralora de Servicios del I Circuito Judicial del porque el estudio no se realiza con el personal asignado a la oficina indico que, la necesidad de contratar una empresa externa obedece a que estas empresas cuentan con amplia experiencia en este tipo de investigaciones (investigación de mercado), lo cual, permite contar con muestra originada de una teoría para su definición, con un grado de confiabilidad y margen de error, estadísticamente comprobado. Además,  estas empresas cuentan con profesionales de diversas disciplinas como en el área de estadística, ingeniería, psicología, sociología, ente otras, lo cual, permite que el estudio incorpore una perspectiva integral, reconociendo las necesidades de las personas y las técnicas necesarias para la aplicación de la encuesta, logrando obtener resultados más confiables.
En virtud de lo anterior, se desprende que las principales razones por las cuales, se requiere nuevamente contratar el servicio, es por la experiencia comprobada de las empresas oferentes y por no contar la Contraloría de Servicios con la capacidad instalada para realizar un estudio nacional orientada a conocer la percepción de los servicios institucionales a nivel nacional.

Es importante indicar que estos recursos se solicitan como “Requerimientos Adicionales, en cumplimiento a lo acordado por Corte Plena en la sesión Nº 54-2021 celebrada el 13 de diciembre, artículo XXVIII, donde se conoció el oficio número N°1291-PLA-PP-2021 del 16 de noviembre, relacionado con el informe de la estimación del porcentaje de crecimiento para el presupuesto 2023, aprobándose un 0%. Es decir,  que el límite presupuestario para el 2023 debe ser igual o menor al aprobado para el presupuesto del 2022. 
En caso de aprobarse estos recursos el monto de esta Subpartida ascendería a ¢743.057.114 con una variación porcentual del 21.97% en relación a los recursos aprobados para el 2022.

-0-
Se acordó: 1) Se dan por conocidos los recursos solicitados en la subpartida 10499 Otros Servicios de Gestión y Apoyo, sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales. 2) Solicitar a la Jefatura de Trabajo Social que en el plazo máximo de 10 días naturales informe a este Consejo Superior, las razones de la no ejecución de  los recursos asignados para implementar el proyecto de contrataciones externas en Trabajo Social y Psicología, de tal forma que ayuden a la disminución de los tiempos de respuesta en la prestación del servicio público, el informe deberá ir acompañado de la duración de los plazos hoy día por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología detallado por materia y por zona. A partir del informe se analizará incluir los recursos necesarios para hacerle frente a la atención de los servicios en el año 2023. 3) En relación con los requerimientos adicionales en la Subpartida 10499 Servicios de Gestión y Apoyo, solicitados por la Contraloría de Servicios, por la suma de ¢6.000.000, (seis millones de colones exactos), para atender la contratación de servicios externos para la aplicación de instrumentos que permitan medir la percepción de las personas usuarias sobre la calidad en la prestación de servicios, el grado de satisfacción, se acuerda aprobar los recursos solicitados. La magistrada Solano se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTICULO XI 
Documento N° 3767-22
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartidas 10501 Transporte dentro del País, 10502 Viáticos dentro del País, 10503 Transporte en el Exterior y 10504 Viáticos en el Exterior
En las subpartidas de transporte y viáticos se formulan los recursos para el pago de hospedaje y alimentación para las personas servidoras judiciales, cuando estas se desplazan de su lugar de trabajo para realizar actividades laborales, ya sea dentro o fuera del país. Adicionalmente, se incluyen recursos para las siguientes necesidades:
Ayuda Económica a Facilitadores Judiciales
En este rubro se incluyen las ayudas a las personas facilitadoras judiciales, las cuales son voluntarias y trabajan de la mano y supervisión de Juezas y Jueces, son promotoras de la paz social y de las buenas relaciones en sus comunidades, en donde fueron electas en asambleas públicas y democráticas. Tienen dentro de sus funciones ser multiplicadoras de información sobre servicios y trámites judiciales y ser mediadoras de conflictos menores en el lugar donde habitan entre vecinas y vecinos.
Ayuda Económica a Testigos
En este rubro se incluyen los recursos para brindar ayuda económica a testigos, personas menores en conflicto con la ley, víctimas, imputados, personas con discapacidad y sus acompañantes, que por sus condiciones de pobreza o circunstancias particulares lo requieran, para cubrir los gastos que se originen producto de su traslado a las oficinas o despachos judiciales. En ningún caso esta ayuda se entenderá como una retribución por atender el llamado judicial.  Se cubrirá la ayuda económica a los acompañantes cuando, además de la condición de pobreza, se compruebe que la persona no puede desplazarse sola, ya sea por su condición de discapacidad, porque se trata de una persona menor de edad, un adulto mayor o porque priven otras condiciones que lo hagan indispensable.
En el programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, este rubro es particularmente distinto al resto de los programas presupuestarios, ya que como parte de los servicios que brinda la Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos, es importante resaltar que destaca la protección de personas, la salvaguarda de su vida e integridad física y la de sus familiares. Cuando una persona ingresa al programa de protección, dentro de las medidas extraprocesales que se otorgan, se encuentra la reubicación en un sitio seguro, para lo cual en los casos en que la persona carece de recursos económicos, se asume el pago de hospedaje, desayuno, almuerzo y cena, según lo estipulado en la Ley N°8720, incluso en algunos casos son grupos familiares numerosos. También, se gestiona el pago de desayuno, almuerzo y cena de las personas usuarias de escasos recursos económicos que se presentan a participar en diligencias judiciales, tales como audiencias, juicios y asistencia a terapia psicosocial.  Condiciones que se han incrementado debido a la pandemia y por el desempleo.

Con respecto a la comparación de los recursos aprobados en el 2022 y los formulados en el 2023 en las subpartidas presupuestarias relacionadas con transporte y viáticos, se presenta un decrecimiento total del 1,32%. La subpartida 10501 Transporte dentro del País decrece un 2,23%, la subpartida 10502 Viáticos dentro del País decrece un 1,25% y las subpartidas 10503 Transporte en el Exterior y 10504 Viáticos en el Exterior se mantienen exactamente igual, es decir 0% de variación. En términos absolutos las subpartidas 10501 Transporte dentro del País decrecen ¢2.191.218 y la 10502 Viáticos dentro del País ¢16.200.993. 

Cuadro N°1
Subpartidas de Transporte y Viáticos
Comparativo del Presupuesto 2022-2023

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Es importante señalar que la contención del gasto que existe en las subpartidas de transporte y viáticos dentro del país y en el exterior, responde a la directriz establecida según acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión N°12-13, artículo VII y acogido por Corte Plena en las sesiones Nº13-13, artículo XLIV y Nº28-2017, artículo XV, en el sentido de limitar las giras y en su lugar, hacer uso de los medios tecnológicos para realizar reuniones, conversatorios, actividades de capacitación y diligencias judiciales. Estableciendo límites en cuanto a los recursos formulados en los anteproyectos de presupuesto, para que los mismos sean menores o iguales a los formulados en el año anterior.

Adicionalmente, en cuanto a transporte y viáticos en el exterior, Corte Plena en el acuerdo tomado en la sesión N°28-2017, articulo XV, aprueba restringir las autorizaciones para viajes al exterior, realizando únicamente aquellos viajes oficiales de interés institucional que sean estricta y absolutamente necesarios.

En las 10501 Transporte dentro del País y la 10502 Viáticos dentro del País, se incluyeron recursos para el programa presupuestario 951 Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones. En la subpartida 10501 Transporte dentro del País en el 2023 se incluye ¢1.000.000 y en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País se formularon en el 2022 ¢1.700.000 y en el 2023 ¢1.000.000. Estos rubros fueron rebajados de los datos y no se consideraron para el análisis de estas subpartidas en el cuadro 1 anterior. 

Del monto total formulado en el 2023 en las subpartidas de transporte y viáticos, un 91% corresponde a la subpartida 10502 Viáticos dentro del País, un 7% a la subpartida 10501 Transporte dentro del País y un 1% para cada una de las subpartidas 10503 Transporte en el Exterior y 10504 Viáticos en el Exterior.

Gráfico N°1
Subpartidas 10501 Transporte dentro del País, 10502 Viáticos dentro del País, 10503 Transporte en el Exterior y 10504 Viáticos en el Exterior Distribución 2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

A continuación, se analiza el comportamiento individual de cada una de estas subpartidas presupuestarias.

Subpartida 10501 Transporte dentro del País

Comportamiento Histórico de la Subpartida

Los recursos formulados en la subpartida 10501 Transporte dentro del País, responden a las necesidades de traslado dentro del territorio nacional cuando los servidores judiciales se desplazan de su lugar de trabajo para realizar sus actividades laborales. También se incluyen recursos para personas externas a la Institución, a través de ayudas económicas para facilitadores judiciales, víctimas y testigos.

Cuadro N°2
Subpartida 10501 Transporte dentro del País
Detalle del Comportamiento Histórico 2019-2023

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En el cuadro anterior se muestran los montos formulados en la subpartida 10501 Transporte dentro del País para los últimos 5 años, presentando un decrecimiento en el todo el período, excepto en el 2021 que incrementa en un 12,45%. Para el 2023 hay formulados ¢2.191.218 menos que el año anterior.

En cuando a los gastos de transporte dentro del país como parte de las restricciones del gasto a nivel institucional, desde hace varios años se estableció que el monto a formular debe ser menor o igual al del año anterior. En el documento de Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, específicamente la directriz presupuestaria N°43 indica:

“Con relación a los Gastos de Viaje y Transporte en el Interior del País, de acuerdo con los lineamientos para formulación presupuestaria 2014, aprobados por Consejo Superior en la sesión N°12-13, artículo VII y acogidos por Corte Plena en sesiones Nº13-13, artículo XLIV y Nº28-2017, artículo XV, se aprobó que se deben limitar las giras y en su lugar, hacer uso de medios tecnológicos para realizar reuniones, conversatorios, actividades de capacitación y diligencias judiciales. De manera que, en todos los casos, los montos formulados deben ser a lo sumo iguales al monto aprobado para el año 2022.”  

En el siguiente gráfico se presenta la formulación y ejecución presupuestaria de la subpartida 10501 Transporte dentro del País para el periodo del 2019 al 2023. En el 2019 los recursos ejecutados fueron más que los formulados. En el 2020 y 2021 se presenta la particularidad de que por la pandemia las giras se limitaron y esto afectó la ejecución de los recursos de la subpartida. Para el 2022 y 2023 se tiene la expectativa de que las condiciones van a mejorar y se podrán retomar las actividades ordinarias.

Gráfico N°2
Subpartida 10501 Transporte dentro del País,
Formulación y Ejecución 2019-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

El Consejo Superior en la sesión extraordinaria N°22-20202 del 15 de marzo, artículo único, difundido mediante la circular N°46-2020 “Adición a la circular N°35-2020 denominada “Lineamientos institucionales que deben ser aplicados ante la llegada del CORONAVIRUS (COVID-19)”, acuerda que debido a la situación acontecida por la emergencia nacional producto del Covid-19, se suspenden las giras de trabajo en tanto legalmente sea factible. Mediante circular N°66-2020, del 08 de abril de 2020, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de los despachos judiciales de país, abogados, abogadas y público en general, el marco regulatorio general para la tutela del derecho a la salud y la vida de las personas servidoras del Poder Judicial, personas usuarias y sus familias y garantizar la continuidad de los de servicios judiciales, con motivo de la emergencia sanitaria provocada por el virus COVID-19, dentro de las cuales se mantiene la suspensión de giras de trabajo. 

Posteriormente, con motivo de la Circular N°100-2020 de la Secretaría General, producto de la sesión extraordinaria de la Corte Plena N°26-2020, celebrada el 13 de mayo, artículo único, se acuerdan nuevas disposiciones en las que se establecen las condiciones y lineamientos para un retorno paulatino de todas las oficinas judiciales al trabajo, siguiendo las indicaciones del Ministerio de Salud y debido a la necesidad de retomar las giras para garantizar la continuidad del servicio. El Consejo Superior en la sesión N°53-2020 celebrada el 28 de mayo, artículo LXIX, acordó retomar las giras de trabajo necesarias e impostergables bajo ciertas condiciones, esto fue publicado en la Circular N°110-2020 de la Dirección Ejecutiva.

“1) Se autoriza retomar las giras que resulten necesarias e impostergables para garantizar la continuidad del servicio, en el entendido que para los efectos es responsabilidad de cada oficina judicial el determinar su necesidad y el cumplimiento para todos los casos de las disposiciones del Ministerio de Salud, verificando que la persona servidora que deba realizar las giras no presente síntomas respiratorios (fiebre y tos/estornudos). 2) Quienes se desempeñan el puesto de chofer, deberán en acatamiento a los lineamientos establecidos por el Ministerio de Salud: a-) Disponer de alcohol gel o solución alcohólica en los vehículos para la limpieza constante de manos. b-) Utilizar careta y/o mascarilla quirúrgica cuando viajen acompañados y velar por el adecuado aseo y limpieza del vehículo. c-) Mantener las ventanas abiertas, utilizar el aire acondicionado sólo en casos necesarios; además de velar por que los filtros del sistema de aire acondicionado, se cambien según la recomendación del fabricante del vehículo. 3) Tanto los choferes como los pasajeros deberán observar las medidas establecidas respecto a la manera correcta de estornudar, toser, lavado de manos, evitar tocarse los ojos y cara en general; así como respetar el distanciamiento adecuado dentro del vehículo.”

En el 2021 el Consejo Superior en la sesión N°09-2021 celebrada el 02 de febrero, artículo XV, solicita a la Comisión Institucional de Emergencia la revisión de la circular N°66-20, con la finalidad de ajustarla a la realidad actual de la pandemia en el país, considerando la viabilidad de flexibilizar las medidas, ente ellas la apertura del gimnasio, la realización de giras y el levantamiento de la restricción las personas meritorias en los despachos judiciales, ante la necesidad institucional de contar con esos servicios, pero siempre con el debido cumplimiento de las disposiciones y lineamientos que el Ministerio de Salud dicte y que sean aplicables al Poder Judicial. Al respecto el Consejo Superior en la sesión N°98-2021 celebrada el 16 de noviembre, artículo LII, conoció la propuesta de la Comisión de Emergencia a la circular N°66-2020, además, conoció un informe del Despacho de la Presidencia. En la parte dispositiva se indica: 

Se acordó: 1.) Tener por recibidos los siguientes documentos: a.) Oficio N°PS1-68-2021 del 5 noviembre de 2021, suscrito por el magistrado Luis Guillermo Rivas, en su condición de Coordinador de la Comisión de Emergencia. b.) Oficio N°DP-592-2021 del 15 de noviembre de 2021, remitido por el máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, devolver a la Comisión de Emergencias la propuesta de circular remitida a este Consejo Superior, para que la actualice tomando en consideración la situación actual del país con respecto a las condiciones sanitarias presentes, así como los acuerdo emitidos por este órgano relativo a la vacunación obligatoria, por lo anterior, el archivo de la Secretaría General de la Corte colaborará con la citada Comisión en caso de requerir los acuerdos relativos al presente tema. 3.) El Despacho de la Presidencia tomará nota del presente acuerdo.”

Posterior a esta fecha y según la consulta realizada a la Secretaría de la Corte, se mantiene pendiente la respuesta del oficio N°10896-2021.




Análisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida

El siguiente cuadro resumen muestra el comportamiento de la ejecución presupuestaria respecto a lo formulado, períodos del 2019 al 2021.

Cuadro N°3
Subpartida 10501 Transporte dentro del País
Ejecución Presupuestaria 2019-2021


 Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En el 2019 se observa una ejecución presupuestaria por encima del 100%, teniendo que reforzar en ¢4.872.674 esta subpartida para cumplir con las necesidades ordinarias de la Institución. Específicamente en el 2020 en esta subpartida se cedieron ¢4.488.365 como parte de rebajos aplicados por el Ministerio de Hacienda. Por otra parte, la pandemia ocasionó que las giras se suspendieran, dejando únicamente lo estrictamente necesario, aspecto que afectó de manera significativa la ejecución presupuestaria de esta subpartida, mostrando para este año tan solo el 56,99%. Para el 2021 la ejecución presupuestaria se mantuvo por debajo de la formulación presupuestaria, una situación muy similar a la de año anterior.

Variación por Programa Presupuestario 2022-2023
Con respecto a la distribución de los recursos por programa presupuestario, en el siguiente cuadro se muestra la información de la ejecución 2021, presupuesto aprobado para el 2022 y los recursos formulados para el 2023, con el respectivo porcentaje de variación 2022-2023. Los programas presupuestarios 927 Servicio Jurisdiccional y 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos para el 2023 decrecen un 11,77% y 41,94% respectivamente, el 928 Organismo de Investigación Judicial y el 930 Defensa Pública mantienen el mismo monto formulado y el 926 Dirección y Administración y 929 Ministerio Público crecen levemente un 1,48% y 3.63% respectivamente. A nivel general se presenta un decrecimiento del 2,23% en esta subpartida.

Cuadro N°4
Subpartida 10501 Transporte dentro del País
Porcentaje de Variación por Programa Presupuestario 2022-2023

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

A diferencia del año 2022 que se presentó un decrecimiento en todos los programas presupuestarios, para el 2023 los rubros se mantienen muy parecidos al año anterior y por encima de los ejecutados en el 2021, considerando como supuesto que para el 2023 se retornará a la normalidad.

Según se muestra en el siguiente gráfico, el programa presupuestario con más recursos formulados para el 2023 en la subpartida 10501 Transporte dentro del País, es el 926 Dirección y Administración con un 44,05%, seguido por el 927 Servicio Jurisdiccional con un 21,36%, 930 Defensa Pública con un 14,80%, 928 Organismo de Investigación Judicial con un 11,84%, 929 Ministerio Público un 7,49% y el 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos con un 0,47%.

Gráfico N°3
Subpartida 10501 Transporte dentro del País
Distribución Porcentual por Programa Presupuestario 2023

 
   Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Distribución por Centro de Responsabilidad

En el siguiente cuadro se muestra la distribución por centro de responsabilidad en la subpartida 10501 Transporte dentro del País, haciendo una comparación de los recursos aprobados en el 2022 y los formulados para el 2023 y la variación porcentual. De manera general se indica que los montos formulados 2023 se mantienen con respecto a lo aprobado en el 2022, pero en algunos centros se presentan rebajos.

Cuadro N°5
Subpartida 10501 Transporte dentro del País
Distribución por Centro de Responsabilidad 2022-2023

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Los centros de responsabilidad que tienen la mayor representatividad en los recursos formulados para el 2023 en la subpartida 10501 Transporte dentro del País, se presentan en el siguiente gráfico.

Gráfico N°4
Subpartida 10501 Transporte dentro del País
Distribución por Centros de Responsabilidad más Representativos 2023

Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

A continuación, se detallan los centros de responsabilidad que formulan más recursos para el 2023 en la subpartida 10501 Transporte dentro del País.
Defensa Pública ¢14.217.600
¢9.849.600 para el pago de transporte a funcionarios.
¢4.368.000 para ayudas económicas a víctimas y testigos.
Organismo de Investigación Judicial ¢11.372.126
¢10.807.126 para el pago de transporte a funcionarios.
¢565.000 para ayudas económicas a víctimas y testigos. 
Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia ¢9.447.030
¢117.420 para el pago de transporte a funcionarios.
¢9.329.610 para ayudas económicas para facilitadores judiciales.
Ministerio Público ¢7.192.626
¢5.448.078 es para el pago de transporte a funcionarios.
¢1.744.548 para ayudas económicas a víctimas y testigos.
Dirección Ejecutiva ¢5.438.701 para el pago de transporte a funcionarios.
Dirección de Tecnología de la Información ¢5.000.000 para el pago de transporte a funcionarios. 

Variación Distribución por Artículo

[bookmark: _Hlk509579723]En el siguiente cuadro se presenta la variación en la formulación detallada por artículo entre el año 2022 y 2023.

Cuadro N°6
Subpartida 10501 Transporte dentro del País
Variación de Recursos Presupuestados por Artículo 2022-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Para formalizar el procedimiento de pago de viáticos y transporte de ayudas económicas a Facilitadores Judiciales, la CONAMAJ con la asesoría y supervisión de la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, elaboraron una propuesta de directriz la cual fue aprobada por Corte Plena en la sesión N°35-16 del 19 de diciembre, artículo XXV. En esta misma propuesta se aprobó modificar el artículo N°3 del Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares para considerar a los Facilitadores Judiciales como excepción. Según lo establecido en la "Directriz Ayuda Económica para Gastos de Viaje a Personas Facilitadoras Judiciales", cuando se le entrega ayuda económica a las personas Facilitadoras Judiciales se utiliza un formulario en donde se detalla la información personal (nombre, cédula, lugar de origen), también el gasto de viáticos (desayuno, almuerzo, cena y hospedaje), así como el gasto de transporte dicho formulario va firmado por la persona facilitadora judicial, así como por la jefatura del despacho judicial. En caso de que requieran hospedaje se les solicita la factura correspondiente.

Requerimientos Adicionales

Como parte de los análisis de los anteproyectos de presupuesto 2023 por centro de responsabilidad, se rebajaron algunos rubros formulados en esta subpartida aplicando la directriz presupuestaria N°43 que señala que los montos deben ser menores o iguales al año anterior. En este sentido, algunos centros de responsabilidad solicitan se les aprueben como requerimientos adicionales estos rebajos aplicados por considerar que son indispensables para el cumplimiento de las labores. A continuación, se presenta el detalle de estos requerimientos adicionales solicitados para el 2023 en la subpartida 10501 Transporte dentro del País.
	Centro de Responsabilidad 
	Subpartida
	Monto Adicional
	Justificación
	Observaciones

	Administración Regional Segundo Circuito Judicial de Alajuela 
	10501 Transporte dentro del País
	¢2.447.055
	Estos recursos se requieren para darle sostenimiento al Programa de Facilitadores Judiciales y de acuerdo con la ejecución 2021.  
	Para el 2021 en esta subpartida se ejecutó la suma de ¢3.365.055, obligando a la Administración a reforzarla.

	Consejo Superior 
	10501 Transporte dentro del País
	¢20.000
	Se requieren para el pago de los peajes cuando se realizan giras por parte de los miembros del Consejo Superior. 
	Para el 2021 en esta subpartida se aprobaron ¢18.720, pero debido a que no se estaban ejecutando los recursos por la pandemia se recortaron. 

	Dirección Planificación

	10501 Transporte Dentro del país

	¢1.691.640


	Para atender los proyectos a cargo del Subproceso de Modernización Institucional y Subproceso de Planificación Estratégica sobre el PEI:
- Proyecto Modelo Penal un total de ¢1.014.000
- Proyecto de Abordaje de la materia Agraria y Penal Juvenil un total de ¢513.640
- Para el nuevo PEI un total de ¢60.000
	Para el 2022 se aprobaron en esta subpartida ¢380.000 y para 2023 solicitan un total de ¢2.071.640. De ese monto ¢484.000 se incorporaron por medio del Sistema de Proyección Plurianual . Para el 2022, se retoma la reactivación de giras con el fin de cumplir con los cronogramas de los proyectos:  Modelo Penal, Abordaje de la materia Agraria y Penal Juvenil, Construcción del nuevo Plan Estratégico Institucional. Cabe indicar que dentro de las posibilidades se estará tratando de implementar actividades mixtas, entre giras y virtualidad, con el fin de lograr una buena distribución de los recursos.

	TOTAL
	¢4.158.695
	



En caso de que el Consejo Superior apruebe estos requerimientos adicionales solicitados en la subpartida 10501 Transporte dentro del País, por un total de ¢4.158.695, se presentaría un incremento del 2% con respecto al año anterior, es decir, ¢1.967.477 más. En el siguiente cuadro se muestra comportamiento de la subpartida con los recursos adicionales incluidos.

Cuadro N°7
Subpartida 10501 Transporte dentro del País
Detalle del Comportamiento Histórico 2019-2023 con Requerimientos Adicionales


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Síntesis 

En síntesis, en la subpartida 10501 Transporte dentro del País el monto formulado para el 2023 es ¢96.063.869 presentando un decrecimiento de 2,23% con respecto a los recursos aprobados para el 2022 que es de ¢98.255.087, cumpliendo con la directriz institucional N°43 que señala que el monto formulado debe ser menor o igual al del año anterior. Si el Consejo Superior aprueba la inclusión de los requerimientos adicionales, el monto total pasaría a ser ¢100.222.564 mostrando un incremento del 2%.

Subpartida 10502 Viáticos dentro del País

Comportamiento Histórico de la Subpartida

Los recursos formulados en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País, responden a las necesidades de hospedaje y alimentación para los servidores judiciales cuando estos se desplazan de su lugar de trabajo para realizar actividades laborales. Además, se incluyen recursos para personas externas a la Institución a través de ayudas económicas para facilitadores judiciales, víctimas y testigos.

Cuadro N°8
Subpartida 10502 Viáticos dentro del País
Detalle del Comportamiento Histórico 2019-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ

En el cuadro anterior se muestran los montos formulados en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País para los últimos 5 años, presentando un decrecimiento en todo el período. Para el 2023 se presenta una disminución del 1,25% que es ¢16.200.993 menos que el año anterior.

En cuando a los gastos de viáticos dentro del país como parte de las restricciones del gasto a nivel institucional, desde hace varios años se estableció que el monto a formular debe ser menor o igual al del año anterior. En el documento de Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, específicamente la directriz presupuestaria N°43 indica:

“Con relación a los Gastos de Viaje y Transporte en el Interior del País, de acuerdo con los lineamientos para formulación presupuestaria 2014, aprobados por Consejo Superior en la sesión N°12-13, artículo VII y acogidos por Corte Plena en sesiones Nº13-13, artículo XLIV y Nº28-2017, artículo XV, se aprobó que se deben limitar las giras y en su lugar, hacer uso de medios tecnológicos para realizar reuniones, conversatorios, actividades de capacitación y diligencias judiciales. De manera que, en todos los casos, los montos formulados deben ser a lo sumo iguales al monto aprobado para el año 2022.”  


En el siguiente gráfico se presenta la formulación y ejecución presupuestaria de la subpartida 10502 Viáticos dentro del País para el periodo del 2019 al 2023, presentando para todo el período ejecuciones menores a lo formulado. En el 2020 y 2021 se presenta la particularidad de que por la pandemia las giras se limitaron y esto afectó la ejecución de los recursos de esta subpartida. Para el 2022 y 2023 se tiene la expectativa de que las condiciones van a mejorar y se podrán retomar las actividades ordinarias.

Gráfico N°5
Subpartida 10502 Viáticos dentro del País
Formulación y Ejecución 2019-2023



        Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Análisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida

El siguiente cuadro resumen muestra el comportamiento de la ejecución presupuestaria respecto a lo formulado, períodos del 2019 al 2021.

Cuadro N°9
Subpartida 10502 Viáticos dentro del País
Ejecución Presupuestaria 2019-2021


     Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Como se indicó anteriormente, los últimos tres años presentan una ejecución presupuestaria por debajo de los montos formulados, siendo el porcentaje de ejecución más bajo el del 2020 con tan solo el 67,31%, producto de las restricciones por la pandemia del Covid-19. 

Variación por Programa Presupuestario 2022-2023
Con respecto a la distribución de los recursos por programa presupuestario, en el siguiente cuadro se muestra la información de la ejecución 2021, presupuesto aprobado para el 2022 y los recursos formulados para el 2023, con el respectivo porcentaje de variación 2022-2023. Los recursos formulados en la subpartida 10502 Viáticos dentro de País decrecen en los programas presupuestarios 927 Servicio Jurisdiccional un 9,45%, 929 Ministerio Público con un 5,02% y el 926 Dirección y Administración un 0,37%, los programas 928 Organismo de Investigación Judicial, 930 Defensa Pública y 950 Programa de Atención y Protección a Víctimas y Testigos mantienen 0%, es decir los montos formulados son iguales al año anterior.  


Cuadro N°10
Subpartida 10502 Viáticos dentro del País
Porcentaje de Variación por Programa Presupuestario 2022-2023



Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.


Según se muestra en el siguiente gráfico, el programa presupuestario con más recursos formulados para el 2023 en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País, es el 928 Organismo de Investigación Judicial con el 41,57%, luego el 926 Dirección y Administración con el 31,05%, el 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos con el 10,79%, el 927 Servicio Jurisdiccional con el 8,96%, 929 Ministerio Público con el 4,17% y por último, el 930 Defensa Pública con el 3,47%.

Gráfico N°6
Subpartida 10502 Viáticos dentro del País
Distribución por Programa Presupuestario 2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Distribución por Centro de Responsabilidad

En el siguiente cuadro se muestra la distribución por centro de responsabilidad en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País, haciendo una comparación de los recursos aprobados en el 2022 y los formulados para el 2023 y la variación porcentual. De manera general se indica que los montos formulados 2023 se mantienen con respecto a lo aprobado en el 2022, pero en algunos centros se presentan rebajos.

Cuadro N°11
Subpartida 10502 Viáticos dentro del País
Distribución por Centro de Responsabilidad 2022-2023

    Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Los centros de responsabilidad que tienen la mayor representatividad en los recursos formulados para el 2023 en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País se presentan en el siguiente gráfico.

Gráfico N°7
Subpartida 10502 Viáticos dentro del País
Distribución por Centros de Responsabilidad más Representativos 2023

       Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

A continuación, se detallan los centros de responsabilidad que formulan más recursos para el 2023 en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País.
Organismo de Investigación Judicial ¢530.435.170
¢526.953.670 para el pago de hospedaje y alimentación a funcionarios.
¢3.481.500 para ayudas económicas a testigos. 
Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos ¢137.650.000
¢55.000.000 para el pago de hospedaje y alimentación a funciones.
¢ 82.650.000 para ayudas económicas a testigos.
Unidad de Adiestramiento ¢111.600.542 para el pago de hospedaje y alimentación a funcionarios. 
Dirección de Tecnología de la Información ¢55.500.000 para el pago de hospedaje y alimentación a funcionarios.
Dirección Ejecutiva ¢53.859.000 para el pago de hospedaje y alimentación a funcionarios.
Ministerio Público ¢53.262.815
¢40.425.443 para el pago de hospedaje y alimentación a funcionarios.
¢12.837.372 para ayudas económicas a testigos.
Defensa Pública ¢44.330.496
¢40.128.000 para el pago de hospedaje y alimentación a funcionarios.
¢4.202.496 para ayudas económicas a terceros.

Variación Distribución por Artículo
En el siguiente cuadro se muestran las variaciones en la formulación detallada por artículo entre el año 2022 y 2023.

Cuadro N°12
Subpartida 10502 Viáticos dentro del País
Variación de Recursos Presupuestados por Artículo 2023


         Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Los recursos formulados para el Servicio de parqueo son presupuestados por las Administraciones Regionales para el pago de parqueo del vehículo oficial cuando se realizan giras y la Unidad de Patrimonio del Departamento de Proveeduría para el vehículo oficial utilizado por el perito cuando se encuentra realizando valoraciones. 

Requerimientos Adicionales
Como parte de los análisis de los anteproyectos de presupuesto 2023 por centro de responsabilidad, se rebajaron algunos rubros formulados en esta subpartida aplicando la directriz presupuestaria N°43 que señala que los montos deben ser menores o iguales al año anterior. En este sentido, algunos centros de responsabilidad solicitan se les aprueben como requerimientos adicionales estos rebajos aplicados por considerar que son indispensables para el cumplimiento de las labores. A continuación, se presenta el detalle de estos requerimientos adicionales solicitados para el 2023 en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País.
	Centro de Responsabilidad 
	Subpartida
	Monto Adicional
	Justificación
	Observaciones

	Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur
	10502 Viáticos dentro del País
	¢400.000
	El monto solicitado como adicional es el faltante para ajustar la subpartida según lo proyectado considerando el gasto histórico, debido a las restricciones presupuestarias se debió ajustar la subpartida, pero los recursos se requieren.
	Los montos fueron recortados por directriz de formulación 2023; sin embargo, es importante indicar que, según la liquidación del 2021, este centro de responsabilidad liquidó el 100% de los recursos asignados.

	Dirección Ejecutiva
	10502 Viáticos dentro del País
	¢9.519.434
	El monto corresponde a solicitudes de la Sección de Transportes Administrativos (¢8.606.469), Sección de Arquitectura e Ingeniería (¢587.270) y Sección de Egresos (¢198.500), según proyecciones y considerando los recursos ejecutados antes de la pandemia, ya que para el 2023 se estima que se normalicen las giras.
	Los montos fueron recortados por directriz de formulación 2023.

	Dirección de Planificación
	10502 Viáticos dentro del país
	¢8.755.870
	Para atender los proyectos a cargo del Subproceso de Modernización Institucional y Subproceso de Planificación Estratégica sobre el PEI:
- Proyecto Modelo Penal un total de ¢6.634.600
- Proyecto de Abordaje de la materia Agraria y Penal Juvenil un total de ¢6.014.400
- Para el nuevo PEI un total de ¢420.000

	Para el 2022 se aprobaron en esta subpartida ¢7.136.730 y para el 2023 solicitan un total de ¢15.892.600.

Lo ingresado corresponde a lo requerido por el personal (alimentación y hospedaje), según el cronograma propuesto en giras de los proyectos:  Modelo Penal, Abordaje de la materia Agraria y Penal Juvenil, Construcción del nuevo Plan Estratégico Institucional. Cabe indicar que dentro de las posibilidades se estará tratando de implementar actividades mixtas, entre giras y virtualidad, con el fin de lograr una buena distribución de los recursos.

	Centro de Conciliación
	10502 Viáticos dentro del país  
	¢1.332.500
	Por motivo de la pandemia se suspendieron las giras, pero a partir de este año se retomando el rol de giras en todas las sedes, lo cual incrementa los gastos en viáticos. Debido a lo anterior solicitan que se mantengan las sumas solicitadas originalmente.
	Para el 2022 se aprobaron en esta subpartida ¢4.026.250 y para el 2023 solicitan un total de ¢5.358.750.


	Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones
	10502 Viáticos dentro del País
	¢19.700.000

	Los recursos se requieren por cuanto en el 2023 se deben hacer trabajos en el nuevo edificio de Puntarenas que conlleva a inspecciones para la habilitación, giras a regionales para implementación del Sistema de Control de Acceso a la Red (NAC) eso abarca al menos 5 giras de implementación.   Se tienen las giras de supervisión que se han pedido retomar donde va un equipo DTI a visitar los edificios para evaluar la infraestructura en DATA CENTER en cuartos de comunicación. 
	En el 2020 y 2021 por la pandemia las giras fueron restringidas y no estaban los proyectos nuevos de Migración de Telefonía IP el de Implantación de SIAG. También se tienen diversas giras para implantaciones del nuevo Sistema de Gestión. Los recursos se consideran indispensables.

	Oficina Rectora de Justicia Restaurativa
	10502 Viáticos dentro del País
	¢450.000

	Recursos requeridos para la programación de giras que se ejecutan para el acompañamiento a los diferentes equipos de Justicia Restaurativa de todo el país. Se presupuesta un aumento ya que se deben ejecutar giras de acompañamiento y capacitación para la implementación en materias de ejecución de la pena y contravenciones.
	Señalan que generalmente para el último trimestre de cada año, los Profesionales deben cubrir los viáticos con fondos propios.

	TOTAL
	¢40.157.804
	



En caso de que el Consejo Superior apruebe estos requerimientos adicionales solicitados en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País, por un total de ¢40.157.804, se presentaría un incremento del 1,85% con respecto al año anterior, es decir, ¢23.956.811 más. En el siguiente cuadro se muestra comportamiento de la subpartida con los recursos adicionales incluidos.

Cuadro N°13
Subpartida 10502 Viáticos dentro del País
Detalle del Comportamiento Histórico 2019-2023 con Requerimientos Adicionales


         Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.



Síntesis
En síntesis, en la subpartida 10502 Viáticos dentro del País tiene un total formulado para el 2023 de ¢1.276.146.471 el cual presenta un decrecimiento del 1,25% con respecto al aprobado para el 2022 que es de ¢1.292.347.464, cumpliendo con la directriz institucional N°43 que señala que el monto formulado debe ser menor o igual al año anterior. Si el Consejo Superior aprueba la inclusión de los requerimientos adicionales por ¢40.157.804, el monto total pasaría a ser ¢1.316.304.275 mostrando un incremento del 1,85%.


Subpartida 10503 Transporte en el Exterior

Comportamiento Histórico de la Subpartida

Los recursos formulados en la subpartida 10503 Transporte en el Exterior, responden a las necesidades de traslado al exterior del país cuando los servidores judiciales se encuentran desarrollando sus actividades laborales.

Cuadro N°14
Subpartida 10503 Transporte en el Exterior
Detalle del Comportamiento Histórico 2019-2023

    Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En el cuadro anterior se muestran los montos formulados en la subpartida 10503 Transporte en el Exterior para los últimos 5 años, en el 2019 se presentó un monto superior ya que se incluyeron ¢15.928.182 para el Proyecto Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa Corte-Europa AID. En el 2020 y 2021 se muestra un decrecimiento en los montos formulados como parte de las limitaciones presupuestarias que se han venido aplicando. Específicamente en el 2021 se vio afectado sensiblemente, lo aprobado por Corte Plena fueron ¢22.206.612 pero con los rebajos aplicados por el Ministerio de Hacienda, quedó en ¢13.885.565. En el 2022 los recursos se incrementan en un 22,52% pero se debe considerar que los rebajos que se aplicaron en el 2021 rebajaron la base. Para el 2023 el monto formulado es el mismo al año anterior, es decir 0% de variación. Esta subpartida se ha visto afectada sensiblemente por la expectativa de no realizar viajes al exterior producto de la pandemia. 

En cuando a los gastos de transporte en el exterior como parte de las restricciones del gasto a nivel institucional, desde hace varios años se estableció que el monto formulado debe ser menor o igual al del año anterior. En el documento de Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, específicamente la directriz presupuestaria N°42 indica:

“Como medida de contención del gasto, la Corte Plena en sesión N°28-2017, articulo XV, aprobó restringir las autorizaciones para viajes al exterior, realizando únicamente aquellos viajes oficiales de interés institucional que sean estricta y absolutamente necesarios, en los cuales todos los gastos sean cubiertos por la entidad organizadora, se exceptúa de lo anterior, los viajes para atender compromisos previamente adquiridos relacionados con las Cumbres Judiciales y la Interpol. Al igual que restringir el pago de diferencias o viáticos complementarios cuando sea procedente. Posteriormente, el Consejo Superior en la sesión N°12-13, artículo VII y Corte Plena en la sesión N°13-13, artículo XLIV, aprueban los lineamientos para formulación presupuestaria 2014, en donde se acuerda que, en Gastos de Viaje y Transporte en el Exterior del País, se debe mantener el mismo monto del presupuesto aprobado para el año anterior. Adicionalmente debe considerarse que los gastos que se autoricen por estas subpartidas deben corresponder a aquellos compromisos a nivel internacional previamente adquiridos por el Poder Judicial y se debe justificar explicando claramente la necesidad y el beneficio que recibirá la Institución.”

En el siguiente gráfico se presenta la formulación y ejecución presupuestaria de la subpartida 10503 Transporte en el Exterior para el periodo del 2019 al 2023. En el 2019 los recursos ejecutados fueron relativamente menores, en el 2020 y 2021 por la pandemia los viajes al exterior se limitaron y esto afectó la ejecución de los recursos de esta subpartida. Para el 2022 y 2023 se tiene la expectativa de que las condiciones van a mejorar y se podrán retomar las actividades ordinarias.

Gráfico N°8
Subpartida 10503 Transporte en el Exterior
Formulación y Ejecución 2019-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Análisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida 

El siguiente cuadro resumen muestra el comportamiento de la ejecución presupuestaria respecto a lo formulado, períodos del 2019 al 2021.

Cuadro N°15
Subpartida 10503 Transporte en el Exterior
Ejecución Presupuestaria 2019-2021


    	Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Para el 2019 prácticamente se ejecutan todos los recursos, en el 2020 solamente se logra ejecutar un 8,61% producto de la cancelación de los viajes al exterior por la pandemia y en el 2021 la ejecución logra un porcentaje mayor, pero aún por debajo de los recursos formulados.

Variación por Programa Presupuestario 2022-2023

Con respecto a la distribución de los recursos por programa presupuestario, en el siguiente cuadro se muestra la información de la ejecución 2021, presupuesto aprobado para el 2022 y los recursos formulados para el 2023, con el respectivo porcentaje de variación 2022-2023. Como se puede observar todos los programas presupuestarios presentan una variación porcentual de 0%, es decir, los montos formulados para el 2023 se mantienen exactamente igual al año anterior.  

Cuadro N°16
Subpartida 10503 Transporte en el Exterior
Porcentaje de Variación por Programa Presupuestario 2022-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.


Análisis de la Distribución por Programa Presupuestario para el 2023
El programa 928 Organismo de Investigación Judicial presupuesta para el 2023 ¢5.950.000, cifra que representa el 34,97% del total formulado en esta subpartida. En el segundo lugar se encuentra el programa 929 Ministerio Público con ¢5.150.000 es decir un 30,27%, seguido por el 926 Dirección y Administración y 927 Servicio Jurisdiccional cada ¢2.000.000 cada uno y un 11,76%, el 930 Defensa Pública ¢1.862.942 que representa un 10,95%, y, por último, el 950 Programa de Atención y Protección de Víctimas y Testigos con ¢50.000 que es un 0,29% del total formulado.
Gráfico N°9
Subpartida 10503 Transporte en el Exterior
Distribución Porcentual por Programa Presupuestario 2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Distribución por Centro de Responsabilidad

En cuanto a los recursos formulados en el 2023 en la subpartida 50103, Transporte en el Exterior, en el siguiente gráfico se muestra la distribución por centro de responsabilidad.

Gráfico N°10
Subpartida 10503 Transporte en el Exterior
Distribución por Centro de Responsabilidad 2023



Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Nota: Presidencia de la Corte incluye recursos de los programas 926 Dirección y Administración y 927 Servicio Jurisdiccional.

Según se muestra en el gráfico anterior, los centros de responsabilidad con recursos formulados en esta subpartida para el 2023 son los siguientes:
Organismo de Investigación Judicial ¢5.950.000 para realizar extradiciones las cuales han aumentado considerablemente. 
Ministerio Público ¢5.150.000, los recursos se utilizan para cumplir con los compromisos internacionales por parte de Fiscalía General ante la Asociación Internacional de Ministerios Públicos y para las oficinas que requieran alguna diligencia internacional.
Presidencia de la Corte ¢4.000.000 para cumplir con los compromisos internaciones, entre otros, con la Cumbre Judicial que se prevé se llevará a cabo en Perú, con la participación de Magistrados y funcionarios de la OCRI.
Defensa Pública ¢1.862.942 para representación en organizaciones internacionales.
Programa de Atención y Protección a Víctimas y Testigos ¢50.000 requeridos por personas de escasos recursos que por protección se deben reubicar fuera del país.

Variación Distribución por Artículo

En la subpartida 10503 Transporte en el Exterior solamente se formula el artículo N°06495 Transporte para el exterior y como se indicó anteriormente, lo formulado en el 2023 es exactamente igual a lo aprobado en el 2022, entonces no existe variación entre un año y otro.
Cuadro N°17
Subpartida 10503 Transporte en el Exterior
Variación de Recursos por Artículo


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.


Requerimientos Adicionales
Como parte de los análisis de los anteproyectos de presupuesto 2023 por centro de responsabilidad, se rebajaron algunos rubros formulados en esta subpartida aplicando la directriz presupuestaria N°42 que señala que los montos deben ser menores o iguales al año anterior. En este sentido, el Organismo de Investigación Judicial solicita que se le apruebe como requerimiento adicional este rebajo aplicado por considerar que es indispensable para el cumplimiento de las labores. A continuación, se presenta el detalle del requerimiento adicional para el 2023 de la subpartida 10503 Transporte en el Exterior.
	Centro de Responsabilidad 
	Subpartida
	Monto Adicional
	Justificación
	Observaciones

	Organismo de Investigación Judicial
	10503 Transporte en el Exterior
	¢4.850.000
	La cantidad de extradiciones ha aumentado considerablemente, por lo que se hace necesario afrontar el contenido correspondiente. 
	Durante el 2021 se partió de un presupuesto inicial de ¢6.695.000 y finalmente se ejecutaron ¢8.874.497 que corresponde al 99,8% del disponible, con lo que queda en evidencia que el gasto por este concepto ha ido creciendo con el paso del tiempo.




En caso de que el Consejo Superior apruebe este requerimiento adicional solicitado por el Organismo de Investigación Judicial en la subpartida 10503 Transporte en el Exterior, por ¢4.850.000, se presentaría un incremento del 28,51% con respecto al año anterior, es decir, ¢4.850.000 más. En el siguiente cuadro se muestra comportamiento de la subpartida con los recursos adicionales incluidos.

Cuadro N°18
Subpartida 10503 Transporte en el Exterior
Detalle del Comportamiento Histórico 2019-2023 con Requerimientos Adicionales


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Síntesis
En síntesis, en la subpartida 10503 Transporte en el Exterior tiene un total formulado para el 2023 de ¢17.012.942 el cual presenta 0% de variación con respecto al aprobado para el 2022, cumpliendo con la directriz institucional N°42 que señala que el monto formulado debe ser menor o igual al año anterior. Si el Consejo Superior aprueba la inclusión de los requerimientos adicionales solicitados por el Organismo de Investigación Judicial, el monto total pasaría a ser ¢21.862.942 mostrando un incremento del 28,51%.

Subpartida 10504 Viáticos en el Exterior

Análisis Comparativo del Crecimiento de la Subpartida

Los recursos formulados en la subpartida 10504 Viáticos en el Exterior responden a las necesidades de alimentación y hospedaje en el exterior del país, cuando los servidores judiciales se encuentran desarrollando sus actividades laborales. 

En el siguiente cuadro se muestran los montos formulados en esta subpartida para el período comprendido del 2019 al 2023.

Cuadro N°19
Subpartida 10504 Viáticos en el Exterior
Detalle del Comportamiento Histórico 2019-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

En el 2020 se muestra una disminución del 43,28% pero es producto de los recursos adicionales que se incluyeron en el 2019 para el Proyecto Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa Corte-Europa AID (¢16.261.138). El 2021 decrece 41,57% como parte de recortes presupuestarios que se aplicaron por el Ministerio de Hacienda, el total aprobado por Corte Plena fue ¢20.482.246 y terminó en ¢12.571.035. En el 2022 se incrementa un 31,20% mostrando ya montos más cercanos a lo que regularmente se formulaba en años anteriores al 2021, aún para este período se tenía la incertidumbre de realizar viajes al exterior producto de la pandemia. Para el 2023 los recursos solicitados tienen 0% de variación, es decir es igual al 2022.

En cuando a los gastos de viáticos en el exterior como parte de las restricciones del gasto a nivel institucional, desde hace varios años se estableció que el monto formulado debe ser menor o igual al del año anterior. En el documento de Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023, específicamente la directriz presupuestaria N°42 indica: 

“Como medida de contención del gasto, la Corte Plena en sesión N°28-2017, articulo XV, aprobó restringir las autorizaciones para viajes al exterior, realizando únicamente aquellos viajes oficiales de interés institucional que sean estricta y absolutamente necesarios, en los cuales todos los gastos sean cubiertos por la entidad organizadora, se exceptúa de lo anterior, los viajes para atender compromisos previamente adquiridos relacionados con las Cumbres Judiciales y la Interpol. Al igual que restringir el pago de diferencias o viáticos complementarios cuando sea procedente. Posteriormente, el Consejo Superior en la sesión N°12-13, artículo VII y Corte Plena en la sesión N°13-13, artículo XLIV, aprueban los lineamientos para formulación presupuestaria 2014, en donde se acuerda que, en Gastos de Viaje y Transporte en el Exterior del País, se debe mantener el mismo monto del presupuesto aprobado para el año anterior. Adicionalmente debe considerarse que los gastos que se autoricen por estas subpartidas deben corresponder a aquellos compromisos a nivel internacional previamente adquiridos por el Poder Judicial y se debe justificar explicando claramente la necesidad y el beneficio que recibirá la Institución.”

En el siguiente se representa la formulación y ejecución presupuestaria de la subpartida 10504 Viáticos en el Exterior para el periodo comprendido del 2019 al 2023, presentando ejecuciones presupuestarias menores a los recursos formulados. En el 2020 y 2021 por la pandemia los viajes al exterior se limitaron y esto afectó la ejecución de los recursos de la subpartida. Para el 2022 y 2023 se tiene la expectativa de que las condiciones van a mejorar y se podrán retomar las actividades ordinarias.

Gráfico N°11
Subpartida 10504 Viáticos en el Exterior
Formulación y Ejecución 2019-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Análisis de la Ejecución Presupuestaria de la Subpartida

El siguiente cuadro resumen muestra el comportamiento de la ejecución presupuestaria respecto a lo formulado, períodos del 2019 al 2021.

Cuadro N°20
Subpartida 10504 Viáticos en el Exterior
Ejecución Presupuestaria 2019-2021


   	Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
En el 2019 el porcentaje de ejecución está por debajo alcanzando un 69,07%, para el 2020 solamente se logra ejecutar un 15,47% producto de la cancelación de los viajes al exterior por la pandemia y en el 2021 a pesar de que aún se mantienen restricciones en este sentido, se presenta una mayor ejecución presupuestaria alcanzado el 60,04% de lo formulado para el período.

Variación por Programa Presupuestario 2022-2023

Con respecto a la distribución de los recursos por programa presupuestario, en el siguiente cuadro se muestra la información de la ejecución 2021, presupuesto aprobado para el 2022 y los recursos formulados para el 2023, con el respectivo porcentaje de variación 2022-2023. Como se puede observar, todos los programas presupuestarios presentan una variación porcentual de 0%, es decir, los montos formulados para el 2023 se mantienen exactamente igual al año anterior.


Cuadro N°21
Subpartida 10504 Viáticos en el Exterior
Porcentaje de Variación por Programa Presupuestario 2022-2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.


Análisis de la Distribución por Programa para el 2023

El programa 927 Organismo de Investigación Judicial presupuesta para el 2023 en esta subpartida ¢5.665.000 es decir un 34,35% del total. En segundo lugar, el 929 Ministerio Público ¢5.150.000 que representa el 31,23%, seguido por el 926 Dirección y Administración y 927 Servicio Jurisdiccional con ¢2.000.000 cada uno que representa un 12,13% en cada programa, el 930 Defensa Pública ¢1.628.193 que corresponde a un 9,87% y, por último, el 950 Programa de Atención y Protección de Víctimas y Testigos con ¢50.000 que es un 0,30% del monto total.

Gráfico N°12
Subpartida 10504 Viáticos en el Exterior
Distribución Porcentual por Programa Presupuestario 2023

 
Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Distribución por Centro de Responsabilidad

En cuanto a los recursos formulados en el 2023 en la subpartida 50104 Viáticos en el Exterior, en el siguiente gráfico se muestra la distribución por centro de responsabilidad.

Gráfico N°13
Subpartida 10504 Viáticos en el Exterior
Distribución por Centro de Responsabilidad 2023


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.
Nota: Presidencia de la Corte incluye recursos de los programas 926 Dirección y Administración y 927 Servicio Jurisdiccional.

Los centros de responsabilidad que formulan recursos en esta subpartida para el 2023 son los siguientes:
Organismo de Investigación Judicial ¢5.665.000 para las extradiciones que han aumentado considerablemente. 
Ministerio Público ¢5.150.000 recursos para cumplir con los compromisos internacionales por parte de la Fiscalía General ante la Asociación Internacional de Ministerios Públicos y para las oficinas que requieran alguna diligencia internacional.
Presidencia de la Corte ¢4.000.000 para cumplir con los compromisos internaciones, entre otros, con la Cumbre Judicial que se prevé se llevará a cabo en Perú, con la participación de Magistrados y funcionarios de la OCRI.
Defensa Pública ¢1.628.193 para representación en organizaciones internacionales.
Programa de Atención y Protección a Víctimas y Testigos ¢50.000 requeridos por personas de escasos recursos que por protección se deben reubicar fuera del país.

Variación Distribución por Artículo

En la subpartida 10504 Viáticos en el Exterior solamente se formula el artículo N°19961 Viáticos el exterior y como se indicó anteriormente, lo formulado en el 2023 es exactamente igual a lo aprobado en el 2022, entonces no existe variación entre un año y otro.

Cuadro N°22
Subpartida 10504 Viáticos en el Exterior
Variación de Recursos por Artículo


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Requerimientos Adicionales

Como parte de los análisis de los anteproyectos de presupuesto 2023 por centro de responsabilidad, se rebajaron algunos rubros formulados en esta subpartida aplicando la directriz presupuestaria N°42 que señala que los montos deben ser menores o iguales al año anterior. En este sentido, el Organismo de Investigación Judicial solicita que se le apruebe como requerimiento adicional este rebajo aplicado por considerar que es indispensable para el cumplimiento de las labores. A continuación, se presenta el detalle de requerimientos adicionales para el 2023 de la subpartida 10503 Transporte en el Exterior.
	Centro de Responsabilidad 
	Subpartida
	Monto Adicional
	Justificación
	Observaciones

	Organismo de Investigación Judicial
	10504 Viáticos en el Exterior
	¢835.000
	La cantidad de extradiciones ha aumentado considerablemente, por lo que se debe tener contenido para afrontarlas. 
	Durante el 2021 se partió de un presupuesto inicial de ¢5.665.000 y finalmente se ejecutaron ¢7.284.629 que corresponde al 98,7% del disponible, con lo que queda en evidencia que el gasto por este concepto ha ido creciendo con el paso del tiempo.




En caso de que el Consejo Superior apruebe este requerimiento adicional solicitado por el Organismo de Investigación Judicial en la subpartida 10503 Transporte en el Exterior, por ¢835.000, se presentaría un incremento del 5,06%% con respecto al año anterior, es decir, ¢835.000 más. En el siguiente cuadro se muestra comportamiento de la subpartida con los recursos adicionales incluidos.

Cuadro N°23
Subpartida 10504 Viáticos en el Exterior
Detalle del Comportamiento Histórico 2019-2023 con Requerimientos Adicionales


Fuente: Elaboración propia con información del Sistema SIGA-PJ.

Síntesis
En síntesis, en la subpartida 10504 Viáticos en el Exterior tiene un total formulado para el 2023 de ¢16.493.193 el cual presenta 0% de crecimiento con respecto al aprobado para el 2022, cumpliendo con la directriz institucional N°42 que señala que el monto formulado debe ser menor o igual al año anterior. Si el Consejo Superior aprueba la inclusión de los requerimientos adicionales, solicitados por el Organismo de Investigación Judicial por ¢835.000, el monto total pasaría a ser ¢17.328.193 mostrando un incremento del 5,06%. Cabe agregar que en el caso específico del OIJ, la solicitud inicial de presupuesto para 2023, se presentó por encima del límite establecido, por lo que de aprobarse este requerimiento, el crecimiento del presupuesto total  del OIJ sería aún mayor.”

-0-
Se acuerda: 1) Se dan por conocidos los recursos solicitados en las subpartidas 10501 Transporte dentro del País, 10502 Viáticos dentro del País, 10503 Transporte en el Exterior y 10504 Viáticos en el Exterior; sin embargo, se estará a la espera del análisis global del anteproyecto de presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral con todas las necesidades institucionales. 2) Con respecto a los requerimientos adicionales solicitados en estas subpartidas, no se aprueban debido a las limitaciones presupuestarias y en apego a los lineamientos de directrices de formulación presupuestaria. En caso de que el OIJ los considere indispensables deberá priorizar su solicitud presupuestaria e indicar al Consejo Superior de dónde se tomarán los recursos, es decir, deberá indicar los rubros internos que rebajará de su presupuesto ordinario para financiar estos gastos, ya que no se dispone de más recursos según los límites de crecimiento impuestos al Poder Judicial producto de las disposiciones de Hacienda en acatamiento a las nuevas legislaciones vigentes. Se abstiene de votar la magistrada Solano. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XII
[bookmark: _Hlk100062652]Documento N° 3768-22
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartidas 10701 Actividades de Capacitación y 10702 Actividades Protocolarias y Sociales
“Subpartida 10701 Actividades de Capacitación 

En todos los ámbitos de acción del Poder Judicial es sumamente importante el tema de la capacitación en nuevas y mejores formas de realizar el trabajo, de una manera más eficiente, que propicie la atención directa de las necesidades de todas las personas usuarias, tanto internas como externas. De igual forma la actualización de conocimientos y técnicas de trabajo en todo el personal es sumamente importante para adaptarse a los constantes cambios del entorno que afectan de una forma directa el quehacer institucional.    

Es importante indicar que los recursos que se incluyen en esta subpartida corresponden a los gastos por la prestación de servicios destinados a la inauguración y clausura, formación, actualización y desarrollo del conocimiento, que se contratan con personas físicas y jurídicas. Además, contempla conceptos relacionados con servicios y bienes inherentes a la realización de eventos de capacitación y aprendizaje tales como seminarios, charlas, congresos, simposios, cursos, talleres y similares. 

Propiamente a nivel del Poder Judicial, la capacitación va orientada en varias direcciones, tratando de abarcar en el ámbito jurisdiccional principalmente a los jueces y juezas, además de la parte científica en el OIJ que incluye al personal de los Departamentos de Ciencias Forenses y Medicina Legal, así como la parte policial que requiere constante capacitación en aspectos tácticos principalmente. De igual forma fiscales y fiscalas, defensores y defensoras, requieren estar en constante actualización y capacitación para un mejor ejercicio de las funciones propias de cada ámbito. Finalmente, también se capacita al personal administrativo en las diferentes temáticas que se trabajan en este Programa.
Durante 2020 y 2021 tanto por los efectos de la Pandemia del Covid 19, como también por las restricciones presupuestarias existentes a nivel nacional, la institución se vio en la necesidad de empezar a migrar de la capacitación presencial a la virtual, modalidad que no solamente ayudó a atender las distintas necesidades de la población judicial, sino que representó un ahorro importante de recursos a la institución.

Tabla 1. Comparativo 2019 – 2023 de la Subpartida

	 
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto
	519.741.879 
	527.555.048 
	98.650.106 
	102.117.903
	101.068.632

	Variación
	-
	1,5%
	-81,3%
	3,5%
	-1,0%


    Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 25-2-2022.
Es importante resaltar que, en el 2023 en esta subpartida, en el Programa 951 Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se incluyen un total de ¢50.354.587, monto que fue rebajado del total institucional de la subpartida que se muestra en la tabla anterior y para efectos comparativos, igualmente se rebajó al total del 2022, dado que este Programa se analiza totalmente por separado al ser financiado con recursos propios.
Adicionalmente, para el 2023, la Oficina de Defensa Civil de la Víctima como parte del presupuesto de honorarios, incluyó ¢7.600.000 para dos capacitaciones en temas de Fideicomisos y Leasing, para el personal de la Oficina a nivel nacional, con el fin de mejorar el servicio público que se brinda mediante la adquisición de nuevos conocimientos. 

De los datos anteriores se puede observar que para el  2023, se presenta una disminución del 1% en el total formulado, con lo que se está dando cumplimiento a lo normado en la directriz N°83, que indica que el monto total a presupuestar para el 2023 debe ser igual o menor al aprobado para el 2022. 

Comportamiento Histórico de la Subpartida

Durante los últimos cinco años el comportamiento global de lo formulado en la subpartida ha presentado un crecimiento variable, afectado principalmente por las fuertes restricciones aplicadas; sin embargo, en lo que concierne a la ejecución, sobresalen el 2019 y el 2021 en donde se ejecutó un monto total mayor al asignado por Ley y el 2020 en donde la ejecución alcanzó tan sólo el 38%, en este último caso provocado notoriamente por los efectos de la Pandemia del Covid-19, motivo de lo cual y por temas de protocolo sanitario, se debieron suspender una gran cantidad de actividades de capacitación presencial que estaban programadas.

Figura 1. Comportamiento Histórico de la Subpartida

Subpartida 10701 Actividades de Capacitación


                Fuente: SIGA PJ


Ejecución Presupuestaria

Como se mencionó anteriormente, específicamente la ejecución de la subpartida en los últimos tres años ha sido de 120,2%, en el 2019, 38,4% para el 2020 y 129,4% para el 2021. El detalle se puede observar a continuación:  

Tabla 2. Ejecución Presupuestaria de la Subpartida 1.07.01
Actividades de Capacitación, Período 2019- 2021


                               Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 3-3-2021


Variación por Programa 2022-2023

Al realizar el análisis comparativo por programa presupuestario, se determina que el Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo, es el que presenta la mayor formulación de recursos en la subpartida de Actividades de Capacitación, con un monto ligeramente mayor al periodo 2022 y un porcentaje de variación del 1,03%; seguido del Programa 927 Servicio Jurisdiccional y el Programa 928 Organismo de Investigación Judicial.

En la siguiente tabla se muestra el detalle de la variación para cada uno de los programas presupuestarios:


Tabla 3. Variación Formulación por Programa Periodos 2022 – 2023 y Ejecución 2021.

Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 25-2-2022

Seguidamente se justifican los principales rubros en cada uno de los Programas Presupuestarios.

Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo
Dirección de Gestión Humana: se formulan ¢42.543.734, dentro de los cuales, ¢13.375.383 son para el contrato N°4120 “servicio de clases de acondicionamiento físico del Programa Recreación Laboral” que corresponde a las clases grupales de diferentes tipos de entrenamientos para la población judicial, actividades que se llevan a cabo en el gimnasio o bien mediante la modalidad virtual en razón de las limitaciones actuales por la Pandemia, para lo cual se cuenta con personas profesionales en educación física, que son precisamente las personas instructoras en cada una de las clases que se brindan.  Los restantes ¢29.168.351 son tanto para capacitaciones de la Dirección de Gestión Humana, como para las capacitaciones de las oficinas del ámbito Administrativo.
 
Escuela Judicial: ¢10.000.000 para el convenio FUNDEVI entre Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica. 

Programa 927 Servicio Jurisdiccional
Se solicitan recursos para la atención de las actividades de capacitación realizadas a través de las distintas Comisiones (¢3.917.907).  Además, se incluyen recursos en la Presidencia de la Corte (¢5.000.000) y en las cuatro Salas (¢4.420.904) para la realización de diferentes actividades formativas; además, en la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa (¢3.360.000) para capacitación dirigida a poblaciones indígenas.

Programa 928 Organismo de Investigación Judicial
De los recursos formulados, ¢3.045.890 son para la capacitación del personal del Laboratorio de Ciencias Forenses en materia forense, materia de calidad, buenas prácticas administrativas entre otros; además, de otras capacitaciones que se requieran para el resto de las oficinas policiales a nivel nacional. Adicionalmente, se solicitan recursos (¢5.228.470) para capacitación en acreditación de la norma ISO 17020, trámite de jornadas médico legales y cursos de Rayos X, entre otros temas.

Programa 929 Ministerio Público
Los recursos formulados (¢5.089.994) por el Ministerio Público en esta subpartida se destinan a la contratación de cursos relacionados con la evaluación del desempeño y gestión de competencias. Adicionalmente, se requiere capacitar al personal de la Unidad de Capacitación que tiene a cargo la realización de los procesos de reclutamiento y selección de los fiscales y fiscalas. 

Programa 930 Defensa Pública
Los recursos formulados (¢3.352.000) son para cubrir las necesidades del programa en el cumplimiento del Plan de Capacitación anual del Proceso de Gestión del Conocimiento, plan que elabora todos los años la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública y que abarca distintas capacitaciones de formación para el personal de primer ingreso, así como de actualización para el resto del personal. Se incluyen gastos de actualización de plataformas virtuales, contratación de cursos y demás gastos generados en las distintas actividades. 

Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
Los recursos formulados (¢2.000.000) son para gestionar la contratación de actividades de capacitación requeridas por el personal del Programa, tales como actividades de auto cuidado, las cuales cumplen un rol clave en la cultura de la prevención y la seguridad en el trabajo, siendo que resultan la base para que cada persona adopte conductas seguras en los ambientes laborales, asimismo contribuye con su propio cuidado y el de sus compañeras y compañeros. Por otra parte, se requiere también de la actualización profesional, considerando que se cuenta con profesionales en Trabajo Social, Psicología, Criminología, Derecho, Sociología, Personal Administrativo y técnico; se da la necesidad de asistencia a distintas capacitaciones contratadas que contribuyen a la atención a víctimas, como por ejemplo capacitación en vulnerabilidad social, diseño de perfil victimológico y criminológico, entre otros. 

Figura N° 2. Distribución de Recursos por Programa para el 2023


Según se muestra en la figura N°2, el Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo, es el que formula la mayor cantidad de recursos para el periodo 2023, con un total de ¢65.035.167, lo que representa un 64% del total de recursos de la subpartida; seguido del Programa 927 Servicio Jurisdiccional con un total de ¢17.317.211 para un 17% y el Programa 928 Organismo de Investigación Judicial con ¢8.274.360 y un porcentaje del 8%. En un menor porcentaje los Programas Ministerio Público, Defensa Pública y Atención y Protección de Víctimas y Testigos, representan un 11% del total de recursos formulados.

Distribución por Centro de Responsabilidad
 
En cuanto a la distribución del monto formulado para el 2023 por Centro de Responsabilidad, en la Tabla 4 se muestran los Centros ordenados por monto absoluto de mayor a menor, donde se puede apreciar que el monto mayor corresponde a la Dirección de Gestión Humana con un 42,1%, seguido de la Escuela Judicial con 13,7%, mientras que el restante 44,2% se distribuye entre 15 distintos Centros. Es importante recordar que, en el caso de la Dirección de Gestión Humana, los recursos presupuestados son para coordinar la capacitación de los diferentes centros de responsabilidad que conforman el programa Administrativo.

Tabla 4.  Distribución de la Subpartida por Centro de Responsabilidad, Periodo 2023.


Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 25-2-2022
En el caso de las Comisiones Institucionales que aparecen en el cuarto lugar dentro de la distribución de recursos, se debe aclarar que el monto indicado no solamente corresponde a la sumatoria de los recursos solicitados por cada una de ellas, sino que además, a nivel individual se verificó que se cumpliera con la directriz de cero crecimiento.
Requerimientos Adicionales 

Como requerimientos adicionales se solicitan ¢44.035.530 desglosados de la siguiente forma:

Tabla 5.  Requerimientos Adicionales Solicitados para 2023
	Centro de Responsabilidad 
	Monto Solicitado
	Justificación

	Oficina Rectora de Justicia Restaurativa
	¢781.600
	Para dar cumplimiento a las actividades planificadas a nivel de PAO y PEI, correspondientes a capacitaciones en materia de Justicia Restaurativa tanto a nivel de personal judicial como a la comunidad, conforme lo estipula la Ley de Justicia Restaurativa, así como el Congreso de Capacitación Internacional de Justicia Restaurativa.  Señalan que algunas capacitaciones no se pueden desarrollar conforme lo planificado, debido a la falta de presupuesto, siendo esta una de las funciones principales de la Oficina.

	Escuela Judicial
	¢15.000.000
	Estos recursos son los que históricamente se han formulado para el pago del convenio de la UCR con el Poder Judicial. El convenio siempre ha sido de ¢25.000.000, lo que sucedió es que para presupuesto 2021 cuando se aplicaron los rebajos solicitados por el Ministerio de Hacienda, esta subpartida se vio reducida considerablemente y no se exceptuó de ese rebajo la línea correspondiente al pago del convenio por lo que de ¢25.000.000 se rebajó a ¢10.000.000. Para 2020 y 2021 esos recursos no se han ejecutado en el convenio, ya que la UCR producto de la pandemia no ha podido brindar el servicio que la Escuela Judicial requiere; sin embargo, para el 2023 se requiere atender la totalidad de necesidades por el monto establecido.     

	Organismo de Investigación Judicial
	¢28.254.530
	Plataforma de Información Policial. Se solicitan ¢22.000.000 para el Proyecto 1167-OIJ-P18 “Acreditación ISO 27001 UTI y PIP”. Los recursos fueron solicitados a través del Sistema de Proyección Plurianual y volcados al SIGAPJ; no obstante, en aplicación de la directriz N°83 se debió ajustar la subpartida y por tanto este monto fue recortado y se presenta como requerimiento adicional.

	
	
	Administración del Organismo de Investigación Judicial. Se solicitan ¢483.000 para el Proyecto 1167-OIJ-P05 “Correlación de la carga de trabajo y recurso humano”. Los recursos fueron solicitados a través del Sistema de Proyección Plurianual y volcados al SIGAPJ; no obstante, en aplicación de la directriz N°83 se debió ajustar la subpartida y por tanto este monto fue recortado y se presenta como requerimiento adicional.

	
	
	Departamento de Medicina Legal. Esta oficina solicitó en total ¢11.000.000 con la siguiente justificación: “Se requiere para pago de Jornadas Médico Legales, Capacitación de Auditores para certificación Norma ISO 17020, cursos de Rayos X soporte vital básico, soporte vital avanzado, protección radiológica”; no obstante, en aplicación de la directriz N°83 se debió ajustar la subpartida a nivel general y por tanto en esta línea se debió aplicar un rebajo de ¢5.771.530 y dejar dentro del presupuesto ¢5.228.470.



De aprobarse estos requerimientos adicionales, la subpartida a nivel institucional quedaría en ¢145.104.162 con un crecimiento relativo respecto al 2022 del 42,1%. 

Subpartida 10702 Actividades Protocolarias y Sociales 

Comportamiento Histórico de la Subpartida

Tabla 6. Comparativo 2019 – 2023 del Monto Formulado
 
	Etiquetas de fila
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto
	17.504.408 
	19.483.675 
	11.414.113 
	10.394.753
	11.210.645

	Variación
	-
	       11,3%
	       -41,4%
	       -8,9%
	7,8%


   Fuente: SIGA PJ

Es importante resaltar que, en el 2023 en esta subpartida, en el Programa 951 Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se incluyen un total de ¢9.100.000, monto que fue rebajado del total institucional de la subpartida que se muestra en la tabla anterior y para efectos comparativos, igualmente se rebajó al total del 2022, dado que este Programa se analiza totalmente por separado al ser financiado con recursos propios.

Como puede observarse en la tabla anterior, para 2023 se presenta un incremento de ¢815.892, el cual se da en el presupuesto del Despacho de la Presidencia, específicamente en el rubro formulado en el artículo 19544 “Actividades Protocolarias y Sociales” que pasa de ¢477.918 en 2022 a ¢1.303.000 en 2023. Al respecto se justifica que se debe al acuerdo tomado por Corte Plena en Sesión N°35-21, Artículo XXIII, respecto a la aprobación del nuevo reconocimiento llamado: “La Justicia con Rostro de Mujer”.   

Figura N° 3. Formulación y Ejecución Periodos 2019 – 2023


             Fuente: SIGA PJ
En la figura anterior se puede observar el comportamiento de la subpartida de Actividades Protocolarias y Sociales, tanto en la formulación, como en la ejecución. De los años que se presentan en el gráfico, el periodo 2020 es el que muestra el punto más alto en la formulación; sin embargo, la ejecución estuvo muy por debajo, situación provocada notoriamente por los efectos de la Pandemia del Covid-19, motivo de lo cual y por temas de protocolo, se debieron suspender una gran cantidad de actividades que estaban programadas.

Ejecución Presupuestaria

Como se observa en la siguiente tabla, la ejecución de la subpartida en los últimos tres años ha sido de 97,4% en el 2019, 27,4% para el 2020 y 44,3% para el 2021. En 2020 y 2021 se vio directamente el reflejo de los efectos de la Pandemia; no obstante, a pesar de que el monto absoluto de ejecución del 2021 es muy similar al del 2020, la diferencia en el porcentaje radica en el hecho de que el monto formulado para este último período fue mucho menor, dado que los distintos Centros de Responsabilidad tomaron las medidas del caso, previendo ya con antelación la no programación de muchas de las actividades que normalmente se acostumbran a realizar. 

 Tabla 7. Ejecución Presupuestaria de la Subpartida 1.07.02 Actividades Protocolarias y Sociales, Periodo 2019 – 2021


                               Fuente: Consulta realizada al sistema SIGA PJ el 25-2-2022


Variación por Programa 2021-2022

Al realizar el análisis comparativo por programa presupuestario, se determina que el Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo, es el que presenta la mayor formulación de recursos en la subpartida de Actividades Protocolarias y Sociales, seguido del Programa 929 Ministerio Público.

En la siguiente tabla se muestra el detalle de la variación para cada uno de los programas presupuestarios:

Tabla 8. Variación Formulación por Programa Periodos 2022 – 2023 y Ejecución 2021.
 
Fuente: SIGA PJ

Según se muestra en la figura N° 4, el programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo, es el que formula la mayor cantidad de recursos para el periodo 2023, con un total de ¢6.478.976, lo que representa un 58% del total de los recursos de la subpartida; lo anterior, por cuanto este programa incluye al Despacho de la Presidencia y la Presidencia de la Corte, oficinas que por su particularidad necesitan recursos para la realización de actividades. De seguido se ubica el Programa 929 Ministerio Público con un total de ¢3.102.384 lo que representa un 28% de los recursos. En un menor porcentaje los programas 927 Servicio Jurisdiccional, 928 Organismo de Investigación Judicial, y 930 Defensa Pública, que en conjunto representan un 14% del total de recursos formulados. El Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, al igual que para 2022, no solicitó presupuesto en esta subpartida.


Figura N° 4. Distribución de Recursos por Programa, para el 2023

Distribución por Centro de Responsabilidad

En la tabla 9 se presenta la distribución de los Centros de Responsabilidad que formularon recursos para el 2023, ordenados de mayor a menor.

Tabla 9. Distribución de la Subpartida por Centro de Responsabilidad, Periodo 2023.

                       Fuente: SIGA PJ
Según se muestra en el cuadro anterior, para el periodo 2023 los Centros de Responsabilidad más representativos son el Ministerio Público con ¢3.102.384, Despacho de la Presidencia con ¢2.037.780, Comisiones Institucionales con ¢1.438.829, Presidencia de la Corte con ¢1.326.970, y Escuela Judicial con ¢1.161.452, Centros que en conjunto agrupan un 81% de la totalidad de recursos de la subpartida. Con los recursos solicitados se realizan actividades tales como atención de delegaciones internacionales por parte del Ministerio Público, apertura del año judicial, actos protocolarios con los Presidentes de los Supremos Poderes, graduación de los diferentes Programas de capacitación que imparte la Escuela Judicial y reuniones de las distintas Comisiones a nivel institucional, entre otras.

Requerimientos Adicionales

Como requerimientos adicionales se solicitan ¢822.555 desglosados de la siguiente forma:

Tabla 10.  Requerimientos Adicionales Solicitados para 2023
	Centro de Responsabilidad 
	Monto Solicitado
	Justificación

	Dirección de Planificación a solicitud de la Comisión de Buenas Prácticas
	¢822.555
	La Comisión de Buenas prácticas solicita incorporar dentro de la formulación presupuestaria para el 2023, el monto de ¢822.555 con el objetivo de llevar a cabo el Concurso de Buenas Prácticas en el 2023.  Para el 2022 en esta subpartida no se formularon recursos, debido a que el concurso de Buenas Prácticas se realiza cada 2 años.



De aprobarse estos requerimientos adicionales, la subpartida a nivel institucional quedaría en ¢12.033.200 con un crecimiento relativo respecto al 2022 del 15,8%. 

-0-
En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo se discutió sobre la importancia de solicitar a las Unidades de Capacitación la presentación al Consejo Superior de un informe al término del primer semestre de cada año, relacionado con el estado actual de la ejecución de los recursos asignados para capacitación y establecer como norma de ejecución presupuestaria institucional, que todos aquellos recursos que carezcan de un proceso de contratación administrativa sin iniciar a esa fecha, deberán cederse obligatoriamente para la atención de otras necesidades institucionales.

-0-
Manifiesta la Directora de Planificación Valverde Bermúdez: “Solamente una observación en el punto 3 de la propuesta de acuerdo, donde dice que se aprueban los recursos adicionales solicitados por la Comisión de Buenas Prácticas, en la en la subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales” por un total de ¢822.555, con el objetivo de llevar a cabo el Concurso de Buenas Prácticas en el 2023, aquí se indica que el contenido se requiere cada dos años, nosotros la propuesta que se realiza la modificación en el contenido que se viene formulando cada dos años, para que se entienda que este no es un recurso nuevo, sino que la institución ha venido en este concurso y que el contenido se solicita cada dos años.”
-0-
[bookmark: _Hlk99966461][bookmark: _Hlk99966474][bookmark: _Hlk99966506][bookmark: _Hlk99966838]Se acordó:  1) Se dan por conocidos los recursos formulados en las subpartidas 10701 Actividades de Capacitación y 10702 Actividades Protocolarias y Sociales, sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales. 2) En cuanto a los requerimientos adicionales para capacitación por parte de la Escuela Judicial por ¢15.000.000, por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa por ¢781.600 y por parte del Organismo de Investigación Judicial por ¢28.254.530, no es posible incorporar al presupuesto los recursos solicitados, por lo que en caso de considerarse indispensables, deberán indicar dentro de su límite presupuestario de dónde se tomarán los recursos para incorporar estos requerimientos. 3) Aprobar los requerimientos adicionales solicitados por la Comisión de Buenas Prácticas, en la subpartida 10702 “Actividades Protocolarias y Sociales” por un total de ¢822.555, con el objetivo de llevar a cabo el Concurso de Buenas Prácticas en el 2023, contenido que se viene formulando cada dos años. 4) Solicitar a las Unidades de Capacitación la presentación al Consejo Superior de un informe al término del primer semestre de cada año, relacionado con el estado actual de la ejecución de los recursos asignados para capacitación, de manera tal que, como norma de ejecución presupuestaria institucional, se tendrá que todos aquellos recursos que carezcan de un proceso de contratación administrativa sin iniciar a esa fecha, deberán cederse obligatoriamente para la atención de otras necesidades institucionales. La magistrada Solano, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIII
Documento N° 3770-22

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartidas 10805 Mantenimiento y Reparación de Equipos de Transporte y 20101 Combustibles y Lubricantes. 
“Comportamiento Histórico de la Subpartida 

 Contempla el gasto por mantenimiento y reparaciones preventivas y habituales de toda clase de equipo de transporte tales como, vehículos, grúas, motocicletas, bicicletas, cuadraciclos y cualquier otro equipo de naturaleza similar. 
Figura N° 1.
Comparativo del presupuesto de las subpartidas 10805 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Transporte y 20101 Combustibles y Lubricantes, período 2019-2023

	 
	 Presupuesto 2019 
	 Presupuesto 2020 
	 Presupuesto
 2021 
	 Presupuesto 2022 
	 Presupuesto 2023 

	10805 Mto. y Reparación de Equipos de Transporte 
	      561.687.602 
	      563.611.633 
	           479.539.283 
	         578.255.348 
	             613.492.746 

	
	 
	0,34%
	-15%
	0,26%
	6,09%

	2101 Combustible y Lubricantes 
	   1.343.483.310 
	   1.424.811.758 
	        1.377.503.756 
	      1.233.109.785 
	         1.244.132.815 

	
	 
	6%
	-3%
	-19%
	0,90%


 Fuente: SIGA PJ

En la tabla anterior se muestran los recursos aprobados para las subpartidas 10805 y 20101, para el periodo 2019 al 2022 y el formulado para el 2023, cuya finalidad es atender el mantenimiento preventivo de la flotilla vehicular y el consumo de combustible a nivel institucional. 

A continuación, se analiza el comportamiento individual de cada una de las subpartidas indicadas anteriormente:

Subpartida 1.08.05 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Transporte

En esta subpartida se incluyen los gastos por mantenimiento y reparaciones preventivas y habituales de toda clase de equipo de transporte, tracción y elevación, tales como automóviles, motocicletas, cuadraciclos, bicicletas y cualquier otro equipo de naturaleza similar. 

Figura N° 2.
Detalle del comportamiento histórico Subpartida 10805 Mantenimiento y Reparación de Equipos de Transporte
2019 – 2023

	 
	 Presupuesto 2019 
	 Presupuesto 2020 
	 Presupuesto 2021 
	 Presupuesto 2022 
	 Presupuesto 2023 

	10805 Mantenimiento y Reparación de Equipos de Transporte 
	      561.687.602 
	      563.611.633 
	           479.539.283 
	         578.255.348 
	             613.492.746 

	
	 
	0,34%
	-15%
	0,26%
	6,09%


Fuente: SIGA PJ
La Dirección Ejecutiva y el Organismo de Investigación Judicial, se ajustan al límite de crecimiento establecido para el 2023. Los aumentos que se presentan en esta subpartida no repercuten en el crecimiento a nivel general del CR, ya que sacrifican o ajustan otros artículos para poder incrementar esta subpartida. 

En la Sección de Transportes Administrativos y Servicios Generales se tiene un total de 64 vehículos de los cuales 44 (85%) para el 2023, tendrían más de 6 años de adquiridos. 
En consulta a don Jose Luis Soto, Administrador de Servicios Generales indica que,  “Lo anterior, repercute en el incremento para la reparación y mantenimiento de vehículos asignados a la Sección de Transportes Administrativos del Departamento de Servicios Generales, debido a que no se ha logrado sustituir la totalidad de la flotilla por las restricciones presupuestarias de los últimos años”.

La formulación de recursos en esta subpartida busca brindar de manera oportuna el mantenimiento de la flotilla vehicular del Poder Judicial. 

Para el 2023, esta subpartida muestra un crecimiento de ¢35.237.398, en relación con el monto formulado para el 2022, el cual obedece principalmente a los recursos de más solicitados por los siguientes Centros de Responsabilidad: 

La Dirección Ejecutiva muestra en esta subpartida un crecimiento de ¢19.431.891 en relación con lo formulado para el 2022.
En consulta realizada indicó, que el incremento obedece a que se requiere reforzar la Sección de Transportes Administrativos debido a que en los últimos años no se ha logrado sustituir la totalidad de la flotilla por las restricciones presupuestarias, por lo que, con el paso del tiempo los vehículos requieren de mayores reparaciones y mantenimientos. Por otra parte, se tiene previsto que para el año 2023 e incluso ya está sucediendo a nivel de Institución, vuelva a condiciones normales de presencialidad laboral, por lo que, el servicio de transporte continua con demanda creciente de solicitudes es de esperar que las unidades o vehículos oficiales se encuentren expuestas a riesgos que requieran de reparaciones y mantenimientos.

 El Programa 928 “Organismo de Investigación Judicial”  presenta un crecimiento porcentual del 2.79% y en términos absoluto de ¢9.873.356.

En las justificaciones que aportaron indican que el principal rubro se concentra en lo solicitado para reparación de vehículos, que pasa de ¢187.674.000 en el 2022 a ¢195.500.000 (¢7.826.000) en el 2023, el cual se requiere para atender el incremento experimentado en las reparaciones de la flotilla vehicular del O.I.J. 

En consulta realizada al licenciado Armando Matarrita Madrigal, Jefe del Taller Mecánico del Organismo de Investigación Judicial, sobre el porqué el incremento en la Subpartida 10805 manifestó que, a partir del 2020 el OIJ inicio el proceso de regionalización de talleres mecánicos que consiste dar soporte a las regionales por parte del taller mecánico de San Joaquín de Flores para que les asesore en los procesos de reparación y el taller mecánico suministre los repuestos, buscando, brindar a los vehículos un servicio preventivo tal y como lo recomiendan la casa matriz.  Además, el taller mantiene un stop de repuestos originales y un control de los cambios que se realizan a cada vehículo con el fin de prever daños mayores en los vehículos y en los servicios que se presta. Además, hay que tener presente que los recursos en la mayoría de los casos no son suficientes para atender reparaciones, mantenimientos, colisiones entre otros.  

Por otra parte, es importante indicar que para el 2021 el OIJ ejecutó un 108% de los recursos formulados, por lo que fue necesario reforzar la subpartida por medio de modificaciones Externas, para atender las necesidades de mantenimiento de la flotilla vehicular. 

La subpartida 10805 “Mantenimiento y Reparación de Vehículos” a nivel de directrices de formulación presupuestaria no tiene una restricción específica de crecimiento, la formulación se realiza según proyecciones estimadas por los Centros de Responsabilidad. 
A continuación, se muestra el gráfico correspondiente a los montos formulados y ejecutados dentro del periodos 2019-2021, recursos aprobados para el 2022 y formulado 2023.

Figura N° 3.

Subpartida 10805 Mantenimiento y Reparación de Equipos de Transporte
Formulación y Ejecución Periodos 2019 - 2021

	Periodo
	Formulado
	Ejecutado
	% Ejecución 

	2019
	  561.687.602 
	  412.278.016 
	73,40%

	2020
	  563.611.633 
	  429.527.578 
	76,21%

	2021
	  479.539.283[footnoteRef:4]  [4:  Es importante indicar que, en el Anteproyecto de Presupuesto 2021 por parte del Ministerio de Hacienda se le hizo un rebajo de ¢84.072.350, ya que el monto original aprobado por Corte Plena fue de ¢563.611.633. 
] 

	  431.009.029 
	89,88%

	2022
	  578.255.348 
	 
	 

	2023
	  613.492.746 
	 
	 


Fuente: SIGA PJ

El crecimiemto que se observa en el 2022 versus lo formulado en el 2021, obedece a que el Ministerio de Hacienda realizó un rebajo de ¢84.072.350, en el año 2021. De no considerar este rebajo los recursos formulados para el 2021 hubiesen sido muy similares para  ambos años. 
La mayoria de Centros de Responsabilidad  optan por rebajar o sacrificar otros artículos y Subpartidas para incrementar o mantener los recursos en esta subpartida  para brindar el mantenimiento y las reparaciones a los vehículos, sin afectar el límite de crecimiento establecido a nivel institucional.


En el gráfico supra, se observa que la ejecución en los períodos del 2019 al 2021, se encuentra entre un 73.38 y 73.40%, cifra muy por debajo del 90%, porcentaje considerado como aceptable para el Ministerio de Hacienda, en cuanto a ejecución se refiere.  

Por otra parte, el Poder Judicial utiliza la siguiente tabla para la definición de los rangos de cumplimiento en cuanto a la ejecución de los recursos. 



Aplicando los rangos anteriores, la ejecución de los recursos en esta Subpartida estarían con un parámetro de “Cumplimiento Medio” el cual va de un rango del 89.99 % al 50%. 

En consulta realizada a los Centros de Responsabilidad coinciden en que la mayor parte de los recursos de esta subpartida se consumen en el mantenimiento de los vehículos por kilometraje y repuestos . Para el 2021 se dio una subejecución de los recursos debido a la pandemia del COVID-19 que varió la modalidad de trabajo, provocado la cancelación de giras y reuniones programadas y, por ende, los mantenimientos de los vehículos por kilometraje. 

Es importante indicar que, hay vehículos a los cuales en un período normal de trabajo se les debe realizar hasta 3 mantenimientos al año, debido a la cantidad de kilómetros que recorren; sin embargo, para estos dos últimos años no fue necesario,  se espera que para el 2023 poco a poco se vuelva a la normalidad y con ello el incremento en los mantenimientos.  

Análisis de la ejecución presupuestaria de la subpartida

El siguiente cuadro muestra el comportamiento de la ejecución respecto a lo formulado para el período 2019-2021.

Figura N° 4.
Subpartida 10805 Mantenimiento y Reparación de Equipos de Transporte
Ejecución presupuestaria periodos 2019 -2021


	Periodo
	Formulado
	Ejecutado
	% Ejecución 

	2019
	  561.687.602 
	  412.278.016 
	73,40%

	2020
	  563.611.633 
	  429.527.578 
	76,21%

	2021
	  479.539.283 
	  431.009.029 
	89,88%


Fuente: SIGA PJ

Variación por programa 2022-2023

En el siguiente cuadro, se puede apreciar la distribución por programa de los montos formulados y la variación porcentual para cada uno de los programas presupuestarios. 

Figura N° 5.
Formulación Presupuestaria por Programa 2022–2023
Subpartida 10805 Mantenimiento y Reparación de Equipos de Transporte


	Programa
	2022
	2023
	Diferencia
	% Variación

	Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo
	 139.427.262  
	  160.641.684
	    21.214.422       
	     15.22%

	Servicio Jurisdiccional
	    30.408.188 
	    36.996.621 
	    6.588.433 
	 21.67%

	Organismo de Investigación Judicial
	  353.297.844
	  363.171.200 
	     9.873.356 
	  2.79%

	Ministerio Público
	    22.102.254 
	    19.663.441
	   - 2.438.813
	-11.03%

	Defensa Pública
	      9.644.800 
	      9.644.800 
	         00
	0%

	Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	    23 375 000
	  23.375.000
	         00 
	0%

	Total
	  578.255.348
	    613.492.746 
	      35.237.398 
	6,09%


Fuente: SIGA PJ

En la tabla anterior se observa que, los programas 927 ”Servicio Jurisdiccional”, 926 “Dirección, Administración y el 928 Organismo de Investigación Judicial, presentan un crecimiento del 21.67%, 15,22% y 2.79% en su orden, en relación con los recursos solicitados para el 2022, argumentando que los recursos que se han formulado en los dos últimos años han sido muy  conservadores debido a la pandemia del COVID-19 que varió la modalidad de trabajo provocando la cancelación de giras y reuniones  y por ende, los mantenimientos de los vehículos por kilometraje; sin embargo, se espera que para el 2023  se vuelva a la normalidad. 

Por otra parte, el Programa 929 presenta una disminución del 11.03%, y los programas 930 “Defensa Pública” y “Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos”, no presentan variación en relación con lo solicitado para el 2022.  

A continuación, se incluye detalle de los recursos aprobados y ejecutados para el período 2021, por Programa Institucional:

En cuanto a la ejecución se observa que el Organismo de Investigación Judicial es el programa que alcanzó el porcentaje más alto en cuanto a la ejecución (108.43%), seguido de la Defensa Pública (99.36%) y el Servicio Jurisdiccional  (85.56%). 

Para el 2021 a el Programa 926 se le aprobaron ¢148.023.002; sin embargo, por medio de Modificaciones se le rebajo ¢31.001.323, quedándole un disponible de 117.021.679. De estos ¢117.021.679 solo se ejecutaron ¢90.440.815, quedando sin ejecutar ¢26.580.863.

En el siguiente gráfico, se muestra la distribución de la subpartida por programa presupuestario:

Figura N° 6.
Distribución del presupuesto solicitado para el 2022
Subpartida 10805 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Transporte
Fuente: SIGA PJ

Figura N°. 8
Distribución de Recursos por Programa


Del gráfico expuesto se concluye que, el Programa 928 Organismo de Investigación Judicial, es el principal solicitante de recursos en esta subpartida, representando un 59.20% de los recursos formulados, lo cual responde a que cuenta con la mayor cantidad de vehículos asignados de la flotilla vehicular del Poder Judicial. 

Distribución por Centro de Responsabilidad

En el siguiente cuadro se muestra el detalle de la distribución de los recursos formulados por los Centros de Responsabilidad más representativos. 

Figura N° 9
Distribución por Centro de Responsabilidad más representativos de la Subpartida 10805 Mantenimiento y Reparación de Equipo de Transporte.

[bookmark: _Hlk66801667]Nota:” Otros” incluye al resto de centros de responsabilidad
               Fuente: SIGA PJ
De los primeros Centros de Responsabilidad, el más representativo corresponde al programa presupuestarios 928 “Organismo de Investigación Judicial” con un 59.20% de los recursos formulados para el 2023,  la Dirección Ejecutiva con un 17.36 % y el Programa 950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, con un 3.81%. 


 Requerimientos Adicionales: 

No se tienen requerimientos adicionales en esta Subpartida para el año 2023.
Subpartida 2.01.01 Combustibles y Lubricantes

En esta subpartida se formulan recursos principalmente para la compra de combustible para consumo de la flotilla vehicular del Poder Judicial, el cual se realiza por medio del Sistema Flota 2.0 mediante el uso de las tarjetas que se tienen para estos fines. En esta subpartida se formulan los recursos correspondientes a gasolina súper, gasolina regular y Diesel.

Comportamiento histórico de la subpartida

Figura N° 10
Detalle del comportamiento histórico de la subpartida 2.01.01 Combustibles y Lubricantes, Período 2019 – 2023.

	
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto formulado
	1.343.483.310
	 1.424.811.758
	           1.377.503.756
	  1.233.109.785
	  1.244.132.815

	Variación 
	
	5.71%
	-3.43%
	-11.71%
	0.89%


Fuente: SIGA PJ
Como se observa en el cuadro anterior, a partir del 2021 la subpartida muestra un decrecimiento del -3.43% y para el 2022 de un -11.71% y para el 2023 se incrementa en 0.89% y en términos absolutos disminuye en ¢-47.308.002, ¢-144.393.971 y aumenta ¢11.023.030, respectivamente.  

Figura N° 11.

Subpartida 2.01.01 Combustibles y Lubricantes
Formulación y Ejecución Periodos 2019 – 2023

	Periodo
	Formulado
	Ejecutado
	% Ejecución 

	2019
	          1 .343.483.310 
	      1.301.569.933 
	96.88%

	2020
	          1.424.811.758 
	      1.092.178.427 
	76.65%

	2021
	          1.377.503.756 
	       1.161.452.223
	84.32%

	2022
	         1.233.109.785 
	
	

	2023
	       1.244.132.815 
	
	




Fuente: SIGA PJ

En el gráfico anterior se observa que, los recursos formulados para el período 2019, obtuvieron una ejecución por encima del 90%; sin embargo, para el 2020 y 202, la ejecución fue de un 76.65% y 84.32%, respectivamente.  
  
Análisis de la ejecución presupuestaria de la subpartida

Figura N°12
Subpartida 2.01.01 Combustibles y Lubricantes
Ejecución presupuestaria periodos 2019 -2021

	Periodo 
	Formulado
	Ejecutado
	% Ejecución

	2019
	1.343.483.310
	1.301.569.933
	96.88%

	2020
	1.424.811.758
	        1.092.178.427
	76.65%

	2021
	1.377.503.756
	 1.161.452.223
	84.32%

	Total: 
	4.145.798.824
	3.555.200.583
	85.75%


                 
De la información del cuadro anterior, se deduce que la menor ejecución se presentó en el año 2019, donde se dejó de ejecutar la suma de ¢41.913.377, situación que se justifica debido a que a partir de este año se inició con las medidas preventivas aplicadas en la Institución para cumplir con lo establecido por el Ministerio de Salud para atender la emergencia del COVID-19.

Variación por programa 2022-2023
En el siguiente cuadro se muestra el detalle de la variación para cada uno de los programas presupuestarios:

Figura N° 13.
Subpartida 2.01.01 Combustibles y Lubricantes
Formulación Presupuestaria por Programa 2022–2023


Del análisis del cuadro anterior se desprende que, únicamente el Programa 926 y 928 presentan un crecimiento en relación con los recursos aprobados para el 2022, cuyo mayor crecimiento lo presenta el Programa 926 “Dirección, Administración y Otros órganos de Apoyo”, con un 5.47%, seguidamente el Programa 928 “Organismo de Investigación Judicial”, con un 2.04%; sin embargo, en términos absolutos el  mayor crecimiento lo presenta el Programa 928 con un aumento de ¢15.979.022 en relación con los recursos aprobados para el 2022.
La Dirección Ejecutiva fundamenta su crecimiento (¢6.481.045) en la necesidad de adquirir insumos para dar mantenimiento a los vehículos asignados a la Sección de Transportes. Entre los insumos sobresale la compra de aceite para motor,  líquido de frenos y aceite 20W -40. Por otra parte, es importante considerar que la Sección de Transporte cuenta con un vehículo del ICD en calidad de préstamo que aumenta la flotilla y por ende el gasto por mantenimiento. 

El Organismo de Investigación Judicial indica que el aumento en esta subpartida de ¢15.979.022, obedece a que para el 2023 se está solicitando mayor cantidad de litros de Gasolina Super que de Diesel, y que el costo varió de ¢507 a ¢603 por litro, cambio que se requiere para atender las necesidades de la flotilla actual. 

Figura N° 14.
Distribución de recursos por programa para la subpartida 20101 Combustibles y Lubricantes



Representación Gráfica:


            Fuente: SIGA PJ

Del gráfico anterior se concluye, que el programa 928 “Organismo de Investigación Judicial “es el programa que formuló la mayor cantidad de recursos para el 2023 por la suma de ¢783.203.767 (64.24%), seguido por el Programa 926 “Dirección, Administración” con¢253.319.529 (21.41%). Lo anterior responde a que estos programas mantienen la mayor cantidad de vehículos asignados a nivel institucional y, por ende, los que consumen más combustible. 

Distribución por Centro de Responsabilidad

[bookmark: _Hlk35358175]En el siguiente cuadro se muestra el detalle de la distribución de los recursos formulados por los 8 primeros Centros de Responsabilidad más representativos. 

Figura N° 15
Distribución por Centro de Responsabilidad
Subpartida 20101 Combustibles y Lubricantes


NOTA: “Otros” Incluye los restantes Centros de Responsabilidad
Fuente: SIGA PJ
Figura N° 16
Distribución de la flotilla vehicular
por Programa

En la tabla anterior, se puede observar que el OIJ mantiene la flotilla vehicular más alta con 954 vehículos(62%), el Programa 926 con 347 y el Ministerio Público con 107 Vehículos. 

Es importante considerar que, la flotilla vehicular del Poder Judicial consta de 1550 vehículos y atiende a nivel nacional múltiples labores como lo son, traslado de detenidos, investigaciones, servicios In Situ a poblaciones Indígenas, traslado de cadáveres, traslado de Jueces, defensores, levantamiento de cuerpos, Inspecciones oculares, visitas carcelarias, entre otros, y cuyos recursos son indispensables para salvaguardar la vida del personal, y los servicios que se brindan a la ciudadanía a nivel nacional.  Además, se cuenta con una flotilla de 27  vehículos  asignada a los Magistrados, los cuales tienen una cuota de combustible de 300 litros mensuales. 

Del cuadro anterior se deriva que la flotilla vehicular en su mayoría utilizan como combustible gasolina, por lo que se debe valorar la migración para la utilización de diesel o buscar otras alternativas como vehículos híbridos o eléctricos, tal como se indica en las directrices de formulación 2023 N° 88:

 “Se insta a los Centros de Responsabilidad valorar la adquisición de vehículos eléctricos o de bajas emisiones, considerando las funciones de los distintos sectores de la institución teniendo el enfoque principal en las actividades que no están relacionadas con las labores policiales o de seguridad, así como la ubicación geográfica de las oficinas.

Lo anterior, con el fin de promover la transición hacia una flotilla vehicular eléctrica o cero emisiones, para dar cumplimiento a la directriz número 033-MINAE-MOPT del “Reglamento para la elaboración de programas de Gestión Ambiental Institucional en el sector público de Costa Rica”, de la Comisión Técnica Evaluadora del Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE)”. Se adjunta.



Requerimientos Adicionales: 

No se tienen requerimientos adicionales en esta Subpartida para el año 2023.
-0-
En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, doña Sandra propone la posibilidad de realizar los mantenimientos de los vehículos en talleres alternativos y no en las casas matrices. Al respecto, doña Ana Eugenia, expone que hasta ahora esta no ha sido la política institucional.”

-0-
Se acuerda: 1) Se dan por conocidos los recursos formulados en las subpartidas 10805 “Mantenimiento y Reparación de Equipo de Transporte” y 20101 “Combustibles y Lubricantes”, sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales. 2) Se recomienda a la Dirección Ejecutiva que se revise la política de sustitución de vehículos de cada 6 años, en el entendido que no todos los vehículos tienen el mismo desgaste por su uso y las funciones que tienen asignadas, igualmente, valorar la migración para el cambio de diesel o la utilización de otras alternativas como vehículos híbridos o eléctricos, tal como se indica en las directrices de formulación presupuestaria del Poder Judicial para el año 2023 N° 88 y la directriz número 033-MINAE-MOPT del “Reglamento para la elaboración de programas de Gestión Ambiental Institucional en el sector público de Costa Rica”, de la Comisión Técnica Evaluadora del Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE)”. 3) En razón de que desde el 2022 ya en las directrices de formulación se ha incluido el revisar la flotilla institucional de vehículos para irla orientando según los alcances de la directriz 033-MINAE-MOPT, solicitar a la Dirección Ejecutiva y demás programas presupuestarios informar a este Conejo Superior el avance que se ha logrado en la ejecución de la directriz mencionada.  La magistrada Solano se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIV
Documento N° 3771-22
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expone el informe relacionado con la Subpartida 20203 Alimentos y Bebidas.
“Subpartida 20203 Alimentos y Bebidas

Comportamiento Histórico de la Subpartida
Como se puede observar en la tabla 1, esta subpartida presenta un crecimiento para el 2023 del 14,2%, lo que equivale a un aumento de ¢87.271.295, focalizado (como se explicará más adelante) en dos Centros de Responsabilidad, Organismo de Investigación Judicial y Escuela Judicial. 

Tabla 1. Comparativo 2019 – 2023 de la Subpartida
	 
	2019
	2020
	2021
	2022
	2023

	Monto Formulado
	569.632.194
	582.373.843
	614.604.886
	613.990.528
	701.261.823

	Variación
	-
	2,2%
	5,5%
	-0,1%
	14,2%


Fuente: SIGA PJ

Nota: Recursos analizados corresponden al prepuesto ordinario 

Figura 1. Comportamiento Histórico de la Subpartida

               Fuente: SIGA PJ
En la figura anterior, se puede observar el comportamiento de la subpartida 20203 Alimentos y Bebidas, tanto en la formulación como en la ejecución. De los años que se presentan, exceptuando al 2023, el periodo 2021 es el que representa el punto más alto en la formulación, mientras que en el caso de la ejecución, resalta el hecho de que durante el 2021, por primera vez durante ese período, la ejecución fue superior a lo asignado, esto debido al dato registrado en el Organismo de Investigación Judicial, Programa que registró una ejecución del 111%. En este caso en particular se tiene que mediante modificación externa 05-2021, se inyectaron ¢33.000.000, específicamente para el servicio de alimentación de detenidos en la Sección de Cárceles del I Circuito Judicial, dinero requerido para dar inicio a un nuevo contrato y mediante modificación externa 06-2021, ¢43.600.000 más, para cubrir el aumento presentado en las diferentes oficinas regionales.  

Ejecución Presupuestaria

Tabla 2. Ejecución Presupuestaria de la Subpartida 2.02.03
Alimentos y Bebidas, Período 2019- 2021


               Fuente: SIGA PJ

Retomando lo señalando anteriormente, se tiene que durante el 2021 la ejecución fue de un 106,8%, lo que significa que se invirtieron ¢41.626.195 más del presupuesto que se tenía destinado para estos fines, mientras que en los años anteriores, a pesar de que la ejecución ha sido alta, no se ha superado el presupuesto disponible. 
/Entre los factores de crecimiento en la subpartida, incide el hacinamiento en las cárceles, y por defecto el no traslado de personas detenidas  en tiempo efectivo por el Ministerio de Justicia, lo que conlleva más días de alimentación en las celdas del Poder Judicial, así como el aumento en la criminalidad que hace que cada vez, se tengan más personas detenidas en las celdas del Organismo del Poder Judicial.

Variación por Programa 2020-2021

Al realizar el análisis comparativo por programa presupuestario, se determina que los Programa 926 Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo y 928 Organismo de Investigación Judicial, son los únicos que presentan incremento del 2022 al 2023, mientras que el Jurisdiccional, el Ministerio Público y el Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos, registran decrecimientos y la Defensa Pública tiene variación cero.

En la siguiente tabla se muestra el detalle de la variación para cada uno de los programas presupuestarios:

Tabla 3. Variación Formulación por Programa Periodos 2022 – 2023 y Ejecución 2021.

     Fuente: SIGA PJ

	En el caso del Programa Administrativo, el incremento se concentra en la Escuela Judicial y específicamente en el contrato de concesión de soda y servicio de alimentación, que pasa de ¢30.616.560 en 2022 a ¢53.475.333 para el 2023, mientras que en 2021 se formularon ¢43.321.344 

Según consulta realizada a la Licda. Eimy Solano Castro, Administradora de la Escuela Judicial, esta variación mostrada en un período de tres años, se debe a que para 2022 el cálculo se realizó bajo un escenario de Pandemia, en el cual durante 2020 se dio la cancelación de la capacitación presencial durante buena parte del año y no fue sino hasta el mes de agosto que se empezó a gestionar lo estrictamente necesario, por lo que en ese momento se hicieron los ajustes correspondientes hacia la baja para el monto a formular en 2022. Indica además, que cuando se realizan estas modificaciones en el contrato, ya sea hacia la alza o hacia la baja, son coordinadas directamente con la Licda. María Antonieta Soto Blanco del Departamento Financiero Contable y el Lic. Paulo Calvo Ballestero del Departamento de Proveeduría, y que en esta ocasión no fue la excepción, de hecho para el incremento en el monto del 2023 se consideraron los consumos reales de octubre y noviembre 2021, que en promedio pasaron de ¢1 millón a ¢5 millones mensuales, más las proyecciones de incremento para el 2023, que consideran el hecho de que sólo en el caso de los programas de formación básica del Organismo de Investigación Judicial, se pasó de tener cuatro grupos a diez grupos para el presente año y el siguiente; además, varios cursos de la Judicatura que se estaban impartiendo de forma virtual, vuelven a la presencialidad debido a que según los resultados de la evaluación realizada, no se están alcanzando los objetivos planteados; adicionalmente, antes el contrato consideraba solo la entrega de tiquete de almuerzo a los participantes, pero ahora además de este se entrega también tiquete de desayuno, lo anterior para mantener controlada la subpartida de viáticos, dado que de no entregar el tiquete de almuerzo se debería pagar el viático correspondiente y eso representaría un incremento significativo en el tema de viáticos. 

Finaliza indicando la Licda. Solano, que de hecho con los cambios que se han experimentado, ya se tiene detectado un faltante en el monto del 2022, por lo que desde ahora se están tomando las medidas correspondientes para inyectar más recursos al contrato mediante modificación externa, con recursos provenientes de otras subpartidas del presupuesto propio de la Escuela Judicial, situación similar a la del 2021, cuando los faltantes registrados al final del período fueron cubiertos igualmente de esta forma.
   
Por otra parte, en el caso del Organismo de Investigación Judicial, el aumento se presenta en el monto reservado para el pago de los distintos contratos de alimentación de personas detenidas, gasto que ha incrementado considerablemente, lo que se vio reflejado en la liquidación del 2021.  

Figura N° 2. Distribución de Recursos por Programa para el 2022

                         Fuente: SIGA PJ 

Distribución por Centro de Responsabilidad

En la tabla 4 se presentan los Centros de Responsabilidad que para el 2023 son los más representativos dentro de la subpartida.

Tabla 4. Distribución de la Subpartida por Centro de Responsabilidad, Periodo 2023
        

              Fuente: SIGA PJ
En el caso del Programa 950, el 95% (¢15.500.000) de los recursos formulados, son para las ayudas económicas para alimentación, que se brindan a las víctimas y testigos.

Por su parte en el Ministerio Público, del total presupuestado, ¢2.506.905 lo solicita la Fiscalía General para la atención de reuniones con personeros de otras instituciones de gobierno y delegaciones internacionales, mientras que la Unidad de Capacitación requiere de ¢711.705 para la atención de las distintas actividades que se realizan y el resto del presupuesto se reparte entre las distintas Fiscalías a nivel nacional para la compra de café, refrescos, galletas, bocadillos, jugos y otros productos que se requieren para las distintas reuniones y realización de la actividad anual de rendición de cuentas a la comunidad por parte de cada Fiscalía.
Entre estos cuatro Centros de Responsabilidad se concentra el 97% del total de recursos formulados

En conclusión, se tiene que a nivel general se cumple con lo estipulado en las directrices de formulación presupuestaria para todas las líneas, exceptuando los casos ya mencionados de la Escuela Judicial y el Organismo de Investigación Judicial.”

-0-

Se acordó: 1) Se dan por conocidos los requerimientos solicitados en la subpartida 20203 Alimentos y Bebidas. Sin embargo, se estará a la espera del análisis global del presupuesto 2023, para aprobar una propuesta integral que consolide todas las necesidades institucionales. 2) En el caso de los requerimientos de la Escuela Judicial y del Organismo de Investigación Judicial, que justifican el crecimiento de la subpartida, dado que ambos centros de responsabilidad sobrepasan el límite establecido, deberán efectuar un ejercicio de establecer prioridades e indicar dentro de su límite presupuestario de dónde se tomarán los recursos para incorporar estos requerimientos. En el caso de la Escuela Judicial presenta un crecimiento del 6.2% del límite autorizado (¢26.343.941), mientras el Organismo de Investigación Judicial un 8% (¢1.034.432.460), en este último caso sin considerar lo correspondiente al fideicomiso del edificio de Puntarenas. La magistrada Solano, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XV
Documento N° 3829-22
[bookmark: _Hlk98166821]En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expuso el informe 188-PLA-RH-MI-2022, suscrito por el Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe a.i. del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con la actualización presupuestaria del costo de las plazas requeridas por el Organismo de Investigación, de personas Custodias y Custodios en las diferentes zonas del país. Lo anterior, para lo que disponga el Consejo Superior en el análisis del proceso de formulación presupuestaria 2023.  




En este informe se indica lo siguiente:

“(…)

En atención al oficio 3438-2021 del 21 de abril del 2021 donde se transcribe el acuerdo tomado por Consejo Superior en sesión 30-2021 del 16 de abril del 2021, artículo XXI, sobre el oficio 390-PLA-RH-MI-2021 del 7 de abril del 2021, relacionado con el resumen de los antecedentes y situación actual respecto a las plazas de Custodias y Custodios de personas detenidas para analizar el movimiento de estas plazas, se remitió el informe suscrito por el Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Jefe a.i. del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con lo acordado en esa sesión, sea: 

[bookmark: _Hlk46409400]“1) Tener por rendido el informe N° 1490-PLA-MI-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con “el resumen de los antecedentes y situación actual respecto a las plazas de Custodias y Custodios de personas detenidas para analizar su movimiento.” 2) Tomar nota de los elementos conclusivos a los que se arribó en este informe, entre las más importantes se encuentran: a) El Organismo de Investigación Judicial, cuenta con un total de 436 plazas de personas custodias, distribuidas en 27 unidades de cárceles y dos secciones de cárceles (Secciones del Primer y Segundo Circuito Judicial de San José). b) Producto de los planes de descongestionamiento implementados por el “Proyecto de Mejora Integral del proceso Penal”, en los Tribunales Penales identificados como críticos del país, este Consejo aprobó 18 plazas de personas Custodias para el 2020, para que conformaran equipos de trabajo en conjunto con los Tribunales Penales, Ministerio Público y Defensa Pública, para garantizar la efectiva realización de los juicios y audiencias y lograr una disminución de circulante de causas pendientes de juicio. Este plan se ha afectado producto de la pandemia del COVIT-19, ante la cual en sesión 30-2020 celebrada el 31 de marzo de 2020, artículo XLI,  se aprobó un escenario en el cual se otorgan permisos con goce de salario solamente en aquellas oficinas de Tribunales Penales que no tienen la estructura mínima para poder hacer juicios colegiados destacados en la zona para atender casos de personas privadas de libertad, como es el caso de Quepos, Sarapiquí, Siquirres, Turrialba y Santa Cruz; por lo que actualmente se cuenta con ocho plazas con permiso con goce salarial de personas Custodias de Detenidos para cubrir los lugares indicados. c) La Unidad de Cárceles de Heredia, proyecta una demanda de 17 custodios por día para el 2020, uno menos del que mantuvo por día durante el año 2019, sin embargo, la carga de trabajo actual se asume con cuatro plazas menos, al no continuar el plan de descongestionamiento en Tribunales Penales en el Circuito de Heredia, es decir, se pasa de 24 a 20 plazas, por lo que al considerar la distribución de las plazas en los diferentes roles de trabajo, esta Unidad no estaría en la capacidad operacional para asumir la proyección de la demanda para el año 2020, en condiciones normales. d) Las Unidades de Cárceles de Limón, Puntarenas, Liberia, Quepos, Cañas, Garabito y Cóbano, de acuerdo con la proyección de la demanda que generarían los despachos judiciales de cada localidad en el año 2020 y de acuerdo con la cantidad de personal custodio con que cuentan, estarían en la capacidad operativa de asumir la carga de trabajo. e) Las Unidades de Cárceles de Bribri y Bataán cuentan con dos plazas para atender los ingresos de personas detenidas y prácticas judiciales, por lo que se visualiza la necesidad de que al menos se cuente con una plaza más de persona detenida en cada Unidad de Cárceles. f) Las Unidades de Cárceles de La Unión y Osa, solo cuenta con dos plazas de personas custodias, en el caso de la zona de La Unión es la Subdelegación que cuenta con la menor cantidad de plazas de personal custodio con respecto a todas las demás Subdelegaciones y que, por ende, es importante que como parte del “Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal” se analicen las cargas de trabajo que permitan identificar si es requerido fortalecer la estructura de la Unidad de Cárceles de La Unión, de igual forma, para las Unidades de Cárceles de Osa y Puriscal. g) A marzo del 2020, existen 63 plazas del personal Custodio de Detenidos que se encuentran pendientes de completar el curso de armas y defensa (representa un 14,45% del total de plazas de personas custodias), según la información recibida por las oficinas del Organismo de Investigación Judicial, esto impide que este personal pueda salir a realizar traslados de personas privadas de libertad, por lo que reduce la capacidad operacional de las Unidades de Cárceles, por tanto, esto es un tema critico de reforzar. h) Durante el 2019, un total de 807 personas en puestos ordinarios de Custodias o Custodios de Detenidos, disfrutaron en diferentes momentos del año, de un total de 13355 días de vacaciones e incapacidades (sin contar incapacidades por maternidad), y solamente se dieron sustituciones en 8105 días de los anteriormente indicados, es decir que solamente el 61% de las ocasiones donde se dieron vacaciones o incapacidades, se pudo realizar una sustitución; lo anterior según indican las propias Unidades de Cárceles hasta el día abordadas por el Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, se debe a la naturaleza de estos puestos, los cuales requieren de una serie de requisitos indispensables y que aún en la actualidad, existe personal interino de custodios de detenidos, que no puede ejercer de manera total e integral sus funciones por tener pendiente la aprobación de los cursos de armas y defensa personal. i) Se ha solicitado en dos ocasiones recalificar plazas de Custodia o Custodio de Personas Detenidas a otros puestos para que asuman otras funciones; lo que resta capacidad operativa a las Secciones de Cárceles del I y II Circuito Judicial de San José a las que pertenecían dichas plazas. j) Ante la alta demanda y necesidades de mejora de las diferentes oficinas encargadas de custodiar personas detenidas a lo largo y ancho del territorio nacional, mediante estudio y como resultado del Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, se recomendó y  aprobó por este Consejo el otorgamiento de permisos con goce de salario (14 para el 2018, 26 para el 2019 y 18 para el 2020, al día de hoy afectados por la pandemia del COVID-19, se mantienen ocho permisos con goce de salario de personas Custodias o Custodios de detenidas como se indicó. k) La Unidad Regional de Atenas, cuenta con el apoyo de la Unidad de Cárceles de Alajuela para realizar las custodias cuando se programen audiencias en el Juzgado Penal de Atenas, localidad en la que existe Juzgado Penal y oficinas del Ministerio Público y la Defensa Pública, además de contar con celdas para el resguardo de personas detenidas, por lo cual, se recomienda valorar la dotación de una estructura mínima de personal custodio para la atención de asuntos de esta zona, así como los provenientes de Orotina, esto debido a que en el caso de la Unidad Regional de Orotina no cuenta con celdas para personas detenidas, contemplado además que , toda persona detenida en Orotina es atendida en la zona de Atenas que es donde se encuentra el Ministerio Público y el Juzgado Penal que tienen la competencia territorial. l) La Unidad Regional de Buenos Aires cuenta con una plaza de persona custodia, lo que ocasiona que cuando se requiere un traslado de personas detenidas, deba recurrir a la colaboración de un investigador, lo cual evidencia la necesidad de una plaza de persona custodia de detenida para poder cumplir con el protocolo de seguridad que implican las custodias. m) El Tribunal Penal de Corredores y el Tribunal Penal de Golfito están integrados por cuatro Juezas o Jueces y tres personas juzgadoras respectivamente, donde se estima que con las 10 plazas de custodios de detenidos asignadas a las Unidad de Cárceles de Corredores se puede asumir la carga de trabajo, sin embargo, por las distancias en que se ubican los Centros de Atención Integral donde se encuentran las personas privadas de libertad y tomando en consideración que la Delegación de Corredores debe atender los traslados y custodias de personas detenidas para cinco localidades de la región sur, a saber: Puerto Jiménez, Ciudad Cortés, Golfito, Coto Brus y Corredores; resulta necesaria la dotación de mayor personal para poder cubrir adecuadamente la demanda que se presenta debida a los altos tiempos de traslado. n) Con respecto a los estudios de cargas de trabajo de las Unidades de Cárceles que no están contempladas en este informe, entre estas la solicitud realizada en oficio 2543-2020 de la Secretaría General de la Corte para la creación de una Unidad de Cárceles en la zona de Los Chiles, se indica que la Unidad Regional de Los Chiles dispone de celdas para personas detenidas, así como también en la localidad hay oficinas del Juzgado Penal, el Ministerio Público y la Defensa Pública, por lo que se recomienda valorar la dotación de una estructura mínima de personal custodio para la atención de asuntos de esta zona. Además, según cronograma del Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, se realizará un abordaje integral de la Oficina, que permita analizar los datos y la carga de trabajo que está demandando la zona de Los Chiles. 3) Este Consejo avala las recomendaciones técnicas referentes a la necesidad de recurso humano que se extraen de este informe, sin embargo, las limitaciones presupuestarias institucionales actuales, impiden que se pueda dotar dentro de las estructuras de trabajo en (la Delegación Regional de Heredia, Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Corredores, Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Bribrí, Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Bataán, Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Puriscal, Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Los Chiles, Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Buenos Aires y Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Atenas) las plazas de personas custodias de detenidos sugeridas por la Dirección de Planificación en este informe. b) En atención a la solicitud comunicada en oficio 2543-20 de la Secretaría General de la Corte, sobre la creación de una Unidad de Cárceles y la atención 24/7 en la zona de Los Chiles, la Dirección de Planificación analizará según el cronograma de abordaje, de forma que estos estudios permitan identificar si se requiere fortalecer la estructura de las Unidades de Cárceles del país pendientes de abordar al momento del presente estudio, tomando en consideración variables cualitativas y cuantitativas. Es así como, en el caso de la Unidad Regional de Los Chiles, será al momento del abordaje cuando se pueda realizar el estudio de cargas de trabajo y el análisis de ampliación de cobertura 24/7, para valorar la necesidad de dotación de mayor cantidad de personal custodio bajo el análisis integral y comparativo con el Modelo de Atención del Organismo de Investigación Judicial, aprobado por el Consejo Superior, en sesión 27-2020 celebrada el 24 de marzo de 2020, artículo LXIX. c) La Comisión de la Jurisdicción Penal y Presidencia de la Corte Suprema de Justicia coordinarán las acciones pertinentes con el Ministerio de Justicia y Paz, en cuanto al ingreso de las personas privadas de libertad de asuntos complejos o con máxima seguridad, en centros penales cercanos a las jurisdicciones que están realizando audiencias y se encuentran en zonas alejadas a los centros penales donde de forma oficial están recluidos estos privados de libertad. También se recomienda en el eventual caso de que una persona detenida cuente con varias causas, analizar bajo un criterio de mayoría sobre competencia territorial de las causas, para determinar el Centro Penal al cual se le debe trasladar definitivamente. d) La Comisión de la Jurisdicción Penal valorará la divulgación e implementación de las consideraciones esgrimidas en la recomendación 10.3 de este informe a las autoridades judiciales, cuando se requiera realizar un señalamiento para una práctica judicial con persona detenida, con la finalidad de que las Unidades de Cárceles brinden un mejor servicio a cada uno de los despachos judiciales. e) El Ministerio Público deberá: e.1)Valorar cuales diligencias con persona privada de libertad y recluida en un Centro de Atención Institucional, se pueden realizar mediante el uso de medios digitales como la videoconferencia, videollamada (Teams) u otros, lo anterior con la finalidad de hacer un uso más efectivo del personal y servicios que brindan las Unidades de Cárceles. e.2) Valorar, tomando en consideración el recurso humano con que cuentan las Unidades de Cárceles del país que, cuando una persona detenida sea presentada por la Policía Administrativa (municipal, fiscal, fuerza pública o PCD), se brinde en la medida de lo posible, prioridad para toma de los datos y la indagatoria, y con esto aprovechar la presencia de la Policía Administrativa, de esta manera, se reducen los tiempos de atención de la persona detenida, se maximiza el recurso de la Policía Administrativa y se optimiza la utilización del talento humano de las Unidades de Cárceles. f) La Escuela Judicial y Unidad de Capacitación del OIJ deberá: f.1) Valorar la programación de los cursos de armas y defensa personal requeridos, de manera que el personal Custodio de Detenidos pendiente de realizar el curso de portación de armas y defensa esté capacitado a la brevedad posible y pueda sumarse a la capacidad operativa de las Unidades de Cárceles en labores como el traslado de personas detenidas, para las que el curso señalado resulta indispensable, ya que este punto resulta de necesidad urgente para el Organismo de Investigación Judicial. f.2) Valorar la posibilidad de incrementar la periodicidad y cantidad de cursos de armas y defensa personal obligatorios que anualmente se imparten para el personal Custodio de Detenidos de todo el país, en función de la demanda que se presenta de personas pendientes de realizar los cursos; con la finalidad de contar con un banco de personas disponibles para ocupar (ya sea por sustitución o por nombramiento en una plaza) puestos de personas Custodias o Custodios de Detenidos, al momento que se requiera. g) El Organismo de Investigación Judicial procederá a: g.1) Impulsar el proyecto mencionado por el señor Flavio Quesada Sánchez, Secretario General del Organismo de Investigación Judicial (ver apéndice 21), relacionado con la capacitación de los custodios policiales de detenidos, de manera que, dos o tres funcionarios de la Sección de Cárceles del Primer Circuito Judicial de San José que trabajan en la actualización del manual de contención de personas detenidas a remitir al Consejo Superior por parte del OIJ, sean los que instruyan o brinden dirección funcional a los demás funcionarios a nivel nacional, con el fin de que todas las Unidades de Cárceles del país trabajen de forma estandarizada. g.2) Valorar no realizar propuestas futuras de recalificación de puestos utilizando las plazas de custodios de detenidos, ya que como se visibiliza es una necesidad el recurso en esta función primordial en el Organismo de Investigación Judicial y hacer estas solicitudes resta capacidad operativa a las Secciones de Cárceles del país, limitando aún más los grupos de trabajo con los que se cuenta. g.3) Valorar la posibilidad de maximizar el recurso humano con que cuenta ese Organismo (plazas vacantes), con la finalidad de reasignarlo para las necesidades que se denotan en el presente informe. h) La Dirección de Gestión Humana realizará una valoración de los perfiles competenciales y de los componentes salariales (disponibilidad y variación de jornada) de las plazas de Coordinador o Coordinadora de las Unidades de Cárceles, las cuales se encuentran realizando labores de Custodias o Custodios de Detenidos. i) La Unidad de Potencial Interno (UPI) de la Administración del Organismo de Investigación Judicial mantendrá actualizado el banco de personas custodias que cumplan con todos los requisitos (curso de armas y curso de defensa personal), que permita a las Unidades de Cárceles del país, poder realizar sustituciones por vacaciones o incapacidades. j) La Dirección de Planificación, como parte del “Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal” analizará según el cronograma de abordaje, las cargas de trabajo que permitan identificar de forma particular si se requiere fortalecer la estructura de las Unidades de Cárceles del país pendientes de abordar al momento del presente estudio, ya que este informe constituye un primer avance y atiende las necesidades planteadas partiendo de la información disponible al momento de realizar el estudio. 4) Comunicar el presente acuerdo al Ministerio Público, Comisión de la Jurisdicción Penal, Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, Escuela Judicial, Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, Dirección de Gestión Humana, Unidad de Potencial Interno de la Administración del Organismo de Investigación Judicial y Dirección de Planificación.”.

Relacionado con lo anterior, y considerando lo indicado por el Ministerio de Hacienda, mediante oficio DM-0436-2020 del 15 de abril del 2020, en el cual se señala el Título IV de la Ley 9635 “Fortalecimiento de las Finanzas Públicas” donde se establecen la regla fiscal y los criterios que deben considerarse para la formulación del presupuesto 2022 y conociendo las limitaciones presupuestarias institucionales; a continuación, se muestra la necesidad de presupuestar para el 2022 el recurso identificado en el estudio 1490-PLA-MI-2020 realizado por esta Dirección. 

De acuerdo con el análisis de cargas de trabajo realizado en las Unidades de Cárceles abordadas  producto del Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal,  se visualiza la necesidad  de dotar dentro de sus estructuras de trabajo de dos plazas de personas custodias en la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Heredia, dos plazas de personas custodias en la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Corredores, una plaza de persona custodia en la Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Bribri, una plaza de persona custodia en la Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Bataán, una plaza de persona custodia en la Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Puriscal (quienes cuentan en la actualidad con una plaza a modo de préstamo por parte del I Circuito Judicial de San José, de Custodia o Custodio de persona detenida), dos plazas de persona custodia en la Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Los Chiles, una plaza de persona custodia en la Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Buenos Aires, dos plazas de persona custodia en la Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Atenas. En el transcurso del 2020 la Dirección de Planificación abordó el Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica y el Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, por lo tanto, se incorporó las necesidades de dos plazas de personas custodias en la Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Santa Cruz, dos plazas de personas custodias en la Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Siquirres, dos plazas en Turrialba, Sarapiquí y Cañas debido a que también se analizó los resultados del proyecto de mejora integral del proceso penal en planes remediales donde se han revisado estructuras mínimas de oficinas y se ha visto la necesidad de poder establecer estructuras ordinarias que permitan disminuir tiempos de traslado, maximizar recurso humano y mejorar el servicio público.

De acuerdo con la recomendación anteriormente descrita, se procedió a realizar la actualización de la estimación de costos asociados a los requerimientos de personal Custodio de Detenidos en las oficinas del Organismo de Investigación Judicial de Heredia, Corredores, Bribri, Bataán, Puriscal, Los Chiles, Buenos Aires, Atenas, Santa Cruz, Turrialba, Sarapiquí, Cañas y Siquirres. A continuación, se muestra la estimación de costos respecto al recurso humano sugerido.

Cuadro 1. Costos estimados de las plazas propuestas de Custodios de Detenidos
	Programa
	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza
	 Costo Unitario  
	Período
	Costo Estimado

	Organismo de Investigación Judicial (928)
	Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Heredia
	2
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡36 180 000,00

	
	Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Corredores
	2
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡36 180 000,00 

	
	Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Bribri
	1
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡18 090 000,00 

	
	Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Bataán
	1
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡18 090 000,00 

	
	Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Puriscal
	1
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡18 090 000,00 

	
	Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Los Chiles
	2
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡36 180 000,00 

	
	Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Buenos Aires
	1
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡18 090 000,00 

	
	Unidad Regional del Organismo de Investigación Judicial de Atenas
	2
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡36 180 000,00 

	
	Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Santa Cruz
	2
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡36 180 000,00 

	
	Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Siquirres
	2
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡36 180 000,00 

	
	Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Cañas
	2
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡36 180 000,00 

	
	Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba
	2
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡36 180 000,00 

	
	Subdelegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Sarapiquí
	2
	Custodio de detenidos
	₡18 090 000,00 
	12 meses
	₡36 180 000,00 

	Total
	22
	₡397 980 000,00 


Fuente: Dirección de Planificación de acuerdo con información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos

Las veintidós plazas de Custodio de Detenidos requeridos para las oficinas del OIJ de Heredia, Corredores, Bribri, Bataán, Puriscal (quienes cuentan en la actualidad con una plaza a modo de préstamo por parte del I Circuito Judicial de San José, de Custodia o Custodio de persona detenida), Los Chiles, Buenos Aires, Atenas, Santa Cruz, Turrialba, Sarapiquí, Cañas y Siquirres implicarían un costo total anual de ₡ 397.980.000,00 en lo que respecta al rubro de Recurso Humano. Aunado a lo anterior, a continuación, se muestran los costos asociados a los requerimientos de equipo básico para el personal custodio de detenidos, tomando en consideración que una plaza de Custodio de Detenidos requiere del siguiente equipo:

Cuadro 2. Equipamiento básico para una plaza de Custodio de Detenidos (Detalle y Costo 2021)

 

De acuerdo con la información mostrada en los cuadros 1 y 2, a continuación, se muestran los requerimientos y costos totales asociados a la dotación de veintidós plazas de Custodio de Detenidos, no se cargaron costos de equipamiento para aquellas zonas en las cuales se cuenta con plan remedial porque ya tienen el equipo.

Cuadro 3. Requerimientos y Costos Asociados a la dotación de veintidós plazas de Custodio de Detenidos

	REQUERIMIENTO
	Programa
	 

	
	928
	Costo total

	Recurso humano
	₡397 980 000,00 
	 ₡  397 980 000,00 

	Utiles y materiales de resguardo y seguridad
	₡19 549 904,00
	 ₡    19 549 904,00 

	Equipo de transporte terrestre
	₡158 200 000,00
	 ₡  158 200 000,00 

	Maquinaria y equipo diverso
	₡19 038 819,58
	 ₡    19 038 819,58 

	Textiles y vestuario 
	₡1 607 308,12
	 ₡      1 607 308,12 

	Otros útiles materiales y suministros 
	₡617 356,52
	 ₡         617 356,52 

	Equipo y mobiliario de plazas nuevas
	₡2 117 839,34
	 ₡      2 117 839,34 

	TOTAL
	 ₡ 599 111 227,56 
	 ₡ 599 111 227,56 




De esta manera, la dotación de veintidós plazas de Custodio de Detenidos para dotar de los recursos requeridos a las oficinas del OIJ de Heredia, Corredores, Bribri, Bataán, Puriscal, Los Chiles, Buenos Aires, Atenas, Santa Cruz, Cañas, Turrialba, Sarapiquí y Siquirres, así como, el costo de cuatro vehículos para trasladar personas detenidas para las zonas de Los Chiles, Buenos Aires, Puriscal y Atenas. Tienen un costo presupuestado de ₡ 599.111.227,56.

Se deja así rendida la actualización de costos para el análisis presupuestario del proceso de formulación 2023, en caso de que se puedan asignar los recursos. 

[bookmark: _Hlk99968937]Se acordó: 1) Aprobar el informe 188-PLA-RH-MI-2022, relacionado con la actualización presupuestaria del costo de las plazas requeridas por el Organismo de Investigación Judicial, de personas Custodias y Custodios en las diferentes zonas del país. 2) Comunicar a Corte Plena este informe para hacer de su conocimiento la necesidad de 22 plazas nuevas que requiere el Organismo de Investigación Judicial, para considerar la posibilidad de solicitar estos requerimientos ante el Ministerio de Hacienda. La magistrada Solano, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVI 
Documento 3749-22

En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expuso el informe 197-PLA-MI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023-Análisis de requerimiento del personal fiscal en el Ministerio Público, se remite el informe solicitado por la Dirección de Planificación y suscrito por el Ing. Jorge Rodríguez Salazar, Jefe a.i. del Subproceso de Modernización Institucional.




En este informe se indica lo siguiente:

“(…)

Este informe consiste en realizar un diagnóstico de las fiscalías en función de la cantidad de Fiscales de Juicio que deberían tener a partir de la estructura y demanda del Ámbito Jurisdiccional, con el objetivo de no afectar la etapa preparatoria e intermedia, porque actualmente suplen esa debilidad sacrificando el tiempo de las plazas de Fiscal Auxiliar, lo cual atenta contra la calidad de la investigación y el planteamiento del requerimiento Fiscal, se detectaron que en 11 Fiscalías con un estudio técnico de la Dirección de Planificación se tenía esa debilidad y también el ejercicio se extendió a nivel nacional para que a partir del modelo de tramitación se encontraran 17 fiscalías en las cuales se tiene esa carencia, para propiciar el fortalecimiento de 28 fiscalías, en total se revisaron 42 fiscalías, de las cuales en un 67% de ellas se encontró que tenían esa limitación. También se hace la observación que el estudio consideró los lugares en los cuales se tiene una plaza de Fiscal Auxiliar realizando funciones de Fiscal de Juicio.
En ese contexto, el Rediseño de procesos de materia penal es una necesidad que la Corte Plena definió desde el 2012, lo cual no pudo ser realizado de manera integral en todos los Circuitos Judiciales por la Dirección de Planificación debido a que en ese momento histórico se establecieron otras prioridades como lo fueron los rediseños del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (2013-2014-2015), Circuito Judicial de Cartago (2015-2016) y Reformas Procesales Laboral y Civil (2016-2017).

Consecuentemente, la Corte Plena en sesión 15-16, artículo XVII, aprobó el estudio operativo en los Tribunales Penales del país y con base a esto, el Despacho de la Presidencia diseña en conjunto con la Dirección de Planificación el Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, este proyecto a su vez fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 71-17 del 1 de agosto del 2017, artículo CXI, en el mismo se realiza una visita a todos los Tribunales de Juicio, Secciones de Flagrancia y Juzgados Penales del país, con el fin de obtener un diagnóstico general de la situación actual en estas oficinas, así como la estandarización de agendas de señalamiento.

Dentro de dicho proyecto se aprobó un abordaje de la materia penal y se programó una visita al Tribunal de Limón en septiembre de 2017, de manera conjunta entre el despacho de la Presidencia y la Dirección de Planificación. Como producto de la visita se diseñó un plan remedial para reducir la mora judicial de ese Tribunal, que se basaba en el incremento de dictado de sentencias unipersonales, a través de la dotación de una batería de tres juezas o jueces y su personal de apoyo, informe 1541-PLA-17, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 100-2017, artículo LI, esta estructura fue implementada en febrero del 2018.

Posteriormente, el Consejo Superior en la sesión 2-10 del 10 de enero del 2019, artículo XXXIII, aprueba el informe 1427-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, donde se presenta el modelo de tramitación estandarizado para los Tribunales Penales del país.

Por último, mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 43-19 celebrada el 14 de mayo del 2019, artículo XLII, se acordó tener por rendido el informe 493-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación sobre el “Modelo de Tramitación del Ministerio Público” y aprobar dicho Modelo, el cual brinda las pautas a analizar en el abordaje que se realizará para cada una de las oficinas de la Fiscalía General.

A raíz de lo anterior, y considerando lo indicado por el Ministerio de Hacienda, mediante oficio DM-0340-2020 del 15 de abril del 2021, en el cual se señala el Título IV de la Ley 9635 “Fortalecimiento de las Finanzas Públicas” donde se establecen la regla fiscal y los criterios que deben considerarse para la formulación del presupuesto 2022 y conociendo las limitaciones presupuestarias institucionales; se muestra la necesidad de presupuestar para el 2023 el recurso identificado en este estudio, el cual fue solicitado bajo la iniciativa de la Dirección de Planificación y elaborado por el Ing. Giovanni Gómez Cedeño, Profesional 2, en Coordinación con el Ing. Nelson Arce Hidalgo, Coordinador de Unidad 3, ambos profesionales del Subproceso a mi cargo.

A continuación, se realiza un análisis de las estructuras actuales establecidas para los diferentes Tribunales Penales y Fiscalías del estado, considerando como base las estructuras de tramitación aprobadas y mencionadas con anterioridad para esas oficinas, así como algunos criterios que se deben contemplar a la hora de realizar dichas comparaciones, como lo son:

De acuerdo con las estructuras de las oficinas existente en las diferentes localidades, se requiere que, donde existen al menos dos personas fiscales auxiliares, también debe existir al menos una persona fiscal, recordando que estas últimas además de tener las funciones pertinentes a la atención de juicios, deben además realizar labores de coordinación de la oficina, así como tareas administrativas, por ejemplo, la elaboración de PAO, SEVRI, PEI, control de vacaciones y permisos, autorización de transacciones, autorización de solicitudes ante otras instituciones, como apertura de cuentas bancarias, allanamientos, levantamiento de cadáveres, entre otras actividades relacionadas con el cargo, de ahí que también se conozcan como persona fiscal de juicio o persona fiscal coordinadora.

Por otra parte, y de acuerdo con el Modelo de Tramitación del Ministerio Público aprobado por el Consejo Superior, se tiene que, por cada 3 o 4 personas fiscales auxiliares debe existir una persona fiscal.

En línea con lo anterior, si se consideran las estructuras de los diferentes Tribunales Penales instaladas en cada localidad, es necesario que, por cada sección mixta (sección Colegiada, compuesta por tres personas juzgadoras, que se puede desintegrar para conformar dos secciones Unipersonales, de una persona juzgadora por cada sección y que pueden señalar de manera simultánea, o sea, dos juicios en vez de uno a la vez), debe existir al menos dos plazas de persona fiscal que puedan brindar la cobertura posible para atender ambos requerimientos de esa oficina en forma paralela y se evite afectar a la persona usuaria final, lo cual facilitaría que se puedan hacer de manera sincronizada las dos audiencias.

Por último, en el caso donde exista en la Fiscalía una sola persona fiscal auxiliar, se debe analizar la posibilidad de que se recalifique a persona fiscal debido a que por sí sola, esa persona además de asumir las labores administrativas mencionadas en párrafos anteriores, debe también asistir a juicios que se le señalen de la zona, situación que podría traer a colación una potencial apelación en el resultado que se desprenda para cada debate, por un tema en la materia Contenciosa, ya que al no estar esta persona en un cargo que comprenda la resolución de asuntos en investigación y por ende su participación en los debates, se podría fallar en contra de lo acordado durante el juicio llevado a cabo en la materia Penal.

De acuerdo con el análisis y los criterios antes mencionados sobre las estructuras revisadas en las diferentes Fiscalías del país y considerando las estructuras instaladas en los diferentes Tribunales Penales de cada localidad, producto del Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, se visualiza la necesidad de dotar dentro de sus estructuras de trabajo de:

Una plaza nueva de persona fiscal y otra plaza recalificada de persona fiscal auxiliar a persona fiscal para la Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de San José (Goicoechea)
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía Adjunta de Cartago, 
Una plaza recalificada de persona fiscal auxiliar a persona fiscal para la Fiscalía Adjunta del Tercer Circuito Judicial de San José (sede Desamparados), 
Una plaza recalificada de persona fiscal auxiliar a persona fiscal para la Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Pococí), 
Una plaza nueva de persona fiscal y una plaza recalificada de persona fiscal auxiliar a persona fiscal para la Fiscalía de Hatillo,
Una plaza recalificada de persona fiscal auxiliar a persona fiscal para la Fiscalía de Pavas, 
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón), 
Dos plazas recalificadas de persona fiscal auxiliar a persona fiscal para la Fiscalía Adjunta de Puntarenas
Tres plazas nuevas de persona fiscal para la Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)
Una plaza recalificada de persona fiscal auxiliar a persona fiscal para la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)
Dos plazas nuevas de persona fiscal para la Fiscalía de Santa Cruz
Seis plazas nuevas de persona fiscal para la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de San José
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía Adjunta del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de Turrialba
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de Grecia
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de Cañas
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de Quepos
Una plaza recalificada de persona fiscal auxiliar a persona fiscal para la Fiscalía de la Unión
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de Sarapiquí
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de Siquirres
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de Osa
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de la Fortuna
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de Bribrí
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de Golfito
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de los Chiles
Una plaza recalificada de persona fiscal auxiliar a persona fiscal para la Fiscalía de Tarrazú
Una plaza recalificada de persona fiscal auxiliar a persona fiscal para la Fiscalía de Cóbano
Una plaza nueva de persona fiscal para la Fiscalía de Guatuso donde se han revisado estructuras mínimas de oficinas y se ha visto la necesidad de poder establecer estructuras ordinarias que permitan disminuir tiempos en los procesos, maximizar el talento humano y mejorar el servicio público.

El análisis involucra revisar si deben crearse plazas nuevas o recalificaciones, estas últimas aplicarán en aquellos lugares en los cuales una plaza de Fiscal Auxiliar se encuentran desarrollando funciones de Fiscal de Juicio, lo cual quiere decir que con esa recomendación no se está afectando la atención de la etapa preparatoria e intermedia, mientras que las necesidades de Fiscal de Juicio nuevas se refieren a lugares en donde la estructura existe con un permiso con goce de salario o para cubrir un faltante en la estructura por necesidad de juicios del Ámbito Jurisdiccional o por definir una estructura mínima para mejorar la dirección funcional y atención de casos.

Se hace la observación que la propuesta de fortalecer a las Fiscalías con fiscales de juicio lo que pretende es mejorar la tramitación de dichos despachos, los cuales en muchos casos sacrifican la etapa investigativa por cubrir juicios con su recurso de Fiscal Auxiliar, todo eso en procura de presentaciones de requerimiento fiscal de mayor calidad y que exista la correcta dirección funcional de cada causa en pro de una mejor administración de justicia.

Para concluir con la fundamentación anteriormente descrita, se procedió a realizar la estimación de costos asociados a los requerimientos de personal fiscal del Ministerio Público, por lo que a continuación se muestra dicha estimación de costos respecto al recurso humano sugerido y a la dotación de implementos necesarios para desempeñar su función.


CUADRO 1
[bookmark: _Hlk95134651]Fiscalías del Ministerio Público que ya han sido abordadas y donde se identificó faltante de personal, pero tienen un informe pendiente de enviar al Consejo Superior.

	Despacho Datos 2022
	Cantidad Actual de Fiscales Juicio
	Cantidad de fiscales auxiliares haciendo funciones de juicio
	Cantidad de Fiscales Auxiliares
	Seccio-nes Cole-giada
	Seccio-nes Uniper-sonal
	Seccio-nes Mixta
	Total de plazas reque-ridas
	Costo por anual puesto

	Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de San José
	4
	1
	20
	6
	1
	0
	2
	₡56 337 000,00

	Fiscalía Hatillo
	2
	1
	9
	2
	2
	0
	2
	₡56 337 000,00

	Total
	
	
	
	
	
	
	
	₡112 674 000,00


Fuente: Elaboración propia con la información suministrada por las Fiscalías del Ministerio Público y el Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.

En el cuadro anterior se tiene que, se ha identificado la necesidad de personal para esas Fiscalías del Ministerio Público que ya han sido abordadas por parte de las personas profesionales de la Dirección de Planificación, durante la ejecución del proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal y sus respectivos informes se encuentran en proceso.

Es importante aclarar que, dentro de la cantidad total de plazas faltantes se incluye una plaza para cada localidad correspondiente a una recalificación de persona fiscal auxiliar por una persona fiscal, las cuales ya vienen realizando esas funciones, de acuerdo con los respectivos diagnósticos realizados a esas oficinas y donde el incremento anual significaría un aproximado de ₡2 126 000,00 por persona.

Para las restantes dos personas fiscales faltantes en esas oficinas, se indica que las plazas serían completamente nuevas, lo que se interpreta como un incremento anual de ₡54 211 000,00 por cada una de esas personas en el presupuesto del Ministerio Público

Lo expuesto anteriormente provocaría un aumento total de ₡56 337 000,00 en el presupuesto anual de cada una de esas Fiscalías, no obstante, esto representaría que se pueda contar con estructuras ordinarias formales para disminuir los tiempos de traslado de los tribunales, como en el caso de Hatillo, así como en el desarrollo de juicios unipersonales o colegiados simultáneos en la zona, mejorar el servicio hacia la persona usuaria y descongestionar a las oficinas, ya que se implicaría un aumento en la cantidad de señalamientos a juicio que se puedan realizar pues se va a contar con más talento humano disponible.

Por lo que, se tendría un costo total de ₡116 053 644,00 aproximadamente, si se agrega el costo por equipo, licencias y mobiliario con el que deberían contar las dos plazas nuevas, el cuál sería de ₡3 379 644,00 ya que las plazas existentes y que se podrían recalificar ya cuentan con su equipo, licencias y mobiliario asignado, además de que ese costo por mobiliario sería una única vez.


CUADRO 2
Fiscalías del Ministerio Público que ya han sido abordadas donde no se identificó faltante de personal, pero por cambios en estructura o funcionabilidad del Tribunal Penal de la localidad se debe corregir el faltante.

	Despacho Datos 2022
	Cantidad Actual de Fiscales Juicio
	Cantidad de fiscales auxiliares haciendo funciones de juicio
	Cantidad de Fiscales Auxiliares
	Seccio-nes Cole-giada
	Seccio-nes Uniper-sonal
	Seccio-nes Mixta
	Total de plazas reque-ridas
	Costo por anual puesto

	Fiscalía de Pavas
	3
	0
	10
	2
	2
	0
	1
	₡2 126 000,00


Fuente: Elaboración propia con la información suministrada por las Fiscalías del Ministerio Público y el Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.

En el escenario del cuadro anterior se tiene que, se ha identificado la necesidad de personal para esa oficina del Ministerio Público, la misma aunque ya ha sido abordada por parte de las personas profesionales de la Dirección de Planificación durante la ejecución del proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, y debido a una situación particular en ese lugar, la cual consiste en que esa oficina fue abordada previo a que se abordara el resto de oficinas de esa localidad, es que ahora se plantea una propuesta por parte de la Dirección de Planificación para dividir el Tribunal de la zona, con el fin de optimizar los recursos y el talento humano de esas oficinas, así como de mejorar el servicio donde se asegure una justicia pronta y cumplida hacia la persona usuaria, es por lo expuesto, que se debe realizar dicho ajuste a la estructura actual de la Fiscalía de Pavas que permita a través de la recalificación de una persona fiscal auxiliar a una persona fiscal, poner en marcha la realización de más juicios.

Debido a lo anterior y tomando en cuenta la propuesta para la separación de ese Tribunal Penal existente en esa ubicación, con el fin de conformar el Tribunal Penal de Hatillo y el Tribunal Penal de Pavas, donde cada una de esas oficinas quedaría integrada por dos secciones Unipersonales y dos secciones Colegiadas, es que se tendría esa necesidad de recalificar una de las plazas existentes de persona fiscal auxiliar a persona fiscal, con el fin de incrementar la capacidad operativa para la atención de juicios de ese Tribunal Penal y lo que implicaría un aumento en el costo activo de esa Fiscalía en ₡2 126 000,00 al año aproximadamente, que de igual manera beneficiaría el servicio público que se brinda.

CUADRO 3
Fiscalías del Ministerio Público que han sido abordadas donde se cuenta con personal del Proyecto de Descongestionamiento y donde se hace indispensable la permanencia de ese talento humano en el lugar.

	Despacho Datos 2022
	Cantidad Actual de Fiscales Juicio
	Cantidad de fiscales auxiliares haciendo funciones de juicio
	Cantidad de Fiscales Auxiliares
	Seccio-nes Cole-giada
	Seccio-nes Uniper-sonal
	Seccio-nes Mixta
	Total de plazas reque-ridas
	Costo por anual puesto

	Fiscalía de Santa Cruz
	1
	0
	3
	0
	1
	1
	2
	₡108 422 000,00

	Fiscalía de Turrialba
	1
	0
	3
	0
	0
	1
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de Cañas
	1
	0
	4
	0
	0
	1
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de Quepos
	1
	0
	4
	0
	0
	1
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de Sarapiquí
	1
	0
	3
	0
	0
	1
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de Siquirres
	1
	1
	3
	0
	0
	1
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de Bribri
	1
	0
	3
	0
	0
	1
	1
	₡54 211 000,00

	Total
	
	
	
	
	
	
	
	₡433 688 000,00


Fuente: Elaboración propia con la información suministrada por las Fiscalías del Ministerio Público y el Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.

Como se puede apreciar en el cuadro anterior, se tiene la necesidad de incrementar en al menos una persona fiscal para esas Fiscalías con el fin de cumplir con la estructura mínima requerida para el correcto funcionamiento del Tribunal Penal en cada una de esas zonas, por lo que, para esos casos en específico se considera indispensable ese apoyo de forma permanente, como respuesta a la situación expuesta y a la capacidad instalada de esas localidades, lo cual provocaría un costo total anual aproximado de ₡433 688 000,00 para esas oficinas, sin embargo, es una situación que se viene presentando de manera temporal, pero continua, a través de los permisos con goce de salario bajo el artículo 44, desde el 2019 aproximadamente, por lo que el incremento en el costo de la oficina debería ser mínimo a la hora de realizarse el cambio de forma temporal a permanente, en comparación con crear una plaza ordinaria completamente nueva.


CUADRO 4
Fiscalías del Ministerio Público que aún no han sido abordadas, pero donde se identificó faltante de personal por la estructura instalada en el Tribunal Penal de la localidad o por la operatividad de la Fiscalía del lugar.

	Despacho Datos 2022
	Cantidad Actual de Fiscales Juicio
	Cantidad de fiscales auxiliares haciendo funciones de juicio
	Cantidad de Fiscales Auxiliares
	Seccio-nes Cole-giada
	Seccio-nes Uniper-sonal
	Seccio-nes Mixta
	Total de plazas reque-ridas
	Costo por anual puesto

	Fiscalía Adjunta de Cartago
	4
	0
	10
	2
	3
	0
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía Adjunta del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Desamparados
	2
	1
	10
	2
	1
	0
	1
	₡2 126 000,00

	Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur
	2
	0
	7
	2
	1
	0
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de Alajuela
	2
	0
	6
	2
	3
	0
	3
	₡162 633 000,00

	Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de San José
	3
	0
	19
	6
	3
	0
	2
	₡108 422 000,00

	Fiscalía Adjunta del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)
	1
	0
	3
	1
	1
	0
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de Grecia
	1
	0
	3
	0
	0
	1
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de la Unión
	0
	1
	4
	0
	0
	0
	1
	₡2 126 000,00

	Fiscalía de Osa
	1
	0
	3
	0
	0
	1
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de la Fortuna
	0
	0
	2
	0
	0
	0
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de Golfito
	1
	0
	2
	0
	0
	1
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de los Chiles
	0
	0
	2
	0
	0
	0
	1
	₡54 211 000,00

	Fiscalía de Tarrazú
	0
	0
	1
	0
	0
	0
	1
	₡2 126 000,00

	Fiscalía de Cóbano 
	0
	0
	1
	0
	0
	0
	1
	₡2 126 000,00

	Fiscalía de Guatuso
	0
	0
	2
	0
	0
	0
	1
	₡54 211 000,00

	Total
	
	
	
	
	
	
	
	₡767 458 000,00


Fuente: Elaboración propia con la información suministrada por las Fiscalías del Ministerio Público y el Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.

En el cuadro previo se observa que, además de considerar los juicios como variable para la asignación de plazas de persona fiscal, se deben considerar también algunas otras funciones que se realizan en el campo administrativo, como parte de las labores que se asumen al coordinar una oficina o tener personal a cargo, por ejemplo, creación y seguimientos a los PAO, SEVRI, PEI, control de vacaciones, incapacidades, permisos, ascensos del personal, aprobaciones para diversas solicitudes con otras instituciones, como allanamientos, apertura de cuentas bancarias, levantamiento de cuerpos, entre otros, por lo que se considera necesario que en esas oficinas donde se cuente con al menos dos personas fiscales auxiliares se asigne personal fiscal, para que lleve el control de esas labores y la operatividad de la oficina, así como de sus integrantes. Existirán oficinas que tendrán un Fiscal de Juicio y dos fiscales auxiliares a modo de excepción del modelo de tramitación, debido a que por ser estructuras mínimas es necesaria esa conformación, dirección funcional de la oficina y temas administrativos, esto sucederá en Fortuna, Chiles y Guatuso replicando la estructura de Upala, Coto Brus, Puriscal y Golfito. También debe hacerse la observación que con esta propuesta las causas que son de esas zonas serían vistas en juicio por el propio fiscal que dio dirección funcional a la investigación, lo cual propiciaría una mejor calidad a la hora de presentarse en el debate.

Otro aspecto a considerar es el tema legal, donde en el caso de que se dé una apelación a un juicio y se deba llevar a otra instancia, donde el resultado de ese asunto obtenido en el Tribunal Penal se pueda debatir y hasta perder, por el hecho de tener una persona auxiliar realizando juicios, para ese caso en particular y con el fin de evitar que se presenten esas situaciones en el marco legal, se identifica la necesidad de que en las oficinas donde existe solo una persona fiscal auxiliar, se recalifiquen esas plazas a persona fiscal ya que eventualmente deben tener el control de todos los aspectos mencionados en el párrafo anterior, así como la realización y atención de juicios de la zona.

Todo lo anterior, obedecería a una necesidad de acortar plazos de agendas y brindar un mejor servicio público, no obstante, el costo total a invertir en talento humano para llevar a cabo este plan sería de ₡767 458 000,00 al año aproximadamente, tomando todas las oficinas del cuadro anterior.

Por lo que, se tendría un costo total de ₡790 704 091,00 aproximado, si se agrega el costo por equipo, licencias y mobiliario con el que deberían contar las doce plazas nuevas que se solicitan en este punto en particular, lo que significa ese incremento de ₡23 246 091,00 en el total final, ya que las plazas existentes y que se podrían recalificar ya cuentan con su equipo y mobiliario asignado (cuatro en total), además de que ese costo por mobiliario sería una única vez.


CUADRO 5
Fiscalías del Ministerio Público que ya han sido abordadas donde se identificó faltante de personal por las funciones que este personal realiza y la estructura del Tribunal Penal del lugar, donde existe un informe técnico de la Dirección de Planificación que lo sustenta.

	Despacho Datos 2022
	Cantidad Actual de Fiscales Juicio
	Cantidad de fiscales auxiliares haciendo funciones de juicio
	Cantidad de Fiscales Auxiliares
	Seccio-nes Cole-giada
	Seccio-nes Uniper-sonal
	Seccio-nes Mixta
	Total de plazas reque-ridas
	Costo por anual puesto
	


Informe

	Fiscalía Adjunta Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	2
	1
	10
	2
	1
	0
	1
	₡2 126 000,00
	1574-PLA-MI-2020

	Fiscalía Adjunta de Puntarenas
	1
	2
	11
	2
	1
	0
	2
	₡4 252 000,00
	1068-PLA-MI-2021

	Fiscalía Adjunta Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica 
	3
	1
	10
	3
	1
	0
	1
	₡2 126 000,00
	889-PLA-MI-2021

	Total
	
	
	
	
	
	
	
	₡8 504 000,00
	


Fuente: Elaboración propia con la información suministrada por las Fiscalías del Ministerio Público y el Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.

Por último, como se aprecia en la tabla anterior que, existen informes técnicos realizados por personal profesional de la Dirección de Planificación, revisados y aprobados por el Consejo Superior, donde se identifica la necesidad de que se recalifique una totalidad de cuatro plazas de persona fiscal auxiliar en personas fiscales, con el fin de contar con estructuras ordinarias formales para disminuir los tiempos de realización de juicios, tanto de juicios unipersonales como de colegiados de forma simultánea en la zona, mejorar el servicio hacia la persona usuaria y descongestionar a las oficinas, así como de evitar incurrir en situaciones como las expuestas en el punto anterior sobre las posibles implicaciones que se podrían tener en el marco legal, es que se estima una inversión total de ₡8 504 000,00 aproximadamente, para cubrir el faltante de talento humano de ese tipo en esas oficinas.


CUADRO 6
Tabla resumen de costos por talento humano, mobiliario y equipo
para el personal fiscal requerido.

	Tipo de plaza
	Cantidad de plazas
	Costo por mensual por el total de puestos
	Costo anual por el total de puestos
	Costo por Mobiliario, Licencias y Equipo
	Costo Total

	[bookmark: _Hlk97105863]nueva
	24
	₡108 422 000,00
	₡1 301 064 000,00
	₡26 625 735,00
	₡1327 689 735,00

	recalificada
	11
	₡1 948 833,00
	₡23 386 000,00
	₡0,00
	₡23 386 000,00

	Total
	35
	₡110 370 833,00
	₡1 324 450 000,00
	₡26 625 735,00
	₡1 351 075 735,00


Fuente: Elaboración propia con la información suministrada por las Fiscalías del Ministerio Público y el Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.

Conclusiones

Existen 24 necesidades de Fiscal de Juicio debido a que la estructura de los Tribunales Penales y su posibilidad de poder realizar juicios simultáneos provoca que la Fiscalía deba cubrir esa demanda con Fiscales Auxiliares lo cual afecta la calidad de la investigación, al restar tiempo y propiciar no contar con la correcta dirección funcional y preparación de una causa judicial.
A nivel nacional se tienen 20 Fiscalías que no tienen en su estructura la cantidad de Fiscales de Juicio suficientes para poder cumplir con la demanda de servicios de los Tribunales Penales, lo cual se está desarrollando, pero con una afectación en la etapa preparatoria e intermedia, lo que impacta en los tiempos de respuesta e impulso de la investigación
Se detectó que existen 11 Fiscales Auxiliares que realizan funciones de Fiscal de Juicio, por lo tanto, recalificarlos sería normalizar la práctica que ya ellos desarrollan sin afectar la tramitación.
Existen 10 Fiscalías en las cuales se tiene al menos a un Fiscal Auxiliar realizando funciones de Fiscal de Juicio.
Se tienen 7 Fiscalías que hoy en día suplen su carencia de fiscal de juicio con un permiso con goce de salario: Santa Cruz, Quepos, Cañas, Turrialba, Sarapiquí, Siquirres y Bribrí.
Existen tres fiscalías que ni siquiera cuentan con un Fiscal de Juicio, por lo cual las tareas administrativas, de supervisión y asistencia a juicio son desarrolladas por Fiscales Auxiliares: Fortuna, Los Chiles y Guatuso.
La Dirección de Planificación en el marco del proyecto de mejora integral del proceso penal ha revisado 11 Fiscalías con la necesidad documentada de contar con mayor cantidad de plazas de fiscales de juicio y se tienen 17 que no se han abordado, pero con fundamento en el modelo de tramitación puede realizarse la prevista de la debilidad en la estructura.
Este estudio consideró la revisión de 42 Fiscalías a nivel nacional, se detectaron debilidades en la cantidad de fiscales de juicio en el 66% de ellas.


Recomendaciones

A partir del análisis de las estructuras del ámbito jurisdiccional (cantidad de juicios simultáneos de los Tribunales Penales), estructuras mínimas de supervisión de trabajo y dirección funcional se recomienda la creación de 24 plazas nuevas, se destaca que actualmente 8 de ellas se tienen con permiso con goce de salario como parte de un proyecto de descongestionamiento de los Tribunales Penales regionales:

	Despacho Datos 2022
	Nueva

	Fiscalía Adjunta Segundo Circuito Judicial San José
	1

	Fiscalía Adjunta de Cartago
	1

	Fiscalía Hatillo
	1

	Fiscalía Adjunta Primer Circuito Judicial Zona Sur
	1

	Fiscalía Adjunta Segundo Circuito Judicial Alajuela
	3

	Fiscalía de Santa Cruz
	2

	Fiscalía Adjunta Primer Circuito Judicial San José
	2

	Fiscalía Adjunta Tercer Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)
	1

	Fiscalía de Turrialba
	1

	Fiscalía de Grecia
	1

	Fiscalía de Cañas
	1

	Fiscalía de Quepos
	1

	Fiscalía de Sarapiquí
	1

	Fiscalía de Siquirres
	1

	Fiscalía de Osa
	1

	Fiscalía de la Fortuna
	1

	Fiscalía de Bribri
	1

	Fiscalía de Golfito
	1

	Fiscalía de los Chiles
	1

	Fiscalía de Guatuso
	1

	Total
	24


Fuente: Elaboración propia con la información suministrada por las Fiscalías del Ministerio Público y el Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.

Se recomienda la recalificación de 11 plazas de Fiscal Auxiliar que actualmente se encuentran desarrollando funciones de Fiscala o Fiscal de Juicio, a continuación, se presenta el desglose:

	Despacho Datos 2022
	Recalificar

	Fiscalía Adjunta Segundo Circuito Judicial San José
	1

	Fiscalía Adjunta Tercer Circuito Judicial San José, sede Desamparados
	1

	Fiscalía Adjunta Segundo Circuito Judicial Zona Atlántica 
	1

	Fiscalía Hatillo
	1

	Fiscalía de Pavas
	1

	Fiscalía Adjunta de Puntarenas
	2

	Fiscalía Adjunta Primer Circuito Judicial Zona Atlántica 
	1

	Fiscalía de la Unión
	1

	Fiscalía de Tarrazú
	1

	Fiscalía de Cóbano 
	1

	Total
	11


Fuente: Elaboración propia con la información suministrada por las Fiscalías del Ministerio Público y el Subproceso de Modernización Institucional de la Dirección de Planificación.

Es debido a todo lo expuesto anteriormente en este informe que se determinó la necesidad de contar con el total de ese personal fiscal para mejorar el servicio que prestan las diferentes Fiscalías territoriales del país a los diferentes Tribunales Penales de las respectivas competencias territoriales y a las personas usuarias que necesitan del sistema judicial en la zona, por lo que en total se requeriría un monto final de ₡1 351 075 735,00, compuesto por ₡1 301 064 000,00 por plazas nuevas, ₡23 386 000,00, por plazas recalificadas y ₡26 625 735,00 por equipo, licencias y mobiliario indispensables para desempeñar sus funciones, así como de cumplir con las estructuras regionales del Modelo Penal y planes de mejora implementados en las diferentes localidades.  Es de resaltar que el análisis se presenta con fundamento en la información disponible a la fecha de la presentación de este informe.”
-0-
Manifiesta la Magistrada Patricia Solano Castro, Presidenta a.í.: “En esto nada más yo quería hacer la observación en lo que tiene que ver con el rediseño de procesos porque yo noto que desde el año 98, cuando entró el Código Procesal Penal la cantidad de Fiscales Adjuntos que se han creado son muchísimos, pero  el personal de muchas fiscalías adjuntas que han asignado es mínimo, a veces siento que hay más fiscales adjuntos que personal y que en algunos temas debería de estar centrados las fiscalías de la cantidad de fiscales adjuntos que hay por el salario que tienen y funciones que me parece que eso debería estar centralizado y que sí es un estudio pendiente que se tiene que hacer, porque sí es un tema de preocupación. A veces un fiscal adjunto y dos fiscales auxiliares, sobre todo en temas especiales, pero que sí es un asunto pendiente de revisión. Nada más aprovecho para hacer la observación porque sí es un tema que me preocupa.”
Indica la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación: “Tal vez podría quedar consignado en el acuerdo que podamos hacer el análisis de los fiscales, porque este es de juicio. En este caso particular, aquí talvez hay que recordar que el proyecto penal lo que hace es maximizar las secciones unipersonales con las secciones de juicio que teníamos específica de juicios colegiados, entonces esa es la distorsión que se viene dando en todo lo que es fiscales de juicio, porque entonces tenemos ya maximizando todas las secciones pero no tenemos la contraparte de las fiscalías y que hoy los estamos haciendo con fiscales auxiliares, entonces  esa contrapartida es la que se está tratando de subsanar aquí para que no se tengan problemas en la realización de los juicio, pero si ustedes lo consideran incluiríamos hacer ese análisis de los fiscales adjuntos.”
Agrega Magistrada Patricia Solano Castro.: “Obviamente tiene que ver, dependiendo del cronograma que tiene la Dirección de Planificación que sé que está con un trabajo colapsado dentro del cronograma de trabajo que ustedes tienen pero nada más hago la observación porque sí creo que es un tema pendiente de discusión porque generalmente cuando yo he analizado las actas de Corte Plena viene y proponen la creación de una Fiscalía Adjunta, sobre todo en temas especializados, pero hay un fiscal adjunto y dos fiscales auxiliares en temas de trata y algunos otros temas que me parece que algunos asuntos de esa naturaleza debería de estar centralizados en un fiscal adjunto con temáticas especiales que pudieran pode conocer algunos temas que son incluso relacionados, trata se relaciona mucho con crimen y temas auxiliares aunque tienen particularidades pero que podrían estar centralizados entonces hay demasiados, por eso le digo creo que ha triplicado la cantidad, sino cuatriplicado la cantidad de fiscales adjuntos con relación a la cantidad que estaban cuando se estableció el Código y que tenía un sentido distinto, por eso es que me preocupa de cara a los salarios también que se tienen que son de categorías de jueces 4 y 5 y a veces más.”
-0-
Se acordó: 1) Aprobar el informe 197-PLA-MI-RH-2022, relacionado con la Formulación Presupuestaria 2023-Análisis de requerimiento del personal fiscal en el Ministerio Público. 2) Aprobar la recalificación de las 11 plazas de Fiscal a nivel nacional y solicitar a la Dirección de Gestión Humana la estimación del costo correspondiente para incorporarlo como parte del presupuesto ordinario del 2023.  3) Comunicar a Corte Plena este informe para hacer de su conocimiento la necesidad de 24 plazas nuevas que requiere el Ministerio Público, para considerar la posibilidad de solicitar estos requerimientos ante el Ministerio de Hacienda. 4.) La Dirección de Planificación realizara posteriormente el análisis de la necesidad de contar con fiscales adjuntos.
La Magistrada Patricia Solano Castro, Presidenta a.í., se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.

ENTRA LA MÁSTER ROXANA ARRIETA MELÉNDEZ, DIRECTORA INTERINA DE GESTIÓN HUMANA.
ARTÍCULO XVII
Documento 3751-22
En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expuso el informe 198-PLA-OI-RH-2022, relacionado con la solicitud realizada mediante oficio 84-OAPVD-2022, por la Máster Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, quien solicita 52 plazas para el año 2023, argumentando que son para completar los equipos técnicos evaluadores y los equipos interdisciplinarios, debido a la necesidad existente y por ser un mandato legal, además, para atender las labores administrativas en las Sedes Regionales y la Central.
En este informe se indica lo siguiente:

“(…)
                                                                                                             
[bookmark: _Hlk65072505][bookmark: _Hlk64553768]Mediante oficio 84-OAPVD-2022, la Máster Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, solicita 52 plazas para el año 2023, argumentando que son para completar los equipos técnicos evaluadores y los equipos interdisciplinarios, debido a la necesidad existente y por ser un mandato legal, además, para atender las labores administrativas en las Sedes Regionales y la Central[footnoteRef:5]. [5:  Ver anexo1.] 


Al respecto, le informo lo siguiente, con base en la información recopilada por la Licda. Marlene Alpízar López, Profesional 2 del proceso a mi cargo.

1.-Antecedentes

1.1.- Para el periodo presupuestario 2021, la Dirección de Planificación recibió el oficio 872-OAPVD-2020, donde se solicitaba la creación de 51 plazas, para la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, por lo que se presentó al Consejo Superior el costo estimado de las 51 plazas solicitadas, según el siguiente detalle:



El Consejo Superior, conoció el oficio en sesión 045-2020 del 8 de mayo de 2020, artículo XV, donde dispuso:  “1.) Denegar la solicitud de la máster Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, en virtud de los lineamientos en cuanto a la posibilidad de crecimiento de recursos, impuestos por el Ministerio de Hacienda, así como las directrices institucionales de formulación presupuestaria 2021. 2) La necesidad plateada por la Máster Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, deberá ser propuesta a valoración por el Consejo Superior, tomando en consideración la disponibilidad presupuestaria y de espacios físicos del Programa, por medio de un plan de trabajo o un proyecto.”. (La negrita no pertenece al original) (Ver anexo 2).

[bookmark: _Hlk94705845]1.2.- En el siguiente ejercicio presupuestario, la Máster Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, mediante el oficio 93-OAPVD-2021, reitera la solicitud de las 51 plazas para el año 2022, desglosadas de la siguiente forma:
	Actividad
	Puesto
	Cantidad

	Completar los equipos Interdisciplinarios
	Abogado de Oficina de Atención a la Víctima 
	15

	
	Profesional 2 (9 en Psicología y 9 en Trabajo Social)
	18                                                       

	Asignación de personal Administrativo en Sedes Regionales
	Técnico Administrativo 1
	16

	Administración Sede Central
	Profesional 2
	1

	
	Técnico Jurídico
	1

	
	Total
	51












La Dirección de Planificación presentó al Consejo Superior el informe 229-PLA-OI-2021[footnoteRef:6], dando respuesta a la gestión planteada, y el órgano superior conoció el informe, en sesión 21-2021 del 12 de marzo del 2021, artículo XXI[footnoteRef:7], y dispuso lo siguiente: [6:  Ver anexo 5]  [7:  Ver anexo 3.] 

 
[bookmark: _Hlk94775571]Se acordó: Tener por rendido el informe 229-PLA-OI-2021 sobre la respuesta al oficio 93-OAPVD-2021, de la Licda. Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, en el cual solicita 51 plazas para el año 2022, indicando que son para completar los equipos interdisciplinarios según se establece en la Ley y atender las labores administrativas en las Sedes Regionales y la Central, si bien es cierto se visibilizan las necesidades de recurso humano,  se rechaza la solicitud correspondiente, ya que de acuerdo a las limitaciones presupuestarias, no es posible la creación de las plazas. (La negrita no pertenece al original)

2.- Requerimiento humano para el presupuesto del 2023 

La Máster Sara Arce Moya, en oficio 84-OAPVD-2022 reitera nuevamente la solicitud de las plazas para el periodo presupuestario 2023, según el siguiente detalle: 
	Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito

	Actividad
	Puesto
	Cantidad

	Completar los equipos técnicos evaluadores y los equipos interdisciplinarios
	Abogado de Oficina de Atención a la Víctima 
	15

	
	Profesional 2 (9 en Psicología y 9 en Trabajo Social)
	18

	Asignar personal Administrativo en Sedes Regionales
	Técnico Administrativo 1
	16

	Administración Sede Central
	Jefatura Administrativa 4
	1

	
	Auxiliar Administrativo 1
	1

	
	Coordinador de Unidad 3
	1

	
	Total
	52














   Tal como se denota, es esta oportunidad adiciona un recurso para la Administración de la Sede Central y además modificó los tipos de puestos de la estructura de personal solicitada para esa oficina, en comparación con el año anterior.

Sobre la necesidad de las plazas, la Máster Arce Moya, señala que tiene claridad respecto la situación económica del país, las limitaciones que tiene la institución y las directrices de formulación presupuestaria; sin embargo es responsabilidad como jefatura plantear la gestión, es por todos y todas conocido que el índice de criminalidad ha venido en aumento y en una variedad de conductas tipificadas como delitos, lo que se traduce en una disposición mayor de la ciudadanía a interponer denuncias con altos niveles de amenazas y riesgos para la personas víctima o testigo.

Agrega, que en estos últimos años ha realizado la mayor optimización posible del recurso humano, y distribución de personal e indica algunos ejemplos de las acciones realizadas, sin embargo; por más que se intente la espera de las personas usuarias en atenciones que deban darse en disponibilidad se prolonga lo cual afecta el servicio público que se brinda. Adiciona, que lo ha intentado todo, pero al estar los equipos de trabajo incompletos provoca que, en un equipo de 4 personas regional, tres de ellos deban atender los dos programas, atención y protección.

Asimismo, solicita se valore el estudio de la estructura organizacional y las cargas de trabajo según lo indicado en las directrices emitidas para esa formulación.  

Sobre el presupuesto para la oficina, indica lo siguiente:

“Previsión de presupuesto para Oficina de Atención y Protección a la Víctima según ley 8720 

Importante mencionar que el legislador con el fin de garantizar la sostenibilidad de este despacho con la creación de ley 8720, estableció como debe dotarse de presupuesto y también el remedio en caso de que no fueran suficientes: 

“… Artículo 13- Presupuesto para el Programa de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal

De conformidad con la Ley N. º 8131, Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, de 18 de setiembre de 2001, el Poder Judicial elaborará e incorporará, a su presupuesto anual, los rubros que correspondan, con el objetivo de financiar el Programa de protección de víctimas y testigos creado en la presente ley. Además, se deberán crear las disposiciones presupuestarias para que el Fondo Especial para la Protección de Víctimas y Testigos destine recursos para su sostenibilidad del Programa de atención integral de las víctimas usuarias de justicia restaurativa. 

El Ministerio de Hacienda dotará de contenido económico el Programa de protección de víctimas y testigos citado, con los recursos generados mediante la modificación del párrafo cuarto del numeral 1, del inciso c) del artículo 23 de la Ley N.º 7092, Ley del Impuesto sobre la Renta, de 21 de abril de 1988, que se realiza en la presente ley. Cuando los recursos generados por esta modificación sean insuficientes para el buen funcionamiento del Programa de protección de víctimas y testigos, dicho Ministerio estará en la obligación de girar los recursos adicionales necesarios para el buen funcionamiento de dicho Programa. 

Además, se autoriza a las instituciones públicas para que puedan asistir con recursos económicos en especie, mediante convenios interinstitucionales entre estas y el Poder Judicial, que permitan complementar las acciones de protección de víctimas y testigos. Lo anterior en procura de posibilitar acciones tales como evaluaciones psicológicas, psiquiátricas, médicas especiales, de trabajo social o de cualquier otra índole que se consideren convenientes en virtud de la presente ley 

(Así reformado por el artículo 54 de la Ley de justicia restaurativa, N° 9582 del 2 de julio del 2018) ...”

Sin embargo, de los requerimientos que planteo cada año, con argumentos muy válidos, hasta el momento no se ha provisto de las necesidades en recurso humano ni siquiera en forma gradual, para acercarnos a la meta de poder brindar un servicio público de mejor y mayor calidad, por medio de mecanismos temporales para posteriormente lograr permanencia, como es conocido que ante necesidades urgentes ha funcionado en la institución.”

Finalmente, enfatiza, que se ha experimentado un crecimiento en el ingreso de casos, tanto en cantidad y complejidad, por lo que el requerimiento está justificado y es evidente la necesidad de personal para este despacho , pues desde 2017 no se destina ninguna plaza para equipos técnicos ( Trabajo Social, Psicología, criminología y legal), y no se trata de crear nuevos equipos, sino completar los que se tienen desde el 2009, que aún siguen incompletos generando cargas de trabajo desiguales sobre todo para las personas profesionales en derecho, debido a que el proceso penal es el eje sobre el que gira la posibilidad de brindar los otros servicios.

En cuanto al área administrativa alega que es necesario reforzar el personal y reajustar los puestos, toda vez que el incremento en tareas y responsabilidades en los últimos años ha crecido.


3.- Medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial

La Corte Plena en la sesión 27-17 del 21 de agosto del 2017, artículo XVI, aprobó el punto primero de las “Medidas de Adopción Inmediata” contenido en el informe de las Medidas para la Contención del Gasto en el Poder Judicial, en los siguientes términos: “No se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario.”.

Posteriormente, la Corte Plena en la sesión del 4 de febrero del 2019, conoció el oficio 1417-PLA-2018, del 15 de noviembre de 2018, que fue aprobado en el artículo XIX; donde, se indica que con base en las medidas de contención del gasto emitidas por Corte Plena y citadas anteriormente, la Dirección de Planificación propone las siguientes prioridades en relación con las solicitudes de recurso humano en el periodo presupuestario 2020:

“1. Con el fin de contribuir en la contención del gasto público, se recomienda no crear plazas nuevas y para el proceso de formulación presupuestaria del año 2020, únicamente autorizar el análisis de las plazas extraordinarias aprobadas y ya vigentes para el 2019, esto en el tanto y cuando queden aprobadas en el Presupuesto al 30 de noviembre del año en curso.

2. Analizar los requerimientos mínimos y estrictamente necesarios para la implementación de leyes nuevas que estén aprobadas, las cuales se solicitarán como recursos adicionales para la implementación de éstas y no formarán parte del presupuesto ordinario de la Institución. Dependiendo en todos los casos del Ministerio de Hacienda y la Asamblea Legislativa la dotación de los recursos adicionales.”. 

Este tema fue incorporado dentro de las “Directrices Técnicas para la Elaboración de la Programación Anual de Objetivos y Metas (PAOM) y el Anteproyecto de Presupuesto 2019”, que reza:

“O.	Creación de Plazas 2019

Corte Plena en sesiones N°27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, N°28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y N°29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, aprobó una serie de medidas de contención del gasto en el Poder Judicial, producto de la grave situación fiscal que enfrenta Costa Rica, la cual se ha visto acentuada por problemas de liquidez del Gobierno de la República para hacer frente a sus obligaciones de pago.

111.	En lo que respecta a la creación de plazas, la Corte Plena aprobó que no se crearan plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario.”.

Además, el Ministerio de Hacienda en oficio DM-615-2019 del 10 de abril de 2019, que hace referencia a los esfuerzos realizados con el objetivo de mejorar la deteriorada situación fiscal del país, establece dentro de los límites al gasto público, que: “ En la presente coyuntura, no se autorizará la creación de plazas, ni solicitud de recursos adicionales al monto de gasto presupuestario máximo comunicado, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP).”.

Asimismo, en las  Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2020 y 2021, se indicó en lo que respecta a la creación de plazas: la Corte Plena aprobó que no se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario,  fundamentado en lo dispuesto por Corte Plena en los citados acuerdos.

Por su parte, la Circular Externa 1-2021 sobre la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2022, comunicó las Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2022, aprobadas por el Consejo Superior en la sesión 118-2020, del 10 de diciembre del 2020, que en lo que interesa reza:

"T. Creación de Plazas 2022

En lo que respecta a la creación de plazas, la Corte Plena aprobó en sesión N° 54-2019 del 18 de diciembre de 2019, artículo único, no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes. “

4.- Solicitud de creación de plazas para el 2023

En lo que respecta al ejercicio presupuestario para el próximo año, la Circular Externa 11-2021 “Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023”, informa sobre las Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023 , aprobadas por el Consejo Superior en la sesión 103-2021, artículo XXV, del 01 de diciembre del 2021, y de manera emiten la reiteración de no crear plazas nuevas y valorar únicamente la condición y continuidad de las plazas extraordinarias existentes.

Esta Dirección es consciente de la petición planteada por la oficina solicitante; sin embargo, como órgano técnico debe dar a conocer las limitaciones presupuestarias emitidas en los últimos años, respecto del no crecimiento de plazas en el Poder Judicial, y reiterado, a partir de los oficios del Ministerio de Hacienda DM-0436-2020, Título IV de la Ley 9635 “Fortalecimiento de las Finanzas Públicas”, que establecen como regla fiscal la no autorización para la creación de plazas, ni la solicitud de recursos adicionales al monto de gasto presupuestario máximo comunicado, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP).

A pesar de lo expuesto, se procede a poner en conocimiento la solicitud detallada en este informe, a fin de ser analizada por el honorable Consejo Superior, y que determine lo que a bien estime conveniente, según sus competencias, con el impacto presupuestario que conlleva la solicitud presentada por la Jefatura de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito de las 52 plazas solicitadas (no analizado en el fondo por la Dirección de Planificación):
	
IMPACTO ECONÓMICO DE LA CREACIÓN DE LAS 52 PLAZAS SOLICITADAS 
POR LA OAPVD CON SU EQUIPO
	Tipo de Puesto
	Cantidad de Puestos
	Costo Total Anual
	Costo Total de Equipo
	TOTAL

	Abogado de Oficina de Atención a la Víctima
	15
	641.115.000
	15.883.800
	656.998.800

	Profesional 2 (en Psicología)
	9
	314.829.000
	18.883.382
	333.712.382

	Profesional 2 (en Trabajo Social)
	9
	314.829.000
	18.883.382
	333.712.382

	Técnico Administrativo 1
	16
	240.720.000
	16.942.720
	257.662.720

	Jefatura Administrativa 4
	1
	44.323.000
	1.058.920
	45.381.920

	Coordinador de Unidad 3
	1
	36.080.000
	1.058.920
	37.138.920

	Auxiliar Administrativo 1
	1
	12.787.000
	1.058.920
	13.845.920

	TOTAL GENERAL
	52
	1.604.683.000
	73.770.044
	1.678.453.045


Fuente: Elaboración propia a partir de los datos suministrados por el Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos


1. El costo estimado del recurso humano de 52 plazas para la Oficina de Atención y Protección de Victimas es de ¢1.604.683.000

2. Adicionalmente se debe de considerar el equipamiento básico para cada una de estas plazas con un costo estimado de ¢73.770.044.

3. En síntesis, se estima que el costo de las 52 plazas seria de ¢1.678.453.045, distribuido de la siguiente forma; en recurso humano ¢1.604.683.000 y en gasto de equipamiento de ¢73.770.044.

(...).”

	ANEXOS

	
Oficio 84-OAPVD-2022(solicitud de creación de plazas 2023)

	


	Acuerdo del Consejo Superior plazas 2021.
	


	Acuerdo del Consejo Superior plazas 2022.
	


	Directrices Técnicas para la Formulación del Anteproyecto de Presupuesto 2023.
	


	Informe 229-PLA-OI-2021sobre solicitud de la OAPVD del 2021
	




-0-
Se acordó: Tomar nota del informe 198-PLA-OI-RH-2022, relacionado con la solicitud realizada mediante oficio 84-OAPVD-2022, por la Máster Sara Arce Moya, Jefa de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de Delito, quien solicita 52 plazas para el año 2023, argumentando que son para completar los equipos técnicos evaluadores y los equipos interdisciplinarios, debido a la necesidad existente y por ser un mandato legal, además, para atender las labores administrativas en las Sedes Regionales y la Central.
La Magistrada Patricia Solano Castro, Presidenta a.í., se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVIII
Documento 3755-22
En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expuso el informe 201-PLA-MI-RH-2022, relacionado con Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de la Ley 9582 Justicia Restaurativa.



Oficios y referencias

En el siguiente cuadro se detallan los números de oficios de la Secretaría General de la Corte que corresponden a las referencias internas de la Dirección de Planificación:

	Oficio
	No. Referencia Interna
	Descripción

	---
	73-2022
	(Informe de presupuesto Impacto de Ley 9582 Justicia Restaurativa / Presupuesto 2023

	538-2022
	148-2022
	Riesgo de Denegación del servicio de Justicia Restaurativa a nivel nacional que se materializará el 20 de enero del 2022

	42-ORJR-2022
	456-2022
	Solicitud de recursos de presupuestos para el 2023 por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa



II.Proyecto u oficinas analizadas

Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de la Ley 9582 Justicia Restaurativa.

III.Antecedentes

El 20 de enero de 2019 entró en vigencia la Ley de Justicia Restaurativa 9582, que conforme al artículo 1 establece su objetivo bajo el siguiente enunciado:

“… definir un marco conceptual y procedimental para instaurar la justicia restaurativa en el ordenamiento jurídico costarricense, como un instrumento que contribuya a resolver los conflictos jurídicos generados por los hechos delictivos, con la participación activa de las partes intervinientes, a fin de restaurar los daños a la víctima, procurar la inserción social de la persona ofensora, con soluciones integrales y promover la paz social.”.

Su ámbito de aplicación se extiende a la materia Penal, Penal Juvenil y Contravencional, en todas sus etapas, en atención al artículo 2, por medio de un equipo interdisciplinario integrado por funcionarias y funcionarios del Ministerio Público, Defensa Pública y el Equipo Psicosocial, este último conformado al menos por una plaza en trabajo social y otra en psicología. Las personas juzgadoras se integrarán en cada Circuito Judicial según su competencia (incisos i) y j) del artículo 3 de la Ley de Justicia Restaurativa. 

Dentro del tema organizacional y funcional, para la implementación de la Ley, el artículo 6 reza en concreto: 

“La implementación de esta ley en el Poder Judicial estará bajo la Dirección de Justicia Restaurativa como ente rector y el ejercicio de la acción penal y penal juvenil estará a cargo del Ministerio Público, en el marco de sus competencias legales.

Para tal efecto, en materia penal se abrirán oficinas de justicia penal restaurativa integradas por equipos interdisciplinarios designados según las necesidades del servicio, en los diferentes circuitos judiciales a nivel nacional. 

En materia penal juvenil se conformará en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Juvenil Restaurativa; para tal efecto, se dotará de equipos psicosociales que, en conjunto con las personas funcionarias de la Defensa Pública y el Ministerio Público de cada despacho, aplicarán el procedimiento juvenil restaurativo como parte de sus competencias legales y las normas establecidas en esta ley.

En materia contravencional, se conformará en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Contravencional Restaurativa; para tal efecto, se dotará de equipos psicosociales, que en conjunto con la persona juzgadora, desarrollarán la justicia restaurativa como parte de sus competencias legales, las normas establecidas en esta ley y en los reglamentos desarrollados en el marco de esta Ley En el caso de las personas juzgadoras, se integrarán en cada jurisdicción según la competencia, territorio y etapa procesal. También se podrán integrar las personas juzgadoras del Centro de Conciliaciones del Poder Judicial.”. (Lo subrayado no es parte del original).

El artículo 14 de la Ley de referencia establece en materia penal de adultos, que el procedimiento de Justicia Restaurativa procederá a solicitud del Ministerio Público, Defensa Técnica, autoridades jurisdiccionales, víctima y persona ofensora entre otros, en cualquier etapa del proceso, conforme a los siguientes criterios:
“…
a)	En la etapa preparatoria e intermedia, cuando proceda la conciliación, la reparación integral del daño y la suspensión del proceso a prueba.

b)	En la etapa intermedia, cuando se resuelva mediante el procedimiento especial abreviado, en los casos que proceda el beneficio de ejecución condicional y en aquellos supuestos en que se defina una pena alternativa no privativa de libertad.

c)	En la etapa de juicio, en el procedimiento ordinario y especial de flagrancia, únicamente para la determinación judicial de la pena, en los casos cuando proceda el beneficio de ejecución condicional o en aquellos supuestos en que se defina una pena alternativa no privativa de libertad; para esto deberá realizarse el juzgamiento en dos fases, con el fin de que en la primera se discuta lo concerniente a la existencia de la culpabilidad y, en la segunda, la determinación de la pena conforme al procedimiento restaurativo, que deberá solicitarse antes de la apertura a juicio, a solicitud de la persona ofensora.

d)	En etapa de ejecución de la pena, para el seguimiento de la pena alternativa impuesta mediante la aplicación del procedimiento restaurativo y para definir los planes de atención no institucional con abordaje restaurativo. Lo anterior sin perjuicio de lo que definan los protocolos de actuación en coordinación con el Ministerio de Justicia y Paz o el reglamento de esta ley.

e)	En los delitos patrimoniales relacionados con la de penalización de la violencia contra las mujeres y violencia intrafamiliar, cuando proceda el beneficio de ejecución condicional de la pena y en los casos de penas alternativas no privativas de libertad podrá aplicarse el procedimiento restaurativo de forma supletoria. En estos casos deberán definirse, en los protocolos o el reglamento de esta ley, los mecanismos de valoración de riesgo y apoyo integral de las víctimas con el acompañamiento de la Oficina de Atención de Víctimas y Testigos del Ministerio Público.

f)	En las contravenciones, mediante la aplicación de medidas alternativas. También la persona juzgadora podrá coordinar con las Casas de Justicia del Ministerio de Justicia y Paz, con el fin de resolver el conflicto jurídico, según lo definido en el Protocolo de Actuación o en el reglamento de esta ley.” 

Asimismo, el artículo 29 establece la procedencia del procedimiento juvenil restaurativo, bajo los siguientes criterios:
“…
a)	En los casos que de acuerdo con la Ley N.º 7576, Ley de Justicia Penal Juvenil, de 8 de marzo de 1996, proceda la conciliación, la suspensión del proceso a prueba, hasta antes de la resolución de citación a juicio.

b)	En la etapa de juicio, para la determinación judicial de la sanción penal juvenil; para esto, deberá realizarse el juzgamiento en dos fases, con el fin de que en la primera se discuta lo concerniente a la existencia de la culpabilidad y, en la segunda, la determinación de la sanción penal juvenil conforme al procedimiento restaurativo y deberá solicitarse antes de la citación a juicio, a solicitud de la persona ofensora.

c)	En el procedimiento especial abreviado.

d)	En la etapa de ejecución de la sanción, el procedimiento juvenil restaurativo se aplicará conforme a la Ley N. º 8460, Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles de 20 octubre de 2005 y los reglamentos de esta ley; para la determinación, modificación y seguimiento del plan de ejecución de las sanciones; en la investigación y sanción de las faltas disciplinarias, cuando la persona ofensora juvenil esté próxima al egreso de la privación de libertad, en la definición y el seguimiento del plan de ejecución de la libertad condicional, modificación y preparación previa para el cese de las sanciones privativas y no privativas de libertad y cualquier ulterior modificación de la sanción. También, en cualquier fase de la ejecución de la sanción que promueva la restauración del daño causado a la víctima o comunidad y facilite el proceso de inserción social y cumplimiento de la sanción de la persona ofensora juvenil.

e)	En las contravenciones, recibida la denuncia y verificado el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, se procederá a remitir a Casas de Justicia del Ministerio de Justicia y Paz.

f)	Procederá cuando se cumpla con los requisitos de admisibilidad y viabilidad establecidos en esta ley.”

Respecto al tema en concreto, de la aplicación de Justicia Restaurativa en materia de Contravenciones, en sesión del Consejo Superior 45-19 celebrada el 17 de mayo de 2019, artículo XLVI, se le solicitó a la Dirección de Planificación remitir el informe solicitado en sesión celebrada el 9 de octubre de 2018, artículo LXI, que dispuso:

“Trasladar a estudio de la Dirección de Planificación lo dispuesto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, mediante sesión virtual Nº. 022-2017, del 05 de diciembre del 2017, artículo II, a fin de que presente a este Consejo un análisis integral acerca de la viabilidad de la implementación de la Justicia Restaurativa en materia contravencional, así como del impacto presupuestario que esto conllevaría.”

Posteriormente, en oficio 628-PLA-2019 de la Dirección de Planificación, del 7 de mayo de 2019, se le informó al Consejo Superior que el análisis solicitado en relación con la viabilidad de la implementación de la Justicia Restaurativa en materia Contravencional se atendió mediante oficio preliminar de presupuesto 596-PLA-RH-MI-2019, enviado en consulta el 2 de mayo del 2019 y que, una vez recibidas las observaciones, se enviaría al Consejo Superior para ser conocido en sesiones de presupuesto.

De seguido en sesión extraordinaria del Consejo Superior 47-19, del 23 de mayo de 2019, artículo I, se conoció el informe definitivo de presupuesto 726-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación, mismo que fue conocido y aprobado, en sesión de Corte Plena 22-19 (Presupuesto 2020) del 6 de junio de 2019, artículo III; en el cual se acordó:

“1) Aprobar el informe de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, de ese informe acoger el escenario 1, a este se le deberá adicionar un equipo de trabajo para implementar el inicio de la ley en Justicia Restaurativa en Ejecución de la Pena y un equipo de trabajo para iniciar la implementación de la materia de contravenciones ambos equipos con competencia a nivel nacional, se deberá monitorear el comportamiento de la aplicación de la ley. 2) La Dirección Ejecutiva deberá suministrar los costos asociados que corresponden para ubicar físicamente los nuevos equipos de trabajo. 3)Según lo aprobado en la Ley de Justicia Restaurativa este Programa de Justicia Restaurativa debe considerarse como una oficina independiente, para lo cual la Dirección de Planificación deberá asignar su propio código presupuestario (1377) de forma independiente a la Sala III. 4) En cuanto a los recursos adicionales de alquileres por las limitaciones presupuestarias no se aprueba la incorporación de estos, por tanto, se debe valorar por parte de la Dirección del programa de Justicia Restaurativa los espacios existentes, tal y como lo propuso la Dirección Ejecutiva en este informe adjunto.”.

En línea con lo anterior, el escenario 1 aprobado en el informe 726-PLA-RH-MI-2019, establece las siguientes recomendaciones:  

“Al Consejo Superior:

5.1. Establecer para las oficinas de Justicia Restaurativa a nivel nacional, el cumplimiento de los siguientes parámetros:

a)	Ingreso promedio mensual mínimo de 40 causas.
b)	Programar al menos 36 Reuniones Restaurativas al mes.
c)	Programar al menos 40 Entrevistas y 64 Seguimientos mensuales, por cada profesional del Equipo Psicosocial.
d)	Programar al menos 7 Audiencias de Verificación, por parte del Equipo Legal.

5.2. Aprobar alguno de los siguientes escenarios:

Escenario 1. Propuesta de la Dirección de Planificación

En atención a lo dispuesto en sesiones de Corte Plena 27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, 28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y 29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, que aprueban las medidas de contención del gasto en el Poder Judicial (circular 136-2017) y directrices giradas a la Dirección de Planificación, de potenciar la reorganización, tendientes a la implementación de modelos eficientes, que permitan la sujeción de gasto y ahorro en el uso de los recursos públicos, se recomienda: 

5.2.1. Ampliar el abordaje en materia Penal de Adultos del Primer Circuito Judicial de Alajuela y Primer Circuito Judicial de Guanacaste y Zona Atlántica, con lo equipos Psicosociales destacados en Penal Juvenil de Heredia, y Primer Circuito Judicial de Guanacaste y Zona Atlántica.

La propuesta de abordaje nivel nacional se presenta a continuación
	Cuadro 27

	SITUACION ACTUAL Y PROPUESTA, SOBRE EL ABORDAJE DE JUSTICIA

	RESTAURATIVA A NIVEL NACIONAL 2019

	 
	Distribución actual Equipos
	Propuesta

	
	Penal 
	Penal Juvenil 
	Penal 
	Penal Juvenil 

	I Circuito Judicial de San José
	 
	1
	 
	1

	II Circuito Judicial de San José
	1
	 
	1
	 

	III Circuito Judicial de San José
	1
	 
	1
	 

	I Circuito Judicial de Alajuela
	 
	0.5
	1

	II Circuito Judicial de Alajuela
	0
	 
	0
	0

	III Circuito Judicial de Alajuela
	0
	 
	0
	0

	Heredia
	1
	0.5
	1

	I Circuito Judicial de la zona Sur
	1
	1

	II Circuito Judicial de la zona Sur
	0
	0
	0
	0

	I Circuito Judicial de la zona Atlántica
	0
	1
	1

	II Circuito Judicial de la zona Atlántica
	1
	1

	I Circuito Judicial Guanacaste
	0
	1
	1

	II Circuito Judicial Guanacaste
	0
	0
	0
	0

	Cartago
	1
	1

	Puntarenas
	1
	1



5.2.2. Se apruebe un plan piloto para la atención de las causas en Justicia Restaurativa para la etapa de Ejecución e Intermedia del proceso Penal, además de procedimiento especial Abreviado y Contravenciones, a ejecutarse en el Primer Circuito Judicial de San José, por parte del equipo Psicosocial destacado en este circuito y con la cobertura de los tres circuitos judiciales de San José. Este deberá contar con la coordinación previa de los Juezas y Jueces Coordinadores de los despachos judiciales.

5.2.3. Las oficinas de Justicia Restaurativa que las cargas de trabajo sean inferiores a las indicadas en la recomendación 5.1., deben ampliar su abordaje en Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, para efecto de un mejor aprovechamiento de su capacidad instalada.

5.2.4. Reservar para el siguiente período de formulación presupuestaria, los requerimientos solicitados por la Dirección de Justicia Restaurativa, hasta tanto no se cuente con un estudio sobre el impacto de la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa, a nivel del ingreso de las causas ingresadas en función de la capacidad instalada de las oficinas de Justicia Restaurativa. Lo anterior, en vista de que la Ley de Justicia Restaurativa que entró en vigencia el pasado 20 de enero, amplía su aplicación a todas las etapas del proceso penal, incluida la Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, además de las Contravenciones. En ese sentido, la entrada de causas en las oficinas de Justicia Restaurativa, se vería afectada por el incremento en su abordaje, aspecto que en la actualidad resulta incierto estimar, toda vez que la aplicación de Justicia Restaurativa en etapa de Ejecución e Intermedia, además de procedimiento especial Abreviado y Contravenciones, hasta la fecha no se ha ejecutado y por ende, no se cuenta con suficiente información estadística para establecer proyecciones de cargas de trabajo.”.

[bookmark: _Hlk64646360]Por otra parte, en sesión 98-19 del Consejo Superior, celebrada el 7 de noviembre de 2019, artículo XCVII se conoció el Protocolo del Programa de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del Personal Judicial para Conductas Relacionadas con el Deterioro de las Finanzas Personales y de Faltas de Respeto, el cual inició en el año 2020. Este programa atenderá durante los primeros tres años los siguientes casos a nivel del Gran Área Metropolitana:

•	Procesos por conductas relacionadas con el deterioro de las finanzas personales.
•	Procesos por diferencias interpersonales entre funcionarios y/o funcionarias del Organismo de Investigación Judicial, que encuadren en las faltas reguladas por los artículos 192 inciso 1) y 193 inciso 1) de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Adicionalmente se indica:

“Esta cobertura podrá ampliarse paulatinamente, sujeto a un análisis de los resultados semestrales del Plan Piloto que se deberán remitir al Consejo Superior y a la integración a la Red de Apoyo de instituciones y/u organizaciones que permitan el debido cumplimiento de los planes reparadores por parte del personal judicial que labora en jurisdicciones fuera del GAM.

Durante el Plan Piloto, el Programa recibirá un máximo de 25 asuntos por mes, cuota que se cuantificará entre todos los órganos disciplinarios y/u oficinas que están participando en esta etapa inicial. Dicha cuota mensual también se encontrará sujeta a ser variada, siempre y cuando no se afecte la atención de calidad de los asuntos por parte del Programa.”

Sobre este particular, se debe aclarar que este programa no se contempla dentro de las disposiciones mencionadas en la Ley de Justicia Restaurativa. 

En sesión del Consejo Superior 45-20 del 08 de mayo de 2020, artículo XX, acogió  la propuesta de abordaje a nivel nacional descrita en el informe 586-PLA-RH-MI-2020, que contempla el cambio de la clase de puesto y por ende, del perfil profesional de las plazas extraordinarias existentes para la atención de Justicia Penal Juvenil Restaurativa según se detalla: dos plazas de Jueza o Juez 3 a una plaza de Fiscala o Fiscal y una de Defensora o Defensor Pública, además de la conversión del perfil competencial de las plazas de Técnica o Técnico Judicial  a Trabajadora o Trabajador Social y Psicóloga o Psicólogo, con el propósito de maximizar la función de estas plazas extraordinarias mediante la conformación dos equipos de trabajo  adicionales para extender la cobertura al I y II Circuito de Guanacaste y el II Circuito de la Zona Sur, con ello dar cumplimiento del Transitorio I de la Ley de Justicia Restaurativa.

Importante indicar que el Consejo Superior acoge la propuesta del escenario planteado por la Dirección de Justicia Restaurativa, tomando en consideración adicionalmente, según la recomendación técnica de Planificación, que el Equipo Psicosocial del ICJ Alajuela tenga cobertura debidamente programada para el II CJ de Alajuela San Carlos y que el resto de Equipos a nivel nacional extiendan su cobertura al resto de materias y etapas, entres estas Penal, Penal Juvenil y Penal en etapa intermedia, Contravenciones y Ejecución de la Pena, según se plateo por la Dirección de Planificación en relación a las capacidades instaladas y cumplimiento de cuotas aprobadas.

El informe 586-PLA-RH-MI-2020 fue conocido y aprobado en la Sesión número 31-20 de Corte Plena (Presupuesto 2021) celebrada el 02 de junio de 2020, Artículo II. El acuerdo se cita textualmente:

“Aprobar por separado del Presupuesto ordinario del Poder Judicial, los requerimientos correspondientes a la Ley de Justicia Restaurativa, en la forma propuesta por el magistrado Alfaro…”.

La propuesta del Magistrado Alfaro corresponde a la asignación de las siguientes plazas nuevas, para la atención de Justicia Restaurativa:

•	11 Defensoras o Defensores Públicos
•	6 Fiscalas o Fiscales
•	12 Profesionales en Psicología
•	13 Profesionales en Trabajo Social 
•	11 Técnicas o Técnicos Judiciales

En oficio 139-P-2020, de fecha 12 de junio de 2020 y dirigido al Ministro de Hacienda, el Presidente de la Corte en alusión a la sesión de Corte Plena 31-20 celebrada el 02 de junio de 2020, artículo I, en la que se discutió y aprobó el Proyecto de Presupuesto del Poder Judicial para el año 2021, el cual se ajustó al límite presupuestario establecido por Ministerio de Hacienda, en el que se indicó:

“En razón de las limitaciones presupuestarias, la Corte Plena acordó hacer una instancia, tanto al Ministerio de Hacienda como a la Asamblea Legislativa, para que se valore la posibilidad de contar con financiamiento adicional al gasto ordinario para atender las nuevas obligaciones encomendadas por la Asamblea Legislativa …”.

Mediante oficio 1480-PLA-PP-2020 de fecha 22 de setiembre de 2020, conocido por Corte Plena en sesión 55-2020, celebrada el 28 de setiembre de 2020, artículo XVI; la Dirección de Planificación revisa el Proyecto de Presupuesto del Poder Judicial para la atención de nuevas obligaciones legales, sobre lo que se indica:

“El presupuesto solicitado para el financiamiento de las Leyes 9841 Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, 9747 Código Procesal de Familia, 9609 Nuevo Código Procesal Agrario, 9593 Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, 9458 Bienestar Animal y 9582 Justicia Restaurativa; además, de los recursos para la atención y acceso a la justicia de personas con asuntos relacionados a Pensiones Alimentarias, no fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa.”

Para el año 2021 se genera el informe 429-PLA-RH-MI-2021 sobre el Requerimiento Humano sobre el Informe de presupuesto del Impacto de Ley 9582 Justicia Restaurativa y el ejercicio de proyección presupuestaria para el año 2022 en el Programa Justicia Restaurativa, el cual fue aprobado en sesión 30-2021 del Consejo Superior celebrada el 16 de abril de 2021, artículo XXIII; y conocido sesión 21-21 de Corte Plena, celebrada el 01 de junio de 2021, art II; en el que se acuerda:

“1) Aprobar el escenario 3 del Informe 429-PLA-RH-MI-2021, estudio de Requerimiento Humano sobre el Informe de presupuesto del Impacto de Ley 9582 Justicia Restaurativa y el ejercicio de proyección presupuestaria para el año 2022 en el Programa Justicia Restaurativa. 2) El contenido económico requerido se remitirá de forma independiente al presupuesto ordinario ya que responde a una necesidad producto de una ley especial.”

Sin embargo, estas necesidades no ha sido posible incluirlas en el presupuesto ordinario dadas las limitaciones impuestas por el Ministerio de Hacienda en la posibilidad de crear plazas de recurso humano nuevas, lo cual para este año 2021 se reitera según oficio DM-340-2021 del 15 de abril de 2021, en el que se señala textualmente en lo que interesa… “Debido a la situación fiscal no será posible atender solicitudes de ampliación del monto de gasto presupuestario máximo comunicado, ni se autorizará la creación de plazas, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP).

En oficio 1062-PLA-PP-2021 con fecha 20 de setiembre de 2021, conocido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial en sesión 40-2021 celebrada el 04 de octubre de 2021, artículo XVI, con relación al presupuesto por proyectos de ley se indica:

“El presupuesto solicitado para el financiamiento de las Leyes 9481 Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, 9747 Código Procesal de Familia, 9609 Nuevo Código Procesal Agrario, 9458 Bienestar Animal y 9582 Justicia Restaurativa, no fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa.”

Mediante oficio 437-ORJR-21 del 30 de noviembre de 2021, el magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, en su condición de Rector del Programa de Justicia Restaurativa, comunicó lo siguiente:

“Siendo la última gestión la aprobada por el Consejo Superior mediante  acuerdo de la sesión N° 35-2021 celebrada el 30 de abril de 2021,  Artículo XXIV., misma que Corte Plena aprobó mediante Artículo  II, de la Sesión No. 21-2021 del  01 de junio del 2021,  con la finalidad de que sea analizada como implementación de una Ley especial mediante un posible presupuesto extraordinario durante el año 2022.

Sin dejar de lado la situación presupuestaria en la que se encuentra Costa Rica, pero en un ejercicio de transparencia, y responsable de administración del riesgo de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa, conforme la normas de control interno y bajo la asesoría de la Oficina de Control Interno del Poder Judicial, esta Rectoría hace de conocimiento del Consejo Superior que el riesgo de Denegación del servicio de Justicia Restaurativa a nivel nacional  se materializará el 20 de enero del 2022, traslado que se realiza, por ser el órgano superior administrativo del Poder Judicial.” 

Sobre lo anterior, se establece el siguiente acuerdo: 

“1.) Tener por conocido el oficio N° 437-ORJR-21 del 30 de noviembre de 2021, suscrito por el magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, en su condición de Rector del Programa de Justicia Restaurativa. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación para que valore la inclusión de estos requerimientos de plazas para el año 2023.”

En fecha 03 de marzo de 2022 se remite a la Secretaria General de la Corte por parte de la Dirección de Planificación el informe 174-PLA-MI-2022, en el que se atiende lo comunicado por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa en oficio 437-ORJR-21 y se informa que esta Dirección tomará en consideración esta información en el proceso de actualización del informe de presupuesto de la Ley de Justicia Restaurativa 9582 correspondiente al año 2023, para ser sometido a discusión del Consejo Superior y la Corte Plena.

IV.Justificación

El Transitorio 1 de la Ley de Justicia Restaurativa, dispuso de la creación de nuevas oficinas a nivel nacional, para que de forma gradual dentro de un plazo de tres años a partir de su vigencia (20 de enero de 2022), se mantenga una cobertura Nacional.

“TRANSITORIO 1- La Corte Suprema de Justicia creará las nuevas oficinas de justicia restaurativa de forma gradual hasta tener una cobertura nacional, en el plazo de tres años a partir de la vigencia de la ley. Cada dependencia judicial deberá tomar las previsiones para direccionar recursos o presupuestar los requerimientos para la implementación de esta ley.”

En lo especifico a materia Penal de adultos, conforme al referido artículo 6 de la Ley de Justicia Restaurativa, se estableció de la apertura de oficinas según las necesidades del servicio, en los diferentes circuitos judiciales a nivel nacional. En materia Penal Juvenil, se dispuso que se conformarían en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Juvenil Restaurativa y que, para ese efecto, se dotará de equipos psicosociales, que en conjunto con las personas funcionarias de la Defensa Pública y el Ministerio Público de cada despacho, aplicarán el procedimiento juvenil restaurativo como parte de sus competencias legales y las normas establecidas en esta ley.

En materia Contravencional, básicamente se dispuso lo mismo que en materia Penal Juvenil, respecto a que se conformará en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Contravencional Restaurativa y por lo que debe dotarse de equipos psicosociales, que, en conjunto con la persona juzgadora, desarrollarán la justicia restaurativa como parte de sus competencias legales.

Por otra parte, a raíz del ejercicio presupuestario para el año 2023 se coordinó la verificación de las asignaciones de los equipos de Justicia Restaurativa con la Licenciada Jovanna Calderón Altamirano, Profesional encargada de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.

Posteriormente se remite el oficio 042-ORJR-22 (ver apéndice 2) por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa en el que se detalla la solicitud de recursos para conformar nuevos equipos interdisciplinarios, con el propósito de abarcar la atención tanto respecto a materias como en la totalidad de los circuitos. En la solicitud de forma concreta se consideran un total de 56 plazas (7 Profesionales 2 de Trabajo Social, 7 Profesionales 2 de Psicología, 13 Defensoras o Defensores Públicos, 10 Fiscalas o Fiscales Auxiliares y 14 Técnicas o Técnicos Judiciales, 1 Profesional en Derecho 3B  y para el Procedimiento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del Personal Judicial se consideran 1 Profesional en Derecho 3B, 1 plaza de Profesional 2 de Trabajo Social, 1 plaza de Profesional 2 de Psicología y 1 plaza de Técnica o Técnico Judicial).

Se indica que esta propuesta, tanto respecto a la ampliación de cobertura como la solicitud de recursos nuevos fue establecida en consenso con el Ministerio Público, la Defensa Pública y el Departamento de Trabajo Social y Psicología.

V.Información relevante

a.Estructura de recurso humano y abordaje de Justicia Restaurativa.

La Ofician Rectora de Justicia Restaurativa, funciona bajo la coordinación del magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas y cuenta con el siguiente recurso humano:

•	3 plazas de Profesional en Derecho 3B
•	1 plaza de Técnica o Técnico Judicial
•	1 plaza de Secretaria Ejecutiva
•	1 plaza de Profesional 2

El abordaje de los asuntos se lleva a cabo por medio de un Equipo Interdisciplinario, conformado por un Equipo Legal, que incluye a todas las personas profesionales en la rama del Derecho (Juezas y Jueces, Fiscalas y Fiscales, Defensoras y Defensores) y un Equipo Psicosocial integrado por las y los profesionales en las ramas de Psicología y Trabajo Social.

Este recurso humano, forma parte de las correspondientes dependencias y jurisdicciones a nivel nacional (Departamento de Trabajo Social y Psicología, específicamente a cada oficina regional, Despachos jurisdiccionales, Ministerio Público y Defensa Pública).

En sesión de trabajo mantenida con la Licda. Jovanna Calderon Altamirano el 19 de enero de 2022, se suministró el informe de labores de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para el año 2021 (ver apéndice 3).

Por parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología se destinó una plaza de Profesional en Trabajo Social y Psicología para asumir labores de coordinación de los equipos psicosociales desde el 2021, sustentado en los siguientes puntos:

En oficio PJ-DGH-SAP-36-2020, las licenciadas Waiman Hin Herrera, Subdirectora interina de Gestión Humana y la María Gabriela Mora Zamora, Jefa de Sección de Análisis de Puestos comunicaron:

“La Secretaría General de la Corte, mediante el oficio N° 12794-19 de fecha 04 de noviembre del año en curso, pone en conocimiento de esta Dirección lo acordado por el Consejo Superior en sesión N.º 103-19 celebrada el 04 de diciembre de 2019, artículo XCV, según se cita a continuación:

[bookmark: _Hlk26790820]“Acoger la solicitud presentada en oficio N° 173–DNJR-19, del 14 de noviembre de 2019, por el máster Rafael Segura Bonilla, magistrado de la Sala Tercera y Rector de Justicia Restaurativa y la máster Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en consecuencia: 1.) Trasladar el presenta acuerdo a la Dirección de Planificación para lo relativo al cambio de nomenclatura de profesional 2 de Justicia Restaurativa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, a Coordinador de Unidad 3, para la “Unidad de Coordinación de Justicia Restaurativa del Departamento de Trabajo Social y Psicología”, conforme la Ley de Justicia Restaurativa N°9582.  2.) Autorizar que las plazas vacantes y las que en adelante se creen para el Programa de Justicia Restaurativa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, estén adscritas a la sede central de este, lo anterior, con la finalidad que, en caso necesario para mejor servicio, movilizar el personal de los equipos psicosociales al circuito judicial donde sea requerido”.

[bookmark: _Hlk29801652]Sobre lo anterior, lo que procede técnicamente es que en primera instancia la Dirección de Planificación defina la ubicación y la conveniencia de una “Unidad de Coordinación de Justicia Restaurativa” para los parámetros propios su competencia; dentro de la estructura orgánica funcional del Departamento de Trabajo Social y Psicología o fuera de éste, para el adecuado ejercicio de las funciones en esa materia; por cuanto es de conocimiento también de esa instancia superior que la Dirección de Planificación se encuentra en desarrollo de un informe relacionado precisamente estructura organizativa del “Programa de Justicia Restaurativa”.

Es así, que una vez que se tenga los resultados de esta investigación se procederá desde esta instancia técnica a revisar lo que corresponda.”

Sobre lo anterior, se acordó en sesión 12-2020 del Consejo Superior, celebrada el 13 de febrero de 2020, artículo LI:

“Tomar nota de la comunicación realizada por las licenciadas Waiman Hin Herrera, Subdirectora interina de Gestión Humana y María Gabriela Mora Zamora, Jefa de Sección de Análisis de Puestos, en oficio N° PJ-DGH-SAP-36-2020 del 31 de enero de 2020. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación, para que sea tomado en cuenta dentro del informe de la estructura organizativa del “Programa de Justicia Restaurativa”.”

En oficio 133-DNJR-20 remitido el 25 de junio del 2020 por el Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, Rector de Justicia Restaurativa se realizó la siguiente comunicación:

“… no resulta necesario que sea considerado dentro de la estructura de la Dirección de Justicia Restaurativa, conforme el análisis que continua en la Dirección de Planificación. Por el contrario instamos para que pueda ejecutarse lo antes posible el acuerdo del Consejo Superior y se realice el cambio de nomenclatura de profesional 2 de Justicia Restaurativa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, a Coordinador de Unidad 3 para la “Unidad de Coordinación de Justicia Restaurativa del Departamento de Trabajo Social y Psicología.”.

Actualmente, la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa está trabajando bajo esta línea, por lo que se cuenta con 22 plazas de profesionales del Departamento de Trabajo Social y Psicología que integran los equipos psicosociales y una plaza que se está empleando en labores de coordinación.

No obstante, no se cuenta con un acuerdo del Consejo Superior que valide esta modificación de la estructura de trabajo, por lo tanto, no se debe utilizar un puesto de Profesional para ejercer labores de Coordinador. Por otra parte, es criterio de esta Dirección no realizar la recalificación del puesto y que esta función de coordinación sea realizada por parte de una de las plazas de Profesional en Trabajo Social y Psicológica con el pago de la compensación salarial correspondiente o sobresueldo por Coordinación; siendo que esta labor pueda ser rotada entre las plazas según sea requerido.

Relacionado con esta situación, se cuenta con el antecedente del informe 1585-PLA-2009 aprobado en sesión del Consejo Superior 103-2009, artículo LXII, celebrada el 12 de noviembre de 2009 en el que se acuerda:

“1.) Tener por recibido el informe N°1585-PLA-2009 del Departamento de Planificación, relacionado con el "Estudio sobre la posibilidad de que los cargos de coordinación en la Defensa Pública no sean permanentes sino sujetos a plazo, como ocurre en el caso de los jueces". 2.) Disponer que a partir de la fecha de este acuerdo, el cargo de Defensor Público Coordinador no estará creado como tal sino que las plazas tendrán la categoría de Defensor 2 y el servidor que asume la coordinación por un periodo de dos años, conforme lo recomienda el informe del Departamento de Planificación y que este Consejo acoge, recibirá un plus que el Departamento de Personal deberá estudiar y recomendar a este Consejo para su aprobación.”

Por otra parte, se actualiza a enero 2022 la cobertura por Circuito Judicial en las diferentes materias. El detalle correspondiente se muestra a continuación:

[bookmark: _Ref31006745][bookmark: _Ref30774968]Cuadro 1. Abordaje de Justicia Restaurativa según circuito y materia para el 2022


Fuente: Modernización Institucional a partir de información suministrada por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa. 

A continuación, se presenta la simbología[footnoteRef:8] utilizada en el Cuadro 1. Abordaje de Justicia Restaurativa según circuito y materia para el 2022 [8:  Simbología: Léase con código de colores los Circuitos Judiciales en los que se cuenta con atención de Justicia Restaurativa en cualquiera de las materias. En columnas se muestra el código de las plazas y las cantidades asignadas. Adicionalmente, entiéndase que, las celdas que cuentan con código de color pero no con numeración implica la atención por parte de la plaza asignada al circuito, de acuerdo a la materia en la que han sido marcada.    ] 



EN EL CUADRO 1 SE MUESTRA EL DETALLE DE LOS CIRCUITOS JUDICIALES QUE TIENEN ATENCIÓN POR PARTE DE LOS NUEVE EQUIPOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA EN LA MATERIA DE PENAL ADULTO, LOS CUALES SE ENCUENTRAN CONFORMADOS POR UNA PLAZA DE FISCALA O FISCAL, UNA DE DEFENSORA O DEFENSOR Y ADICIONALMENTE CON SOPORTE PSICOSOCIAL YA SEA POR PARTE DE UNA O DOS PLAZAS EN EL ÁREA; ASÍ COMO DE UNA PLAZA TÉCNICA O TÉCNICO JUDICIAL A CARGO LA FISCALA O FISCAL DE JUSTICIA RESTAURATIVA. 

EN EL CASO DE LAS PERSONAS TÉCNICAS JUDICIALES, SE INDICA QUE SE CUENTA CON 5 PLAZAS ADSCRITAS AL MINISTERIO PÚBLICO, LAS CUALES ESTÁN ASIGNADAS A LOS EQUIPOS DE HEREDIA, CARTAGO, I CIRCUITO DE LA ZONA SUR, II CIRCUITO DE LA ZONA ATLÁNTICA Y PUNTARENAS. EN EL CASO DE LAS PLAZAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ, II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR Y I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE CORRESPONDEN A PERMISOS CON GOCE DE SALARIO, ARTÍCULO 44. POR ÚLTIMO, SE TIENE QUE LA PLAZA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ CORRESPONDE A UN PRÉSTAMO DEL CENTRO DE APOYO, COORDINACIÓN Y MEJORAMIENTO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL. 

PARA LA MATERIA DE PENAL JUVENIL, SE CUENTA CON ATENCIÓN POR PARTE DE LOS PROFESIONALES ORDINARIOS DESTACADOS EN LAS FISCALÍA Y DEFENSAS PÚBLICAS EN LA MATERIA PENAL JUVENIL, LOS CUALES CUENTAN CON ACOMPAÑAMIENTO DE UN EQUIPO PSICOSOCIAL. SE INDICA QUE ACTUALMENTE SE CUENTA CON ATENCIÓN EN LOS 15 CIRCUITOS JUDICIALES A LO LARGO DEL PAÍS.

Sobre la atención de Ejecución de la Pena, se indica que la persona Profesional en Psicología que atiende la materia Penal Juvenil en San José se encarga también de atender Ejecución de la Pena en Penal Adulto y Penal Juvenil. 

Respecto a la materia contravencional, esta es atendida por el equipo psicosocial en el III Circuito Judicial de San José, por la persona Trabajadora Social en el Circuito Judicial de Alajuela, por la persona Psicóloga en el I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por la persona Psicóloga en el Circuito Judicial de Puntarenas y por la persona Psicóloga en el I Circuito Judicial de Guanacaste.

Adicionalmente, es importante indicar que se cuenta con atención en materia contravencional en las Casas de Justicia que son atendidas por el Ministerio de Justicia y Paz, por lo que no se requiere en estos casos de equipos del Poder Judicial 

El programa de Casas de Justicia se inauguró en el año 2000, con la finalidad de descongestionar los procesos judiciales y a la vez brindarle a la población la posibilidad de resolver los conflictos de una forma muy pacífica, es decir a través del diálogo y con un enfoque basado en los intereses de las partes que llevan a cabo un proceso de mediación, en donde con ayuda de una tercera persona imparcial logran plantear soluciones a sus conflictos mejorando de esta forma la convivencia.

Las Casas de Justicia son Centros de Resolución Alterna de Conflictos vecinales, donde puede asistir la población para buscar una solución a sus problemas, con la ayuda de un mediador. En las Casas de Justicia el servicio es gratuito, los usuarios no tienen que pagar abogado ni incurrir en otros gastos.

Trabajan y funcionan gracias a un “socio contraparte” quien da soporte a las actividades de las Casas pues cumplen con aspectos como: infraestructura, pago de director o directora de la Casa, así como los servicios básicos, por lo que son un eje de sostenibilidad del programa.

El objetivo primordial del Programa Casas de Justicia es acercar a las personas a la justicia, además, de permitirles resolver sus conflictos autogestionariamente, es decir, devolverles la responsabilidad de la solución de sus conflictos.

En el año 2020 entre las principales acciones de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa se logró una interacción con las Casas de Justicia a nivel nacional, para lograr la implementación del proceso de desjudicialización que señala la Ley de Justicia Restaurativa.

En resumen, se presenta a continuación el detalle del abordaje realizado por Justicia Restaurativa a nivel nacional:

Cuadro 2. Detalle del abordaje de Justicia Restaurativa por circuito y materia para el 2022.
	Circuito Judicial
	Recurso Humano Penal de Adultos
	Penal Juvenil
	Ejecución de la Pena
	Contravenciones

	I Circuito Judicial de San José, y III: Pavas y Hatillo
	1 Defensor (a) Público de JR
1 Fiscal (a) de JR
1 Trabajador (a) Social 
1 Psicóloga (o)
1 Técnico (a) Judicial por 44 LOPJ
	1 Psicóloga (o) Atención en el primer, Circuito Judicial y Puriscal
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil. 
 
	La profesional en Psicología de JJR atiende adicionalmente los casos de Ejecución de la Pena en Adultos y los de ejecución de las sanciones penales juveniles en San José y a nivel nacional
	El equipo psicosocial atiende la materia contravencional

	II Circuito Judicial de San José y III: Desamparados
	1 Defensor (a) Público de JR
1 Fiscal (a) de JR
1 Psicólogo (a)
2 Trabajador (a) Social
1 Técnico (a) Judicial adscrito al CACMFJ
Atienden el Segundo y Tercer Circuito Judicial (Desamparados), así como flagrancia del I y II Circuito Judicial de SJ
	
	
	 

	I Circuito Judicial de Alajuela
	1 Trabajador (a) Social

**El equipo legal (Defensor, Fiscal y Técnico Judicial del CJ de Heredia brindan soporte en la atención de la materia Penal en ICJ Alajuela
	La persona Trabajadora Social de adultos atiende la materia Penal Juvenil

Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil. 
	No cuenta con equipo
	La persona Trabajadora Social atiende la materia contravencional

	II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)
	No cuenta con equipo
	1 Trabajador (a) Social
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil. 
	No cuenta con equipo
	Casa de Justicia San Carlos

	III Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)
	1 Trabajador (a) Social

**El equipo legal (Defensor, Fiscal y Técnico Judicial del CJ de Puntarenas brindan soporte en la atención de la materia Penal en IIICJ Alajuela
	La persona Trabajadora Social de adultos atiende la materia Penal Juvenil
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil. 
	No cuenta con equipo
	Casa de Justicia San Ramón

	Heredia
	1 Fiscal (a) 
1 Defensor (a) Público
1 Psicólogo (a)
1 Trabajador (a) Social
1 Técnico (a) Judicial del MP

Atienden Sarapiquí y el equipo legal brinda soporte al ICJ Alajuela en materia Penal
	Atención por parte del equipo psicosocial de Penal de Adultos.
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil. 
	No cuenta con equipo
	El equipo psicosocial atiende 

Casa de Justicia Heredia

	Cartago
	1 Fiscal (a) 
1 Defensor (a) Público
1 Psicólogo (a)
1 Trabajador (a) Social
1 Técnico (a) Judicial del MP

Atienden Turrialba, La Unión y La Zona de los Santos
	Atención por parte del equipo psicosocial de Penal de Adultos.
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil. 
	No cuenta con equipo
	Soporte por parte del equipo psicosocial. 

Casa de Justicia Cartago

	I Circuito Judicial Zona Sur
	1 Fiscal (a)
1 Defensor (a) Público
1 Psicólogo (a)
1 Trabajador (a) Social
1 Técnico (a) Judicial del MP

Atienden Buenos Aires
	Atención por parte del equipo psicosocial de Penal de Adultos.
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil. 

Atienden Buenos Aires
	No cuenta con equipo
	No cuenta con equipo

	II Circuito Judicial Zona Sur
	1 Fiscal (a)
1 Defensor (a) Público
1 Trabajador(a) Social
1 Técnico (a) Judicial por 44 LOPJ
	La persona Trabajadora Social de adultos atiende la materia Penal Juvenil
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil. 
	No cuenta con equipo
	No cuenta con equipo

	I Circuito Judicial Zona Atlántica
	1 Psicólogo (a) 

** El equipo legal del II CJZA colabora en la atención de la materia Penal
	La persona de Psicología de adultos atiende la materia Penal Juvenil
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil.

Atienden Limón, Batán y Bribri 
	No cuenta con equipo
	Atención por parte del profesional en Psicología

	II Circuito Judicial Zona Atlántica
	1 Fiscal (a)
1 Defensor (a) Público
1 Psicólogo (a)
1 Trabajador (a) Social
1 Técnico (a) Judicial del MP

Atienden Siquirres y Pococí, así como soporte legal al ICJZA
	Atención por parte del equipo psicosocial de Penal de Adultos.
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil. 
	No cuenta con equipo
	No cuenta con equipo

	Puntarenas
	1 Fiscal (a)
1 Defensor (a) Público
1 Psicólogo (a)
1 Trabajadora Social de JJR de San Carlos quien apoya
1 Técnico del MP

Atienden Quepos, Aguirre y Parrita; así como soporte legal al III Circuito Judicial de Alajuela
	La persona de Psicología de adultos atiende la materia Penal Juvenil
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil. 
	No cuenta con equipo
	
La persona de Psicología de adultos atiende la materia contravencional
1 Defensor (a)  
Participación de juez conciliador

	I Circuito Judicial Guanacaste
	1 Fiscal (a)
1 Defensor (a) Público
1 Psicólogo (a)
1 Técnico (a) Judicial por 44 LOPJ

Atienden Cañas 
	La persona de Psicología de JJR de Nicoya  atiende la materia Penal Juvenil 
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil.

La plaza de Psicólogo (a) atiende durante una semana en Liberia y una semana en Cañas
	No cuenta con equipo
	La persona de Psicología de adultos atiende la materia contravencional

	II Circuito Judicial Guanacaste
	No cuenta con equipo
	1 Psicólogo (a)
Las plazas ordinarias de Fiscal (a) y Defensor (a) Público especializadas de Penal Juvenil.
	No cuenta con equipo
	Casa de Justicia Nicoya


Fuente: Modernización Institucional a partir de información suministrada por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.

B.Programa de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del Personal Judicial

En sesión 98-19 del Consejo Superior, celebrada el 7 de noviembre de 2019, artículo XCVII se conoció el Protocolo Programa de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del Personal Judicial para Conductas Relacionadas con el Deterioro de las Finanzas Personales y de Faltas de Respeto, el cual inició su atención en el mes de febrero de 2020 como un plan piloto durante tres años en el Gran Área Metropolitana, en los siguientes aspectos:

Procesos por conductas relacionadas con el deterioro de las finanzas personales.
Procesos por diferencias interpersonales entre funcionarios y/o funcionarias del Organismo de Investigación Judicial, que encuadren en las faltas reguladas por los artículos 192 inciso 1) y 193 inciso 1) de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Adicionalmente se indica:

“Esta cobertura podrá ampliarse paulatinamente, sujeto a un análisis de los resultados semestrales del Plan Piloto que se deberán remitir al Consejo Superior y a la integración a la Red de Apoyo de instituciones y/u organizaciones que permitan el debido cumplimiento de los planes reparadores por parte del personal judicial que labora en jurisdicciones fuera del GAM.

Durante el Plan Piloto, el Programa recibirá un máximo de 25 asuntos por mes, cuota que se cuantificará entre todos los órganos disciplinarios y/u oficinas que están participando en esta etapa inicial. Dicha cuota mensual también se encontrará sujeta a ser variada, siempre y cuando no se afecte la atención de calidad de los asuntos por parte del Programa.”.

En acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión 112-2020 celebrada el 20 de noviembre de 2020, artículo XLVIII, se aprueban las rutas de trabajo del Programa de Justicia Restaurativa para el Bienestar del Personal Judicial, a saber:

1-Procedimiento para tramitar acciones u omisiones no sujetas al Régimen Disciplinario

2-Procedimiento para tramitación acciones u omisiones sujetas a Régimen Disciplinario

Se debe aclarar que este programa no se contempla dentro de las disposiciones mencionadas en la Ley de Justicia Restaurativa. 

C.Análisis del comportamiento estadístico

VI.Justicia Restaurativa Penal de Adultos

En el cuadro siguiente, se presenta el detalle de las variables estadísticas, en Justicia Restaurativa Penal de Adultos, para el período 2019 a 2021. 
[bookmark: _Ref30424287][bookmark: _Ref30424269]CUADRO 3. COMPORTAMIENTO DE LAS VARIABLES ESTADÍSTICAS DE JUSTICIA RESTAURATIVA PENAL DE ADULTOS PERIODO 2019- III TRIMESTRE 2021. 
	Variable
	Año

	
	2019
	2020
	2021

	Entrados
	2729
	2428
	3146 

	Reentrados
	100
	70
	77 

	Total de entrados
	2829
	2498
	3223 

	Terminados
	2985
	2287
	3104 

	Circulante final
	329
	540
	573 


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información extraída de la base de datos de SIGMA.
A partir de la información mostrada en el Cuadro 3 se determina para el año 2021 la cantidad total de asuntos entrados difiere en 725 asuntos respecto a la totalidad de asuntos ingresados en 2020, por lo que se evidencia un crecimiento en la entrada de asuntos, que corresponde al 29% respecto a la entrada obtenida en 2020. Se hace la observación de que para el año 2020 se contó con las afectaciones ocasionadas por la pandemia por Covid-19 que repercute directamente en la cantidad de asuntos ingresados a raíz de las limitaciones y restricciones experimentadas. 

En este caso, es importante mencionar que para el año 2021 se contó con la ampliación de la atención en Justicia Restaurativa en los siguientes Circuitos Judiciales: I y III Circuito Judicial de Alajuela, I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, II Circuito Judicial de la Zona Sur y I Circuito Judicial de Guanacaste.

Respecto a los asuntos terminados, en el 2021 se identifica un incremento de asuntos finalizados respecto a la totalidad de los asuntos terminados en 2020, siendo esta cantidad de 817 asuntos; que representa un 35% más respecto a la cantidad terminada en el 2020.

Por otra parte, en la Figura 1, se presenta el comportamiento de los casos entrados y terminados para el periodo comprendido entre el año 2019 el 2021.

[bookmark: _Ref31184945][bookmark: _Ref31184936]FIGURA 1. COMPORTAMIENTO DE LOS ASUNTOS TOTALES ENTRADOS Y TERMINADOS DE JUSTICIA RESTAURATIVA PARA EL PERIODO 2019- 2021


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información extraída de SIGMA. 
En el Cuadro 4 se muestra el promedio mensual de asuntos totales entrados, así como el promedio mensual de asuntos terminados.

[bookmark: _Ref31188259]Cuadro 4. Promedio mensual de asuntos totales entrados y terminados para el periodo 2019- 2021
	Variable
	2019
	2020
	2021

	Total entrados
	251
	222
	286

	Terminados
	265
	203
	279


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información extraída de SIGMA

A partir de la información mostrada en el Cuadro 4 se determina un incremento mensual de 64 asuntos entrados en el 2021 respecto a la cantidad mensual registrada para el 2020, cifra que inclusive es superior a la registrada en el año 2019. En el caso de los asuntos terminados, en 2021 se presenta un incremento que corresponde a 76 asuntos más respecto al promedio mensual para el año 2020.

1.1.Procedencia de las causas ingresadas Justicia Restaurativa Penal de Adultos.
[bookmark: _Ref31117586][bookmark: _Ref30490301]
A continuación, se presenta el detalle de la procedencia de las causas ingresada en materia Penal de Adultos, al tercer trimestre del 2021.

[bookmark: _Ref63946975]Cuadro 5. Procedencia de las causas ingresadas a Justicia Restaurativa Penal de Adultos para el año 2021
	Circuito Judicial
	Entrados
	Porcentaje

	II Circuito Judicial de San José
	4
	0.13%

	II Circuito Judicial de San José-Flagrancia
	653
	20.76%

	III Circuito Judicial de San José
	441
	14.02%

	Cartago
	384
	12.21%

	Alajuela
	25
	0.79%

	San Ramón
	82
	2.61%

	Heredia
	365
	11.60%

	Puntarenas
	365
	11.60%

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	337
	10.71%

	II Circuito Judicial de la Zona Sur
	0
	0.00%

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	45
	1.43%

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	373
	11.86%

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	72
	2.29%



Fuente: Modernización Institucional a partir de la información extraída de SIGMA

Con base en lo mostrado en el Cuadro 5 es posible identificar que para el 2021 el II Circuito Judicial-Flagrancia de San José recibió la mayor cantidad de casos, los cuales corresponden a un 20.7% de la totalidad ingresada durante el 2021. En segundo lugar, se ubica el III Circuito Judicial de San José con 14% del total de las causas ingresadas, mientras en tercer lugar se ubica el Circuito Judicial de Cartago con el 12.2% de los casos ingresados.
En la Figura 2 se muestra el comportamiento histórico de las causas ingresadas a Justicia Restaurativa durante el periodo comprendido entre 2019 y 2021.

[bookmark: _Ref31196218]Figura 2. Histórico de causas ingresadas a Justicia Restaurativa Penal de Adultos durante el periodo 2019- 2021


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información extraída de SIGMA
En el caso del Segundo Circuito Judicial de San José se observa un comportamiento estable durante el periodo comprendido entre 2019 y 2020, mientras que para el  2021 se reporta una cantidad superior a estos dos años anteriores, siendo esta de 657 casos ingresados.

Respecto al Tercer Circuito Judicial de San José se experimentó una disminución de los casos ingresados en el 2020 tomando como base la cantidad entrada en 2019, no obstante, para el 2021 esta cifra aumenta a 441 asuntos. Es importante indicar que en este último Circuito Judicial se inició en el mes de octubre de 2019 con el plan piloto para la atención de casos en materia contravencional, los cuales aún no son registrados a nivel del sistema informático, esto de acuerdo con lo indicado por el Sub Proceso de Estadística, en consulta realizada a través de correo electrónico el 10 de febrero del 2021 (Ver apéndice 7).   

En el caso del Circuito Judicial de Cartago, se identifica una disminución en los casos ingresados en 2020 respecto al año 2019, situación que se revierte para el 2021, donde se observa un aumento en la entrada de asuntos.

Adicionalmente, para el 2021 se muestran los primeros registros para el I y III Circuito Judicial de Alajuela, así como el I Circuito Judicial de la Zona Atlántica y I Circuito Judicial de Guanacaste.

Para el Circuito Judicial de Heredia durante 2019 y 2020 la cantidad de asuntos ingresados es bastante similar, 320 y 326 respectivamente, mientras que para el 2021 la cantidad se evidencia un incremento a 365 asuntos. 

Se reporta un incremento de casos entrados en el Circuito Judicial de Puntarenas para el año 2020, ya que ingresaron 109 asuntos más que en el 2019. Para el 2021 se reporta una disminución de 15 asuntos, para un total de 365 casos ingresados.

Respecto al Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, se evidencia una disminución de 124 asuntos para el 2020, respecto a la cantidad ingresada en el 2019. Para el 2021 se tiene un total de 337 asuntos ingresados.

En el II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, el ingreso de asuntos disminuye en 181 asuntos en el 2020, con base en la cantidad registrada en 2019. En el 2021 se reporta un total de 373 asuntos ingresados.

En el Cuadro 6 se muestra el promedio mensual de causas ingresadas por Circuito Judicial. Para el año 2020 se observan los mayores ingresos en el I Circuito Judicial de San José, Circuito Judicial de Puntarenas y I Circuito Judicial de la Zona Sur; mientras que en el 2021 la mayor cantidad de asuntos ingresaron en el Primer y Segundo Circuito Judicial de San José y Cartago.

[bookmark: _Ref31264531]Cuadro 6. Entrada promedio mensual de Justicia Restaurativa por Circuito Judicial para el periodo 2020- 2021.
	Circuito Judicial
	Entrada

	
	2020
	2021

	II Circuito Judicial de San José
	36
	58

	III Circuito Judicial de San José
	28
	39

	Cartago
	26
	34

	Alajuela
	 
	3

	San Ramón
	 
	9

	Heredia
	29
	32

	Puntarenas
	34
	32

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	34
	29

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	 
	4

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	29
	33

	Promedio General
	31
	26


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información extraída de SIGMA. 
Al comparar el promedio mensual de las entradas nuevas correspondiente al año 2020 (31 asuntos), con el promedio mensual de entradas obtenido para 2021 (26 asuntos) se obtiene que para el año 2021 decrece la cantidad de ingresos nuevos, no obstante, se debe tener en consideración que para este 2021 se cuenta con el registro de entrada de 3 Circuitos Judiciales adicionales al 2020, mismos que reportan bajos ingresos de asuntos por lo que, al excluir estos Circuitos Judiciales del promedio (Alajuela, San Ramón y Limón), se obtiene que el dato de entrada es de 37 asuntos mensuales, siendo en este caso el número promedio entre los Circuitos Judiciales que contaban con equipo de Justicia Restaurativa en años anteriores al 2021.

1.2.Causas terminadas por Circuito Judicial en Justicia Restaurativa Penal de Adultos.

Respecto a la cantidad de casos terminados en Justicia Restaurativa, se muestra en el Cuadro 7 el detalle del promedio mensual registrado en cada uno de los circuitos judiciales. 

[bookmark: _Ref31286719][bookmark: _Ref31357878]Cuadro 7. Asuntos terminados en promedio por mes en Justicia Restaurativa por Circuito Judicial para el periodo 2020- 2021.
	Circuito Judicial
	Terminados

	
	2020
	2021

	II Circuito Judicial de San José
	34
	47

	III Circuito Judicial de San José
	21
	44

	Cartago
	27
	34

	Alajuela
	 
	4

	San Ramón
	 
	0

	Heredia
	28
	36

	Puntarenas
	22
	36

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	39
	30

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	 
	4

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	32
	37

	Promedio
	29
	27


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información extraída de SIGMA.
[bookmark: _Ref32821727]Con base en la información anterior, para el año 2020 se reporta la mayor cantidad de causas terminadas en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur con 39 casos en promedio por mes, mientras que en segundo lugar se ubica el Segundo Circuito Judicial de San José con 34 casos. En este caso, se debe tener en consideración la afectación presentada en la recepción de causas nuevas como resultado de los efectos derivados por la pandemia de Covid-19 y las restricciones establecidas a nivel nacional, lo que se refleja en un menor ingreso de casos nuevos por Circuito Judicial. 

Para el 2021 se registra la mayor cantidad de terminados en el II Circuito Judicial de San José (47 casos). El segundo lugar corresponde al III Circuito Judicial de San José con 44 asuntos terminados en promedio por mes.  

En resumen, se cuenta con un promedio general de 29 causas finalizadas por mes para el año 2020, mientras que el promedio general para el tercer trimestre del 2021 corresponde a 27 asuntos por mes, no obstante, es importante indicar que en este último caso se suman a las estadísticas 3 Circuitos Judiciales que no se encontraban durante el 2020, por lo que, al excluir estos registros, se tiene un promedio de finalización mensual de 38 asuntos por mes.   

Adicionalmente, se debe analizar la cantidad de asuntos terminados por motivo de devolución, por lo que en las secciones siguientes se analizará la composición de los asuntos terminados.

1.3.Motivo de Término de las causas de Justicia Restaurativa Penal de Adultos

En el Cuadro 8, se presenta el detalle de los motivos de término de las causas ingresadas en Justicia Restaurativa Penal de Adultos para el periodo 2020 - II Trim 2021:

[bookmark: _Ref63966934]Cuadro 8. Motivo de termino de las causas ingresadas a Justicia Restaurativa Penal de Adultos, periodo 2020- III Trim 2021
	Motivo de termino
	2020
	Porcentaje
	III Trim 2021
	Porcentaje

	Acumulación
	10
	0.4%
	17
	0.7%

	Suspensión proceso a prueba
	446
	20%
	151
	6.1%

	Reparación integral del daño
	1
	0.04%
	2
	0.1%

	Con conciliación
	888
	39%
	1136
	46.3%

	No hubo acuerdo
	34
	1%
	78
	3.2%

	No se presentó una de las partes
	14
	1%
	14
	0.6%

	Devueltos
	865
	38%
	1007
	41.0%

	Otros
	29
	1%
	51
	2.1%

	Totales
	2287
	100%
	2456
	100%


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. Nota: Los datos correspondientes al 2021 son preliminares y abarcan hasta el III Trimestre.

En el año 2020 el rubro con el mayor porcentaje es el de conciliación con un 39%; seguido del porcentaje de devueltos, con 38%, cantidad que presenta un valor significativo en el importe total de terminados. En el caso de la información que abarca al III Trimestre del 2021, se tiene que la cantidad de asuntos finalizados por conciliación ocupa el primer lugar, con un 46.3%, lo que indica que se ha producido un mayor número de asuntos conciliados respecto a los datos registrados en 2020, siendo esta situación bastante positiva; por otra parte, la segunda posición corresponde a los asuntos terminados por motivo de devolución, que en este caso aumenta en 3 puntos porcentuales respecto a los datos reportados en 2020; por lo que es necesario continuar trabajando en la capacitación del personal encargado de realizar los tamizajes para asegurarse de que los casos que son remitidos a Justicia Restaurativa cumplen con todos los requisitos necesarios. 

Por último, en tercer lugar, el rubro de suspensión del proceso a prueba se mantiene con un valor de 20% para el año 2020 y de igual forma mantiene la tercera posición en el III Trimestres de 2021 con un 6.1%.

Sobre el particular de las causas devueltas, a continuación, se presenta el detalle:

[bookmark: _Ref31364377]Cuadro 9. Motivo de las devoluciones de las causas terminadas en Justicia Restaurativa Penal de Adultos para el periodo 2020- III Trim 2021.
	Instancia
	Motivo de devolución
	2020
	Porcentaje
	III Trim 2021
	Porcentaje

	Ministerio Público
	   Por estrategia de la defensa particular
	10
	1.2%
	26
	2.6%

	
	   Falta viabilidad probatoria
	11
	1.3%
	10
	1.0%

	
	   No se presenta a cita persona imputada
	23
	2.7%
	83
	8.2%

	
	   No acepta persona imputada
	42
	4.9%
	40
	4.0%

	
	   No acepta victima
	40
	4.6%
	76
	7.5%

	
	   No se logró ubicar a imputado/a
	25
	2.9%
	136
	13.5%

	
	   No se logró ubicar a ofendido/a
	17
	2.0%
	15
	1.5%

	
	   No cumple con los requisitos de admisibilidad
	203
	23.5%
	224
	22.2%

	Defensa 
	   Ausencia de prueba determinante
	9
	1.0%
	17
	1.7%

	
	   No se logró ubicar imputado/a
	108
	12.5%
	0
	0.0%

	
	   Pers. imputada no se apersonó a la cita
	55
	6.4%
	0
	0.0%

	
	   Pers. imputada no se acoge al programa
	207
	23.9%
	214
	21.3%

	
	   Por estrategia de la defensa pública
	66
	7.6%
	127
	12.6%

	Dupla 
Psicosocial
	   Por criterio técnico-psicosocial
	49
	5.7%
	39
	3.9%


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. Nota: Los datos correspondientes al 2021 son preliminares y abarcan hasta el III Trimestre.

En el 2020 los motivos de “Persona imputada no se acoge al programa” y “No cumple con los requisitos de admisibilidad” representan un 23.9% y 23.5% respectivamente, en el caso del primero, se genera a instancia de la Defensa Pública, mientras el segundo le corresponde al Ministerio Público.

Para el III Trimestre de 2021 el motivo de devolución con mayor porcentaje corresponde a “No cumple con los requisitos de admisibilidad”, asociado al Ministerio público el cual cuenta con un 22.2%, cantidad que disminuye en 1.2% respecto al dato obtenido en 2020, lo que evidencia una mejoría en la metodología de evaluación que se usa para remitir los casos a Justicia Restaurativa; sin embargo es importante continuar trabajando fuertemente en este tema para disminuir el ingreso de causas que no cuentan con las características para ser tramitadas a través de Justicia Restaurativa.

En el caso de del rubro “Persona imputada no se acoge al programa”, el porcentaje también disminuye, en este caso en 2.7%, pero en este caso el rubro no depende directamente de las funciones propias de la oficina.

Por otra parte, se presenta a continuación el detalle de la entrada por Circuito Judicial para Justicia Restaurativa considerando el 41% de devolución que fue identificado en el Cuadro 8, para esto se tomaron los datos estadísticos correspondientes al tercer trimestre del año 2021.

Cuadro 10. Entrada promedio mensual de Justicia Restaurativa por Circuito Judicial considerando la reducción del 41% correspondiente al porcentaje de devolución de asuntos.
	Circuito Judicial
	Entrada bruta
	Devolución 41%
	Entrada real

	II Circuito Judicial de San José
	58
	24
	34

	III Circuito Judicial de San José
	39
	16
	23

	Cartago
	34
	14
	20

	Alajuela
	2
	1
	1

	San Ramón
	9
	4
	5

	Heredia
	32
	13
	19

	Puntarenas
	32
	13
	19

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	29
	12
	17

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	4
	2
	2

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	33
	14
	19

	Promedio General
	16


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información extraída de SIGMA.

A partir de los resultados obtenidos en el cuadro anterior, es posible establecer la carga de trabajo real por Circuito Judicial que cumple con la ejecución de las diferentes etapas del proceso de Justicia Restaurativa, como lo es la realización de Reuniones Restaurativas y las audiencias de seguimiento. 

En este caso, se tiene en promedio una entrada real de 16 asuntos por circuito judicial, sin embargo, es importante indicar que en este listado se contemplan tres circuitos adicionales que recientemente se incorporaron y para los que se mantiene un ingreso menor de asuntos, lo que ocasiona que el promedio global baje. Con base en lo anterior, al excluir esos circuitos judiciales, se tiene que el promedio global corresponde a 22 asuntos de entrada real en promedio.

Adicionalmente, con base en el detalle del Cuadro 9 se identificó que al descomponer los expedientes devueltos, un 22.2% de estos obedece a que no se cumplen los requisitos de admisibilidad mientras que otros 21.3% se deben a que el imputado no se acoge al programa, por lo que el expediente no completó las diferentes etapas del proceso de Justicia Restaurativa y permite de esta forma que ese tiempo sea destinado a la atención de otros casos que si cumplen con los requisitos para completar la totalidad de las actividades requeridas.

Es importante recalcar la importancia de establecer medidas de verificación con el propósito de comprobar los requisitos de admisibilidad de los casos, esto antes de direccionarlos a Justicia Restaurativa para evitar el mantener porcentajes considerables a raíz de este rubro. 

1.4.Reuniones y audiencias programadas en Justicia Restaurativa Penal de Adultos según circuito.

Es importante indicar que la celebración de las reuniones restaurativas dependerá de si las partes al final del proceso están anuentes a realizarla mientras que las de verificación se programan según solicitud, ante un posible reporte de incumplimiento de la medida interpuesta a la parte ofensora.

Por otra parte, el artículo 22 de la Ley 9582 de Justicia Restaurativa establece lo siguiente: 

“Entre el ingreso del caso a la Oficina de Justicia Restaurativa y la celebración de la reunión restaurativa no podrá exceder el plazo máximo de un mes y en los casos tramitados bajo el procedimiento de flagrancia no podrá exceder el plazo de diez días. En los protocolos de actuación o en el reglamento de esta ley se deberán elaborar los procedimientos para garantizar la celeridad de los plazos, según el mandato de esta ley. “

A partir de lo anterior, es necesario realizar el proceso de entrevistas de modo que la reunión restaurativa sea realizada dentro del plazo de ley, no obstante, de las Reuniones Restaurativas programadas se cuenta con un porcentaje de no realización debido a motivos como:

•	La persona no se presentó
•	La víctima no se presentó
•	No se presentó abogado particular
•	Otros motivos

Los motivos anteriormente indicados se encuentran registrados en los anuarios judiciales elaborados por el Sub Proceso de Estadística de la Dirección de Planificación, así como unificados dentro del rubro de Reuniones No Realizadas.

A continuación, se presente el detalle de las reuniones restaurativas según equipo interdisciplinario para el III Trimestre del año 2021:

Cuadro 11. Reuniones Restaurativas en materia Penal Adulto para el III Trimestre del 2021
	Circuito Judicial
	Reuniones programadas

	
	Realizadas
	%
	Pendiente
	%
	Sin efecto
	%
	No realizadas
	%
	Suspendida
	%
	Total

	II Circuito Judicial de San José
	202
	87%
	13
	6%
	1
	0%
	16
	7%
	0
	0%
	232

	III Circuito Judicial de San José
	72
	55%
	39
	30%
	0
	0%
	20
	15%
	0
	0%
	131

	Cartago
	115
	68%
	44
	26%
	0
	0%
	9
	5%
	2
	1%
	170

	Heredia
	151
	70%
	38
	18%
	0
	0%
	21
	10%
	5
	2%
	215

	Puntarenas
	110
	57%
	47
	24%
	2
	1%
	28
	15%
	5
	3%
	192

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	214
	87%
	1
	0%
	3
	1%
	26
	11%
	2
	1%
	246

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	180
	82%
	3
	1%
	0
	0%
	7
	3%
	30
	14%
	220


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. Nota: Los datos corresponden al 2021, son preliminares y abarcan hasta el III Trimestre.

A partir de la información anterior se determina un porcentaje promedio de realización de reuniones a nivel nacional de un 72%. Por encima de este valor se identifican tres Circuitos Judiciales, que corresponden al II Circuito Judicial de San José, I Circuito Judicial de la Zona Sur y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Por otra parte, se tiene a los Circuitos Judiciales de Cartago, III Circuito Judicial de San José, Heredia y Puntarenas con valores idénticos por debajo del promedio.

En este caso, es importante mencionar que, la realización de Reuniones Restaurativas deberá contemplar la reprogramación de las reuniones no realizadas que sean justificadas, dentro del plazo establecido por ley; motivo por el cual dentro del rubro de Reuniones Realizadas se contabilizan las reprogramaciones.

Adicionalmente, se muestra un estado designado como “pendiente”, que en promedio representa el 15% de los apuntes. En este caso, se aclara que este estado pendiente no hace alusión a que la reunión restaurativa se encuentra pendiente de realizar, sino que a nivel del sistema no se realizó la actualización del estado del apunte, lo cual es una inconsistencia estadística 

Respecto a las audiencias de verificación, se muestra en el siguiente cuadro el detalle de la información al III Trimestre del año 2021:

Cuadro 12. Audiencias de Verificación en materia Penal Adulto para el III Trimestre del 2021

	Circuito Judicial
	Audiencias de Verificación

	
	Realizadas
	%
	Pendiente
	%
	Sin efecto
	%
	No realizadas
	%
	Suspendida
	%
	Total

	II Circuito Judicial de San José
	54
	60%
	29
	32%
	0
	0%
	6
	7%
	1
	1%
	90

	III Circuito Judicial de San José
	75
	31%
	146
	61%
	2
	1%
	15
	6%
	1
	0%
	239

	Cartago
	79
	55%
	50
	35%
	0
	0%
	12
	8%
	3
	2%
	144

	Heredia
	53
	40%
	74
	56%
	0
	0%
	4
	3%
	0
	0%
	131

	Puntarenas
	133
	54%
	82
	33%
	0
	0%
	31
	13%
	2
	1%
	248

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	93
	79%
	2
	2%
	1
	1%
	19
	16%
	3
	3%
	118

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	532
	89%
	29
	5%
	0
	0%
	15
	3%
	19
	3%
	595


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. Nota: Los datos corresponden al 2021, son preliminares y abarcan hasta el III Trimestre.

Respecto a las audiencias de verificación, el porcentaje promedio de realización corresponde a un 58%.  Por encima de este porcentaje se ubican tres circuitos judiciales, el II Circuito Judicial de San José, I Circuito Judicial de la Zona Sur y el II Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Por su parte, se tienen cuatro circuitos judiciales que se encuentran por debajo del promedio.  

Sobre el estado “pendiente” se indica que, esto no hace alusión a que la audiencia de verificación está pendiente de realizar, sino que a nivel del sistema informático no se actualizó el resultado correcto. Para este caso particular, el porcentaje promedio de apuntes en estado pendiente es de un 32%, esto se convierte en una inconsistencia estadística porque el dato debería ser cero

Por último, se muestra en el siguiente cuadro los estados de las entrevistas realizadas por lo equipos de Justicia Restaurativa en material Penal Adulto:

Cuadro 13. Entrevistas en materia Penal Adulto para el III Trimestre del 2021

	Circuito Judicial
	Entrevistas

	
	Realizadas
	%
	Pendiente
	%
	Sin efecto
	%
	No realizadas
	%
	Suspendida
	%
	Total

	II Circuito Judicial de San José
	213
	62%
	93
	27%
	0
	0%
	40
	12%
	0
	0%
	346

	III Circuito Judicial de San José
	72
	19%
	286
	77%
	0
	0%
	14
	4%
	0
	0%
	372

	Cartago
	267
	26%
	749
	72%
	1
	0%
	22
	2%
	0
	0%
	1039

	Heredia
	438
	60%
	252
	34%
	0
	0%
	44
	6%
	1
	0%
	735

	Puntarenas
	337
	55%
	191
	31%
	6
	1%
	82
	13%
	0
	0%
	616

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	327
	92%
	2
	1%
	3
	1%
	24
	7%
	0
	0%
	356

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	1060
	84%
	146
	12%
	1
	0%
	56
	4%
	4
	0%
	1267


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. Nota: Los datos corresponden al 2021, son preliminares y abarcan hasta el III Trimestre.

En el caso de las entrevistas, se tiene un porcentaje promedio de realización del 57%; y en este caso se cuenta con tres Circuitos Judiciales por debajo de este valor promedio, siendo estos el III Circuito Judicial de San José, Cartago y Puntarenas. Por otra parte, se cuenta con cuatro Circuitos Judiciales que se mantienen por encima del valor promedio, que corresponden al II Circuito Judicial de San José, Heredia, I Circuito Judicial de la Zona Sur y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

VII.Justicia Restaurativa Penal Juvenil

En materia Penal Juvenil, a nivel nacional el Ministerio Público y Defensa Pública, ya tienen destacados, profesionales especializados para la atención de la materia y en conjunto con las Juezas y Jueces de la materia, ya conforman un equipo a cargo de la materia Penal Juvenil y que conforme al artículo 6 de la Ley de referencia, básicamente se requiere de equipos Psicosociales que trabajen en conjunto, con los equipos legales, para aplicar la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa. 

El procedimiento en materia Penal Juvenil, mantiene en esencia el proceso seguido en materia Penal de Adultos, con la excepción de que primero se obtiene el consentimiento informado por parte de la víctima y posteriormente el de la persona ofensora, además de que la Fiscalía por imperativo legal debe presentar la acusación ante el órgano jurisdiccional competente. 

Las estadísticas que se generan en Justicia Restaurativa para la materia de Penal Juvenil básicamente recopilan la información de las reuniones restaurativas, audiencias, seguimientos y Red de apoyo, esto a raíz de que los casos son abordados por parte de las plazas de Fiscala o Fiscal y Defensora o Defensor especializados en la materia Penal Juvenil, por lo que el expediente únicamente recibe un proceso diferente al ser remitido a Justicia Restaurativa y tener la atención psicosocial correspondiente.

2.1.Reuniones Restaurativas Justicia Penal Juvenil.

A continuación, se presenta el detalle de las reuniones restaurativas, en materia de Justicia Penal Juvenil para el 2020. Es importante aclarar que debido a que a la fecha de realización de este informe el Sub Proceso de Estadística no contaba con la información del año 2021 (Ver apéndice 5):

[bookmark: _Ref31636350]Cuadro 14. Reuniones Restaurativas en materia Penal Juvenil durante el 2020.
	Circuito Judicial
	Reuniones programadas 2020

	
	Realizadas
	Porcentaje
	No realizadas
	Porcentaje
	Total

	San José
	57
	78%
	16
	22%
	73

	Puriscal
	1
	50%
	1
	50%
	2

	Alajuela
	25
	81%
	6
	19%
	31

	San Ramón
	4
	80%
	1
	20%
	5

	Cartago
	32
	80%
	8
	20%
	40

	Turrialba
	1
	50%
	1
	50%
	2

	Heredia
	3
	60%
	2
	40%
	5

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	16
	62%
	10
	38%
	26

	Nicoya
	7
	88%
	1
	13%
	8

	Puntarenas
	8
	67%
	4
	33%
	12

	Corredores
	3
	100%
	0
	0%
	3

	Quepos
	4
	100%
	0
	0%
	4

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	23
	55%
	19
	45%
	42

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	16
	70%
	7
	30%
	23

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	13
	72%
	5
	28%
	18

	Promedio Nacional
	14.2
	73%
	5.4
	27%
	19.6


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. 
Respecto a los tres Circuitos Judiciales de San José, se cuenta con una plaza de Trabajadora o Trabajador Social para atender la materia Penal Juvenil. En el caso del Primero y Tercer Circuito Judicial de Alajuela se cuenta con una plaza de Trabajadora o Trabajador Social que atienden de forma conjunta la materia Penal Juvenil y Penal Adulto, mientras que en el II Circuito Judicial de Alajuela la plaza de Trabajadora o Trabajador Social solamente atiende la materia Penal Juvenil y adicionalmente brinda soporte al Circuito Judicial de Puntarenas.

El recurso del equipo psicosocial se comparte con la materia Penal Adulta en el caso de Heredia, Cartago, I y II Circuito Judicial de la Zona Sur y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 

Para el I Circuito Judicial de la Zona Atlántica se cuenta con una plaza de Psicóloga o Psicólogo para la atención de la materia Penal Adulto y Penal Juvenil. En el caso del I y II Circuito Judicial de Guanacaste se cuenta con una plaza de Trabajadora o Trabajador Social que atiende la materia Penal Juvenil en ambos circuitos judiciales.

En el Cuadro 14 se muestra el comportamiento de las reuniones restaurativas programadas para la materia Penal Juvenil durante el año 2020, para las que se cuenta con un porcentaje de realización promedio de 73% y un porcentaje promedio de no realización equivalente a un 27%.

Por otra parte, se identifica que la mayor cantidad de reuniones restaurativas fueron realizadas en San José, y que es importante indicar que en este caso se cuenta con una plaza de Trabajadora Social o Trabajador Social dedicada de forma exclusiva a la atención de los asuntos en Penal Juvenil y que su cobertura corresponde a los tres Circuitos Judiciales de San José.

En segundo lugar, se ubican los Circuitos Judiciales de Cartago y Alajuela, con 32 y 25 reuniones restaurativas realizadas respectivamente, seguido del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica con 23 reuniones restaurativas. 

En el cuadro siguiente se muestra la cantidad de reuniones restaurativas realizadas de forma mensual por los equipos psicosociales que atienden la materia Penal Juvenil:

Cuadro 15. Reuniones Restaurativas mensuales en materia Penal Juvenil durante el 2020.
	Circuito Judicial
	Realizadas
	Realizadas por mes

	San José
	57
	5.07

	Puriscal
	1
	0.09

	Alajuela
	25
	2.22

	San Ramón
	4
	0.36

	Cartago
	32
	2.84

	Turrialba
	1
	0.09

	Heredia
	3
	0.27

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	16
	1.42

	Nicoya
	7
	0.62

	Puntarenas
	8
	0.71

	Corredores
	3
	0.27

	Quepos
	4
	0.36

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	23
	2.04

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	16
	1.42

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	13
	1.16


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. 
A partir de la información anterior se evidencia que, durante el 2020, los equipos psicosociales de Justicia Restaurativa que atienden Penal Juvenil atendieron en promedio una Reunión Restaurativa, con excepción de San José que atendió 5 reuniones por mes, así como Cartago y Alajuela que atendieron 2 reuniones por mes.
En el Cuadro 16 se muestra la cantidad de reuniones y el porcentaje respectivo que tuvieron como resultado un acuerdo.

[bookmark: _Ref31707596]Cuadro 16. Detalle de reuniones restaurativas en Penal Juvenil efectuadas durante el 2020.
	Circuito Judicial
	Con acuerdo
	Sin acuerdo
	Porcentaje sin acuerdo

	San José
	50
	7
	12%

	Puriscal
	1
	0
	0%

	Cartago
	32
	0
	0%

	Turrialba
	1
	0
	0%

	Heredia
	3
	0
	0%

	Alajuela
	24
	1
	4%

	San Ramón
	4
	0
	0%

	Puntarenas
	8
	0
	0%

	Quepos
	4
	0
	0%

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	22
	1
	4%

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	14
	2
	13%

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	11
	2
	15%

	II Circuito Judicial de la Zona Sur
	3
	0
	0%

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	16
	0
	0%

	II Circuito Judicial de Guanacaste
	7
	0
	0%


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. 

A partir de la información anterior, se tiene que, del total de Reuniones Restaurativas realizadas durante el 2020, 13 de estas no tuvieron acuerdo, mismas que se distribuyen en San José, I Circuito Judicial de Alajuela, I y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica y I Circuito Judicial de la Zona Sur.

El establecimiento de este acuerdo en la Reunión Restaurativa implica que, al cumplirse las medidas acordadas (las cuales deben ser sujetas de verificación por parte del equipo psicosocial) se puede dar por terminado el proceso en materia Penal Juvenil.

Respecto a las Audiencias de Verificación en el cuadro siguiente se muestra el desglose de la cantidad de audiencias realizadas y no realizadas en Penal Juvenil durante el año 2020:

Cuadro 17. Detalle de audiencias de verificación en Penal Juvenil efectuadas durante el 2020.
	Circuito Judicial
	Realizadas
	No realizadas

	San José
	64
	20

	Cartago
	2
	0

	Heredia
	3
	2

	Alajuela
	2
	0

	San Ramón
	1
	0

	Puntarenas
	2
	0

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	2
	0

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	5
	0

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	1
	2

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	1
	4


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. 

En total se realizaron 83 audiencias de verificación, siendo que el mayor número fue ejecutado por los equipos de San José.

A continuación, se muestra el detalle de las audiencias de seguimiento realizadas por los equipos psicosociales que atienden la materia Penal Juvenil en Justicia Restaurativa:

Cuadro 18. Detalle de audiencias de seguimiento en Penal Juvenil efectuadas durante el 2020.
	Circuito Judicial
	Realizadas

	San José
	48

	Heredia
	0

	Cartago
	7

	Turrialba
	2

	Alajuela
	1

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	7

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	0

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	2

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	0

	II Circuito Judicial de Guanacaste
	4


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. 

Durante el año 2020 se realizaron un total de 71 audiencias de seguimiento, siendo que el 67% de estas audiencias fue efectuada por parte del equipo psicosocial que atienden Penal Juvenil en San José.  

VIII.Justicia Restaurativa en Contravenciones

En el año 2020 inició la atención de la materia Contravencional en el III Circuito Judicial de San José (Pavas) y en el Circuito Judicial de Puntarenas, donde participan la plaza de Defensora o Defensor Público y el equipo psicosocial. 

Para el año 2021 se inició con la atención por parte del equipo psicosocial en materia contravencional en el II Circuito Judicial de San José (Goicoechea), I Circuito Judicial de Alajuela, Circuito Judicial de Heredia, Circuito Judicial de Cartago, I Circuito Judicial de la Zona Atlántica y I Circuito Judicial de Guanacaste. 

Es importante indicar que en consulta realizada al Sub Proceso de Estadística, no se cuenta en la actualidad con un anuario judicial para la atención de Justicia Restaurativa en materia de Contravenciones (Ver apéndice 5); no obstante, se extrajo del anuario judicial de la materia contravencional los asuntos con motivo de término “Remitido a Ofic.Just.Restaurativa” con el objetivo de tener una base de la cantidad de asuntos que se terminaron por estos efectos. Por otra parte, para el 2021 se extrajo la información desde la página de la Dirección de Planificación, con la herramienta de Power BI.

Seguidamente se muestra la información correspondiente al motivo de término “Remitido a Ofic.Just.Restaurativa” extraído del anuario judicial preliminar para el 2020 y 2021 de la materia contravencional:

Cuadro 19. Asuntos terminados por motivo de término “Remitido a Ofic. Just. Restaurativa” para la materia contravencional
	Despacho
	2020
	2021

	Juzgado Contravencional de Pavas
	5
	0

	Juzgado Contravencional Puntarenas
	2
	0

	Juzgado Contravencional de Cartago
	0
	1

	Total
	7
	1


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. 

A partir de lo anterior, se identifica que durante el 2020 en materia contravencional se terminaron 7 asuntos por motivo de remisión a la oficina de Justicia Restaurativa, de los cuales 5 pertenecen al Juzgado Contravencional de Pavas y 2 al Juzgado Contravencional de Puntarenas. En el caso del 2021, en la información extraída solamente se registra una causa con motivo de término “Remitido a Ofic.Just.Restaurativa”, la cual corresponde al Juzgado Contravencional de Cartago.

a.Cumplimiento de las cuotas de trabajo establecidas en el informe 726-PLA-RH-MI-2019.

[bookmark: _Ref33521938]En el siguiente cuadro se muestra el cumplimiento de los equipos interdisciplinarios con base en la cuota de entrados establecida en el informe 726-PLA-RH-MI-2019.

Cuadro 20. Evaluación del cumplimiento en la entrada de asuntos con base en la cuota de trabajo establecida en el informe 726-PLA-RH-MI-2019
	Circuito Judicial
	Capacidad entrada
	Entrada 2021
	Capacidad disponible

	II Circuito Judicial de San José
	40
	58
	-18

	III Circuito Judicial de San José
	40
	39
	1

	Cartago
	40
	34
	6

	Alajuela
	40
	2
	6

	Heredia
	
	32
	

	San Ramón
	40
	9
	1

	Puntarenas
	
	32
	

	I Circuito Judicial de la Zona Sur
	40
	29
	11

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	40
	4
	-3

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	
	33
	


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información de los anuarios judiciales suministrada por el Sub proceso de Estadística. Nota: Los datos corresponden al 2021, son preliminares y abarcan hasta el III Trimestre.

Se identifica que la mayor capacidad disponible respecto a la entrada de asuntos se presenta en el I Circuito Judicial de la Zona Sur, seguido del Circuito Judicial de Cartago y posteriormente del equipo que atiende los Circuitos Judiciales de Alajuela y Heredia. 

Por otra parte, se identifica que los equipos que atienden el II Circuito Judicial de San José,  así como el I y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica recibieron una cantidad de asuntos superior a la capacidad de entrada de 40 asuntos mensuales.

Aunado a lo anterior, se hace la salvedad de que la entrada mostrada corresponde al ingreso bruto de asuntos, y que con base en lo determinado en el Cuadro 8, para el año 2020 se contó con un 41% de devolución de los casos ingresados, aspecto que implica que un 41% de estos asuntos no atravesará todas las etapas del proceso, lo que permite la concentración del recurso humano en otras tareas.

Sobre este particular, se reitera la necesidad de ampliar el abordaje de la materia Penal Adulta, incluida la Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, además de las Contravenciones, con la capacidad instalada actual de los equipos de trabajo. 

Se muestra a continuación de forma resumida la evaluación de las cuotas definidas respecto al comportamiento estadístico para el año 2021:

Cuadro 21. Comportamiento estadístico mensual promedio para Justicia Restaurativa Penal Adulto respecto a las cuotas fijada en el informe 726-PLA-RH-MI-2019.
	Variable
	Cuota
	II Circuito de San José
	III Circuito de San José
	Cartago
	Heredia
	Puntarenas
	I Circuito de la Zona Sur
	II Circuito de la Zona Atlántica

	Casos entrados
	40
	58
	39
	34
	32
	32
	29
	33

	RR programadas
	36
	27
	15
	20
	25
	23
	41
	26

	Entrevistas programadas
	40
	41
	44
	122
	86
	72
	42
	149

	Audiencias de verificación
	7
	9
	28
	9
	3
	8
	6
	31


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información extraída de SIGMA.

Con base en cuadro anterior se puede observar cumplimiento de las cuotas de trabajo en los equipos de trabajo interdisciplinarios. Respecto a los asuntos entrados se tiene que se cumple con el ingreso de al menos 40 causas en el equipo del II Circuito Judicial de San José; mientras que en el caso de las Reuniones Restaurativas programadas se presenta cumplimiento en el equipo del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. Respecto a las entrevistas programadas, todos los equipos logran cumplir la cuota asignada de al menos 40 entrevistas por mes y en el caso de las audiencias de verificación se observa cumplimiento en todos los equipos con excepción del equipo de Heredia y el equipo del I Circuito Judicial de la Zona Sur.

b.Análisis del costo de la Justicia Penal respecto a Justicia Restaurativa

[bookmark: _Hlk65680910]Es importante destacar, obviando aspectos de índole social resueltos en los procesos jurisdiccionales, por la vía de la solución alterna de conflictos, conciliación y Justicia Restaurativa, que la institución incurre en menos costos, respecto a los procesos resueltos por la vía ordinaria. En ese sentido y conforme a valor económico estimado para el proceso de Justicia Restaurativa (¢343,122) y resolución de la causa mediante el proceso ordinario (¢2.505.403), según informe 2052-PLA-PP-2020 de la Dirección de Planificación, aprobado en sesión del Consejo Superior 03-2021 celebrada el 12 de enero de 2021, artículo XL. Con base en esta información cada asunto terminado en Justicia Restaurativa le genera a la Institución un ahorro aproximado de ¢2.162.281, sea un 86% menos del monto en que se incurre, tramitando la causa por la vía ordinaria ((¢2.505.403).  

En la práctica y desde un punto de vista aritmético, un proceso en materia Penal que se concluya en la etapa intermedia inherentemente es menos oneroso que otro que agote la vía recursiva hasta ser conocido por la Sala Tercera, toda vez que este último en principio va a requerir de una mayor inversión de recursos en el transcurso del Juicio y confirmación de la sentencia por parte de los órganos jerárquicos, entre otros.

C.Cumplimiento de los escenarios aprobados en el informe 429-PLA-RH-MI-2021

El informe 429-PLA-RH-MI-2021 fue aprobado en sesión del Consejo Superior 30-21, artículo XXIII del 16 de abril de 2021 y conocido en sesión 21-21 de Corte Plena (Presupuesto 2022) del 01 de junio de 2021, artículo II. Se detalla a continuación el escenario aprobado:

“1) Aprobar el escenario 3 del Informe 429-PLA-RH-MI-2021, estudio de Requerimiento Humano sobre el Informe de presupuesto del Impacto de Ley 9582 Justicia Restaurativa y el ejercicio de proyección presupuestaria para el año 2022 en el Programa Justicia Restaurativa. 2) El contenido económico requerido se remitirá de forma independiente al presupuesto ordinario ya que responde a una necesidad producto de una ley especial.”

El escenario 3 descrito en el informe 429-PLA-RH-MI-2021 corresponde a la asignación de las siguientes plazas nuevas, para la atención de Justicia Restaurativa:

3 Defensoras o Defensores Públicos
3 Fiscalas o Fiscales
7 Profesionales en Psicología
6 Profesionales en Trabajo Social 
15 Técnicas o Técnicos Judiciales
1 plaza de Profesional en Derecho 3B

El presupuesto requerido para estos recursos corresponde a ₡1,087,901 103.25; el cual se compone de ₡1,036,568 000.00 por concepto de recurso humano y de ₡51,333 103.25 por concepto de equipo y mobiliario.

En oficio 1062-PLA-PP-2021 con fecha 20 de setiembre de 2021, conocido por el Consejo Superior en sesión 40-2021 celebrada el 04 de octubre de 2021, artículo XVI, con relación al presupuesto por proyectos de ley se indica:

“El presupuesto solicitado para el financiamiento de las Leyes 9841 Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, 9747 Código Procesal de Familia, 9609 Nuevo Código Procesal Agrario, 9458 Bienestar Animal y 9582 Justicia Restaurativa, no fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa.”

Por lo tanto, para el año 2022 no se incorporaron los recursos solicitados para completar los equipos de Justicia Restaurativa.

IX.Limitantes del estudio
[bookmark: _Hlk65749512]
El Subproceso de Estadística para la materia de Penal Adulto en Justicia Restaurativa cuenta a la fecha de realización de este informe con la versión preliminar del anuario judicial 2021 con la información al Tercer Trimestre. (Ver apéndice 4) 
Para la materia Penal Juvenil atendida en Justicia Restaurativa, no se cuenta con información preliminar para el año 2021, por lo que se utiliza en este informe los datos del año 2020 con la consideración de que este año corresponde a un año atípico por motivo de la pandemia de Covid 19. (Ver apéndice 5) 
[bookmark: _Hlk95141252]El Sub Proceso de Estadística no cuenta actualmente con anuarios judiciales para la atención de la materia de Contravenciones por parte de los equipos de Justicia Restaurativa. (Ver apéndice 7) A la fecha la nueva fórmula que se implantará si contiene estas variables. 
En el año 2021 se inicia con la atención por parte de dos equipos interdisciplinarios nuevos, sin embargo, no se reflejan estadísticas en el anuario preliminar al III Trimestre del 2021. Se debe considerar que los equipos se deben encargar de la conformación de las redes de apoyo en las localidades.

X.Elementos conclusivos

La ley de Justicia Restaurativa 9582 entró en vigencia el 20 de enero de 2019 con un ámbito de aplicación que se extiende a la materia Penal, Penal Juvenil y Contravencional en todas sus etapas; con participación de un equipo interdisciplinario conformado por un equipo legal, un equipo psicosocial y personas juzgadoras.
En sesión del Consejo Superior 47-19 celebrada el 23 de mayo de 2019, artículo I se acuerda aprobar el escenario 1 descrito en el informe 726-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación, y adicionalmente adicionar dos equipos de trabajo, uno para atender Justicia Restaurativa en Ejecución de la Pena y el segundo para atender la materia de Contravenciones.  Este acuerdo es conocido y aprobado en sesión de Corte Plena 22-19 (Presupuesto 2020) del 6 de junio de 2019, artículo III. 
En sesión 98-19 del Consejo Superior, celebrada el 7 de noviembre de 2019, artículo XCVII se conoció el Protocolo del Programa de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del Personal Judicial para Conductas Relacionadas con el Deterioro de las Finanzas Personales y de Faltas de Respeto, el cual inició en el año 2020.
En sesión del Consejo Superior 45-20 del 08 de mayo de 2020, artículo XX, acogió la propuesta de abordaje a nivel nacional descrita en el informe 586-PLA-RH-MI-2020.
El informe 586-PLA-RH-MI-2020 fue conocido y aprobado en la Sesión número 31-20 de Corte Plena (Presupuesto 2021) celebrada el 02 de junio de 2020, Artículo II. El acuerdo se cita textualmente:

“Aprobar por separado del Presupuesto ordinario del Poder Judicial, los requerimientos correspondientes a la Ley de Justicia Restaurativa, en la forma propuesta por el magistrado Alfaro…”.

La propuesta del Magistrado Alfaro corresponde a la asignación de las siguientes plazas nuevas, para la atención de Justicia Restaurativa:

11 Defensoras o Defensores Públicos
6 Fiscalas o Fiscales
12 Profesionales en Psicología
13 Profesionales en Trabajo Social 
11 Técnicas o Técnicos Judiciales

Mediante oficio 1480-PLA-PP-2020 de fecha 22 de setiembre de 2020, conocido por Corte Plena en sesión 55-2020, celebrada el 28 de setiembre de 2020, artículo XVI; la Dirección de Planificación revisa el Proyecto de Presupuesto del Poder Judicial para la atención de nuevas obligaciones legales, sobre lo que se indica:

“El presupuesto solicitado para el financiamiento de las Leyes 9841 Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, 9747 Código Procesal de Familia, 9609 Nuevo Código Procesal Agrario, 9593 Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, 9458 Bienestar Animal y 9582 Justicia Restaurativa; además, de los recursos para la atención y acceso a la justicia de personas con asuntos relacionados a Pensiones Alimentarias, no fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa”.

El informe 429-PLA-RH-MI-2021 sobre el Requerimiento Humano sobre el Informe de presupuesto del Impacto de Ley 9582 Justicia Restaurativa fue aprobado en sesión 30-2021 del Consejo Superior celebrada el 16 de abril de 2021, artículo XXIII; y conocido sesión 21-21 de Corte Plena, celebrada el 01 de junio de 2021, art II.

En oficio 1062-PLA-PP-2021 con fecha 20 de setiembre de 2021, conocido por el el Consejo Superior 40-2021 celebrada el 04 de octubre de 2021, artículo XVI, con relación al presupuesto por proyectos de ley se indica: 

“El presupuesto solicitado para el financiamiento de las Leyes 9841 Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, 9747 Código Procesal de Familia, 9609 Nuevo Código Procesal Agrario, 9458 Bienestar Animal y 9582 Justicia Restaurativa, no fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa.”

En oficio 139-P-2020, de fecha 12 de junio de 2020 y dirigido al Ministro de Hacienda, el Presidente de la Corte en alusión a la sesión de Corte Plena 31-20 celebrada el 02 de junio de 2020, artículo I, en la que se discutió y aprobó el Proyecto de Presupuesto del Poder Judicial para el año 2021, el cual se ajustó al límite presupuestario establecido por Ministerio de Hacienda, en el que se indicó:

“En razón de las limitaciones presupuestarias, la Corte Plena acordó hacer una instancia, tanto al Ministerio de Hacienda como a la Asamblea Legislativa, para que se valore la posibilidad de contar con financiamiento adicional al gasto ordinario para atender las nuevas obligaciones encomendadas por la Asamblea Legislativa …”.

Mediante oficio 1480-PLA-PP-2020 de fecha 22 de setiembre de 2020, conocido por Corte Plena en sesión 55-2020, celebrada el 28 de setiembre de 2020, artículo XVI; la Dirección de Planificación revisa el Proyecto de Presupuesto del Poder Judicial para la atención de nuevas obligaciones legales, sobre lo que se indica:

“El presupuesto solicitado para el financiamiento de las Leyes 9841 Creación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, 9747 Código Procesal de Familia, 9609 Nuevo Código Procesal Agrario, 9593 Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, 9458 Bienestar Animal y 9582 Justicia Restaurativa; además, de los recursos para la atención y acceso a la justicia de personas con asuntos relacionados a Pensiones Alimentarias, no fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa.”.

La Oficina Rectora de Justicia Restaurativa, funciona bajo la coordinación del magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas y cuenta con tres plazas de Profesional en Derecho 3B, una plaza de Técnica o Técnico Judicial, una plaza de Secretaria Ejecutiva y una plaza de Profesional 2. 
El abordaje de los asuntos se lleva a cabo por medio de un Equipo Interdisciplinario, conformado por un Equipo Legal, que incluye a todas las personas profesionales en la rama del Derecho (Juezas y Jueces, Fiscalas y Fiscales, Defensoras y Defensores) y un Equipo Psicosocial integrado por las y los profesionales en las ramas de Psicología y Trabajo Social.
En materia Penal de adultos, se encuentran conformados nueve equipos Interdisciplinarios a nivel nacional, con una plaza de Fiscala o Fiscal, una de Defensora o Defensor, 2 en el área Psicosocial y una plaza técnica o técnico Judicial. Para el caso de Penal Juvenil se cuenta con atención en los 15 circuitos judiciales, y con la colaboración de las plazas de Fiscala o Fiscal y Defensora o Defensor Público en algunos de los cuales se comparte la atención del equipo psicosocial entre penal juvenil y penal adulto, o inclusive con contravenciones.
En la actualidad no se cuenta con atención de la materia Penal Adulto en el II Circuito Judicial de Alajuela y II Circuito Judicial de Guanacaste. En el caso de la materia Penal Juvenil se cuenta con atención en 15 Circuitos Judiciales.
La atención en materia contravencional por parte de un equipo del Poder Judicial comprende: III Circuito Judicial de San José, I Circuito Judicial de Alajuela, I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Circuito Judicial de Puntarenas y I Circuito Judicial de Guanacaste.
Se cuenta con apoyo en la atención de la materia contravencional por parte de las Casas de Justicia en: II y III Circuito Judicial de Alajuela, Circuito Judicial de Heredia, Circuito Judicial de Cartago, Circuito Judicial de Puntarenas y II Circuito Judicial de Guanacaste.
Para el año 2021, al III Trimestre se identificó una diferencia de 106 asuntos menos respecto a la cantidad total de ingreso en el año 2020, por lo que se evidencia un posible crecimiento en la entrada de asuntos. 
En el año 2020 la cantidad de asuntos terminados fue de 1655, mientras que al tercer trimestre de 2021 se finalizaron 2456 asuntos y representa un 33% más respecto a la cantidad terminada en el tercer trimestre del 2020.
Al analizar la procedencia de los casos, se identifica que al III Trimestre de 2021 la mayor cantidad ingresó en el Segundo Circuito Judicial de San José con 484 causas que equivale a 20.8%, seguido del III Circuito Judicial de San José con 338 asuntos, lo que representa un 14.5% y en un tercer lugar el II Circuito Judicial de la Zona Atlántica con un 13.3%.
En el caso del Segundo Circuito Judicial de San José se observa un comportamiento estable en la entrada durante el periodo comprendido entre 2019 y 2020, que incrementa en el III Trimestre de 2021; mientras que en el Tercer Circuito Judicial de San José se ha experimentado una disminución de los casos ingresados en el periodo comprendido entre 2019 y el III Trimestre de 2021. En el Circuito Judicial de Cartago se identifica una disminución en los casos ingresados en ese mismo periodo, mientras que en el Circuito Judicial de Heredia se mantiene de forma estable entre el 2019 y 2020, pero disminuye al III Trimestre del 2021. En el Circuito Judicial de Puntarenas, para el 2020 ingresaron 109 asuntos más que en el 2019, pero al III Trimestre se muestra una disminución. Respecto al Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, se evidencia una disminución de 124 asuntos para el 2020 y una tendencia de disminución al III Trimestre de 2021. En el caso del II Circuito Judicial de la Zona Sur, se tiene una tendencia de disminución en el periodo analizado. 
Al realizar el análisis comparativo del promedio mensual por circuito judicial, se evidencia que, se ha producido un aumento en la cantidad de casos ingresados, siendo para el 2020 este rubro es de 31 casos y para el III Trimestre de 2021 aumentó a 37 expedientes por mes al excluir a los tres nuevos equipos de trabajo. 
El promedio general de causas mensuales terminadas en 2020 es de 29 asuntos, para el III Trimestre del año 2021 este promedio mensual aumenta a 40 asuntos al excluir los tres circuitos judiciales de reciente incorporación, siendo el Segundo Circuito Judicial de San José el que reporta la mayor cantidad promedio mensual con 52 casos. 
Para el año 2020 se reportó un 38% de causas terminadas por el motivo “Devueltos”, valor que aumentó a un 41% en el III Trimestre del 2021. 
Para III Trimestre del 2020 el mayor porcentaje de causas terminadas corresponde al rubro conciliación con un 46.3%, seguido de un 41% correspondiente a devueltos y en tercer lugar un 6% para el rubro suspensión del proceso a prueba.
En el desglose de la cantidad de casos devueltos, se muestra el motivo “No cumple con los requisitos de admisibilidad” y “Persona imputada no se acoge al programa” como los motivos principales de devolución, que representan un 22.2% y 21.3% respectivamente. En el caso del primero, se genera a instancia del Ministerio Público, dentro de la evaluación de las causas admisibles a tramitarse por la vía de Justicia Restaurativa, que pasa por una incorrecta verificación de requisitos legales de las causas remitidas por parte de la Fiscalía. Por otra parte, las causas devueltas en virtud de que la persona imputada no se acogió al programa, ocurre una vez que la Defensa Pública, consulta al imputado su interés de participar en el proceso de Justicia Restaurativa, situación que únicamente se puede verificar, una vez iniciado el proceso de Justicia Restaurativa y se debe a la falta de interés de la persona ofensora.
Se realiza el cálculo de la carga de trabajo real ingresada por Circuito Judicial, considerando la disminución del 41% registrado por concepto de devoluciones. Esta carga real corresponde a 22 asuntos en promedio por Circuito al excluir a los tres nuevos equipos. 
Conforme a valor económico estimado para el proceso de Justicia Restaurativa (¢343,122) y resolución de la causa mediante el proceso ordinario (¢2.505.403), según informe 2052-PLA-PP-2020 de la Dirección de Planificación, cada asunto terminado en Justicia Restaurativa, le genera a la Institución un ahorro aproximado de ¢2.162.281, sea un 86% menos del monto en que se incurre, tramitando la causa por la vía ordinaria ((¢2.505.403).
En materia Penal Juvenil, a nivel nacional el Ministerio Público y Defensa Pública, ya tienen destacados, profesionales especializados para la atención de la materia y en ese sentido, en conjunto con las juezas y jueces de la materia, ya conforman un equipo a cargo de la materia Penal Juvenil y que conforme al artículo 6 de la Ley de referencia, básicamente se requiere de equipos Psicosociales que trabajen en conjunto, con los equipos legales, para aplicar la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa.
En San José, II Circuito Judicial de Alajuela y II Circuito Judicial de Guanacaste se cuenta con profesionales en el ámbito Psicosocial que se dedican de manera exclusiva a la materia Penal Juvenil.
Las reuniones restaurativas programadas para la materia Penal Juvenil para el año 2020, contaron con un porcentaje de realización general promedio de 73% y un porcentaje promedio de no realización equivalente a un 27%. De las reuniones restaurativas realizadas se determina que en el caso del I Circuito Judicial de la Zona Sur se obtiene el mayor porcentaje de reuniones sin acuerdo, el cual corresponde a un 15%; seguido del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica con 13% y en tercer lugar San José con un 12%. En el caso de Cartago, Alajuela, San Ramón, Puntarenas, I y II Circuito Judicial de Guanacaste y II Circuito Judicial de la Zona Sur se obtuvo un 100% de acuerdos en las reuniones realizadas.
Durante el I y II Trimestre del año 2020 se realizaron un total de 71 audiencias de seguimiento, siendo que el 67% de estas audiencias fue efectuada por parte del equipo psicosocial que atienden Penal Juvenil en San José.  
En el año 2020 se inició la atención de la materia Contravencional en el III Circuito Judicial de San José (Pavas) y en el Circuito Judicial de Puntarenas, donde participan la plaza de Defensora o Defensor Público y el equipo psicosocial.
Se extrajo del anuario judicial para la materia contravencional los asuntos que cuentan con motivo de término “Remitido a Ofic.Just.Restaurativa”, siendo que en este caso se reportaron 5 asuntos en el Juzgado Contravencional de Pavas y 2 asuntos en el Juzgado Contravencional de Puntarenas en el 2020 y para el 2021 se reporta únicamente 1 caso en el Contravencional de Cartago.

XI.Recomendaciones

A Corte Plena:

Escenario 1: Ampliación de cobertura por materia
En atención a lo dispuesto en sesiones de Corte Plena 27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, 28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y 29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, que aprueban las medidas de contención del gasto en el Poder Judicial (circular 136-2017) y directrices giradas a la Dirección de Planificación, de potenciar la reorganización, tendientes a la implementación de modelos eficientes, que permitan la sujeción de gasto y ahorro en el uso de los recursos públicos, se recomienda el escenario de Ampliación de cobertura por materia, mismo que maximiza la atención de casos al considerar las cargas de trabajo actuales de los equipos existentes y ampliar la cobertura respecto a la capacidad instalada que aún se mantiene disponible (Cuota de 40 asuntos ingresados por mes, establecida en el informe 726-PLA-RH-MI-2019).

En el siguiente cuadro se muestra la carga de trabajo de los equipos considerando la reducción del 41% por concepto de devoluciones y la disponibilidad de atención para otras materias con base en la cuota de trabajo asignada de 40 asuntos ingresados por mes:
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Fuente: Modernización Institucional
Con respecto al cuadro anterior se tiene que en el I Circuito Judicial de San José se cuenta con un equipo interdisciplinario para atender los casos de este Circuito Judicial y en conjunto con el equipo del II Circuito se atienden los asuntos del III Circuito Judicial. Respecto a la materia Penal Juvenil y Ejecución de la Pena, se tiene una plaza de Profesional 2 en Psicología que se encarga de los asuntos de estas materias en los tres Circuitos Judiciales de San José, por lo que en este caso, la capacidad disponible es estos equipos se puede ampliar a la atención de casos en materia de Faltas y Contravenciones, siendo esta capacidad de 23 asuntos entre ambos equipos.
En el caso del I Circuito Judicial de Alajuela, se cuenta con una plaza Profesional 2 en Trabajo Social que en conjunto con el equipo de Heredia atienden la materia Adulta y por su parte esta plaza atiende junto con el personal ordinario de Defensa Pública y Ministerio Público los casos en materia Penal Juvenil, por lo que posterior a esta atención se cuenta con capacidad de atender asuntos en materia de Ejecución de la Penal y Contravenciones.
Para el II Circuito Judicial de Alajuela se cuenta con una plaza Profesional 2 en Trabajo Social  que se dedica a la atención de materia Penal Juvenil y adicionalmente colabora en algunas tareas con el equipo interdisciplinario de Puntarenas.
Respecto al equipo del III Circuito Judicial de Alajuela, se mantiene atención en Penal Adulto con la colaboración del equipo del Circuito Judicial de Puntarenas y por otra parte, se atiende con el personal ordinario de Defensa Pública y Ministerio Público los casos en materia Penal Juvenil, siendo que aún se cuenta con capacidad para atender asuntos en materia de Ejecución de la Pena y Contravenciones, 10 asuntos en cada caso.
El equipo de Heredia atiende la materia Penal Adulta en este Circuito y colabora con el Profesional 2 en Trabajo Social del I Circuito Judicial de Alajuela en la atención de materia Penal Adulto. Por otra parte, ele quipo psicosocial se encarga de atender la materia Penal Juvenil en conjunto con el personal ordinario de Defensa Pública y Ministerio Público; siendo que, con base en los datos obtenidos, se identifica capacidad para extender la atención en materia de contravenciones.
En el Circuito Judicial de Cartago se tiene un equipo interdisciplinario que se encarga de atender los asuntos en material Penal Adulto y materia Penal Juvenil. Con base en la información recopilada se determina que este equipo cuenta con capacidad de atender 11 asuntos en contravenciones.
El equipo del II Circuito Judicial de la Zona Sur atiende la materia de Penal Adulto y Penal Juvenil, y en este equipo se identifica capacidad de atender asuntos en materia de contravenciones.

Para el I Circuito Judicial de la Zona Atlántica se tiene únicamente una plaza de Profesional 2 en Psicología que trabaja en conjunto con el equipo del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica en la atención la materia Penal Adulta, y además este profesional en Psicología atiende la materia Penal Juvenil y contravenciones.
Se cuenta con un equipo interdisciplinario en el II Circuito Judicial de la Zona Atlántica que colabora con el Profesional 2 en Psicología del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica para atender la materia de Penal Adulto. En este caso, se identifica capacidad de atención de 5 asuntos en materia de contravenciones.
En el Circuito Judicial de Puntarenas se cuenta con un equipo interdisciplinario que atiende la materia Penal Adulto y la materia Penal Juvenil, además de brindar colaboración al Profesional 2 de Trabajo Social que está asignado al III Circuito Judicial de San Ramón. En este caso, se cuenta también con atención por parte de equipo en materia de contravenciones.
Para el I Circuito Judicial de Guanacaste, se tiene un equipo interdisciplinario para atender la materia Penal Adulta y se identifica posibilidad de atender materia de Contravenciones Ejecución de la Pena debido a que la plaza de Profesional en Psicología que está asignada al II Circuito Judicial de Guanacaste se encarga de la atención de la materia Penal Juvenil en el I y II Circuito Judicial de Guanacaste.
En fecha 01 de marzo de 2022 se realizó una sesión de trabajo con los Jerarcas de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa, la Defensa Pública, el Ministerio Publico, la Oficina de Trabajo Social y Psicología y la Dirección de Planificación (ver apéndice 10), en la que acordó realizar las siguientes acciones para analizar de forma más profunda el proceso y valorar la definición de las actuales cuotas de trabajo que se mantienen para la oficina:
Valorar por parte de los equipos de Justicia Restaurativa si es necesario incorporar nuevas variables a la fórmula estadística.
Generar una herramienta de recopilación de información para determinar aspectos relevantes a considerar en el proceso de Justicia Restaurativa.
Realizar una sesión de trabajo con los Jerarcas de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa, la Defensa Pública, el Ministerio Publico, la Oficina de Trabajo Social y Psicología y la Dirección de Planificación para valorar los resultados obtenidos de la aplicación de la herramienta de recopilación de información del proceso de Justicia Restaurativa.
Confeccionar una matriz de indicadores con aspectos de medición de interés para la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.
Aplicar la metodología de evaluación por resultados.

Escenario 2: Recursos aprobados en informe 429-PLA-RH-MI-2021 para el año 2022.
En informe 429-PLA-RH-MI-2021 aprobado en sesión 30-2021 del Consejo Superior celebrada el 16 de abril de 2021, artículo XXIII; y conocido sesión 21-21 de Corte Plena, celebrada el 01 de junio de 2021, art II aprobó la siguiente solicitud de recursos:

Cuadro 23. Requerimiento Humano con base en la propuesta enviada por la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para el año 2022
	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza

	I, II y III Circuito Judicial de San José
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	2
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial de Alajuela
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial de Alajuela
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	III Circuito Judicial de Alajuela
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Cartago
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Heredia
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial Zona Sur
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial Zona Sur
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial de Guanacaste
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Puntarenas
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Bienestar Integral del Personal Judicial
	1
	Profesional en Derecho 3B

	
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa.

En el caso del personal solicitado para el Programa de Bienestar Integral del Personal Judicial, es importante aclarar que este requerimiento no está contemplado dentro de la Ley 9582 de Justicia Restaurativa; sino que es un programa que inició sus funciones en 2020, con base en la aprobación del “Reglamento del Programa de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del Personal Judicial”, aprobado en sesión de Corte Plena 39-19 celebrada el 16 de setiembre del 2019, artículo VII.

A continuación, se muestra la actualización de los costos del recurso humano, mobiliario y equipo correspondientes a la solicitud aprobada en sesión 30-2021 del Consejo Superior celebrada el 16 de abril de 2021, artículo XXIII; y conocido sesión 21-21 de Corte Plena, celebrada el 01 de junio de 2021, art II. Se indica que la actualización se realizó con base en las cifras definidas para cada rubro para el año 2023: 

Cuadro 24. Estimación de costos del requerimiento humano, equipo y mobiliario enviado como propuesta de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para el presupuesto del 2023
	Circuito
	Requ. Humano
	Equipo y Mob
	Total

	I, II y III Circuito de San José
	 ₡ 63 757 000.00 
	 ₡ 3 670 521.55 
	 ₡ 67 427 521.55 

	I Circuito Judicial de Alajuela
	 ₡ 49 369 000.00 
	 ₡ 2 611 601.88 
	 ₡ 51 980 601.88 

	II Circuito Judicial de Alajuela
	 ₡ 154 170 000.00 
	 ₡ 5 716 966.30 
	 ₡ 159 886 966.30 

	III Circuito Judicial de Alajuela
	 ₡ 154 170 000.00 
	 ₡ 5 716 966.30 
	 ₡ 159 886 966.30 

	Cartago
	 ₡ 49 369 000.00 
	 ₡ 2 611 601.88 
	 ₡ 51 980 601.88 

	Heredia
	 ₡ 49 369 000.00 
	 ₡ 2 611 601.88 
	 ₡ 51 980 601.88 

	I Circuito Judicial Zona Sur
	 ₡ 14 388 000.00 
	 ₡ 1 058 919.67 
	 ₡ 15 446 919.67 

	II Circuito Judicial Zona Sur
	 ₡ 49 369 000.00 
	 ₡ 2 611 601.88 
	 ₡ 51 980 601.88 

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	 ₡ 49 369 000.00 
	 ₡ 2 611 601.88 
	 ₡ 51 980 601.88 

	II Circuito Judicial de Guanacaste
	 ₡ 154 170 000.00 
	 ₡ 5 716 966.30 
	 ₡ 159 886 966.30 

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	 ₡ 14 388 000.00 
	 ₡ 1 058 919.67 
	 ₡ 15 446 919.67 

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	 ₡ 49 369 000.00 
	 ₡ 2 611 601.88 
	 ₡ 51 980 601.88 

	Puntarenas
	 ₡ 49 369 000.00 
	 ₡ 2 611 601.88 
	 ₡ 51 980 601.88 

	Bienestar Integral del Personal Judicial
	 ₡ 138 423 000.00 
	 ₡ 5 716 966.30 
	 ₡ 144 139 966.30 

	Total
	 ₡ 1 039 049 000.00 
	 ₡ 46 937 439.25 
	 ₡ 1 085 986 439.25 


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación Presupuestaria. Nota: En apéndice 8 se presenta el detalle de cada rubro.

En el cuadro siguiente se muestra el resumen por programa del presupuesto requerido para atender la solicitud de recurso humano por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.

Cuadro 25. Presupuesto por programa para la cantidad de Recurso Humano solicitado por la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.
	Concepto del gasto
	 Oficina / Programa 
	Costo total

	
	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	Oficina Rectora Justicia Restaurativa
	Defensa Pública
	Ministerio Publico
	

	
	926
	 
	930
	929
	

	Recurso Humano
	₡384 791 000.00
	₡339 855 000.00
	₡151 770 000.00
	₡162 633 000.00
	₡1 039 049 000.00

	Equipo y mobiliario
	₡17 079 504.31
	₡20 541 841.68
	₡4 658 046.63
	₡4 658 046.63
	₡46 937 439.25

	Total General
	₡1 085 986 439.25


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria. Nota: En apéndice 8 se presenta el detalle de cada rubro.

Producto de la actualización con los costos para el año 2023, se estima un costo total de ₡1,085,986,439.25; distribuido en ₡1,039,049,000 correspondientes al costo del recurso humano; por otra parte, se tiene el presupuesto necesario para cubrir las necesidades de equipo y mobiliario del recurso humano, cuyo costo corresponde a ₡46,937,439.25.

Escenario 3: Recomendado por la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para el año 2023.

Se remite por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa en oficio una solicitud de recurso humano para completar los equipos existentes y conformar nuevos equipos de trabajo que permitan contar con recursos enfocados en la atención de la materia contravencional y ejecución de la pena.

La cantidad de recursos solicitados es la siguiente:

15 plazas para persona técnica judicial adscritas a la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.
2 plazas de persona profesional en Derecho 3B adscritas a la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.
1 plaza de profesional en Trabajo Social adscrita a la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.
1 plaza de profesional en Psicología adscrita a la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.
7 plazas de profesional en Trabajo Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología.
7 plazas de profesional en Psicología del Departamento de Trabajo Social y Psicología.
10 plazas de personas Fiscales Auxiliares
13 plazas de personas Defensoras Públicas
Sobre lo anterior, se aclara que la solicitud de las plazas nuevas de personas Técnicas Judiciales adscritas a la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa se detallan de tal forma a raíz de que la solicitud de recursos se realiza bajo esta línea, no obstante, en el informe 869-PLA-OI-2021, aprobado en sesión del Consejo Superior 80-2021 celebrada el 14 de setiembre de 2021, artículo XXXIII, relacionado con el análisis de las plazas de personas Técnicas Judiciales adscritas al Ministerio Público que actualmente se encuentran destacadas en el Programa de Justicia Restaurativa respecto a su viabilidad de traslado al Centro de Apoyo, Gestión y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, se recomienda que estas plazas permanezcan adscritas al Ministerio Público esto con el fin de evitar que se pueda vulnerar el principio de independencia funcional del Ministerio Público (artículo 3 de la Ley Orgánica del Ministerio Público), siendo que el servicio que brindan las plazas de Técnica o Técnico Judicial es necesario para la buena marcha de los equipos interdisciplinarios, por lo que es preciso que el personal técnico judicial, dentro del marco de sus competencias, colabore a los integrantes de los equipos de manera equitativa, considerando en este caso también a la materia de Contravenciones.
Con base en lo anterior, las plazas de las personas Técnicas Judiciales se consideran dentro del presupuesto del programa 929 Ministerio Público.
A continuación, se presenta el detalle de la solicitud de recursos:    
Cuadro 26. Requerimiento Humano con base en la propuesta enviada por la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para el año 2023
	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza

	I, II y III Circuito Judicial de San José Contravenciones
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	I, II y III Circuito Judicial de San José
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	2
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial de Alajuela
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial de Alajuela
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	III Circuito Judicial de Alajuela
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Cartago
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Heredia
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial Zona Sur
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial Zona Sur
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial de Guanacaste
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Puntarenas
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Bienestar Integral del Personal Judicial
	1
	Profesional en Derecho 3B

	
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Itinerantes San José - Alajuela (Ejecución de la Pena)
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	Itinerantes Cartago - Pérez Zeledón (Ejecución de la Pena)
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	Itinerantes Liberia - Puntarenas (Ejecución de la Pena)
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	Itinerantes Limón - Pococí (Ejecución de la Pena)
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	Itinerantes para Penal Juvenil
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	Coordinación Ejecución de la Pena y Contravenciones
	1
	Profesional en Derecho 3B


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa.

En el caso del personal solicitado para el Programa de Bienestar Integral del Personal Judicial, es importante aclarar que este requerimiento no está contemplado dentro de la Ley 9582 de Justicia Restaurativa; sino que es un programa que inició sus funciones en 2020, con base en la aprobación del “Reglamento del Programa de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del Personal Judicial”, aprobado en sesión de Corte Plena 39-19 celebrada el 16 de setiembre del 2019, artículo VII.

Por otra parte, dentro de la solicitud de recursos, se contemplan 5 equipos itinerantes para los cuales se considera el pago de viáticos cuya estimación se muestra en el siguiente cuadro:

Cuadro 27. Estimación de viáticos para los equipos itinerantes.
	Equipo
	Cantidad de semanas
	Desayuno
	Almuerzo
	Cena
	Hospedaje
	Costo Desayuno
	Costo Almuerzo
	Costo Cena
	Costo Hospedaje
	Total

	Itinerantes San José - Alajuela (Ejecución de la Pena)
	49
	0
	196
	0
	0
	₡0
	₡980 000
	₡0
	₡0
	₡980 000

	Itinerantes Cartago - Pérez Zeledón (Ejecución de la Pena)
	49
	98
	196
	98
	98
	₡343 000
	₡980 000
	₡490 000
	₡1 901 200
	₡3 714 200

	Itinerantes Liberia - Puntarenas (Ejecución de la Pena)
	49
	98
	196
	98
	98
	₡343 000
	₡980 000
	₡490 000
	₡2 018 800
	₡3 831 800

	Itinerantes Limón - Pococí (Ejecución de la Pena)
	49
	98
	196
	98
	98
	₡343 000
	₡980 000
	₡490 000
	₡2 352 000
	₡4 165 000

	Itinerantes Penal Juvenil
	49
	98
	196
	98
	98
	₡343 000
	₡980 000
	₡490 000
	₡2 352 000
	₡4 165 000

	Total
	₡16 856 000


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa.
A continuación, se muestra la asignación de costos del recurso humano, mobiliario y equipo solicitado:

Cuadro 28. Estimación de costos del requerimiento humano, equipo y mobiliario enviado como propuesta de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para el presupuesto del 2023
	Circuito
	Requ. Humano
	Equipo y Mob
	Total

	I, II y III Circuito de San José
	₡149 328 000.00
	₡6 775 885.97
	₡156 103 885.97

	I Circuito Judicial de Alajuela
	₡154 170 000.00
	₡5 716 966.30
	₡159 886 966.30

	II Circuito Judicial de Alajuela
	₡154 170 000.00
	₡5 716 966.30
	₡159 886 966.30

	III Circuito Judicial de Alajuela
	₡154 170 000.00
	₡5 716 966.30
	₡159 886 966.30

	Cartago
	₡49 369 000.00
	₡2 611 601.88
	₡51 980 601.88

	Heredia
	₡49 369 000.00
	₡2 611 601.88
	₡51 980 601.88

	I Circuito Judicial Zona Sur
	₡99 959 000.00
	₡4 164 284.09
	₡104 123 284.09

	II Circuito Judicial Zona Sur
	₡49 369 000.00
	₡2 611 601.88
	₡51 980 601.88

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	₡99 959 000.00
	₡4 164 284.09
	₡104 123 284.09

	II Circuito Judicial de Guanacaste
	₡154 170 000.00
	₡5 716 966.30
	₡159 886 966.30

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	₡154 170 000.00
	₡5 716 966.30
	₡159 886 966.30

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	₡49 369 000.00
	₡2 611 601.88
	₡51 980 601.88

	Puntarenas
	₡49 369 000.00
	₡2 611 601.88
	₡51 980 601.88

	Bienestar Integral del Personal Judicial
	₡138 423 000.00
	₡5 716 966.30
	₡144 139 966.30

	 Itinerantes San José - Alajuela (Ejecución de la Pena) 
	₡104 801 000.00
	₡3 105 364.42
	₡107 906 364.42

	Itinerantes Cartago - Pérez Zeledón (Ejecución de la Pena)
	₡104 801 000.00
	₡3 105 364.42
	₡107 906 364.42

	Itinerantes Liberia - Puntarenas (Ejecución de la Pena)
	₡104 801 000.00
	₡3 105 364.42
	₡107 906 364.42

	Itinerantes Limón - Pococí (Ejecución de la Pena)
	₡104 801 000.00
	₡3 105 364.42
	₡107 906 364.42

	Itinerantes para Penal Juvenil
	₡104 801 000.00
	₡3 105 364.42
	₡107 906 364.42

	Coordinación Ejecución de la Pena y Contravenciones
	₡54 073 000.00
	₡1 552 682.21
	₡55 625 682.21

	Total
	₡2 083 442 000.00
	₡79 543 765.66
	₡2 162 985 765.66


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación Presupuestaria. Nota: En apéndice 9 se presenta el detalle de cada rubro.
En el cuadro siguiente se muestra el resumen por programa del presupuesto requerido para atender la solicitud de recurso humano por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.

Cuadro 29. Presupuesto por programa para la cantidad de Recurso Humano solicitado por la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.
	Concepto del gasto
	 Oficina / Programa 
	Costo total

	
	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	Oficina Rectora Justicia Restaurativa
	Defensa Pública
	Ministerio Publico
	

	
	926
	 
	930
	929
	

	Recurso Humano
	₡489 734 000.00
	₡192 496 000.00
	₡657 670 000.00
	₡743 542 000.00
	₡2 083 442 000.00

	Equipo y mobiliario
	₡21 737 550.94
	₡7 269 648.51
	₡20 184 868.73
	₡30 351 697.48
	₡79 543 765.66

	Total General
	₡2 162 985 765.66


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria. Nota: En apéndice 9 se presenta el detalle de cada rubro.
Conforme a los requerimientos solicitados en el apéndice 9, para los que se estima un costo total de ₡2 179 841 765.66; distribuido en ₡2 083 442 000.00 correspondientes al costo del recurso humano, ₡79 543 765.66 necesario para cubrir las necesidades de equipo y mobiliario del recurso humano y ₡16 856 000.00 para efectos de viáticos.

Escenario 4: Exclusión de los equipos exclusivos en materia de contravenciones, ejecución de la pena y penal juvenil en la propuesta recomendada por la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para el año 2023.

Adicional a los escenarios anteriores, se presenta un cuarto escenario en el que se realiza la exclusión de los recursos destinados a la conformación de los equipos especializados para la atención de la materia de Contravenciones, Ejecución de la Pena y Penal Juvenil; esto a raíz de que no se cuenta con información sustancial de carga de trabajo en estas materias que amerite con conformación de equipos especializados. A continuación, se muestra el listado de los recursos destinados para completar equipos existentes y conformar equipos en los Circuitos Judiciales donde no se cuenta con un equipo interdisciplinario:

Cuadro 30. Requerimiento Humano con base en la propuesta enviada por la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para el año 2023 al excluir los equipos especializados en materia contravencional, ejecución de la pena y penal juvenil
	Oficina
	Cantidad
	Tipo de plaza

	I, II y III Circuito Judicial de San José
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	2
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial de Alajuela
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial de Alajuela
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	III Circuito Judicial de Alajuela
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Cartago
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Heredia
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial Zona Sur
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial Zona Sur
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial de Guanacaste
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Defensora o Defensor Público

	
	1
	Fiscala o Fiscal Auxiliar

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	1
	Profesional 2 (Psicólogo)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2

	Puntarenas
	1
	Profesional 2 (Trabajador Social)

	
	1
	Técnico o Técnica Judicial 2


Fuente: Subproceso de Modernización Institucional a partir de la información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa.

A continuación, se muestra la asignación de costos del recurso humano, mobiliario y equipo solicitado:

Cuadro 31. Estimación de costos del requerimiento humano, equipo y mobiliario enviado como propuesta de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa para el presupuesto del 2023 al excluir los equipos especializados en materia contravencional, ejecución de la pena y penal juvenil
	Circuito
	Requ. Humano
	Equipo y Mob
	Total

	I, II y III Circuito de San José
	₡63 757 000.00
	₡3 670 521.55
	₡67 427 521.55

	I Circuito Judicial de Alajuela
	₡154 170 000.00
	₡5 716 966.30
	₡159 886 966.30

	II Circuito Judicial de Alajuela
	₡154 170 000.00
	₡5 716 966.30
	₡159 886 966.30

	III Circuito Judicial de Alajuela
	₡154 170 000.00
	₡5 716 966.30
	₡159 886 966.30

	Cartago
	₡49 369 000.00
	₡2 611 601.88
	₡51 980 601.88

	Heredia
	₡49 369 000.00
	₡2 611 601.88
	₡51 980 601.88

	I Circuito Judicial Zona Sur
	₡99 959 000.00
	₡4 164 284.09
	₡104 123 284.09

	II Circuito Judicial Zona Sur
	₡49 369 000.00
	₡2 611 601.88
	₡51 980 601.88

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	₡99 959 000.00
	₡4 164 284.09
	₡104 123 284.09

	II Circuito Judicial de Guanacaste
	₡154 170 000.00
	₡5 716 966.30
	₡159 886 966.30

	I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	₡154 170 000.00
	₡5 716 966.30
	₡159 886 966.30

	II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	₡49 369 000.00
	₡2 611 601.88
	₡51 980 601.88

	Puntarenas
	₡49 369 000.00
	₡2 611 601.88
	₡51 980 601.88

	Total
	₡1 281 370 000.00
	₡53 641 930.63
	₡1 335 011 930.63


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación Presupuestaria. Nota: En apéndice 9 se presenta el detalle de cada rubro.

En el cuadro siguiente se muestra el resumen por programa del presupuesto requerido para atender la solicitud de recurso humano por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa al excluir los equipos especializados en materia contravencional, ejecución de la pena y penal juvenil.

Cuadro 32. Presupuesto por programa para la cantidad de Recurso Humano solicitado por la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa al excluir los equipos especializados en materia contravencional, ejecución de la pena y penal juvenil.
	Concepto del gasto
	 Oficina / Programa 
	Costo total

	
	Departamento de Trabajo Social y Psicología
	Defensa Pública
	Ministerio Publico
	

	
	926
	930
	929
	

	Recurso Humano
	₡454 753 000.00
	₡354 130 000.00
	₡472 487 000.00
	₡1 281 370 000.00

	Equipo y mobiliario
	₡20 184 868.73
	₡10 868 775.47
	₡22 588 286.43
	₡53 641 930.63

	Total General
	₡1 335 011 930.63


Fuente: Modernización Institucional a partir de la información suministrada por el Subproceso de Formulación de Presupuestaria. Nota: En apéndice 9 se presenta el detalle de cada rubro.
Conforme a los requerimientos solicitados al excluir los equipos especializados en materia contravencional, ejecución de la pena y penal juvenil, se estima un costo total de ₡1 335 011 930.63; distribuido en ₡1 281 370 000.00correspondientes al costo del recurso humano, ₡53 641 930.63necesario para cubrir las necesidades de equipo y mobiliario del recurso humano.

Comparativo entre los escenarios propuestos:
En el siguiente cuadro se muestra un resumen comparativo entre los cuatro escenarios presentados en este informe:
Cuadro 30. Comparativo entre los escenarios propuestos
	Escenario 1
	Escenario 2
	Escenario 3
	Escenario 4

	Se mantiene la conformación de los equipos existentes. No se considera la incorporación de plazas nuevas, sino que se propone la ampliación de cobertura en materia contravencional y ejecución de la pena.
	En el escenario 2 se considera la solicitud de un total de 35 plazas según se detalla:

3	Defensora o Defensor Público
3	Fiscala o Fiscal Auxiliar
15	Técnico o Técnica Judicial 2
6	Profesional 2 (Psicólogo) del Departamento de Trabajo Social y Psicología
5	Profesional 2 (Trabajador Social) del Departamento de Trabajo Social y Psicología
1	Profesional 2 (Psicólogo) Programa BIEJ
1	Profesional 2 (Trabajador Social)
1	Profesional en Derecho 3B (Programa BIEJ)
	En el escenario 3 se considera la solicitud de un total de 56 plazas según se detalla:
13 Defensora o Defensor Público
10 Fiscala o Fiscal Auxiliar
15 Técnico o Técnica Judicial 2
8 Profesional 2 (Psicólogo) del Departamento de Trabajo Social y Psicología
8 Profesional 2 (Trabajador Social) del Departamento de Trabajo Social y Psicología
2 plazas de persona profesional en Derecho 3B adscritas a la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.
	Se toma como base la cantidad de recurso humano solicitado por la Oficina Rectora de Justicia con la exclusión de los recursos destinados a la conformación de equipos especializados para la atención de materia contravencional, ejecución de la pena y penal juvenil, según se detalla:

Defensora o Defensor Público
5    Fiscala o Fiscal Auxiliar
7 Profesional 2 (Psicólogo) del Departamento de Trabajo Social y Psicología
6 Profesional 2 (Trabajador Social) del Departamento de Trabajo Social y Psicología
14 Técnico o Técnica Judicial 2




	El escenario 1 no considera la incorporación de plazas nuevas, sino que se propone la ampliación de cobertura de los equipos existentes que cuentan con capacidad de atención en materia de contravenciones y ejecución de la pena. Esto se determinó con base en el cumplimiento de las cuotas de trabajo establecidas en el informe 726-PLA-RH-MI-2019.
	El escenario 2 contempla la incorporación de plazas nuevas para completar los equipos que carecen de alguno de sus integrantes o para conformar equipos en los Circuitos Judiciales que no cuentan con un equipo asignado.
	El escenario 3 contempla la incorporación de plazas nuevas para completar los equipos que carecen de alguno de sus integrantes o para conformar equipos en los Circuitos Judiciales que no cuentan con un equipo asignado; pero adicionalmente se considera la incorporación de un equipo para la atención de materia contravencional en San José, 4 equipos itinerantes para Ejecución de la Pena, 1 equipo itinerante para materia Penal Juvenil y una figura de Coordinación para los nuevos equipos de Contravenciones y Ejecución de la Pena.
	El escenario 4 considera la solicitud de recursos realizada por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa con la exclusión de los equipos especializados en materia de Contravenciones, Ejecución de la Pena y Penal Juvenil. En este caso, se prioriza la solicitud de plazas para completar los equipos existentes o conformar nuevos equipos en los Circuitos Judiciales donde no se cuenta con atención de Justicia Restaurativa.

	No se cuenta con costo asociado en esta propuesta.
	El costo del escenario 2 es de  ₡1,085,986,439.25
	El costo del escenario 3 es de ₡2,179,841,765.66
	El costo del escenario 3 es de ₡1 335 011 930.63


Fuente: Modernización Institucional

Por último, es importante indicar que, en el escenario 3 se considera la creación de 4 equipos itinerantes en materia de Ejecución de la Pena, un equipo itinerante en materia de Penal Juvenil y un equipo para la atención de materia contravencional en San José, no obstante, no se cuenta a la fecha con información de carga de trabajo sustancial en materia Contravencional y de Ejecución de la Pena que permita justificar la creación de estos equipos, como se pudo observar en el desarrollo de este informe.

Respecto a la materia de Penal Juvenil, se tiene que actualmente la atención de esta materia se realiza por parte del personal Psicosocial de los equipos de Penal Adulto en conjunto con las plazas ordinarias de Fiscal y Defensor de Penal Juvenil de cada Circuito Judicial, siendo que únicamente se cuenta con una plaza de Profesional 2 en Psicología de forma especializada para la materia Penal Juvenil en los tres Circuitos Judiciales de San José, por lo que de igual forma no se cuenta con información estadística suficiente para justificar la creación del equipo itinerante que solicita la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa.

A la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa:

Presentar dos informes de seguimiento al Consejo Superior semestrales, que incluya al menos las siguientes variables: ingreso mensual de causas, reuniones restaurativas señaladas y realizadas mensuales, entrevistas señaladas y realizadas mensualmente, cantidad de seguimientos efectuados y audiencias de verificación, mensual. Se deberá incluir adicionalmente el análisis de la carga de trabajo obtenida como resultado de la atención en materia contravencional y ejecución de la pena y los resultados obtenidos. 
En el caso de aprobarse el Escenario 1,  2 o 4; implementar los procedimientos del caso para que las oficinas que mantengan cargas de trabajo inferiores a las indicadas en la recomendación 5.1 del informe 726-PLA-RH-MI-2019, amplíen su abordaje en Ejecución de la Pena y Etapa Intermedia, en el procedimiento especial Abreviado, para efecto de un mejor aprovechamiento de su capacidad instalada.

Valorar realizar un análisis a nivel nacional de la metodología de trabajo empleada, con la finalidad de que el procedimiento que se utiliza por parte de la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa se interiorice y se fortalezca a nivel de los Juzgados y Tribunales y de esta forma no duplicar estructuras de recurso humano sino para emplear esta herramienta como un mecanismo de resolución de conflictos a lo interno de las oficinas.

Analizar la posibilidad de elaborar una solicitud de cambio de ley, debido a que para el año 2022, fecha en la que empezó a regir la ley, ya que no se cuenta con contenido presupuestario para brindar cobertura de Justicia Restaurativa a nivel nacional, de tal forma que el riesgo materializado en este momento se pueda gestionar a partir del análisis de la propuesta legal, para modificar la cobertura nacional a partir del contenido presupuestario vigente.

A la Dirección del Ministerio Público:

Revisar el procedimiento empleado para la remisión de los casos a Justicia Restaurativa con el fin de verificar su efectividad en cuanto al direccionamiento de causas y su cumplimiento con los requisitos de admisibilidad.
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Se acordó: 1) Aprobar el escenario 1 propuesto en el informe 201-PLA-MI-RH-2022, relacionado con el impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación de la Ley 9582 Justicia Restaurativa, con la finalidad de con los recursos internos, seguir impulsando el Programa. 2) Comunicar a Corte Plena este informe para hacer de su conocimiento las necesidades en materia de Justicia Restaurativa y solicitarle su valoración del escenario 4 propuesto para remitir estos requerimientos al Ministerio de Hacienda, tal y como se ha realizado en procesos presupuestarios anteriores. 
La Magistrada Patricia Solano Castro, Presidenta a.í., se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIX 

Documento 3131-22
En reunión de trabajo del pasado 18 de marzo, la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación expuso que este 17 de marzo se recibió oficio N° CJP046-2022, suscrito por la Magistrada Patricia Solano Castro, en calidad de Presidenta de la Comisión de la Jurisdicción Penal, con el criterio emitido por la Comisión de la Jurisdicción Penal, relacionado con el oficio 2595-2022 de la Secretaría de la Corte, mediante el cual se pone en conocimiento el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria número 22-2022 celebrada el 11 de marzo de 2022, artículo X, en el cual se dispone:
“1.) Tomar nota de la exposición realizada por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez. 2.) Solicitar a la Dirección Ejecutiva revisar en coordinación con los Centros de Responsabilidad los requerimientos adicionales solicitados e indicar al Consejo Superior de dónde se tomarán los recursos para financiar estos nuevos contratos, es decir, cuáles necesidades van a sacrificar de sus presupuestos ordinarios para poder incluir estos requerimientos. 3.) No autorizar el traslado a los despachos u oficinas que operan en un inmueble propiedad de la institución.  Para los despachos que operan en inmuebles arrendados, se autoriza su traslado en el entendido de que, por este motivo, el programa al que pertenece no experimentará incrementos en el presupuesto destinado al pago del alquiler, sino no que los financiará mediante ajustes dentro de la misma subpartida. 4.) Aprobar los ajustes propuestos por la Dirección Ejecutiva a las directrices de formulación presupuestaria números 27 y 28 relacionadas con contratos de alquiler de edificios, contratos de servicios de limpieza y contratos de servicios de vigilancia vigentes para el año 2023 y siguientes”.

Doña Nacira Valverde expone que en síntesis, en este oficio, suscrito por la Magistrada Patricia Solano Castro, manifiesta su preocupación acerca de las condiciones deficientes de infraestructura que presenta el Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste (principalmente el Tribunal de Pavas, la Fiscalía y el Juzgado Penal de Hatillo). En ese mismo sentido, se han identificado importantes deficiencias en el inmueble que ocupa el Tribunal Penal de Desamparados.




En dicho oficio se señala lo siguiente:
“(…) 

Criterio de la Comisión de la Jurisdicción Penal

Dentro de la labor que actualmente desarrolla la Comisión de la Jurisdicción Penal en el marco del Proyecto de Rediseño del Modelo Penal en conjunto con la Dirección de Planificación, se han identificado una serie de deficiencias y necesidades en distintos despachos de la jurisdicción penal, y particularmente ha llamado la atención acerca de las condiciones deficientes de infraestructura que presenta el Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste. No sólo se ha develado que las edificaciones arrendadas no tienen las condiciones y requerimientos mínimos para el adecuado funcionamiento de los despachos judiciales que integran ese circuito (principalmente el Tribunal de Pavas, la Fiscalía y el Juzgado Penal de Hatillo) para garantizar un servicio de calidad a las personas usuarias de la zona, sino que además se han detectado condiciones infrahumanas y de hacinamiento bajo las cuales se mantienen las personas servidoras judiciales, mismas que por años no han sido atendidas de forma oportuna. 

En el mismo sentido, se han identificado importantes deficiencias en el inmueble que ocupa el Tribunal Penal de Desamparados, que inclusive han debido ser intervenidas por orden del Ministerio de Salud.

Como puede apreciarse, dentro de las prioridades identificadas por la Dirección de Planificación que fueron señaladas al Consejo Superior, se incluyeron nuevas necesidades o requerimientos adicionales en el tema de alquiler de locales (subpartida 10101 Alquiler de edificios) y particularmente se señalan las solicitudes para la Fiscalía y el Juzgado Penal de Hatillo, para considerar el traslado de dichas oficinas, lo cual implica una mayor erogación económica para el Poder Judicial.  Esta Comisión quiere destacar que no se trata de una solicitud sin fundamento, sino que viene aparejada a estudios realizados por parte de la Dirección Ejecutiva en relación con temas de infraestructura e inclusive ambiente laboral, que permiten acreditar que existe una necesidad imperiosa de que se considere dentro del presupuesto para el año 2023 el traslado a otros inmuebles de las oficinas de la Fiscalía de Hatillo y el Juzgado Penal de Hatillo, que conforme se ha explicado, no sólo se encuentran en condiciones de hacinamiento sino en infraestructuras en estado deplorable, contrarias a la dignidad humana y con una afectación importante en el servicio público que se brinda. 

Se pretende a través de este requerimiento adicional el alquiler de nuevos inmuebles para dichas oficinas que cuenten con las condiciones idóneas para su normal funcionamiento, sobre todo porque se atiende en tales dependencias personas privadas de libertad y se necesitan espacios para realización de audiencias en circunstancias de seguridad adecuadas, así como condiciones de salubridad apropiadas para el personal que labora en esos despachos, de modo que no se comprometa el buen servicio.

En consecuencia, esta Comisión solicita al estimable Consejo Superior que se tenga en cuenta las necesidades apuntadas, a fin de que sean consideradas como prioritarias y sean previstas en las partidas presupuestarias del próximo año, a fin de dar una solución definitiva a las problemáticas identificadas y garantizar finalmente un servicio público de calidad. 

(…)”
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Al respecto, según indicó la Dirección Ejecutiva mediante oficio 1101-DE-2022,  con respecto a la solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Penal, por parte de esta Dirección Ejecutiva se están considerando los recursos para el Tribunal Penal, Juzgado Penal y Fiscalía de Hatillo, sea por un año o 6 meses, según lo disponga el Consejo Superior, por otra parte, se están incluyendo los recursos para el Tribunal Penal de Pavas,  sin contemplar su unificación con el Juzgado Penal y la Fiscalía de esa sede, no obstante, debido al proceso de remodelación del inmueble al albergar al Tribunal Penal y Juzgado Penal de Desamparados, no se recomienda la inclusión de recursos para el año 2023. 
Se acordó: Acoger la propuesta de 6 meses remitida por la Dirección Ejecutiva mediante oficio 1101-DE-2022 con el resultado del análisis de la solicitud efectuada por la Comisión de la Jurisdicción Penal mediante oficio CJP046-2022, respecto de las necesidades de infraestructura que presenta el Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste (principalmente el Tribunal de Pavas, la Fiscalía y el Juzgado Penal de Hatillo), así como el inmueble que ocupa el Tribunal Penal de Desamparados.
La Magistrada Patricia Solano Castro, Presidenta a.í. se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.   
ARTÍCULO XX  
Documento N° 3759-22
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación informa que mediante oficio N° 056-OC-2022 y N° DP-158-2022, suscrito en conjunto por la MSc. Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento y el MSc. Róger Mata Brenes, Director Despacho de la Presidencia, solicitan que como parte del proceso de formulación del ante proyecto de presupuesto del Poder Judicial para el 2023, se analice y valore la incorporación de una plaza de profesional dada la necesidad de recurso humano para desarrollar la primera etapa del Observatorio Anticorrupción del Poder Judicial.


En el informe se indica lo siguiente:
“(…)
[bookmark: _Hlk97566004][bookmark: _Hlk98152559]Seguidamente se exponen la propuesta para la creación del Observatorio Anticorrupción (primera etapa), y se adjunta el Manual de procedimientos del Observatorio Anticorrupción elaborado en conjunto en el marco del proyecto de cooperación con la Embajada de los Estados Unidos de Norteamérica.


I.- Observatorio Anticorrupción. Primera Etapa
1. Justificación
Estudios sobre el fenómeno de la corrupción han demostrado que esta problemática no sólo tiene un impacto en el ámbito social, político y económico de una sociedad (ineficiencia en el uso de los recursos públicos y desaceleración del ritmo de crecimiento económico), sino que también, incide en la calidad y extensión de la satisfacción de los derechos fundamentales de los ciudadanos, debilitando en Estado de Derecho. 

Dentro de este contexto, una de las herramientas con que se cuenta para enfrentar las nefastas consecuencias de la corrupción, es la transparencia, la información de calidad y la promoción de la participación activa para el fortalecimiento de las capacidades individuales y sociales de control y de denuncia de este flagelo. 

En este sentido, la transparencia, el acceso a información de calidad y la generación de iniciativas de participación ciudadana, han sido uno de los aportes más importantes del Poder Judicial a la sociedad costarricense, esfuerzos que ya han materializado proyectos importantes. 

Aunado a ello, desde hace varios años, la institución asumió como parte de sus prioridades y declaró de interés institucional (i) el fortalecimiento de la gestión judicial que enfrenta la investigación y persecución de los actos de corrupción y de organizaciones criminales, dotando a la fiscalía y a la policía judicial de mayores recursos, asimismo, (ii) declaró de interés institucional la gestión de la corrupción interna y el fraude organizacional, entre otras acciones, con la creación de la Oficina de Cumplimiento. Esta instancia, por su parte, y siguiendo un mandato de Corte Plena, en coordinación con la Comisión de Transparencia, trabajan en la elaboración de la Política Anticorrupción, desde donde, se ha generado la necesidad de que se cuente con un Observatorio Judicial que coadyuve y brinde insumos para fortalecer el proceso de toma de decisiones y con ello, la aplicación de las acciones preventivas o correctivas según sea necesario, así como el análisis del fenómeno y la innovación para enfrentar este flagelo. 

En efecto, en el acápite 2 del Plan de Acción de la Política, en el área temática sobre transparencia y rendición de cuentas para la prevención de la corrupción, se cuenta con la siguiente meta estratégica: 

	Meta
Estratégica
	AÑO
	OBJETIVO OPERATIVO
	META
	INDICADOR
	RESPONSABLE
	ACTIVIDADES
	COORDINACIÓN

	2. AREA TEMÁTICA: TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS PARA LA PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN

	2.5. Que al finalizar el 2030, se cuente con un sitio web especializado que coadyuve en la comprensión del fenómeno de la corrupción y sirva de insumo para la generación de información para la toma de decisiones por parte de los jerarcas.
	2023
	2.5.1. Desarrollar una propuesta para la creación de un Observatorio Anticorrupción del Poder Judicial.
	Que al 31 de diciembre de 2023 se haya elaborado una propuesta para la creación en una primera etapa de un Observatorio Anticorrupción del Poder Judicial.
	Propuesta elaborada
	Oficina de Cumplimiento
	
	Despacho de la Presidencia, Dirección de Tecnología de la Información Inspección Judicial, Oficina de Control Interno, 
Departamento de Prensa y Comunicación, Comisión de Transparencia

	
	2025
	2.5.2. Implementar el Observatorio Anticorrupción del Poder Judicial.
	Que al 31 de diciembre de 2025 se haya puesto en funcionamiento el Observatorio Anticorrupción del Poder Judicial.
	Implementación realizada
	Oficina de Cumplimiento
	
	Despacho de la Presidencia, Dirección de Tecnología de la Información Inspección Judicial, Oficina de Control Interno, 
Departamento de Prensa y Comunicación, Comisión de Transparencia



No se omite señalar que la propuesta de la necesidad de que la institución cuente con un Observatorio en esta materia ha sido una inquietud de la Oficina de Cumplimiento, por lo que junto a un experto -en el marco de la cooperación internacional-, trabajamos en una propuesta; sin embargo, ante la falta de recurso humano no se ha podido materializar. No obstante, llama la atención de que, en el desarrollo de la política anticorrupción se evidenció la necesidad de trabajar en el tema de transparencia, de centralización de información actual sobre este fenómeno, así como, incentivar la participación del funcionario judicial y de la ciudadanía y la generación de propuestas diferentes e innovadoras, aspectos que afloraron en la discusión, reafirmando que el Observatorio es una necesidad importante en la gestión de la prevención de la corrupción.

Por otra parte, es menester señalar que la institución ha venido trabajando en la iniciativa denominada Estrategia Nacional de Integridad y Prevención de la Corrupción, cuyo propósito es unir esfuerzos de diferentes actores -sector público, sector privado, sociedad civil, academia, etc-, con el fin de impulsar una política nacional en esta materia, y dentro de los aspectos relevantes que se han tratado se encuentra la necesidad de contar con espacios que gestionen información especializada, accesible, transparente, que permita el estudio, la reflexión e intercambio de experiencias a nivel nacional e internacional, así como, medio de control ciudadano e insumo para la toma de decisiones por parte de las autoridades. De igual forma, todos los esfuerzos por fortalecer la transparencia han estado dentro de los propósitos de la cooperación internacional. 

En virtud de lo anterior, se considera relevante iniciar la construcción de este proyecto que sirva para la gestión transparencia de información especializada y consulta en temas asociados a fraude, corrupción y faltas a la probidad, para escrutinio público y tendencias internas, que contribuya con la gestión de riesgos y por ende, para la toma de decisiones.
2. Misión
El Observatorio Anticorrupción tiene como misión generar conocimiento que permita comprender a profundidad el fenómeno de la corrupción y el crimen organizado, particularmente, al interior del Poder Judicial de Costa Rica.  Para esos efectos, identifica, busca, recolecta, clasifica, conserva y analiza información proveniente de diferentes fuentes, para producir conocimiento que pueda ser utilizado por la alta jerarquía del Poder Judicial en la toma de sus decisiones. 
En ese sentido, la actividad del Observatorio Anticorrupción se fundamenta en dos pilares: por una parte, reunir y analizar información que se consolide como recurso y fuente de conocimiento para los tomadores de decisión del Poder Judicial y, por otra parte, destinar esfuerzos para la generación de ideas, discusión y reflexión, intercambio de buenas prácticas y generación de opciones innovadoras en materia de lucha contra la corrupción, que permitan afianzar la confianza de la ciudadanía en la probidad del sistema judicial costarricense.
3. Objetivo General 
Diseñar e implementar una herramienta web, la cual sirva para la gestión de información especializada y consulta en temas asociados a fraude, corrupción y faltas a la probidad, para escrutinio público y que contribuya a su vez para la toma de decisiones y prevención de la corrupción.
4. Objetivos específicos
Investigar y documentar las principales fuentes de información que permita determinar datos de relevancia para el desarrollo del Observatorio.
Diseñar un modelo de procesamiento de la información y su divulgación. 
Diseñar un proceso metodológico para la articulación de acciones con las partes interesadas.
Fomentar la discusión, intercambio de ideas, promoción y divulgación de estudios, enlaces a nivel nacional e internacional, para promover la innovación en el tratamiento de este fenómeno. 
Coordinar estrategias de comunicación de acciones de prevención de la corrupción, la probidad y el cumplimiento normativo. 

5. Propuesta de desarrollo (I Etapa)
Seguidamente se presenta de forma general las etapas en el desarrollo del Observatorio Anticorrupción. En este sentido, se destaca la necesidad para una primera etapa de un profesional que permita iniciar con el diseño de las fuentes de información requeridas, así como la articulación con partes interesadas. 


6. Propuesta de requerimiento humano para la elaboración de la primera etapa. 

En este sentido, se propone iniciar con la coordinación del área de generación de conocimiento, como parte de la estructura propuesta para el Observatorio. A continuación, se presenta el perfil del coordinador y las funciones que asumiría.

	Rol
	Funciones
	Perfil profesional

	Profesional encargado(a) del área de generación de conocimiento.
	-Proponer y elaborar estudios, investigaciones y/o documentos de política que tomen como insumo principal las estadísticas del Observatorio. 

-Proponer el diseño y el fortalecimiento de estrategias de comunicación en coordinación con la Oficina de Cumplimiento que promuevan cultura de integridad y de transparencia, aprovechando las herramientas que se desarrollen en el marco del Observatorio.  

-Promover la apertura y el aprovechamiento de datos de la Institución en materia de transparencia y lucha contra la corrupción. 

- Contribuir en la definición de acciones orientadas al mantenimiento de relaciones político institucionales con diferentes actores sociales.

- Proponer espacios para el desarrollo y sostenimiento de la comunicación política institucional.

-Requerir de las jefaturas la información necesaria para el ámbito de su gestión.

-Recopilar, clasificar, tabular y analizar información variada y compleja para proponer la adopción de políticas institucionales en materia legal y su relación con los medios de comunicación colectiva.

Asumir la realización de entrevistas cuanto se trate de temas jurídicos.

-Redactar informes, proyectos, normas, procedimientos y otros documentos que surgen como consecuencia de las actividades que realiza, presentando las recomendaciones y observaciones pertinentes.

-Exponer ante los órganos competentes, en los casos que así se requiera, los criterios y alcances planteados en los informes que elabora. 

-Llevar controles variados sobre las actividades bajo su responsabilidad y velar porque éstos se cumplan de acuerdo con los programas, fechas y plazos establecidos.
-Participar en comisiones y subcomisiones institucionales cuando así le sea requerido.
Crear estrategias en temas asociados a fraude, corrupción y faltas a la probidad en conjunto con la Oficina de Cumplimiento y direcciones del Poder Judicial.

	Para desarrollar esta primera etapa, se recomienda una persona profesional en el área de las ciencias políticas, ciencias de la comunicación o criminología, con fortaleza en la investigación científica, la negociación y la asesoría, lo cual genera la facilidad para el análisis y la criticidad de la realidad institucional y nacional en el tema de corrupción. 




En razón de todo lo expuesto, se solicita a la Dirección de Planificación el análisis respectivo para la inclusión en el próximo presupuesto de una plaza de profesional para así iniciar con la elaboración del Observatorio Anticorrupción del Poder Judicial, proceso que se plantea por etapas. 
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Manifiesta la Vicepresidenta, magistrada Solano: “He participado en la construcción y esto se ha venido haciendo en la Comisión de Trasparencia y también en la Oficina de Cumplimiento, recordarán que la Corte Plena aprobó la política anticorrupción del Poder Judicial, dentro de la aprobación y con el trabajo que se ha realizado con colaboración de ayuda internacional, la Embajada Americana nos había dado los recursos a efecto de poder tener a los expertos cuando se construyó lo de la política y también se vio la necesidad de poder tener un observatorio que precisamente visibilice las acciones que tiene que ver con las políticas anticorrupción del Poder Judicial, sin embargo para ello, eso tiene un enfoque diferente.
A veces, creo que con las mismas plazas, por lo menos es la visión que tengo, en muchas ocasiones converso con doña Nacira, que puede ser y nosotros tenemos los recursos en algunas ocasiones de las mismas plazas en donde las podíamos hacer en esto si creo, y ahora le decía, cuando hago la propuesta del análisis que haga la Dirección de Planificación conozco de los recursos finitos que tienen y un día sí y el otro también desde que el Consejo Superior desde Corte Plena y los diferentes órganos pedimos el auxilio de la Dirección de Planificación, sin embargo hay pendiente y en esto también podría ser que desde este Consejo se pudiera tomar un acuerdo en instar a la Corte Plena para que pudieran ver por ejemplo el informe que está pendiente de JECA, en donde, por lo menos pienso que con la política institucional que se ha tomado en donde se le encomendó a la Dirección de Planificación poder dar el seguimiento institucional de cual es la efectividad en todas la jurisdicciones y en todas las oficinas judiciales con los indicadores de gestión de demás, en realidad ya acreditación dejó de tener el contenido o la visión que en algún momento tuvo y que ahí están esas plazas que perfectamente podrían ser utilizadas en funciones distintas y que el informe esta.
Creo que esas plazas si se les pudiera redireccionar tanto a la oficina de cumplimiento en donde se esperarían o en la Dirección de Planificación podrían tener un efecto que ahora ya lo tiene la Dirección de Planificación y es una política que la institución optó por eso, entonces los recursos están, muchas veces tenemos la plaza en vacancia, incluso podríamos esa misma recalificarla porque está el recurso y poder contratar en algún tema un politólogo para que pudiera hacer, incluso ocupamos institucionalmente un politólogo.
Vean en el tema, cuando nosotros aprobamos el presupuesto lo que tiene que ver con comunicaciones, la gran debilidad institucional que tenemos en el tema porque nosotros reaccionamos, nunca actuamos de previo a tener una política y podríamos sin tener que pedir un recurso adicional ahí tenemos los alfiles que podríamos revaluar institucionalmente para realizar esas acciones que son necesarias, pero en esto, el poder el observatorio porque tiene que ver, creo que el trabajo que se hizo desde la Presidencia de la Corte con el Observatorio Judicial que fue presentado la semana pasada en la rendición de cuentas del Poder Judicial, este proyecto tan ambicioso y también hago el comentario porque creo que este Consejo, tiene que tomar algunas decisiones en cuanto a centralizar los observatorios, por lo menos no veo si ya tenemos un observatorio judicial, que en una parte del observatorio podría estar el Observatorio de Género, en otra parte el Observatorio Anticorrupción en apartados distintos pero dentro del mismo observatorio judicial sin tener que hacerlo para construir este observatorio si se requiere un recurso distinto porque si tiene una visión diferente en cuanto a eso y que el recurso se tiene, donde se requiere para poder realizar la construcción porque si tiene que tener una visión distinta y esto lo vimos cuando lo analizamos sobre todo con el consultor colombiano que nos ayudó con la construcción de la política anticorrupción.
Hago el comentario a este Consejo porque si creo que son acciones que nosotros tenemos que tomar decisiones que son políticas, básicamente de que hacemos con los recursos que tenemos.
Insisto, en algunas partes porque también necesitamos los fiscales para reforzar los equipos de trabajo pero por otro lado tenemos recursos subutilizados y no es que las personas no quieren trabajar, insisto, por ejemplo turno extraordinario dejó de tener el sentido de cuando fue creado, decisión delos operadores están ahí?, no, la creación de flagrancia le dio una dimensión distinta de lo que llega, entonces los recursos podrían ser redireccionados en temas diferentes pero son decisiones políticas que no es sencillo tomar por lo que implica, por eso el acuerdo de remitir este oficio para analizar la incorporación de una plaza de profesional dada la necesidad del recurso humano para desarrollar esta primer etapa y que ustedes no lo conocen, como he venido realizando y participe en toda la construcción de la política anticorrupción, por supuesto que conozco cual es la necesidad y la visión distinta que tiene, pero la propuesta de acuerdo es tomar nota pero les hago el contenido que no se si de alguna manera en algún momento de este Consejo Superior pueda instar a la Corte Plena para que conozcan el tema de JECA que está pendiente en la agenda de Corte, creo que está pendiente desde que soy magistrada, está en los punto ochenta y algo de la agenda de Corte.”
Indica el integrante Bonilla Garro: “Me parece que podríamos dejar algo en relación con los observatorios de una vez, una propuesta planteada de una vez para que quede en el acuerdo.”
Prosigue la Vicepresidenta, magistrada Solano: “Me parece porque pienso que los observatorios tienen que estar redireccionados, vean que en la sesión del martes pasado la Secretaría de Género nos pedía un recurso para revaluar al observatorio entonces creo que un solo profesional podría estar enfocado sobre todo que hay profesional que son periodistas y se podría reforzar no necesariamente con personal profesional, hay un profesional a cargo pero el observatorio del Poder Judicial debería ser uno, no seccionado y ahí si están en el observatorio general cada uno aparte en donde las personas usuarias y nosotros mismos vamos a buscar todas la diferentes focalizaciones que tiene la materia pero el observatorio judicial es uno, un solo actuar.”
Prosigue la integrante suplente Álvarez Acosta: “Además, se aprovecharía la estructura y la racionalización de los recursos, quizás es necesario el politólogo, pero la parte de toda la plataforma y estructura le va a servir a él para trabajar ahí mismo, creo que esto es maximizando los recursos.”
Añade la Vicepresidenta, magistrada Solano: “Hago el planteamiento porque si creo que son planteamientos que nos tenemos que hacer en cuanto a la optimización de los recursos porque son tres personas haciendo, tres  observatorios entonces no entiendo, en algún momento dado se a querer hacer un observatorio de cada materia, no ya tenemos un observatorio en donde va a tener apartados de los diferentes aspectos y entonces como lo hacemos puede ser que existan profesionales dándole diferente matices o personal de rango más bajo dando apoyo pero con eso nosotros deberíamos de fortalecer el observatorio judicial que ha sido uno de los más grande logros institucionales que hemos tenido.” 
Continúa la Vicepresidenta, magistrada Solano: “Creo que esto institucionalmente tiene que ser evaluado, después vamos a tener un observatorio ambiental y vamos a tener uno de ética y uno de justicia restaurativa, no entiendo, ya tenemos un observatorio judicial, tenemos que fortalecerlo que además esto es una herramienta de lujo, el haber creado ese observatorio las virtudes y toda la construcción es algo que sorprende, me llenó de mucho regocijo la primera vez que lo vi me emocionó muchísimo de ver y celebrar la calidad de profesionales que contamos y como se construyó pero si creo que el mismo observatorio pueden estar todos los aportados en donde visibilizamos todo el accionar institucional en los diferentes ámbitos, ese es un tema pero debe haber un observatorio, por lo menos esa es la óptica que tengo, con todas estas políticas, creo que sobre todo la Dirección de Planificación que intervino en forma tan activa en la construcción del observatorio judicial podría darnos esta parte porque no es de que están separados, incluso tenemos un profesional en periodismo que puede tener la capacidad  de tener y darla visión general y de irle dando los diferentes matices que se tiene, colaboran las oficinas que están adscritas a esto con las visiones que tenemos pero ante la imposibilidad de crecimiento en plazas creo que sobre todo el en área administrativa nosotros no podemos seguir creciendo por que las necesidades se dan en las áreas jurisdiccionales, vean en tribunales, fiscalía en el área de servicio de respuesta a los usuarios  que es a lo que nosotros nos debemos.”
Se acordó:  1) Tomar nota del oficio N° 056-OC-2022 y del N° DP-158-2022, suscrito en conjunto por la MSc. Kennia Alvarado Villalobos, Oficial de Cumplimiento y el MSc. Róger Mata Brenes, Director Despacho de la Presidencia, relativo a la solicitud de analizar la incorporación de una plaza de profesional dada la necesidad de recurso humano para desarrollar la primera etapa del Observatorio Anticorrupción del Poder Judicial. 2) Instar a la Oficina de Cumplimiento y al Despacho de la Presidencia para valorar en coordinación con el Observatorio Judicial las necesidades del Poder Judicial en esta temática, con el fin de aprovechar los recursos institucionales asignados al Observatorio Judicial; como ente rector en la materia. La magistrada Solano, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXI 
Documento 3765-2022
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación informa que mediante oficio DM-0358-2022 de este 28 de marzo, la Dirección General de Presupuesto Nacional, remitió la información relacionada con la aplicación de la regla fiscal en la formulación del presupuesto del 2023, para las entidades y órganos que conforman el Sector Público no Financiero. 


En este informe, se señala que el crecimiento del gasto total (gasto corriente más gasto de capital) tanto a nivel presupuestario como ejecutado del periodo 2023, de las entidades y órganos que conforman el SPNF no podrá sobre pasar el 2,56%.

Adicionalmente, se señala que, la citada tasa de crecimiento del 2,56% deberá aplicarse igualmente al gasto corriente contenido en dicho gasto total. Por su parte, el crecimiento del gasto de capital podrá sobrepasar dicha tasa, siempre y cuando la suma de ambos tipos de gasto (corriente y de capital) no sobrepase el crecimiento autorizado del 2,56% a nivel del gasto total.

Finalmente, se señala que para el caso del Presupuesto Nacional de la República, este se considera de manera agregada, y de forma individualizada en los presupuestos de las restantes entidades que conforman el SPNF, según lo establecido en el artículo 2 del Reglamento al Título IV de la Ley No. 9635, Decreto Ejecutivo No. 41641-H y sus reformas.

[bookmark: _Hlk99557916]Al respecto, esta Dirección en coordinación con el Despacho de la Presidencia elaboraron un oficio dirigido al Señor Ministro Elián Villegas Valverde, en el que se hace énfasis para el 2023 la Asamblea Legislativa aprobó 413 plazas para la implementación de la Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, cuyo costo es superior a los ₡19.000 millones considerando el costo de las plazas más los gastos de operación y solo se incorporaron ₡2.900 millones de ese monto total.

Además, se señala que con el límite establecido del 2.56% será materialmente imposible poder cumplir el mandato legal de implementar la nueva Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, dado que los recursos necesarios no están financiados en su totalidad.

Finalmente, se reitera que conforme lo expresado en el oficio 025-P-2022, respecto a la reunión del pasado 03 de febrero donde también se planteó la necesidad de los recursos requeridos para atender la cuota del fideicomiso que cubre la construcción del Edificio de Tribunales de Puntarenas, que por su monto ronda los ₡5.000 millones y que se hace imposible incorporar dadas la rigidez en cuanto a crecimiento del presupuesto institucional de estos últimos años.
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Expresa la licenciada Nacira Valverde Bermúdez: “Nosotros hicimos los análisis económicos en relación a este comunicado, decirles que, si bien es cierto son globales en este momento, esto es distinto a la solicitud que había realizado el señor presidente don Fernando Cruz, en su momento y que se le comunicó también a don Elian, porque el Poder Judicial le había indicado que nosotros requeríamos recursos de alrededor de 17 mil millones de colones para poderle hacer frente tanto a lo que era el crecimiento de la aplicación de la Ley de Crimen Organizado como al pago de lo que correspondía la cuota del fideicomiso del año siguiente, bajo este escenario el 2.56%  refleja más o menos el monto de un crecimiento de 12500 millones de colones, nos sigue quedando por fuera la diferencia para poder completar tanto el fideicomiso como crimen organizado, en su totalidad, aquí también hemos hecho un análisis en relación al tope de los ingresos corrientes y tenemos también la preocupación porque si tenemos no solamente el tope con respecto al 2.56% y también tenemos tope con el tema de los ingresos corrientes tenemos una complicación bastante grande, porque por ejemplo para el fideicomiso todo es gasto corriente porque es cuota no es el aporte al capital que se ha hecho en su momento que eso si es gasto de capital, sino que es el aporte ya del pago mensualidad  y pago mensualidad eso es cuota, eso es subpartida de alquileres y eso es gasto corriente, entonces ya hicimos una nota, comentarles a ustedes para firma del señor presidente para comunicación al señor Ministro, en relación al problema que tenemos tanto en el límite del gasto corriente como en el límite total del crecimiento, eso es un poco la explicación de lo que significa esta nota que nos llegó el día de ayer.”       
Manifiesta la presidenta Magistrada Solano Castro: “Pero en esto no es cierto que lo habíamos conversado con el señor Ministro? porque tenía que ver en las posibilidades de crecimiento, que nosotros teníamos en regla fiscal, si tomábamos en consideración los recursos que cedimos hace dos años de los 6 mil millones, nosotros no entrabamos según regla fiscal aún con los 19 mil millones, siempre nos manteníamos en el crecimiento posible tomando en consideración los rubros anteriores.”     
Indica la licenciada Nacira Valverde Bermúdez: “Es que en la explicación que nosotros le dimos al señor Ministro le explicábamos que precisamente habíamos rebajado en su momento el presupuesto, ellos nos devuelven una parte de ese rebajo; sin embargo, no nos devuelven absolutamente todo, nos devuelven creo que alrededor de 14 mil millones, nosotros cuando le hacemos el análisis y le decimos ocupamos en principio los 19 mil millones para cubrir toda la ley, él nos dice “no tenemos esa posibilidad”, como ya nosotros le dimos dentro del tope 2.900 a ustedes en el 2022, entonces le vamos  dar la posibilidad de los 17 mil, con esos 17 mil nosotros estábamos trabajando este presupuesto e incorporábamos tanto crimen organizado como también incorporábamos el fideicomiso; bajo este escenario que nos está mandando ayer, ya el tope, no son los 17 mil, sino el tope son 12.500, ahí tenemos entonces una diferencia importante, a diferencia de eso, no solamente, el tope de menos de 5 mil millones prácticamente, sino también el tope que tenemos en el gasto corriente, entonces, ahí está la doble preocupación  porque aún y cuando nos dieran los 17 mil millones tendrían que liberar el tope en relación al gasto corriente, porque el gasto corriente es el que necesitamos para poder financiar el pago del fideicomiso de Puntarenas, entonces es esa doble solicitud en relación a no solo el tope, sino también al crecimiento del ingreso corriente.” 
Expresa la magistrada Solano Castro: “Claro, entonces la propuesta de acuerdo tendría que ir dirigida en remitirle una nota al señor Ministro de Hacienda con relación a explicarle esto, que ya con él habíamos conversado y solicitarle que eleve el porcentaje, porque si no, no es posible cumplir.  
En la parte donde dice “dado que los recursos necesarios no están financiados en su totalidad”, cuando habla de crimen organizado, considero que deberíamos de poner que alcanzarían solo para sufragar salarios, porque ni siquiera estamos hablando de todo, nunca pedimos todos los recursos para  el equipo, lo que es mobiliario y de lo que es todo el requerimiento, pedimos casi solo salarios, vea que en los 2.900 millones estaba el personal  de la Dirección de Gestión Humana para poder hacer las evaluaciones de lo que el martes pasado aprobamos perfiles y de los temas para poder hacer elección de personal, pero en eso casi que solo iba salarios, lo que habíamos incluido de equipamiento era casi lo que ya tenemos y esto se los digo porque conozco que en la Asamblea Legislativa están pensando en modificar la parte final de la última reforma que se le hizo a la Ley que decía que entraba a regir 18 meses después de que nos dieran los gastos totales, ellos dicen que se dan cuenta que se equivocaron en haber puesto que entraba a regir, hasta que estuvieran los gastos totales, porque si no nos dan los gastos totales la Ley nunca entraría a regir, entonces claro, en aquel momento se amarró con eso, pero entonces van a modificar eso, pero sí nos tienen que dar al menos los gastos de salarios, porque sin salarios nosotros no podemos implementar la jurisdicción.
Yo cuando he conversado en la Asamblea Legislativa les he hecho ver que el equipo de computadoras, que eso casi no lo hemos registrado en el contenido presupuestario, ha sido mínimo, así como mobiliario y que parte lo hemos tenido con ayuda internacional, con donaciones, pero que salarios necesariamente nos tienen que dar el costo de salarios.”
Agrega la licenciada Nacira Valverde Bermúdez: “El monto de salarios con el tope que nos dieron si no tuviéramos límite de gasto corriente y gasto de capital, si entramos, el tema es que como tenemos límite de gasto corriente y gasto de capital no entramos, nos hace falta alrededor de digamos mil millones, si nos quitaran el límite, entramos con crimen organizado no entraríamos por ejemplo con el fideicomiso, son los dos escenarios que estamos viendo, pero siempre tendrían que ayudarnos con el límite del gasto de capital.”
Refiere la magistrada Solano Castro: “Necesariamente entonces, si están de acuerdo la propuesta sería esa y tendría que ser acuerdo firme porque urge remitir la nota.”
Agrega la licenciada Nacira Valverde Bermúdez: “La nota ayer se la mandamos al Presidente don Fernando Cruz, entonces no sé si la quieren mandar también por parte del Consejo o quedarse con la nota que ya está mandando don Fernando.”
Añade la magistrada Solano Castro: “Pienso que eso es suficiente, o simplemente dejar autorizada la nota que remitió el señor presidente porque va en la misma línea de presupuesto que ya habíamos conversado, porque esto de previo se había conversado con el Ministro y es la parte que se está saliendo de lo que ya habíamos negociado. Si están de acuerdo, sería, se acordó: Autorizar al señor presidente que remita la nota al Ministro de Hacienda, visibilizando el problema, ¿estamos de acuerdo?”    
Se acordó: Autorizar al Presidente Magistrado Cruz Castro, para que remita una nota al Ministerio de Hacienda, visibilizando el problema existente en que se encuentra el Poder Judicial con respecto al límite del gasto corriente y gasto de capital, así como solicitar si existe la posibilidad de aumentar el límite del gasto corriente. La Presidenta a.í. Magistrada Solano Castro, se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Hlk100069704]ARTÍCULO XXII 
Documento N° 3828-2022
En sesión N° 22-2022 celebrada el 11 de marzo del 2022, artículo VIII, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice:
“Se acordó: 1) Aprobar el escenario 2 presentado por la licenciada Roxana Arrieta de cara al proceso de formulación presupuestaria para la partida de Salarios para el 2023, el cual mantiene por programa la cantidad de días de sustitución que se utilizó para la formulación presupuestaria del 2021 y del 2022. 2) Solicitar a doña Roxana Arrieta, directora de Gestión Humana presentar a este Consejo Superior, un nuevo escenario que permita visualizar el impacto de los costos asociados a la ley de empleo público para el ejercicio presupuestario 2023. Se declara acuerdo firme.” 
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Señala la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación: “El último tema es sobre el impacto del Empleo Público, que se acuerdan que fue un tema que quedó aquí en la sesión pasada.
Tenemos aquí a la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana que trae el dato para que lo veamos y también pudiésemos consignar, ahora sí todo el escenario conjunto de qué tendríamos y qué nos faltaría, entonces, si ustedes nos lo permiten la máster Roxana Arrieta Meléndez, explicaría el impacto.” 
[bookmark: _Hlk99720209]Manifiesta máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana: “Este último escenario contiene los acuerdos que ya ustedes habían tomado. Se hizo una redistribución de los ₡118.500.000.000 (ciento dieciocho mil quinientos millones colones exactos) para especialistas en contenido del Organismo de Investigación Judicial, lo que hicimos en ese sentido fue redistribuir, ¿y cómo se hace esa redistribución?; básicamente el Organismo de Investigación Judicial por su condición de cantidad de componentes que tienen asociados pues tiene una relación proporcional de un 50/50, entonces se pone el 50% a nivel de salario base y se redistribuye el otro 50% entre todos los componentes para que haya un equilibrio a la hora de emitir los salarios. ¿Qué otro aspecto fue el que se tomó en cuenta en este otro escenario?; son los ₡192.000.000 (ciento noventa y dos millones de colones) que representa el costo de suplencias, ese es un promedio de los últimos tres años de las licencias por paternidad existentes de la base de datos, tomamos la información, calculamos los salarios y sobre eso sacamos el promedio y se hizo una distribución por programa en función del gasto o la frecuencia de estas licencias por paternidad y se hicieron el ajuste en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial propiamente, en el traslado de tres plazas que estaban extraordinarias a ordinarias y la creación de 8 plazas extraordinarias. Este es el comportamiento de este impacto en cuanto a las licencias por paternidad, así está esa distribución por cada uno de los programas para un total general de los  ciento noventa y dos mil millones de colones, Sí quiero reiterar y aclarar que este es el único efecto económico que podríamos hoy estimar de la Ley como tal, porque como está supeditado el tema de definición de salario global o la escala de salario global que tendríamos que estar aplicando a partir de marzo de 2023, ese impacto no lo tendríamos nosotros en este momento. Es algo que tenemos que tener presente también para el proceso de ejecución del 2023. Esa es una gráfica de la misma presentación de los permisos y este sería el escenario concreto; el proyecto del 2023, de solamente lo que es Poder Judicial, sin crimen organizado o delincuencia organizada. Lo de la Delincuencia organizada está costando, en salarios, sin aguinaldos, sin salario escolar y sin cargas los ₡7.800.000.000 (siete mil ocho cientos millones de colones), el Presupuesto del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial igual, sin aguina